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PREFACIO 


La circunstancia de tratar en un mismo volumen cues- 
ones económicas y financieras, pensamos que no rompe 
la unidad que debe existir en un conjunto de estudios, 
que asptre a presentar en forma orgánica el examen de 
algunos tópicos que poseen un nexo común. 

En realidad, la naturaleza propia de la actividad eco- 
.nómica privada y de la actividad económica pública y de 
los problemas que les son conexos es intrínsecamente la, 
misma. En efecto: tanto la actividad económica como la 
financiera se desenvuelven en procura de la apropiación 
de la riqueza, con el fin de satisfacer necesidades indivi- 
-duales, aunque el sujeto sea en un caso el individuo añs- 
lado y en el otro, el Estado, forma superior de la organi- 
¿ación política. Y también, en ambos supuestos, actúa el 
mismo principio general en la consecución y consumo de 
las riguezas, a saber, el del máximo resultado y mánimo 
dispendio. 

Evidentemente, la esencial diferencia en los procedi- 
mientos utilizados por el individuo y el Estado en la ges- 
tión económica, nacida de la correspondiente divergencia 
cualitativa de las necesidades que se deben satisfacer, de 
la distinta forma adoptada en la apropiación de los bie- 
nes y las características propias de los consumos públicos 
y privados, traen aparejada una clara diferenciación de 
los fenómenos y leyes económicas y financieras, y por lo 
tanto, la de las ciencias que las estudiam. Pero se hallan 
en una estrecha relación, determinada, precisamente, por 
el elemento “riqueza??, medio indispensable para que 


las personas físicas y las organizaciones políticas cum- 
plan sus fines. Más aún; un sistema económico determa- 
nado, trae fatalmente consigo un sistema financiero pro- 
pio; y es así que en definitiva resultan infructuosas, tra- 
tándose, por ejemplo, del régimen de impuestos, las ten- 


tativas encaminadas a conservar su arcaica estructura y 
a impedir su reforma, cuando se la reclame para reajus- 


tarlo al organismo económico y hacerlo responder a los 
principios de la justicia fiscal. De esta manera, ha dicho 
el profesor Seligman: ““Las condiciones fiscales son siem- 
pre una consecuencia de las relaciones económicas. Ello 
también sucede allá donde se observa la influencia direc- 
ta de causas políticas, ya que las transformaciones polí- 
ticas dependen en último análisis de las transformacio- 
nes económicas. Existe una interpenetración inextricable 
de las finanzas y de la economía política.” (1). 


Varios de los temas desarrollados en este volumen ya 
han sido publicados en parte o íntegramente en el presti- 
gioso diario “La Nación?” y en otros importantes órganos 
de la prensa nacional, El deseo de completar, coordinar y 
conservar esta labor dispersa, es lo que ha inducido al 
autor a agrupar esos trabajos en un conjunto. Por otra 
parte, y en gran medida, ellos se complementan entre sí, 
en cuanto se consideran los diversos aspectos de un. mas- 


mo problema o se examinan cuestiones íntimamente rela- 


cionadas, 


M. L. DAMdA 
Rosario, Julio 14 de 1928, 


(1) Essais sur l'impót, tomo 1. pág. 1. 


PEA ASS 
o AAA A AR A 


q 


A 


A 


o 
ARIES 
O 


e 


RA 
A 


LA CONTRIBUCION DE MEJORAS 
FUNDAMENTO JURIDICO-FINANCIERO 


La posición. que ocupa la contribución de mejoras 
dentro de los recursos con que cuenta el Estado para 
hacer frente a los gastos públicos se encuentra inme- 
diata a la del impuesto y la tasa. Y es sabido que estos 
últimos, dentro de la gran clasificación de recursos or- 
dinarios y extraordinarios, se hallan incluídos entre los 
primeros, a más de las rentas provenientes del dominio 
privado, territorial, industrial y financiero del Estado 
así como otras entradas afines, reservándose para los se- 
gundos, principalmente, los empréstitos y demás opera- 
ciones de erédito. 

Ahora bien; la contribución de mejoras, sl bien es de: 
antigua data, ha sido consagrada en época relativamente 
reciente por la ciencia financiera como poseyendo un 
carácter específico y función propia, y aun hoy es dis- 
entida a este respecto. De aquí, que en el estudio de su 
fundamento jurídico-financiero, dldebamos hacerlo  te- 
niendo en cuenta la clasificación de las rentas que hemos 
mencionado y que es comúnmente aceptada, aparte de 
- que, aun no olvidando el elemento artificial y hasta ar- 
bitrario inherente a toda clasificación, presta siempre in- 
apreciables servicios desde el punto de vista del método 
y del esclarecimiento de las ideas, 

Al estudiar, en la forma breve y necesariamente 
fragmentaria en que lo haremos, a la contribución de 
mejoras, entendemos referirnos con preferencia al lla- 
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mado ““local o special assessment”? en Estados Unidos y. 
““betterment tax?” en Inglaterra, países en los cuales este 
recurso ha aleanzado mayor desarrollo en la hacienda 
pública, pues entendemos que ambas denominaciones se 
equivalen en lo que tienen de esencial, a pesar de algu- 
na opinión contraria (1). Así, tanto el “special assess- 


(1) Dice Pierson: ““Es indispensable, a este propósito, decir 
también una palabra de los ““betterment Taxes”? establecidos en 
Inglaterra y en otros países sobre los acrecentamientos de valor 
debidos a los trabajos ejecutados por la Comuna. Se los confunde 
a veces econ los Special Assessments, que juegan un papel tan im- 
portante entre los impuestos locales de los Estados Unidos de la 
América del Norte”. Sin embargo, manifiesta que es necesario 
hacer una distinción. Así, expresa: ““No deseamos colocar entre 
los ““betterment taxes””, conforme a la demostración que sigue, 
más que los “special assessments”? que gravan las propiedades 
edificadas existentes, no las futuras, y ello para subvenir a los 
gastos que, si un impuesto comunal fuera establecido sobre esas 
propiedades, no encontraría este mismo impuesto una contrapartida 
conveniente??. Y a continuación cita el **betterment tax?? esta- 
blecido en 1895 de acuerdo al ““Tower Bridge Southern Approach 
Aet??, en la que se encuentra una autorización concedida al Lon- 
ion County Council para cubrir los gastos referentes al ensanche 
de algunas calles y a la adquisición de una vasta vía de pasaje, 
gravando con una “improvement cebarge?”” todas las propiedades 
e estos trabajos hagan aumentar de valor en un área determi- 
nada. 

Pierson diferencia al ““betterment tax?” de las contribuciones 
establecidas en Holanda del género de las llamadas ““beitráge”” en 
Alemania y aún de los *“special assessments?”” en muchos casos, 
en que el primero se establece con el objeto de sufragar gastos 
de distinto orden. En este orden de ideas, dice: **El ensanche 
de calles y la apertura de nuevas vías de acceso no tienen por 
objeto procurar ventajas a casas determinadas; para servirnos de 
las palabras empleadas por nuestra ley de 1897 (holandesa), no se 
hacen “gastos en provecho de la edificación??. El objetivo es pre- 
venir el hacinamiento edilicio y proporcionar comodidad al trá- 
fico. El vecindario gana así en aspecto y muchas casas aumentan 
de valor; pero en esto no reside el fin perseguido sino en la con- 
secuencia obtenida, y por esta razón se considera como justificada 
la percepción de un impuesto especial”?”. Les Revenus de 1'Etat, 
págs. 31 a 33, 

De manera que, según Pierson, la distinción consistiría en que 
el ““betterment tax?” se impone econ el fin de sufragar gastos 
que han sido efectuados en atención a consideraciones de conve- 
niencia general, aunque accidentalmente produzcan una valoriza- 
ción en fincas determinadas, mientras que las contribuciones a que 
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ment”? como el ““betterment tax”” implican eontribucio- 
nes obligatorias percibidas por beneficios especiales ori- 
ginados en una mejora específica de la propiedad, para 
cubrir los gastos de la misma, efectuados con un fin de 
utilidad pública. 

Encontramos en este concepto de la contribución de 
mejoras, elementos no sólo del impuesto sino también de 
la tasa así como uno que le es propio y característico. 
Estos tres elementos que son de la esencia de la contri- 
bución de mejoras hallan una plena justificación desde 
el punto de vista jurídico-financiero, por lo que en con- 
junto vienen a constituir el fundamento en que se apoya 
este recurso fiscal. En efecto; al participar del carácter 
de lo que en ciencia financiera se llama ““tasa””, su fun: 
damento reside en el hecho de que constituye la contra- 
prestación de un servicio que el contribuyente recibe del 
Estado. Al participar del carácter del impuesto, se jJus- 
tifica en cuanto es una prestación coactivamente exigida 
por el ente público a todos aquellos que se encuentran en 
igualdad de condiciones y con el fin de cubrir las ero- 
gaciones que demandan los servicios públicos de carác- 
ter indivisible (lo es, en parte, el servicio que ha condu- 
cido a la mejora, puesto que si bien beneficia especial- 
mente a una clase de contribuyentes, también es cierto 
que redunda en beneficio general de todos los contribu- 
yentes de la localidad). Por fin, resultando de la eroga- 
ción efectuada “una mejora específica de la propiedad ””, 
es Justo que para cubrir la misma se exija al poseedor 
de aquella una cuota en relación con el acrecentamiento 


antes hemos hecho referencia, se establecen para pagar gastos 
efectuados con el propósito de beneficiar especialmente a ciertas 
propiedades. Pero, si bien es cierto que puede variar en alguna 
medida la índole del propósito perseguido por la Administración 
al efectuar el gasto, el fundamento de ambas tributaciones es el 
mismo, o sea: el acrecentamiento verificado en el valor de las. 
propiedades, por la ejecución de la obra pública. : 
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de valor de la propiedad, no tomando como norma para 
distribuir el costo del servicio, ni el principio de la tasa, ' 
esto es, la contraprestación del beneficio recibido, ni el 
principio moderno del impuesto, la capacidad contribu- 
tiva, sino un principio distinto: el del beneficio recibido 
por la cosa (no por el propietario, que puede ser mayor 
o menor), traducido en el acrecentamiento del valor ve- 
nal, concebido como el ““desideratum?”” de la justicia en 
esta materia. Esto es: el principio del “benefit”. 

De aquí, que, en una forma general, podamos decir que 
el fundamento jurídico-financiero de la contribución de 
mejoras reside: a) en cuanto a su carácter esencialmente 
evactivo y a su objetivo fundamental del fin público, por 
participar de la naturaleza del impuesto; b) en cuanto 
a que en último análisis constituye la contraprestación 
de un servicio efectuado por el ente público, por parti- 
cipar de la naturaleza de la tasa; e) y en cuanto a la 
forma de medir esta contraprestación debida por el con- 
tribuyente, en virtud de la mejora recibida por la cosa: 
por el “benefit””. Pero, en realidad, el carácter coactivo 
y de utilidad pública general que la aproxima al impuesto . 
y la contraprestación que la acerca a la tasa, constituyen : 
elementos genéricos de la contribución de mejoras con 
esos otros recursos fiscales, por lo que, en cuanto a los 
mismos, su fundamento jurídico-financiero es el mismo 
que el de la tasa y que el del impuesto. El elemento dis- 
tintivo, diferencial, específico, que hace de la contribu- 
ción de mejoras una figura financiera especial con ca- 
racteres propios y determinados se encuentra en la forma 
de graduar la contraprestación coactivamente exigida 
por el ente público al particular, ¿Cómo se gradúa, cómo 
se mide esta contraprestación? El patrón que se utiliza 
se encuentra en la mejora recibida por la propiedad de 
dicho particular, en el beneficio recibido por la misma 
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que aumenta su valor de cambió; esto es: por el ““bene- 
f1t”” según la terminología usada. De aquí, que, “strieto 
sensu”? sea el “benefit” el verdadero fundamento jurí- 
dico-financiero de la contribución de mejoras. 

Cuando un municipio pavimenta una calle, establece 
desagíies o demuele edificios con el doble objeto de fa- 
vorecer a determinadas fincas y de ejercer una acción 
de fomento general, se presenta el problema de la repar- 
tición del costo de las obras efectuadas, y es de remarcar 
la importancia del mismo, puesto que está de por medio 
el principio de igualdad ante las cargas públicas y de la 
justicia fiscal. En primer lugar, ¿será posible financiar 
el costo de dichas obras por medio del impuesto propia- 
mente dicho? Si fuera así, teniendo en euenta que el erj- 
terio moderno para determinar la proporción con que los 
sujetos impositivos deben concurrir a soportar las car- 
gas del Estado es el de la “capacidad contributiva””, no 
habrá más que adoptar una de las medidas que sucesi- 
vamente se han propuesto, esto es, la capitación, el patri- 
monio, el consumo, el producto, o bien, la renta. La evo- 
lución económica y socio-política de las comunidades 


de Europa y América ha traído sucesivos cambios en la 


base del impuesto. La economía industrial exige distintos 
impuestos que la agraria o que la mixta así como el pre- 
dominio político de las distintas clases sociales, Hoy, en 
los países más civilizados, de cultura económica más com- 
pleja y de instituciones administrativo-financieras más 
perfeccionadas, el ideal, en materia de distribución tri- 
butaria parece haberse concretado en los impuestos per- 
sonales—progresivos, en los que es posible efectuar re- 
ducciones por cargas de familia o por deudas, exceptuar 
un mínimum de existencia, efectuar la discriminación de 
las fuentes rentísticas, y en cuanto al coeficiente de la 


Capacidad contributiva se toma principalmente a la 
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renta, sistema atemperado por la aplicación de derechos 
aduaneros e impuestos al consumo nocivo y al producto. 

Pero no hay que olvidar que es de la esencia del im- 
puesto, el que sirva para cubrir “consumos públicos de 
carácter indivisible””, esto es, aquellos consumos en que 
sea jmposible determinar cuantitativa y cualitativamente 
la proporción que le corresponde a cada ciudadano, 0 
bien si le corresponde 0 no. La idea de una correlación 


sinalagmática entre los servicios públicos aprovechados - 


y el impuesto que paga cada habitante del país, ha sido 
desechada, como contraria al principio de la solidaridad 
social que es de la esencia de las comunidades políticas 
democráticas. La seguridad externa 0 interna, policía, 
ejército y armada, la instruceión pública, la justicia, el 


servicio consular y diplomático, la hiviene, la beneficen- 
P ») 


cia, la promoción del bienestar común, la salvaguardia 
de intereses económicos y políticos fundamentales para 
el país, demandan gastos que deben ser sufragados, 1n- 
diseutiblemente, por medio del impuesto, puesto que ello 


se encuentra comprendido entre los fines primarios del 


Estado, lo que nos da su imagen como la de una entidad 
previsora y vigilante, que vela sobre el destino del hom- 
bre moderno, quien aprovecha así de una utilidad muchas 
veces incorpórea y espiritualizada, que hace parte, in- 
conscientemente, de su propia vida. | 
Ahora bien; cuando un ente público efectúa una obra 
de carácter local y de la especie de las que hemos men- 
cionado, es decir, cuando terraplena, abre calles, las pa- 
vimenta, construye desagúes, puentes, coloca cañerías, 
efectúa demoliciones, traza Caminos; efectúa la apertura, 
delineamiento, nivelación y repavimentación de vías pú- 


blicas y su riego, así como su iluminación con gas o elec- 


tricidad y su ornamentación Con árboles, construye di- 
ques y muelles, eoloca cañerías de agua, realiza el dra- 


qe 
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gado de los ríos y la formación y desarrollo de parques 
públicos, de plazas y de paseos, ¿pueden considerarse los 
servicios que prestarán dichas obras como de carácter in- 
divisible? O bien, ¿será posible individualizar a los ve. 
cinos a quienes aprovechan y determinar el “quantum”? 
del beneficio que reciben? En realidad, todo dependerá 
de las cireunstancias. Habrá casos en que una obra de las 
ejemplificadas traerá aparejado un beneficio general para 
la localidad, sin poder determinarse los habitantes que han 
sido especialmente beneficiados de una manera específica 
y no genera! (podría darse el easo de una mejora que apro- 
vechara a un barrio entero, pero sin poder determinarse 
cuáles son los habitantes particularmente beneficiados 
de dicho barrio), y lo que es más importante, la cuantía 
o magnitud del servicio que han recibido. Es evidente, 
pues, que en este supuesto, las obras realizadas procuran 
un servicio de carácter indivisible, y que por lo tanto, 
_la forma de eubrir su costo no es Otra que la del im- 
puesto. Impuestos especiales, si se quiere, como los im- 
plantados en las ciudades inglesas (*rates””) y que pue- 
den a veces no afectar más que a un sector determinado 
de las mismas, es decir, en la zona de influencia de la 
mejora realizada. 
En segundo lugar, puede suceder también el caso 
opuesto, esto es, que algunas de las mejoras de la espe- 
_cle que hemos mencionado, aprovechen sólo de una ma- 
_Dera estricta y exclusiva a un grupo aislado de vecinos, 
pero sin reflejarse en ninguna acción beneficiosa para 
el resto de la comunidad. Claro es que sería éste un caso 
muy excepcional, difícil de tener realización en la prác- 
tica, pero en ese supuesto, sólo a dichos vecinos incum- 
biría solventar el costo de las obras realizadas. Desapare- 
cería entonces todo carácter coactivo por parte del Esta- 
E do, ya que éste sólo debe orientar su acción cuando apa- 
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rece en mayor o en menor grado el ““interés público”, 
para dejar paso entonces sólo a la fuerza jurídica que po- 
¿ría emerger del consorcio privado realizado. A lo sumo, 
tratándose de una obra en que exista algún interés del 
Estado, provincia o municipio, en forma indirecta, podría 
entonces el ente público intervenir sólo a los efectos 
de garantizar el cumplimiento de los compromisos pae- 
tados. 

Por fin, el poder administrador puede abrir una calle, 
pavimentarla, terraplenar, construir desagúes, puentes, 
muelles o alcantarillas, llevando consigo la realización de 
estas mejoras dos géneros de utilidades: 1%.) un benefi- 
cio ““general””” que alcance en forma indistinta a todos 
los habitantes de la localidad, esto es, “que estén en la 
posibilidad de recibirlo””, aunque no es forzoso que así 
sea, no pudiéndose individualizar “en general” el ““quan- 
tum?” de la utilidad proporcionada, aunque por excepción 
pueda hacerse; 2%.) un beneficio ““especial”” que alcanza 
sólo a una cierta clase de habitantes, traducible en un 
acrecentamiento del valor de la propiedad inmueble, be- 
neficio que es perfectamente mensurable tomando en 
cuenta ese índice. En la existencia de la utilidad mencio- 
nada en primer término radica el principio del impuesto, 
puesto que se está en presencia de un consumo indivisl- 
ble; y en la de la expresada en segundo, el de la tasa, 
ya que existe un beneficio prestado por el Estado al ve- 
cino, perfectamente susceptible de ser avaluado. Quiere 
decir que estamos ante un caso en que existe por un lado 
un beneficio general, indeterminado para la colectividad, 
y por otro, uno particular, mensurable para determinadas 
personas. De manera, que si teniendo en cuenta el pri- 
mero parecería justificado el recurrir al impuesto para 
cubrir los gastos que demanda la obra pública, también 
parece justificado el empleo de la tasa. Esto ha hecho de- 
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cir al profesor Selieman que la contribución de mejoras 
es un impuesto y que al mismo tiempo no lo es. 

El problema parecería planteado en términos irreso- 
lubles y al final de este análisis no nos hallaríamos ante 
la ansiada solución sino ante una paradoja que nos haría 
dudar de la lógica financiera que ha definido el impues- 
to y la tasa. Pero es que, en realidad, en todo desarrollo 
doctrinario existe siempre una tendencia irresistible ha- 
cia el conceptualismo que hace aferrarnos a la belleza de 
una clasificación consagrada y a la armonía de su sime- 
tría. De aquí, que procediendo con un criterio realista, 
debamos hacer caso omiso del impuesto y la tasa y con- 
ecretarnos al examen de los hechos, Son las cosas y no las 
palabras con que se las llama lo que interesa, dice Se- 
ligman. 

Pues bien; ¿qué es lo que hiere más la atención cuando 
el ente público realiza una de las obras á que ya nos he- 
mos referido, las que siendo de utilidad pública, general, 
al mismo tiempo benefician especialmente a determinadas 
personas, por el acrecentamiento del valor venal o loca- 
tivo de sus propiedades? Son dos elementos : 1%.) el gasto 
realizado por el poder administrador para realizar la 
obra; 2.) el beneficio concreto, mensurable, recibido por 
las propiedades. ¿Y qué es lo que se deduce entonces con 
claridad meridiana cuando se presenta el problema de 
la repartición del costo de la obra? Lo único que el pri- 
mer esfuerzo de la mente muestra, lo que el sentido co- 
mún aconseja, o sea: que los dueños de las propiedades, 
que las han visto aumentar en una “' plus valía?” no ga- 
nada sino debida a la acción del Estado, deben contribuir. 
““por lo menos”” hasta el importe de la misma producida 
por la mejora, para sufragar los gastos que ha deman- 
dado su realización. De lo contrario, resultaría que unos 
pocos beneficiarían de un valor no creado por ellos sino 
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por el conjunto de la comunidad, ya que han sido efec- 
tuados gastos que requieren recursos para cubrirlos y es 
sabido que la Administración no produce por sí misma 
esos recursos sino que los toma de todos los administra- 
dos (aun en el caso de excepción no desaparecería la in-. 
justicia), por lo que una minoría aprovecharía del tra- 
bajo de la mayoría. Y este es el verdadero fundamento 
jurídico-financiero de la contribución de mejoras, lla- 
mada “special assessment”? en los Estados Unidos, 
“betterment tax”? en Inglaterra y “beitráge'” en Ale- 
mania. | 
Fundamento conocido hoy con el nombre de principio 
del ““benefit””, cuya verdadera fuerza y contenido radica 
en su real y profundo valor humano, puesto que no es 
más que la transformación en elemento conceptual de 
hechos que encierran un elevado principio de justicia eco- 
nómica. A él se ha llegado después de un prolongado es- 
fuerzo doctrinario de los especialistas de la Hacienda Pú- 
blica y de las Cortes de Justicia al tocarles juzgar de las 
impugnaciones de invalidez con que se atacaba a las con- 
tribuciones de mejoras, especialmente en Estados Unidos 
e Inglaterra. La lucha ha sido mayor en este último país 
para hacerlo triunfar debido, sobre todo, al criterio adop- 
tado desde antaño para percibir los impuestos territoria- 
les. En los Estados Unidos los impuestos locales y en es- 
pecial los impuestos a la propiedad inmobiliaria se habían 
cobrado siempre objetivamente, es decir, teniendo en 
cuenta a las propiedades y no a sus titulares. De manera 
que no fué tan difícil admitir el principio del ““benefit””, 
consistente en gravar a una propiedad en relación con 
la mejora recibida. En cambio, en Inglaterra, el criterio 
subjetivo para el cobro de los impuestos inmobiliarios 
había acostumbrado al público a la percepción de aque- 
¡los de acuerdo a la capacidad contributiva, tomando di- 
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versos índices como signos de la misma. Es por eso que 
allí los impuestos de esa clase se cobran a los ocupantes 
de las fincas y sólo en caso de que produzcan utilidad. 
Como el ““betterment tax?” arrasaba con ese criterio para 
dar paso al de la contraprestación, de allí las resistencias 
y las luchas que hubo que sostener. 

De manera, pues, que el ““benefit*” que crea la obliga- 
ción de los dueños de las propiedades que han recibido 
mejoras por la ejecución de una obra pública, de con- 


—tribuir a cubrir el costo de la misma hasta el importe de 


la “plus valía”? originada, es lo que caracteriza a la con- 
tribución de mejoras y le da una fisonomía determinada 


entre los demás recursos del Estado. Sus concomitanelas 


o relaciones con el impuesto y la tasa son innegables, pero 


ello nc hace que se confunda con los mismos, ya que existe 


un elemento específico que constituye, en realidad, su 
verdadera esencia. 


Establecido teóricamente el fundamento jurídico-fi- 
nanciero de la contribución de mejoras, cabe ahora la 
tarea de caracterizarlo, dándole forma y color propios, 
mostrando el contenido real del mismo, para lo que es 
necesario examinar objetivamente a este recurso fiscal 
en el pasado y en el presente, esto es, bajo el punto de 
vista histórico y desde el de la legislación positiva actual. 
Así también desde el aspeeto doctrinario, en lo que se re- 


fiere a sus diferencias y semejanzas con los otros reecur- 


sos fiscales. Será, por lo tanto, una explicación “a pos- 
teriori”” del fundamento de la contribución de mejoras, 
lo que tiene, indudablemente, una gran importancia en 


esta materia, ya que, tratándose de ciencia económica y 
financiera, las instituciones adquieren casi la importan- 
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cia de categorías históricas, susceptibles de ser sustituí- 
das, es cierto, pero evolutivamente y sin perder de vista 
la eaidad y los hechos. | 


ESBOZO HISTÓRICO 


La contribución de mejoras ha tenido su mayor des- 
arrollo y aplicación en los Estados Unidos y en Ingla- 
terro, pero también se conoce en otros países aparte del 
nuestro, como ser Alemania, Holanda, Bélgica, Canadá, 
Ttalia y Francia. En este último país se ha tratado de ha- 


cer tributar a las propiedades en las que se había operado 


una “plus value?” debido a la ejecución de obras públicas. 


Ya en los tiempos de Colbert (1672) se habían dictado or-' 


denanzas en ese sentido, con el propósito de costear di- 
ques y la desecación de pantanos. Pero el hecho más 
transcendental en esta materia ha sido la ley de 16 de 
septiembre de 1807, cuyo artículo 30 manifiesta: ““Cuan- 
do en ocasión de la apertura de nuevas calles, de forma- 
ción de plazas, de construcción de diques o por otros tra- 
bajos públicos generales, departamentales 0 comunales, 
ordenados y aprobados por el gobierno, las propiedades 
privadas hayan adquirido un notable aumento de valor, 
esas propiedades estarán sujetas a pagar una indemniza- 
ción que podrá elevarse hasta la mitad del mayor valor 
que hayan adquirido, estimación que será hecha por una 


comisión nombrada al efecto”. Esta ley distinguía un. 


mayor valor directo de uno indirecto, y su aplicación fué 
muy irregular debido a su carácter facultativo y a las 


distintas interpretaciones de que fué objeto por los Con-- 


cejos Municipales, aunque últimamente la jurisprudencia 
ha reaccionado en el sentido de su aplicación. En Ale- 
mania, la contribución de mejoras ('“beitráge””) ha sido 
reconocida por la ley prusiana, así como otras formas 
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análogas, como la Reichbeitráge y la Soziallasten en 
Baden. | 
El origen histórico del impuesto de mejora reside en 
Inglaterra, donde recibe el nombre de ““betterment tax”?. 
Sin embargo, es de remarcar que el antecedente más re- 
moto se halla en Roma, de acuerdo a la frase del edicto: 
““Construat vias públicas unusquisque secundum pro- 
priam domum””. La primera ordenanza inglesa que se co- 
noce data del año 1250 y se refiere a la reparación de di- 
ques en los pantanos de Romney y hacía contribuir a su- 
fragar esa obra a los propietarios,.en proporción de los 
beneficios recibidos, pues dicha Ordenanza manifestaba 
que: “teniendo en cuenta la cantidad de construcciones, 
terrenos y casas en peligro, deben fijar con cuanto cada 
uno debe contribuir al mantenimiento y reparación de 
estos diques””. Otra Ordenanza conteniendo el mismo 
principio de repartición del costo de las obras data del 
año 1605 y se refiere a las mejoras a efectuar en las ri- 
beras del Lea y del Támesis para facilitar el viaje de 
Londres a Oxford. 

lin 1662 se dictó una ley ordenando el ensanche de 
algunas calles de Westminster y estableciendo que los 
gastos a efectuarse deberían ser cubiertos por subserip- 
- ción popular, y en caso de que ésta no alcanzara, los 
comisarios encargados de la delineación de las calles 
podrían imponer los propietários en proporción de los 
beneficios recibidos. En dicha ley se establecía expre- 
samente: “Y como las casas que quedan recibirán im- 
portantes ventajas, desde el punto de vista del valor de 
sus alquileres, gracias a la facilidad de ventilación, a la 
libertad de acceso para el comercio y a las otras como- 
didades provenientes de este ensanche, se ordena, que 
un jurado impondrá a los propietarios y a los habi- 
tantes de estas casas la entrega de la suma o de las su- 
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mas apropiadas o la renta anual apropiada que ¿juz- 


cará y avaluará a ciencia y A como correspon- 
diente a esta mejora y renovación”. En 1667, otra ley 
establece también el no del O bolo tax?” con 
motivo de la reedificación de la ciudad de Londres des- 
pués del eran incendio que había sufrido. Así, expresa- 
ba: “Para que esto sea efectuado en las mejores condi- 
ciones posibles, se establece un impuesto razonable sobre 
todas las casas de dicha ciudad y de sus arrabales, en 
proporción del beneficio que ellas reciben de la refae- 
ción, modificación, ensanche, mejoras, desecación, lim- 
pieza y arreglo del conjunto de los subterráneos, alcan- 
tarillas, pavimentos y veredas citados y de cada uno de 
ellos en particular?”. 

Posteriormente, esta forma de o las obras locales 
fué cayendo en desuso en Inglaterra, al mismo tiempo 
que adquiría un cierto vigor en sus colonias de América. 
Así, el principio de lá contribución de mejoras es apli-. 


cado en Nueva Amsterdam en 1657 y 1660, y en la pro- 


vincia de Nueva York se dicta en 1691 una ley que 
reproduce en parte la ley inglesa de 1667. 

Y debían ser estos países, más tarde los Estados Uni- 
dos, en los que este recurso fiscal debía alcanzar su 
mayor desarrollo y eficacia bajo el nombre de “special 
essessment*”, y fué recién a fines del siglo pasado en 
que se quiso reimplantar en Inglaterra una institución 


que había tenido en ella su punto de partida. El pri- 


mer intento se hizo en 1890 con el “Strand Improvement 
Lil”, pero las cláusulas referentes a hacer recaer en el 
propietario beneficiado el costo de las obras, fueron re- 
chazadas. Lo mismo ocurrió con el “Cromwell Road Brid- 
ge Bill”? en 1892 y el “London Improvements Bill” de 
1893. Por fin, el principio del ““betterment tax”? fué 
eprobado al sancionarse el * Tower Bridge Southern 
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Approach Bill”? de 1895. Posteriormente, se hizo lo pro- 
pio con otras leyes, como ser el “London County Coun- 
cil Improvements Act'” de 1897, contándose nueve, entre 
1895 y 1902. En 1909 se estableció la misma forma de 
sufragar los gastos en la ““Housine and Town Planning 
Act””. | 

Sobre la aplicación creciente de la contribución de me- 
joras en la actualidad, dice Selieman: “En los Estados 
Unidos, el principio del ““betterment””, desde hace mucho 
tiempo, está firmemente incorporado en el sistema fiscal; 
y aunque bien pueden existir casos particulares en los cua- 
les sus efectos no son del todo buenos, la experiencia evi- 
dente y el veredicto popular respecto de los métodos em- 
pleados están generalmente en su favor. En el continente 
europeo, el sistema se extiende en la actualidad con rapidez 
a causa de la importancia creciente de las finanzas munici- 
pales y del análisis más cuidadoso de los principios que lo 
informan. Inglaterra, que ha tomado la iniciativa en la 
reforma del sistema fiscal nacional, no puede quedar 
retrasada en el movimiento en favor de la justa 
repartición de las cargas locales. Y no se puede 
asegurar la realización de una justicia de esta natura- 
leza sin la aplicación del principio del ““betterment”” (1). 


ESQUEMA DOCTRINARIO 


A la contribución de mejoras se la puede definir como 
la contribución obligatoria, percibida en proporción de 
beneficios especiales obtenidos, para cubrir los gastos de 
una mejora específica de la propiedad, emprendida en el 
interés público (2). Y el ““betterment tax”? ha sido 


A 


(1) Essays sur l'impót, t. IL, págs. 205-6. 
(2) Seligman,' op. citada, t. IL, pág. 147. 
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establecido como *“el principio por el cual las personas 
cuyas propiedades han aumentado de una manera evl- 
dente su valor venal por una mejora efectuada por las 
autoridades locales, deben especialmente contribuir al 
costo de la misma””. (The principle that persons whose 
property has clearly been increased nm market value by 
an improvement efected by local authorities, should spe- 
cially contribute to the cost of improvement) (1). 

Otra definición del ““betterment tax”” es la dada en el 


Orange Book of the London County Council en la forma 


siguiente: ““imposición basada sobre los beneficios y la 
apropiación por medio de un derecho sobre los inmue- 
bles, de una parte del valor agregado a éstos por los 


vastos públicos que han sido efectuados en vista de me-' 


jorarlos??. 

Selieman, dice: **Si una acción positiva del gobierno 
confiere a un individuo una ventaja particular men- 
surable, no es más que justo, respecto de la comunidad, 
que este individuo pague el provecho recibido”? (2). 
Dice Rosewater: ““El contribuyente paga no solamente 
porque él obtiene un beneficio, sino también porque al 
beneficio le es correlativo.un gasto cuyo peso encuen- 


tra lugar más apropiado sobre sus espaldas que so- 


bre las de los que no obtienen un beneficio espe- 
cial?” (3). La misma razón de equidad que justifica 
la reparación del Estado al particular que es privado 
de su propiedad por la ejecución de obras públicas que 
exigen la expropiación, actúa para que el particular que- 
de obligado a entregar el mayor valor que resulte en 


(1) Report from the Select domi of the House of the 
Lords on town improvements, 1894, 


(2) - Op. citada, t. IL, p. 196-7. 
(3) Special assessments, p. 140, 
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sus inmuebles cuando el ente público ha efectuado gas- 
tos que han traído esa mejora. 

La doctrina que ha ido formándose alrededor de la 
contribución de mejoras tiene muchas afinidades y con- 
comitancias con la que se ha expuesto sobre el impuesto 
al mayor valor. En este caso, como en aquél, se trata 
de un valor adventicio que ha ido a agregarse al del 
inmueble sin que él sea producto de la libre acción del 
propietario. Es, según la idea de Wagner, algo que es 
la resultante del medio exterior y de las condiciones eco- 
rómicas dentro de las cuales se encuentra el propietario. 
El no ha hecho nada por crear ese valor, no ha tenido 
arte ni parte, de manera que se halla en posesión de algo 
que no le pertenece en. virtud de un principio de justi- 
cia. La casualidad, la suerte, o cualquier otra variada 
circunstancia, ha hecho que se incorpore a su bien un 
acrecentamiento que, necesariamente, debe ser el produe- 
fo del esfuerzo de otros, entidades públicas o la masa 
de la comunidad. Esta es, esbozada en sus líneas más 
escuetas, la doctrina de la “conjoncture””, que Wagner 
define así: ““el conjunto de las condiciones técnicas, eco- 
nómicas, sociales y jurídicas que influyen de una ma- 
rera primordial en la economía nacional que reposa so- 
bre la división del trabajo y la propiedad privada — 
sobre todo propiedad privada de los medios materiales 
de producción (propiedad territorial privada y capital 
privado) — que determinan la producción de los bienes, 
su demanda y su venta, por consecuencia “su valor”. 
sobre todo el valor de cambio y el precio de los bienes 
en general y también de cada bien en cada easo par- 
ticular, muy a menudo “independientemente”” de la ae- 
tividad y de la voluntad (acciones u omisiones) del su- 
Jeto económico ””. E 

De aquí deriva Wagner la legitimidad de la Imposición 
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que él denomina “por devolución o por “plus valía”, 
sin prestación económica del adquirente de la riqueza. 

La adquisición de ésta, verificada de esa manera, “es 
un objeto que debe ser gravado, para obtener una re- 
partición equitativa y conforme a los principios de la 
economía pública, entre las manos del adquirente, sobre: 
todo bajo un régimen jurídico de adquisición totalmente 
individualista, en el cual el individuo y no la familia, 
considerada como un todo, o la tribu, el clan, ete., al 
cual pertenece el individuo, es el último eslabón inde- 
pendiente del sistema de la economía privada”” (1). Im- 
puestos por “devolución”? o ““por plus valía”” son, según 
Wagner, los impuestos a las ganancias del juego, a la 
adquisición por herencia y a las ganancias fortuitas 
Esta imposición a las ganancias fortuitas puede realizar- 
se, o bien por los impuestos a la renta, al producto y a la 
circulación, o bien instituyendo '“una imposición aparte, 
en el caso especial e importante de ganancia que apro- 
vecha al propietario, sin prestación propia de su parte, 

por el paso de la propiedad territorial, de una categoría 
económica de utilización a una categoría especificamente 

diferente y más ventajosa?? (2). Wagner coloca como 
ejemplos en que procede esta clase de imposición, espe- 
cialmente cuando se trate de un mayor valor producido 

por la urbanización de terrenos por la autoridad pú- 

blica, por el descubrimiento de yacimientos mineros y 
por el establecimiento de nuevas vías de comunicación. 

Y en principio es partidario de gravar a todo aumento 

fortuito en el valor de la propiedad, ya sea ésta mueble o 

inmueble; tan es así, que va hasta preconizar un impuesto 


or 


(1) Traité de la Science des Finances, t. Il, pág. 342. 
(2) Op. citada, t. 11, pág. 346. 
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de esta naturaleza sobre las operaciones de Bolsa (A 
Esta doctrina, indudablemente, ha tenido su máxima 
aplicación en la introducción de los impuestos al mayor 
valor de la tierra, establecidos hoy en forma amplia en 
Inglaterra (increment value duty, mineral rights duty, 
_site duty, reversion duty), y en Alemania, a raíz de 
la experiencia lisonjera de Kiao Chaw, y que, por otra 
parte, es lo fundamental de la teoría del impuesto único 
de Henry George. : 

Ahora bien; cuando un ente público local realiza me- 
joras de cierta clase que traen como resultado un acre- 
centamiento del valor de los inmuebles perfectamente 
mensurable, existe, indudablemente, respecto de los pro- 
pletarios de los mismos, un “mayor valor no ganado?” 
(“plus value””, ““unearned increment””) que debe directa- 
mente su existencia a la acción y al gasto efectuado por di- 
cho ente público y no por el propietario. Este viene, pues, 
a beneficiar de un hecho fortuito o de ““conjoneture””, 
que ha traído como resultado una utilidad que él no ha 
ereado sino la administración pública, la que, para cos- 
tear el importe de las obras efectuadas ha debido hacerlo 
con los recursos proporcionados por todos los habitantes 
de la localidad. Tiene, por lo tanto, todas las justifica- 
ciones posibles la acción de dicho ente público para re- 
sarcirse o reembolsarse los gastos efectuados hasta el im- 
porte del mayor valor originado, y es acaso aquí donde 


(1) Pierson ensaya una crítica a esta proposición de Wagner, 
Así, dice: **¿Qué se hará con el producto de este impuesto? ¿Se 
lo repartirá entre aquellos que han sufrido por la ““conjoncture??? 
No lo vemos. De la misma manera que el producto de otros 
impuestos, irá a las Cajas del Tesoro para cubrir los gastos. Es 
necesario comprenderlo bien; la mismo causa aprovecha a A y 
hace perder a B. El Estado crea un correctivo para la desigual- 
dad que resulta. Este correctivo consiste en que él toma a A 
una buena parte de su ganancia inmerecida y la conserva para 
él en lugar de entregársela a B””. Op. citada, pág. 236. 
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q 


mayor valor. En efecto, cuando la plus valía se produce 


áebido al desarrollo progresivo de la economía, de los 
transportes, de la población, del comercio o de la indus- 
tria, no es tan perceptible lo equitativo de que el Estado 


se apodere de la valorización producida, ya que ésta ac- 
táa lentamente y a menudo habrá que preguntarse hasta 


qué grado el propietario ha sido absolutamente ajeno al 


progreso general que ha redundado en beneficio de sus 
bienes, es cierto, pero que ha podido ser causa y efecto 
al mismo tiempo, si se ha tratado, por ejemplo, de la 
colonización de tierras incultas y despobladas. (1) 

En cambio, la obra pública local produce un acrecen- 


tamiento más o menos inmediato del valor de los inmue- 


bles y en el que la causa está perfectamente individua- 
lizada y caracterizada. Por fin, en un impuesto al ma- 
yor valor se encuentran tres términos en presencia, a 
saber: el propietario beneficiado, la sociedad en su con- 
junto o los hechos de ““conjoncture”? que han producido 
aquél, y el Estado (que podría argúirse que es ““res 
inter allios””), que siendo jurídicamente un tercero, ae- 
ciona contra el propietario para tomar para sí la ganancia 
realizada. Mientras que en la contribución de mejoras exis- 
te una relación directa y sinalagmática de ““do ut des”” 
ya que por una parte hay un ente público que ha efee- 


tuado gastos y originado un beneficio, y por el otro, el 


(1) Refiriéndose al proyecto de impuesto al mayor valor pre- 

sentado por el P. E. de la Nación a la Cámara de Diputados en 
28 de Junio de 1912, decía el ingeniero Octavio $. Pico: “*S1 la 
situación actual de los territorios nacionales no es ni con mucho 
floreciente y son contadas las persenas que se resignan a abando- 
nar los ceutros poblados para radicarse en ellos, no habrá segura- 
mente nadie, si prospera la iniciativa financiera, que esté dispues- 
to a afrontar todos los inconvenientes y peligros que la población 
del desierto acarrea para que el Estado comparta los beneficios en 


una proporción exorbitante. El impuesto al mayor y Buenos - 


Aires, 1912. 
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particular que ha aprovechado del mismo en forma apre- 
ciable, manifiesta y tangible, y como efecto resultante 
de la acción de aquél De aquí que los argumentos de 
orden general que se aducen en favor del impuesto al 
mayor valor, cobran, tratándose de la contribución de 
mejoras, su mayor eficacia, y aun más: los tratadistas 
que se ocupan de aquél colocan a ésta como un ante- 
cedente positivo del principio de justicia que hay en la 
doctrina. S 

Pero, establecido como un derecho del Estado el de 
exigir a los propietarios de inmuebles una parte o todo 
el mayor valor con que se han acrecentado en razón de 
la mejora local efectuada, parece también procedente la 
obligación correlativa de indemnizar, cuando por la ac- 
ción gubernamental las propiedades experimenten una 
disminución en su valor. De aquí que en Inglaterra 
baya aparecido en la legislación el principio del *“worse- 
ment””, como el complemento necesario del ““betterment””, 
ya que en ambos casos se trata de restablecer un equi- 
librio- destruido. Sin embargo, no está llamado, indu- 
dablemente, a tener una aplicación amplia, ya que ella 
traería como resultado en muchos casos el trabar el des- 
arrollo edilicio por la inercia de los intereses creados. 
La máxima latitud que ha alcanzado ha sido cuando fué 
posible compensar daños con beneficios producidos en 
distintos inmuebles de un mismo propietario. Así, es de 
citar en Inglaterra el “Tower Bridge Act'” (1895) y 
en los “Standing Orders”? de la Cámara de los Lores 
del mismo año. 

Por fin, un sistema ligado al ““betterment”” es el de 
recoupment””, que consiste en la apropiación de una 
zona de terreno valorizada, contigua a la obra pública 
ejecutada, para ser vendida y poder costear ésta. Este 
procedimiento, conocido en los Estados Unidos con el 
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rombre de ““excess condemnation””, se ha utilizado en 
Inglaterra con resultados desfavorables, aunque con éxl- 
to en la construcción del “Kings Highway”” de Lon- 
dres. Se ha usado también en nuestro país. 


Por otra parte, el índice más seguro que, Se debe uti- | 
lizar cuando el Estado general o local o las comunas 
hacen uso del poder fiscal para procurarse recursos con 
el fin de atender a los gastos qUe efectúan, a los efec- 
tos de averiguar la forma de distribuir aquellos, es 
:ndudablemente el que se funda en la medida del inte- 
1és que haya en la realización de dichos gastos. ¿Existe 
un interés general, común, en la producción de ciertos 
servicios, o bien ese interés es sólo particular para de- 
terminados individuos de la colectividad, o por fin, hay 
parte de interés general y parte de interés individual? 
Es claro que si el interés es común, la carga debe ser 
también colectiva; si es particular, debe sólo alcanzar 
a los que se benefician de los servicios; y si es general y 
especial al mismo tiempo, la carga debe revestir ambos 
caracteres. 

Entran así en juego, según los diversos casos, el prin- 
cipio de la capacidad contributiva y el del beneficio, 
ya aislados o combinados. Tratándose de la realización 
áe una mejora local, es innegable que existe un bene- 
ficio especial de que sólo aprovechan los propietarios 
Ce tierras y edificios que ven acrecentado su valor. Pue- 
de haber también un interés general de la localidad, pero 
esto no significa en forma alguna de que los que tienen 
un interés particular vayan a pagar de acuerdo al prin- 
cipio de la capacidad. No. El único eriterio adoptable 
es el del beneficio, y sólo en cuanto desaparezca su in- 
terés especial para dar lugar al general, será aplicable 
el de las facultades. El ejemplo de la repartición del 
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costo en la construcción de un puente muestra de una 
manera clara y objetiva cómo funcionan estos princi- 
pios. Así, si dicho puente sirve para unir dos poblacio- 
nes ribereñas trayendo una acción beneficiosa general, 
será justo que se aplique un impuesto a todos los habi. 
tantes, quienes deberán pagar según sus medios. En cam- 
bio, si dicho puente se construye con el único motivo de 
permitir el acceso a un bosque a los explotadores del 
mismo, deberá aplicarse un peaje que sea la contrapres- 
tación del servicio prestado. Y por fin, si el mismo puen- 
te tiene por único objeto unir a un erupo de casas 
separadas por un arroyo del resto de la población, lo 
que determinará un aumento del valor de las mismas, 
corresponderá aplicar una contribución de mejoras, te- 
niendo así en cuenta el beneficio especial, graduado por 
el acrecentamiento. Pero es indudable, que en lo que 
sobrepasase de este aumento perceptible y mensurable, 
correspondería aplicar un impuesto especial, de acuerdo 
a las facultades especiales de los propietarios. 


LA CONTRIBUCIÓN DE MEJORAS Y EL IMPUESTO 


Los recursos que requiere la actividad estatal, orien- 
tada en los fines generales y particulares del gobierno, 
es común llamarlos, por lo general, *““contribuciones?”. 
Ahora bien; en las relaciones entre el individuo y el 
Estado, ¿en virtud de qué facultades puede este último 
desapoderar o cercenar en sus bienes al primero? Puede 
hacerlo ejerciendo el poder de expropiación (Eminent 
domain), el poder penal, el poder de policía y el poder 
fiscal. En cuanto al primero, es menester que su ejer- 
cicio se halle condicionado por la justa compensación 
de la propiedad arrebatada y por la utilidad pública 
previamente calificada por ley (artículo 17, Constitu- 
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ción Nacional). Ejerciendo este poder puede el Estado 
procurarse recursos, ya que el beneficio reportado por 
ls. expropiación puede ser superior al daño causado al 
propietario y justamente reparado. El poder penal pro- 
cura también recursos al Estado, provenientes de las 
multas impuestas. Y en cuanto al poder de policía, no 
se puede decir que sea fuente específica de recursos, ya 

que, siendo su rol la reglamentación, o bien se sanciona 
ésta con penalidades o exige verdaderos impuestos. Por 
último, es el poder fiscal el que fundamenta el derecho 
del Estado para exigir las contribuciones de mayor im- 
portancia: los impuestos. 

¿En virtud de qué facultad o poder del Estado se 
establecen las construcciones de mejoras? En los Estados 
Unidos, con referencia a los “special assessments””, la 
jurisprudencia ha seguido una línea evolutiva, pues al 
principio se los colocaba bajo el poder de expropiación, 
luego bajo el poder de policía: del Estado, y por fin, 
bajo el poder fiscal, reconociéndoseles así su verdadero 
carácter de contribuciones. Esta jurisprudencia data del 
año 1851, a raíz de una sentencia dada en el Estado de 
Nueva York y fundamentada en la doctrina sostenida 
por el juez Ruggles en el juicio “People versus Broo- 
klyn””. ¡ 
Ahora bien; el carácter dominante del impuesto es el 
de que implica una carga pública general; el de la tasa, 
en que consiste en una contraprestación, y el de la con- 
tribución de mejoras, en que supone un beneficio espe- 
cífico de la propiedad. Claro es que el factor coactivo 
que en el impuesto y en la contribución de mejoras es 
una característica esencial y manifiesta, en la tasa no 
lo es del mismo modo, pues puede argúirse que el que 
quiere escapar a la misma lo hace renunciando al ser- 
vicio, aunque todo depende del grado de necesidad de . 
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Gicho servicio así como de su carácter monopolístico o no. 

Pero entre el impuesto y la contribución de mejoras 
existen diferencias remarcables que los diseñan como fi- 
guras financieras diferentes, a pesar de sus analogías 
y semejanzas. En primer lugar, el beneficio que reporta 
vna contribución de mejora es perfectamente mensurable 
desde un punto de vista individual, de manera que cada 
uno de los contribuyentes sabe a ciencia cierta en la 
medida en que ha aprovechado de su prestación al fisco. 
Tratándose del impuesto, no pasa lo mismo, pues si bien 
el que ha sido gravado aprovecha de la acción benefae- 
tora general del Estado, lo hace en forma indivisible, sin 
que exista un patrón que le permita saber en que pro- 
porción lo ha hecho, salvo por casualidad. En segundo 
lugar, el impuesto se acomoda a la capacidad contribu- 
tiva, la que puede reflejarse en los distintos criterios 
que se han elegido para graduarlo, tales comio la capil- 
tación, el patrimonio, el consumo, el producto o la renta. 
Además, su distribución puede hacerse proporcional o 
progresivamente. En cambio, en la contribución de me- 
5oras no hay más signo para la aplicación del eravamen 
que el beneficio recibido, y aquél debe ser proporcional 
a éste, no pudiendo existir el primero sin el segundo, 
como tampoco sobrepasar su monto. ds 

La tercera diferencia entre la contribución de mejoras 
y el impuesto, consiste en que la aplicación de la primera 
se limita para sufragar el costo de las mejoras locales 
específicas, mientras que la esfera del segundo es ilimi- 
tada, tanto como lo sean las necesidades generales de la 
administración. La diferencia cuarta reside en que, tra- 
tándose de la contribución de mejoras, funciona el prin- 
cípio de los equivalentes, que implica un cambio entre 
el ciudadano y el ente público, dar y tomar (“give and 
take””), mientras que respecto del impuesto rige uno to- 
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talmente distinto. Por último, el fin del impuesto es 
subvenir a los gastos corrientes de la Administración 
y a la amortización de la deuda, mientras que el de la 
contribución a que nos referimos, es el de acrecentar el 
capital fijo de la comunidad. | 

De estas diferencias que hemos mencionado, la juris- 
prudencia norteamericana ha establecido -diversas conse- 
cuencias, entre las cuales las siguientes: 1? Que los prin- 
cipios de uniformidad e igualdad de los impuestos no 
se aplican exactamente a las contribuciones de mejoras 
(Cooley); 2.* Que la exención de impuestos no implica 
al de las contribuciones de mejoras. Por fin, si bien 
e: nombre de ““special assessment”” adoptado por la ter- 
minología norteamerciana, podría hacer creer que se tra- 
ta de un impuesto, en cuanto “assessment?” significa acto 
del gobierno en virtud del poder fiscal, sólo lo es en 
términos generales y no ““stricto sensu””, pues que en 
este carácter se debe tomar a esa palabra en el concepto 
Ge avaluación; ya ésta se base en el área de la propie- 
dad, en su valor o en la extensión de su frente como 
signo presunto del beneficio, o bien que se tomen todas 
aquellas medidas conducentes a establecer el acrecenta- 
miento real y efectivo (1). 


(1) En los Estados Unidos, a los efectos del cobro de la eon- 
tribución, basta una determinación presunta del beneficio recibido 
por la propiedad, esto es, una aproximación del valor real de la 
misma. En cambio, en Inglaterra se han establecido diversas re- 
glas para que la contribución cobrada no supere el mayor valor 
incorporado al inmueble y las que han sido establecidas en el 
Tower Bridge Act de 1895. Por las mismas, se debe notificar 
al propietario el importe de la contribución a cobrar, antes del 
comienzo de las obras, como también la plus valía que experi- 
mentará el inmueble en un período razonable hasta después de 
la terminación de aquéllas. Se establece también que un árbitro 
o jury decidirá las diferencias que se susciten entre el particular 
y las autoridades locales, siendo de cargo de éstas los gastos 
que se originen. Por fin, en caso de persistir el desacuerdo, el 
particular puede imponer que se le compre su propiedad. 


a ., 
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LA CONTRIBUCIÓN DE MEJORAS Y LA TASA 


Ya se ha dicho que entre estos dos recursos fiscales 
existen estrechas relaciones de similitud, debido, sobre 
todo, a que, al revés de lo que pasa con el impuesto, 
corresponden a servicios perfectamente divisibles que be- 
nefician particularmente a los individuos, por lo que es 
posible adecuar la carga del gravamen al volumen de 
aquellos. ln cambio, lo que distingue al impuesto es la 
carga común, derivado necesario de la indivisibilidad de 
los servicios que se cubren con el mismo. De esto pare- 
cería colegirse que al “special assessment?” podría consi- 
derárselo como una subdivisión de las tasas; sin embar-. 
go, su importancia creciente y las diferencias que lo 
caracterizan y le dan un sello determinado, hace que 
sea necesario colocarlo en una categoría aparte. 

En primer lugar, el carácter dominante de la tasa es 
el de que constituye la contraprestación de un servicio 
efectuado por un ente público, mientras que el de la 
contribución de mejoras es el del acrecentamiento de 
valor de ciertas propiedades debido a mejoras públicas 


locales, lo que hace que a sus titulares se los aparte 


del resto de la comunidad y se los grave para cubrir las 
erogaciones efectuadas hasta el límite de dicho acrecen- 
tamiento. Es cierto que también aquí, al igual que en 
las tasas, actúa el principio del ““give and take”?, pero 
mientras que tratándose de las tasas, lo hace en carácter 
esencial, no desempeña respecto de las contribuciones de 
mejoras más que un rol subsidiario, porque en realidad 


éstas nO se recaudan porque el propietario reciba un ser- 


vicio (“do ut facias””), sino porque la propiedad au- 
menta de valor (“do ut des””). Existe si, en ambos ca- 
sos, una relación sinalagmática, pero de distinto género. 

En segundo lugar, la forma de pago es distinta. Tra- 
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tándose de la tasa, ésta se paga en innumerables oca- 
siones, cada vez que el contribuyente requiere el servicio 
del Estado, en forma irregular, mientras que en la con- 
tribución de mejoras, éstas se pagan de una vez por 
todas, no cuando el contribuyente quiere, sino cuando el 


Estado obliga. Es cierto que a veces para el pago de las . 


contribuciones se acuerdan plazos, pero lo esencial es que 
el pago se capitaliza en una suma que bien puede pagarse 
por entero o a plazos. La tercera diferencia consiste en 
que la tasa es exigida a cualquier individuo de la colecti- 
vidad que haya hecho uso del servicio, mientras que el 
““special assessment?” sólo lo es a una clase, es decir, a la 


úGe los propietarios que tengan inmuebles dentro de un 


área determinada del municipio, alcanzada por los efec- 
tos de la mejora, área sobre la cual es menester percibir 


todo su costo, repartiéndolo entre los contribuyentes, sal- 


vo gue la influencia de la mejora trascienda fuera de 
Jos límites de aquélla. 

En último término, la contribución de mejoras es per- 
cibida en virtud de un beneficio aportado a los immue- 
bles, mientras que la tasa lo es por toda clase de servi- 


cios cuyos efectos pueden recaer, ya sea sobre la persona 


misma o sobre toda clase de bienes muebles e inmuebles. 


CONTRIBUCIÓN DE MEJORAS E IMPUESTO ESPECIAL 


Debemos también remarcar las analogías y disimilitu- 


des que existen entre, una contribución de mejoras y un 


impuesto especial, para poner más en evidencia el verda- 


cero fundamento de la primera. Porque, realmente, se 
necesita no perderlo de vista en ningún instante, si que- 
remos hacer de dicha contribución una figura financiera 
““sui generis””, pues las líneas que la delimitan del im- 
puesto especial parecen debilitarse en muchos casos y 


y METAN 
en 
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hasta desaparecer por completo en la legislación posi- 
tiva. Y esto se debe, sobre todo, a la anarquía y a las 
deficiencias de la terminología en esta materia, ya que 
en muchas ocasiones el significado legal no concuerda 
con el científico o financiero. 

Es así que ello ha inducido en error hasta a los mis- 
mos tratadistas (Cannan), especialmente en lo que se 


refiere a los ““rates”” locales ingleses, por la ausencia de 
un análisis más profundo de los hechos y de los propó- 


sitos legislativos, en asuntos en que, a fuerza de distin- 
ejones sutiles y de confusión de nombres, han sido objeto 
de verdaderas controversias bizantinas. Ha pasado esto 
cuando se ha tratado de estudiar la naturaleza del “*po- 
lice rate””, del ““sewers rate””, del ““church rate””, del 
“poor rate””, del ““lightins and watching rate”, ete, 
Cierto es que entre una contribución de mejoras y un 
impuesto especial (especialmente ““rates”” ingleses), exis- 


ten similitudes tan aparentes como no las hay entre el 


primero y el impuesto o la tasa, que a veces es de pre- 
guntarse si todo ello no es una pura cuestión de sino- 
nimia, en la que los principios nada tienen que hacer 
y en que todo se reduce a diferencias más o menos mar- 
cadas respecto del “standard”? elegido para repartir el 
gravamen. ln efecto, El impuesto especial es aquél cu- 
yos recursos tienen una asignación fija y en que puede 
ponerse aparte una clase particular de individuos de la 
colectividad — siempre que se hallen en igualdad de si- 
tuaciones — para hacer incidir sobre ellos la carea tri- 
butaria. Los impuestos especiales eran bajo el antiguo 
régimen de aplicación frecuente, aunque luego fueron 


_ siendo eliminados de la Hacienda general por la injus- 


ticia que entrañaban en muchos casos, excluyendo arbi- 
trariamente a determinadas clases sociales del impuesto, 
así como por la anarquía que implicaban en el presu- 
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puesto y en la contabilidad. (Recuérdese el origen del 


““Consolidated Fund”” en Inglaterra). Pero han subsis- 
tido en las haciendas locales y es precisamente en el 
país que acabamos de nombrar donde tienen mayor des-. 


arrollo, donde se los conoce con el nombre de rates” 
(derechos) . 


Actualmente un ““rate?” presupone, sobre todo: 1.? una 


asignación fija de los recursos del impuesto; 2.” un área 


determinada que beneficie de servicios especiales pres- 
tados por las autoridades locales. Claro que estas dos 


condiciones que caracterizan al “rate”? también lo son 


ae la contribución de mejoras, pero no hay que olvidar - 


que así como el carácter primordial del impuesto es el 
Ge ser una carga común, que alcance a todos los com- 
prendidos en un área mayor o menor, el fundamento de 
la contribución de mejoras reside en el ““benefit””. De 
manera, que en el primer caso, al distribuir el grava- 
men debe utilizarse el principio de la capacidad contri- 
butiva, esto es, que cada contribuyente pague según sus 


medios (*““means””), y en el segundo el del ““benefit””, 
o sea de acuerdo al acrecentamiento de valor que haya. 


experimentado cada propiedad. Tratándose del impuesto 
especial, es claro que éste presupone servicios del mismo 
orden, pero éstos son de carácter indivisible y tiene su 
especialidad un valor puramente jurisdiccional, de manera 
que solamente por accidente puede el servicio prestado ser 
mensurable. En cambio, en la contribución de mejoras el 
servicio siempre conserva este último carácter. 

Lo que ha traído la confusión en este orden de cosas 


y obseurecido el rigor de los principios, ha sido el aná- 
lisis de ciertas situaciones en que se han utilizado los 


procedimientos del ““rate”? o los del “betterment””, en 
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Inglaterra, o bien la combinación de ambos (1). Así, por 
ejemplo, en este país, tratándose de aplicar un “rate”, 
se lo hace de acuerdo al principio de la capacidad con- 
tributiva, pero es de remarcar que el índice de ésta, que 
era antiguamente el conjunto de los bienes de una per- 
sona, pasa luego a ser únicamente el de las tierras ocu- 
padas, y por fin, el del valor locativo. En cambio, un 
““betterment tax”” debe aplicarse únicamente en propor- 
ción de la plus valía incorporada a la propiedad, pero 
como a veces no puede estimarse en su valor real y 
exacto, es necesario recurrir a presunciones que lo re- 
flejen en la forma más aproximada posible. Estas pre- 
sunciones o indicios pueden basarse en la extensión del 
frente, en el valor venal o locativo del inmueble 
o en su área. De aquí que, por los distintos caminos 
del impuesto especial y de la contribución de mejoras 
y aplicando principios diferentes, pueda llegarse a ve- 
ces a iguales resultados; pero esto no autoriza a con- 
fundirlos, ya que variarán siempre las consecuencias 
económicas y jurídicas según que se trate de uno o de 
otro gravamen. Por ello no hay que olvidar que el eri- 
terio que se adopta en la contribución de mejoras es el 
del beneficio especial mensurable y el del impuesto es- 


(1) Seligman atribuye a Edwin Cannan, autor de la obra The 
History of Local Rates in England, haber caído en esta confu- 
sión. Así, dice: “*En los hechos, él (Cannan) va aún más lejos 
y parece establecer el principio del beneficio ('“betterment*?) y 
el de la capacidad como dos bases de la imposición, pero casi 
igualmente valederas desde el punto de vista histórico?”?. Pero 
agrega, que, en realidad, en los casos de ““rates”” a que se re- 
fiere, se trata de un beneficio jurisdiccional. Más adelante, Se- 
ligman manifiesta: *“Si se comprende la diferencia entre un be- 
neficio especial y un beneficio jurisdiccional, y si, como procede, 
el término “*benefit principle”? es reservado al primero, fácil- 
mente surge que colocar el “*benefit principle?” sobre el mismo 
pie que el principio de la capacidad en los impuestos locales, 
eomo lo hace Mr. Cannan, es dar una idea falsa de la realidad??”. 
Op. citada, t. IL, págs. 190-1. 
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pecial, el de la facultad especial imponible, y que, res- 
pecto a este último, se ha establecido que: “la medida 
exacta del beneficio no es la medida de la responsabi- 
lidad a imponer””. AS 

Así, el “poor rate'” inglés es un ejemplo típico del 
impuesto especial, puesto que se grava al contribuyente 
de acuerdo a su capacidad, “ad statum et facultates””. 
El grado de ventaja del contribuyente carece de im- 
portancia, puesto que se lo establece de acuerdo al eri- 
terio inglés de la capacidad contributiva, que, como he- 


mos dicho, fué al principio el conjunto de los bienes, - 


pero que luego se limitó a los inmuebles productivos. 
Es la misma forma de aplicación del “church rate”* de 
1427 y 1531, así como del impuesto escolar de Nueva 
Jersey (Estados Unidos). Sin embargo, al *“sewers ra- 
te?” se lo ha considerado por aleunos como un ““better- 


ment tax”, a lo que se ha objetado que no es posible 


confundir a este último con las zonas de imposición que 
caracterizan al primero (Cooley, Baumann). Es cierto 


que es una condición indispensable del ““sewers rate”? 


que todas las personas gravadas reciban beneficios emer- 
gentes del servicio a cuyo costo está asienado el im- 
puesto especial, por lo que los poseedores de terrenos 
montañosos a los que no alcanza el servicio gocen de 


una eximición. Pero, como queda dicho, la medida exacta 
de la ventaja no es la de la imposición. A pesar de esto se 


citan algunos casos en contra, como ser el del *“Metropoli- 


tan Sewers Act”, de 1848, por lo que para éstos habría que 


admitir que se trata de contribuciones de mejoras. Pero 


todas las leyes últimas están en contra de este eriterio. 


También los “lightine and watching rates?” ingleses 
parecen aproximarse al principio del beneficio en cuan- 
to distinguían al suelo propiamente dicho de la propie- 
dad mejorada, haciendo pagar a los dueños del primero 
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sólo un tercio de lo que debían pagar los de-la segunda. 
Aun en lo que respecta al impuesto de alumbrado, está 
en vigor en algunas parroquias rurales, porque el de vi- 
eillancia ha desaparecido, pero en las urbanas se aplica 
en todo su vigor el principio de la capacidad contribu- 
tiva. 


En resumen: ¿qué conclusión podemos deducir de 
todo lo que acabamos de decir acerca de los “rates?” lo- 


- cales ingleses y de la contribución de mejoras? Lo si- 


guiente: que si bien algunos de dichos “*rates”” consti- 
tuyen casos de ““betterment tax””, en la mayoría de los 
mismos, se trata de verdaderos impuestos, especiales, es 
cierto, pero en los que se ha aplicado y se aplica el prin- 
.cipio de la capacidad contributiva, euyo índice es apre- 
clado de acuerdo al criterio dominante en Inglaterra. De 
aquí que no sea posible confundirlos con las contribucio- 
ues de mejoras que obedecen al principio de los equiva- 
lentes, y cuyo fundamento único se encuentra en el ““be- 
nefit”* o acrecentamiento de valor de la propiedad in- 
mueble, y el que puede ser tes real o presun- 


En tivamente. 


FUNDAMENTO JURÍDICO FORMAL 


- Establecido el “benefit”. cómo el fundamento de la 
contribución de mejoras y determinado su verdadero al- 


- cance como obedeciendo a una necesidad impostergable 


de justicia, frente a una situación en que existe por un 
lado un ente público que efectúa gastos y por otro una 
propiedad acrecentada de valor en virtud de los mismos, 
es dado ver que en él está involucrado tanto el aspecto 
- ¿urídico como el financiero, ya que, precisamente, es en 
virtud de un sentido superior de justicia que la Adminis- 
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tración se dirige al particular para exigirle la restitu- 
ción de un mayor valor que no le pertenece puesto que 
él no lo ha creado con su esfuerzo. Y desde el momento 
cue la contribución de mejoras existe como una insti- 
tución definitivamente consagrada en los Estados Uni- 
dos, en Inglaterra o en nuestro país, el ““benefit*” se con- 
vierte también en el verdadero basamento del derecho 
positivo atingente (1). 

Pero, tratando de hallar el fundamento de la conta 
bución de mejoras desdé el punto de vista del forma- 
lismo jurídico y de encasillarlo dentro de los principios 
reconocidos por la ciencia del derecho, dicho fundamento 
encuentra su expresión más aproximada en una institu- 
ción de derecho privado conocida con el nombre de *“en- 
riquecimiento sin causa”?. Nadie debe enriqhecerse a 
costa de otro y por lo tanto, a éste último debe acordár- 
sele un derecho para repetir contra el enriquecido hasta 
la medida de su interés. Establecido este principio en 
Roma donde se estatuía a favor del perjudicado una 
““actio in rem verso””, ignorado por el Código Francés 


(1) ““La constitucionalidad de la contribución por afirmado, 
según la Suprema Corte, no es dudosa. Así, pues, en concordancia 
con los principios examinados, ha declarado que el artículo 16 
de la Constitución Nacional, en cuanto .establece que la igualdad 
es la base del impuesto y de las cargas públicas, debe ser com--=* 
plementado con los artículos 4 y 67, incisos 2. y 16; y ni aquél 
mi el artículo 17 se oponen a impuestos o cargas especiales 
que revistan el carácter de contribución de servicios o de gastos 
para mejoras en una sección determinada del territorio de la 
República que redunden en beneficio inmediato de los contri- 
buyentes de dicha sección (t. 102, pág. 379). Pero importante 
en la vezata quaestio en la limitación de la mejora es la deei- 
sión del mismo tribunal al establecer que *“en materia de igual- 
dad de impuestos, no obsta a dicho requisito la. posibilidad de 
que los bienes afectados por el gravamen no den, en el hecho, 
rendimientos normales por causas dependientes o independientes de 
los que deben abonar el impuesto?”. (Fallos en t. 123, pág. 313). 
Rafael Bielsa, Derecho Administrativo y Legislación Administra- 
tiva Argentina, t. IL, págs. 495-6. 
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y fragmentariamente legislado en el nuestro, recién se lo 
ha reconocido ampliamente en los códigos modernos, tales 
como el Código Suizo de las Obligaciones (artículos 62 
y siguientes), el Código Civil Alemán (art. 812 y si- 
o y en el Código Japonés (art. 703). Y en cuanto 

su Justificación, la doctrina se ha polifurcado en las 
a. a) la de la gestión de nesocios anormal; b) 
la de la equidad; e) la que lo considera un hecho Mole 
y d) la objetiva o del provecho creado. Esta última doe- 
trina es la que quizás interpreta de una manera más ra- 
cional y lógica a los hechos, ajustándolos a las reglas 
is y ha sido enunciada por Ripert y Tisseire como. 

“el derecho que tiene todo individuo de reclamar los va- 
lores producidos por su actividad personal?””, no siendo 
la eq0n de enriquecimiento otra cosa que una acción 
en “reclamación de valores creados”. Esta doctrina apa- 
rece como la simétrica de la del riesgo profesional, pues 
así como se deben soportar los resultados dañosos de la 
propia actividad así también existe el derecho a benefi- 
ciarse del provecho creado. Así, dicen los autores citados: 
“quien ha creado el rieseo debe soportarlo; quien ha 
ereado el provecho debe beneficiarse”” (1). | 

Por fin, nuestro Código Civil consagra el derecho de 
cobrar las mejoras útiles tanto al poseedor de buena como 
al de mala fe, y así, el artículo 2441, tratando de este úl- 
timo caso, expresa que ese derecho sería ““hasta la con- 
currencia del mayor valor existente””. Y en la nota al ar- 
tículo 2589, expresa el codificador citando a Marcadé: 
“que nadie debe jamás enriquecerse a costa de otro, aun- 
que éste sea un hombre de mala fe”. 

El principio de la restitución del enriquecimiento sin 
causa es perfectamente trasladable de la legislación pri- 


— 


(1) Stabile de Nueci, Enriquecimiento sin causa. 
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sada al derecho público. Si cuando una persona, sed real 


c jurídica, erea un provecho, éste debe serle restituido 
la persona a quien ha beneficiado, de igual manera 


por 
dehe ocurrir cuando es el Estado el que crea ese provecho, 
aun cuando actúe investido: como entidad soberana. Así, 
la jurisprudencia francesa, basada en este principio del 
enriquecimiento sin causa, ha establecido, en repetidas 
ocasiones, que las comunas tienen derecho para repetir 
de los propietarios la plus valía que se ha originado en 


sus inmuebles por la realización de obras públicas de 


carácter local. 
Si tratándose de una tasa el fundamento jurídico re- 


side en el acuerdo de voluntades entre el particular y el 
Estado que se resuelve en un cambio de prestaciones, no 
odría decirse exactamente lo mismo de la contribución 
de mejoras, puesto que aquí el ente público emprende la 
mejora sin consultar la voluntad del propietario. De 
ienal manera, el fundamento jurídico del impuesto con- 
sistente en la facultad del gobierno como órgano de la 
soberanía de exigir a los habitantes del país los fondos 
necesarios para sufragar los gastos que demandan los 
servicios públicos indivisibles, tampoco podría aplicarse a 
la contribución de mejoras, porque no puede ya imperar 
el principio de la generalidad en el sentido amplio con que 
se lo observa en aquél. ] 

En conclusión: el fundamento jurídico-financiero de 
la contribución de mejoras consiste en el ““benefit”” o sea 


en el acrecentamiento de valor de la propiedad, y el fun- 
damento jurídico, desde el punto de vista formal, en la 
obligación del propietario de restituir al Estado o C0-. 


muna el mayor valor que estos han producido en su pro- 
piedad, esto es, en el principio del enriquecimiento sin 
causa. 


El proyecto de impuesto sobre la renta 


El Poder Ejecutivo de la Nación envió al Congreso, 
en el curso del año 1924, diversos proyectos sobre legis- 
lación impositiva, los que si bien no fueron considerados 
por aquél, revisten, indudablemente, destacada impor- 
tancia. | 

Dichos proyectos comprendían la reforma de los im- 
puestos internos, ciertas modificaciones a introducir en 
los derechos aduaneros y, por fin, el establecimiento del 
impuesto sobre los réditos. El Poder Ejecutivo intentaba 
así una reforma integral de la actual organización tri- 
butaria nacional, lo que era acertado, ya que sería con- 
traproducente realizarla en forma fragmentaria, en aten- 
ción a su finalidad, que debe ser, no la ereación de 
impuestos que se superpongan sobre la misma materia 
imponible, sino el perfeccionamiento o introducción de 
aquellos elementos impositivos coordinados en un sistema 
total, que se reputen de una productividad suficiente 
para responder a las actuales necesidades fiscales, al mis- 
mo tiempo que reúnan en lo posible las condiciones de 
eficacia financiera y de equidad social que requieren los 
modernos tributos. | 


LA INNOVACIÓN QUE SIGNIFICABA EL PROYECTO 


El aspecto de la reforma impositiva intentada que 
cfrece mayor interés es el que se refiere al estableci- 
miento del impuesto sobre la renta. No es que represente 
úna novedad desde el punto de vista de la doctrina y de 
la legislación extranjera, sino desde el de su experimen- 
teción en nuestro país. Sería la primera vez que se en- 
sayaría en él la aplicación de un gran impuesto directo 
general que introduciría la gran innovación para el con- 
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tribuyente de que el Estado le exija en forma abierta y 
franea una parte de sus ganancias como cuota parte 
para sufragar los gastos que demandan los servicios pú- 
blicos, y no en el modo encubierto con que actualmente 
se pagan los impuestos indirectos, esto es, bajo forma 
de precio de venta de las mercaderías. Pero si no existe 
en el país una experiencia legislativa respecto del im- 
puesto sobre la renta, si la hay gubernativa y parlamen- 
taria, habiéndose discutido ampliamente el asunto por 
profesores universitarios, por publicistas y por el pe- 
riodismo. En 1917 se presentó por el Poder Ejecutivo el 
primer proyecto de dicho impuesto, siendo substituído 
por otro al ser estudiado por la Comisión de Presupuesto 
de la Cámara de Diputados. En 1920 se presenta un ter- 
cer proyecto que es aprobado en general por dicha Cá- 
mara y por fin, en 1923, concordante con lo que dijera 
ei Poder Ejecutivo en el mensaje de inauguración de las 
sesiones del Congreso, el Ministerio de Hacienda sometió 
a la consideración de la cuarta comisión asesora del Go- 
bierno para el estudio del régimen impositivo un ante- 
proyecto de ley de impuesto sobre la renta. El proyecto 
presentado en 1924 se ha hecho a base de un estudio 
más concienzudo que los anteriores, especialmente en lo 
que se refiere al aspecto práctico que debe observar 
toda reforma tributaria. En los anteriores proyectos y 
anteproyectos se adoptaba únicamente la forma de im- 


puesto global sobre la renta; en cambio, en el que se so- | 


metió en último término a la consideración del Congreso, 
se establece la forma mixta de impuesto cedular y global 
combinados, con lo que se asegura una más fácil percep- 


ción del gravamen. Es la forma adoptada, por otra parte, 


por las naciones que, como Gran Bretaña, Francia y Es- 
tados Unidos, han hecho del impuesto sobre la renta uno 
de los puntales más firmes de sus finanzas. 
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DOS FALLAS FUNDAMENTALES 


- Sin embargo, y sin entrar a hacer el examen erítico 
total del proyecto de impuesto sobre los réditos del Po- 
Ger Ejecutivo, es fácil ver que adolece de dos fallas fun- 
Cdamentales, siendo una de carácter práctico, relacionada 
con la forma y condiciones en que la Nación puede im- 
ponerlo, y la otra de orden teórico, refiriéndose a una de. 
las fases más interesantes que el nuevo impuesto ofrece 

para su estudio: la progresividad. No entraremos en el 
análisis y demostración dela primera falla a que aludi- 
mos, pues ello nos llevaría a un extenso dilucidamiento 
de carácter constitucional y político. Nos contentaremos 
con manifestar que el proyecto del Poder Ejecutivo atri- 
buye el establecimiento del impuesto sobre la renta a la 
autoridad nacional, dejando subsistente la actual demar- 
cación constitucional, que, si bien creemos que con aqué- 
lla no se la violaría, dejará la puerta abierta a probables 
- conflictos con las provincias cuando éstas se resuelvan 
a crear a su vez impuestos sobre la renta, conflictos que 
deberá dirimir en último término la Corte Suprema de 
Justicia. Si ésta no da una solución clara y definida, 
como sucede en el caso de los impuestos internos, se ten- 
drán dos sistemas de tributos sobre los réditos, super- 
puestos, que agravarán al infinito los inconvenientes ob- 
_servados en aquél. é 


LA PROGRESIVIDAD DEL IMPUESTO 


La segunda falla que mencionamos es la que se refiere 
4 la aplicación a las tasas de escalas progresivas en el im- 
puesto cedular, dejando proporcional el global, Creemos 
Cue esto es un error y que debe ser al contrario: el im- 
puesto cedular, proporcional, y el global, progresivo. En 
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efecto; la concepción del impuesto moderno está basada 
en la teoría de las facultades: cuanto más se posee, más 
se debe pagar. Pero en el impuesto cedular no se deter-. 
mina más que una porción de la renta del contribuyente; 

se ienora la totalidad de sus entradas. Mal se le puede 
aplicar entonces una tasa progresiva racional, Existe, 

por otra parte, un grave inconveniente de carácter eco- 
nómico en contra de la aplicación de la progresividad a 
las rentas parciales que se han de gravar con el impuesto 
cedular. Tomando por ejemplo las rentas procedentes de 
la explotación agropecuaria y del comercio e industrias, 
vemos que, aun teniendo en cuenta las necesarias varia- 
ciones, ellas tienden a quedar fijadas en una cantidad 
determinada, en un tanto por ciento normal. Los eapl- 
tales invertidos en esas actividades lo hacen a condición 
de que produzcan un provecho o rédito calculado de ante- 
mano, aparte de las posibles ganancias extraordinarias. 
Si dichos capitales no producen ese mínimo dé rendi- 


miento normal, lo más probable es que se encaminen a 


ser utilizados en otros órdenes más fructíferos o menos 
arriesgados, o bien, no encontrándolos, emigren al ex- 
tranjero. Pues bien; la tasa progresiva aplicada a las di- 
versas categorías de rentas haría llegar a ese resultado, 


lo que muestra su carácter perjudicial e inconveniente, 


máxime si se tiene en cuenta que el impuesto castigará 
a los grandes capitales empleados en la producción O 
en la industria del país. Los imipuestos cedulares no son, 
en definitiva, más que impuestos reales, que hacen abs- 
tracción del individuo para no fijarse más que en la 
suma de riquezas. Es verdad que ya no se está tan a las 
ciegas como en los impuestos al producto, puesto que nos 
encontramos en presencia de una utilidad líquida y des- 
de que el sujeto impositivo empieza ya a diseñarse. Pero 
estas cualidades no los hacen eficientes más que para la 
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aplicación amplia de uno de los postulados de la ciencia 
financiera contemporánea: el de la discriminación, y en 
menor escala el de la exención del mínimo de existencia. 
El impuesto cedular no es más que una transición hacia 
los impuestos personales, cuyo tipo más característico está 
constituído por el impuesto global sobre la renta. Si se 
lo adopta, no es más que como una concesión al punto de 
vista práctico de adaptabilidad al país, que en esta ma- 
teria es de una importancia quizás tan erande como el 
punto de vista teórico. En cambio, el impuesto olobal 
no contempla más que dos términos: las riquezas y sus 
respectivos sujetos y establece una relación entre ellos. 
No le importa la fuente de donde provienen aquéllas; 
le basta saber que tal individuo tiene a su disposición 
una determinada renta y no hace más que poner en práe- 
tica la teoría de las facultades, diciendo: el que tiene más 
que pague también proporcionalmente más, variando, al 
mismo tiempo que el dividendo en la determinación del 
tributo, también el divisor. Es así como se hacen po- 
sibles las exenciones, las diminuciones por cargas fami- 
liares, por otra suerte de gravámenes, por intereses de 
deudas, por pérdidas extraordinarias que no estén cu- 
biertas por indemnizaciones, por gastos y por desvalori- 
zaciones. La cantidad líquida que resulta es lo que hace 
que un individuo sea más o menos rico y nos da la me- 
dida de su verdadera capacidad contributiva. Aquí deben 
dejarse de lado los posibles intereses económicos en juego, 
para no fijarse más que en la justicia social. Y siendo así, 
es evidente que la progresividad se impone, ya que ella 
es la verdadera expresión de la igualdad, que no es la 
de las matemáticas, ni aun la de la proporcionalidad, ya 
que a aquél que tiene 10.000 le es mucho más fácil pagar 
1000, que al que tiene esta última suma pagar 100. Se 
busca así la igualdad en el sacrificio, aparte de que es un 


l 


56 MANUEL L. LOPEZ VARELA 


hecho sabido que, aumentando la renta en proporción 
aritmética, su capacidad de reproducción lo hace en la 
geométrica. OR 

Además, creemos que la tasa debe ser más que propor- 
cional en el impuesto global a la renta y no en el ce- 
dular, aparte de las razones que ya hemos dado, por 
otras de orden económico, social y fiscal. | 


LA PROGRESIÓN EN LOS IMPUESTOS CEDULARES Y LOS 
INCONVENIENTES | 


En cuanto a las que hemos enunciado en primer tér- 
mino: la progresión aplicada a los impuestos cedulares ) 
castiga la inversión de capitales en sentido directo a su y 
maenitud, desviando así la colocación productiva y efi- 
caz de los mismos. Es fácil ver que si un capitalista em- 
plea por ejemplo, 45.000 pesos en el comercio y en la in- 
dustria, de acuerdo al proyecto del Poder Ejecutivo le | 
corresponderá un impuesto de 1640 pesos. Ahora bien; 
si aquella suma la reparte por parte iguales de. 15.000 
pesos cada una, en el comercio y en la industria, en va- | 
lores mobiliarios y en la explotación agropecuaria, re- 0 
sultará que deberá pagar los siguientes impuestos: por . de 
la primer categoría de renta, 290 pesos; por la segunda, 
170 pesos, y por la tercera, 90 pesos. Si sumamos estos 
impuestos, vemos que el total es de 550 pesos; resultando 
en definitiva, que si el capitalista obtiene una renta de 
45.000 pesos solamente del comercio y de la industria iS 
paga 1640 pesos en concepto de impuesto, mientras que 
si obtiene una renta de 15.000 pesos en cada una de las 
categorías indicadas, pagará solamente en definitiva 550 
pesos. Se favorecería así la inversión de pequeñas can- 
tidades en diversas actividades combatiéndose la coloca- 
ción de grandes sumas en una sola. Esto conspira abier- 


relativos a la gran industria y al cultivo intensivo así 


' como a la división del trabajo, impidiendo que los capi- 
tales se distribuyan de acuerdo a las necesidades de la 


mejor producción y no obedeciendo a causas artificiales 


 constituídas en el presente caso por los impuestos. 


Examinemos ahora las razones de orden social que abo- 


 gam a favor de la aplicación del principio de la progre- 


sividad en el impuesto global y no en el cedular. 


[LAS VENTAJAS DE LA PROGRESIÓN Y EL IMPUESTO GLOBAL 


AA AE 


La progresión de las tasas en los impuestos cedulares, 
¿consulta los postulados de la justicia social? Forzoso 
es convenir que no, ya que el resultado a que se quiere 
llegar, o sea la igualdad del sacrificio del contribuyente, 
no se consigue aplicando la misma en los impuestos cedu- 
lares a la renta, sino en el global. En efecto; ¿acaso no 
son iguales las facultades contributivas de aquel que ob- 
tiene una renta de 45.000 pesos en un renglón tal como el 
del comercio y la industria y las de aquel cuya renta 
también de 45.000 pesos proviene de tres categorías di- 
Terentes? Y entonces, siguiendo el ejemplo anterior, ¿por 
qué en el primer caso se lo grava con un impuesto de 
1640 pesos y en el segundo con uno de 550 pesos? La in- 


- ¡¿usticia es manifiesta. Y que no se areuya que esta dife- 
rencia nace de la variación que sufren las tasas según 


que se trate de una u otra categoría de rentas. Una cosa 


es la discriminación o distinción de las fuentes de renta 


a los efectos de la aplicación del tributo y otra la pro- 
gresividad de las tasas de acuerdo al monto de los prove- 
chos. Es verdad que aquélla tiene su influencia en la di- 
ferencia que anotamos, pero aun suponiéndola eliminada 


y establecida una tasa idéntica en todas las cédulas, con 
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le misma progresión, siempre se hará sentir ésta en forma 

apreciable, pues las rentas distribuídas en cada catego-. 
ría sufrirán una imposición menor, en conjunto, que sl 
se hubiera aplicado al total la tasa del impuesto en una 
sola cédula. Esto se debe a que el impuesto no solamente 
disminuirá por la menor cantidad imponible sino tam- 
bién por la rebaja de la tasa. Esta reducción de la tasa 
no responde al hecho de ser distinta la calidad de las 
rentas, sino su cantidad, es decir, solamente en virtud 
del monto de los réditos disponibles. Se basa exelusiva- 
mente en el principio de que disminuyendo la renta 
decrece la capacidad contributiva, sin pensar que la jJus- 
ticia de este principio se desvirtúa, ya que no se trata 
de toda la renta del contribuyente sino de una parte, que 
puede ser la menor, que se desconoce el monto global de 
sus entradas y que por lo tanto es imposible aplicar la 
teoría de las facultades que encierra la escala progresiva. 
La justicia en los impuestos cedulares a la renta exige' 
que las tasas sean uniformes, tendiendo a la proporcio- 
nalidad del tributo. La progresividad debe sólo tener lu- 
gar en el impuesto global, ya que en éste se determina 
la renta completa y real del contribuyente, con abstrac- 
ción de la fuente de que proviene. La personalidad del 
impuesto tiene aquí su más amplia realización, ya que 
sólo se aplica una vez que se hacen a la renta las diversas 
aeducciones por concepto de gastos, cargas de familia, 
intereses de las deudas y que se obtiene así la utilidad 
líquida. 


LAS RAZONES DE ORDEN FISCAL QUE MILITAN CONTRA LA 
PROGRESIÓN EN LOS IMPUESTOS CEDULARES 


Por fin, hemos dicho también que el impuesto cedular 
no debe ser progresivo, por razones de orden fiscal. 


a 


Ly 
- 
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Al incorporar el impuesto sobre los réditos a nuestro 


crganismo tributario se lo hace teniendo en cuenta, en 


gran medida, aparte de los propósitos sociales y econó- 
micos, también los fiscales. El Estado necesita, cada vez 
más, mayores recursos, y como no es posible agravar 
constantemente los tributos al consumo, so pena de ver 
disminuído su rendimiento, se recurre al impuesto sobre 
lo. renta, cuyas condiciones de productividad se han 
puesto bien de manifiesto en los países de Europa y en 
los Estados Unidos. Ahora bien; es indudable que uno 
de los resortes que hacen que dicho impuesto posea esa 
calidad, es la escala progresiva. Ella permite elevar la 
tasa sin peligro de afectar el rendimiento del tributo ni 
de comprometer la riqueza privada. La tasa es pequeña 
para las rentas pequeñas, y erandes para las rentas gran- 
des. La progresividad armoniza así dos principios finan- 
cieros que parecerían inconciliables, a saber: las altas 
tasas impositivas y el respeto del límite de la capacidad 
contributiva. Si ella permite aplicar, por ejemplo, tasas 
del 12 por ciento, lo hace sólo respecto de grandes rentas 


de 200.000 pesos, pero nunca a las pequeñas, para las 


que significaría una verdadera exacción. A rentas de 
€000 pesos sólo se aplicará tasas mínimas del 1 ó 2 por 
ciento. Se contempla con esto los principios de justicia 
impositiva y de igualdad ante la ley, pero no hay que 
perder de vista que ello sólo es posible a condición de que 
las altas tasas que se destinen para las rentas elevadas 
se apliquen en realidad, a fin de que el propósito fiscal 
de obtener más recursos pueda llenarse sin tropiezos. En 
cuestión de finanzas. el imperativo de los ingresos regu- 


lares y abundantes es el primordial. Es, pues, indispen- 


sable que los poseedores de grandes fortunas o los usu- 
tructuarios de crecidas rentas no hallen en la misma ley 
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el camino para eludir las altas cargas tributarias y para 
evadirse parcialmente del impuesto. 


Sin embargo, el proyecto del Poder Ejecutivo estable- 


ciendo la progresividad en los impuestos cedulares pro- 


porciona el medio para burlar los propósitos de la ley, | 


tendiendo a ser poco proficuo el gravamen que se crea. 
Así, por ejemplo, cn la cédula *“Rentas de los capitales 
mobiliarios””, una renta de 300.000 pesos, aplicando la es- 
cala fraccionada que establece, está gravada en conjunto 
con una tasa del 8 por ciento; en la cédula *“Rentas del 
comercio y de la industria”, la misma renta lo está con 
al 9 por ciento, según sea la categoría a que pertenezcan. 
agropecuaria”, lo está con el 7 por ciento. Quiere decir 
que en las cédulas que hemos mencionado las rentas de 
300.000 pesos están gravadas con tasas que varían del Y 
el 9 por ciento, y en la cédula “Rentas de la explotación 
Dichas tasas, que son perfectamente adecuadas a la cuan- 
tía de las rentas a que se aplican, corren el peligro, sin 
embargo, de no ser aplicadas más que raramente, por de- 
jarse al arbitrio del capitalista el impedir ser gravado 
con las mismas, En vez de invertir capitales que le repre- 
sentan una renta de 300.000 pesos exclusivamente en va- 
lores mobiliarios, en el comercio y en la industria, o bien 


en la explotación agropecuaria, reparte dichos capitales 


en las tres categorías indicadas, en forma tal que le pro- 
duzcan 100.000 pesos en cada una de ellas. El impuesto 
cedular vendría a gravar a dichas rentas, según el pro- 


yecto del Poder Ejecutivo, en la siguiente forma: en la 


cédula de las rentas de los capitales mobiliarios con el 
5 por ciento; en la de las rentas del comercio y la imdus- 
tria con el 6 por ciento y en la de las rentas de la explo- 
tación agropecuaria con el 4 por ciento. Quiere decir, 
entonces, que, en conjunto, el total de las rentas distri- 
buídas en las distintas cédulas, o sea 300.000 pesos, pro- 
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“veniente de la diferente inversión de capitales, sólo están 
gravadas con el 5 por ciento. En cambio, si dichos capi- 
tales hubieran sido colocados en forma tal que su renta 
se gravara exclusivamente en una sola cédula, ésta lo se- 
ría con el 7, 8 o 9 por ciento, según se trate de réditos 
provenientes de la explotación agropecuaria, de los va- 
lores mobiliarios o del comercio y de la industria, según 
antes dijimos. 


OTROS ASPECTOS DEL PROBLEMA 


Ya hemos manifestado anteriormente que esto no es el 
resultado de la aplicación del principio de la difereneia- 
ción de las rentas que hace que se les apliquen distintas 
tasas según su origen. Es cierto que ello algo influye, 
considerando sólo determinadas rentas, pues en este caso, 
aun siendo proporcional el impuesto cedular, resultará 
más conveniente para el capitalista emplear sus capita- 
les de manera que le reditúen 200.000 pesos, por ejem- 
plo, en dos categorías de rentas, en una de las cuales 
estén gravadas con el 5 por ciento y en la otra con el 7, 
que no exponerse a que a los 200.000 pesos por entero 
se les aplique esta última tasa. Es fácil ver, sin embargo, 
que de acuerdo a este razonamiento, más conveniente 
¿un sería que los 200.000 pesos se reditúen exclusiva- 
mente en la categoría que sólo está gravada con el 5 por. 
ciento. Pero esta conveniencia es sólo aparente, pues la 
reducción de las tasas no significa sino que existe una 
mayor dificultad en la producción de esas rentas y que la 
diferencia de agravación de las mismas responde a la na- 
turaleza propia de cada renta, por lo que la produetivi- 
dad del impuesto ha de ser el lógicamente caleulado. Otra 
cosa pasa cuando la mayor o menor elevación de las ta- 
sas se la hace depender de la importancia de la renta en 
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el impuesto cedular. Suponiendo que no se aplique en- 
tonces el principio de la discriminación, y de acuerdo al 
ejemplo anterior, imaginemos hipotéticamente que tanto 
en las rentas de los capitales mobiliarios, del comercio y 
la industria y de la producción agropecuaria, una renta 
de 300.000 pesos esté gravada con la tasa correspondiente 
a las nombradas en primer término, es decir, con el 9 
por ciento. Ahora bien, de la misma manera, una renta 
de 100.000 pesos estará gravada también uniformemente 
en las tres cédulas que consideramos, con el 6 por ciento, 
ya que ésta es la tasa correspondiente de la cédula de las 
rentas del comercio y la industria .Y gravar la suma de 
100.000 pesos en cada una de las tres cédulas con el 6 
por ciento resulta lo mismo que gravar el conjunto de 
las rentas, o sea 300.000 pesos, con el mismo porcentaje. 
Entonces ocurrirá, que al ver el contribuyente que 
300.000 pesos de renta son gravados en una sola catego- 
ría con el 9 por ciento, mientras que la misma suma dis- 
tribuída en tres cédulas sólo lo es con el 6 por ciento, tra- 
tará de colocar sus capitales en forma fraccionada, es 
decir, de una manera tal que sus réditos se hallen repar- 
tidos en todas las categorías posibles, con lo que dismi- 
nuirá el poreentaje de la tasa, y por lo tanto, el monto 
diel impuesto. 

El resultado de esto será que el Fisco se encontrará 
burlado en sus propósitos de gravar fuertemente a las 
rentas elevadas y la productividad del nuevo impuesto 
no tendrá en la práctica su eumplida realización. 
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Técnica del proyecto 


Una de las diferencias características que es dado ob- 
servar en lo que se refiere a la estructura y forma de las 
leyes, es la que existe entre aquellas que reglan las rela- 
ciones de derecho entre particulares, tales las civiles, y 
¿quellas otras que hacen lo propio entre las entidades de 
derecho público, en su aspecto de realización de los fines 
del gobierno, y las personas físicas o morales, esto es, las 
leyes administrativas. En las primeras la norma jurídica 
se limita en forma escueta a consagrar situaciones sur- 
gidas espontáneamente en la vida de relación, mientras 
que en las segundas, a menudo, es menester erear todo 
un mecanismo nuevo, adaptado en todas sus partes y re- 
sortes a la sociedad en que ha de funcionar. Esta es la 
1azón por que en las leyes administrativas la técnica ad- 
quiere una importancia fundamental y por que es indis- 
- pensable estudiar cuidadosamente todas y cada una de 
sus disposiciones antes de sancionarlas. La función de 
la legislación civil es, principalmente, de “declaración ””, 
de consagración de normas ya existentes en el seno de 
la colectividad. La de la legislación administrativa es con 
mucha frecuencia de ““innovación””, de ““creación””, si se 
permite, puesto que se relaciona con los mejores métodos 
Ce gobierno aplicables a un país determinado. El olvido 
de esto al sancionarse leyes de este último carácter da 
En la práctica los más funestos resultados. Basta recor- 
dar la experiencia de la ley de jubilaciones número 
11.289, para mostrar cómo una ley de altos propósitos 
y sana orientación puede fracasar cuando no se tiene en 
cuenta, respecto de su técnica, las condiciones esenciales 
- de su naturaleza. 

Las leyes de impuestos forman parte de la legislación 
administrativa; cuanto acabamos de decir respecto de 
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Esto les es perfectamente aplicable. Y en lo que atañe al 
impuesto sobre la renta, en la forma cedular y global 
proyectada, su organización técnica cobra la mayor tras- 
cendencia, no solamente porque se trata de un tributo 


desconocido en el país, acerca de cuya aplicación es ne- | 


cesario educar tanto al contribuyente como al encargado 
de hacerlo efectivo, sino también porque es la forma de 
imposición directa más general, ya que grava a la rique- 
ze. como renta en cualquier forma en que se encuentre. 
Es fácil ver, entonces, que para proyectar un impuesto 
sobre los réditos, que no fuera perjudicial a la economía 
Gel país, hubiera sido necesario realizar una encuesta de 
carácter amplio entre las entidades representativas de 
los que se sentirán afectados por el nuevo gravamen, 
requerir la opinión de las organizaciones comerciales, im- 
Custriales, gremiales, de los especialistas, y reunir así el 
mayor cúmulo posible de elementos de juicio. Sin embar- 
go, el Poder Ejecutivo ha enviado el proyecto al Congreso 
sin abrir esta encuesta previa. 

Aparte del gran error que constituye el hecho de. apli- 


car la progresividad en el impuesto por categorías y no en 
el global, el proyecto se resiente, en cuanto a su organi- | 


zación técnica, de muchos otros defectos, respecto a algu- 
ros de los cuales nos ocuparemos a continuación. 
El proyecto de impuesto sobre la renta consta de 148 


artículos distribuídos en cinco Titulos. EN primero trata 


áe las “Normas generales de imposición””; el segundo, 


del “Impuesto por categorías””, subdividido en cinco ea- 
pítulos que tratan, respectivamente: a) Rentas de los bie- A 
nes raíces; b) Rentas de los capitales mobiliarios; e) mM 
Rentas del comercio y de la industria; d) Rentas de la 
explotación agropecuaria; e) Rentas del trabajo. El 1i Y 
tulo TIT trata del “Impuesto complementario sobre la 
renta global” y el Título IV contiene tres capítulos, de 
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los que el primero trata de la “Organización adminis- 
trativa del impuesto a la renta””; el segundo, ““De las 
declaraciones””, y el tercero, “De la percepción y con- 
tralor””, El Título V se refiere a las “Disposiciones pe- 
nales?”, | 
El capítulo primero del Título 11 (Impuesto por cate- 
gorías) se ocupa de las “Rentas de-los bienes raíces”?. 
Desde luego, es dable señalar el carácter excesivamente 
gravoso de las tasas del impuesto en esta cédula. El 6 
por ciento anual del valor locativo de los inmuebles ya es 
bastante alto, especialmente para los inmuebles no arren- 
dados, para los cuales la renta se calcula aplicando el 
10 por ciento de interés sobre el valor venal de la pro- 
piedad. Este cálculo “a forfait”? de la renta es injusto, 
no solamente por ser elevado, sino también por aplicarse 
a fineas por lo general habitadas por sus mismos propie- 
tarios, o bien desocupadas, y es de advertir que en este 
último caso la ley inglesa las exime del ““income-tax””. 
Pero el gravamen a la propiedad territorial se torna ex- 
cesivo cuando en el artículo 16 se establece el impuesto 
edicional, que va desde el uno al 10 por ciento para las 
rentas de 50.000 pesos. Arriba de esta cantidad, según el 
proyecto, pagarán, además de la tasa correspondiente, una 
sobretasa del 6 por ciento por cada 1000 pesos de aumen- 
to o fracción de 1000 pesos. Quiere decir que habrá casos 
en que la propiedad pagará, computando el impuesto bá- 
sico y el adicional, el 16 por ciento y aun más de su renta. 
Otra crítica se ha de hacer también a este artículo 16, 
y es la injusticia flagrante que se seguiría por la forma 
en que debe aplicarse la tasa adicional. El artículo dice: 
“las propiedades raíces, edificadas y no edificadas, pa- 
garán...??; esto significa que a los efectos del cálculo 
Gel impuesto deberá tomarse propiedad por propiedad y 
no todas las que en conjunto posea el propietario. De ello 
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resultara lo eliontol que si un propietario posee 25 fin- 
cas que le reditúan 2000. pesos cada una, o sea en. total ñ 
50.000 pesos, deberá el Y por. ciento de dicha renta, 0 
sea 500 pesos en total; en cambio, si posee una sola | 
propiedad que le devengue una renta de 50. 000 pesos, 
pagará el 10 por ciento, o sea 5.000 pesos. ANNE, 

¿Cuál es el motivo de este tratamiento tan desenalóN 
te? ¿Es que se quiere combatir a todo trance la construe- 
ción de grandes edificios? Sean cuales fueren dicho mo- 
tivo y ese propósito, nunca se los podría llevar hasta. el 
extremo de producir una violación tan manifiesta del. ie 
principio de la capacidad contributiva y del de la igual- k 
dad ante las cargas públicas. Se 

Otras deficiencias pueden hacerse notar en las dispo- bi 
“siciones que tratan del impuesto a la renta de los bienes 
1aíees. Así, el artículo 15 expresa que las casas oCUDAdaR 
por familias obreras pagarán la mitad del impuesto, , 
siempre que el precio del alquiler sea superior a 600 pe- 
sos anuales y no exceda de 1200. ¿A quién beneficia esta 
1edueción, ¿Acaso a los inquilinos? Todo hace pensar 
que no. Lo más lógico sería conceder la exención del Im: 
puesto durante un número de años a aquellos obreros 
se hayan edificado su casa propia. La disposición que eri- 
tieamos no hace más que agravar la injusticia que se 
transparenta en toda esta parte del proyecto de ley. 

Por fin, en el segundo párrafo del artículo 40 se o 
blece, que del impuesto recaudado en las provincias por. E 
las categorías A y O, el Poder Ejecutivo entregará a las 
autoridades locales una suma igual al rendimiento del 
eravamen local por contribución territorial y patentes, 
siempre que dicho gravamen dejara de hacerse efectivo 
al ponerse en ejecución la ley. Consideramos que esta dis-. 2 
posición no conviene en forma alguna a las provincias, 
por lo que éstas difícilmente se allanarán a un aoucrada 
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sobre esa base. Según ella, la parte del impuesto a las 
rentas de los bienes raíces, y del comercio y la industria, 
correspondiente a las provincias, quedaría fija e inva- 
riable a partir del año en que hubieran dejado de hacer 
efectivas la contribución territorial y las patentes, puesto 
que aquélla debería siempre referirse a] producto del año 
enterior, mientras que la parte de la Nación aumentaría 
de acuerdo al natural desarrollo de la riqueza privada. 
Solución más lógica y equitativa es la de acordar a las 
provincias un tanto por ciento del producto. 

El capítulo segundo del título II del proyecto de ley 
trata del impuesto a las rentas de los capitales mobilia- 
rios. La objeción más notable que debemos hacer al ar- 
ticulado de este capítulo es la que se refiere a la forma en 
Que se aplicará el impuesto en razón de la progresión esta- 
blecida. No solamente una escala de esta naturaleza en 
el impuesto cedular atenta contra principios de Justicia, 
económicos y fiscales, en relación con las demás catego- 
rías de rentas, sino que, aun dentro de una misma eédu- 
la de rentas, muestra la carencia de toda base científica 
1acional. En efecto; una de las principales ventajas del 
impuesto cedular es que permite cobrar éste en la fuente 
de producción de la renta (“stoppage at source”?) hacién- 
dolo retener por medio de terceros, con lo que se evita el 
Traude y se simplifica el procedimiento de percepción del 
gravamen. Es así que el artículo 46 del proyecto expresa 
como una obligación de las instituciones públicas y pri- 
'vadas emisoras de títulos de renta, lo mismo que los Ban- 
cos O deudores hipotecarios, prendarios o quirografarios, 
la de retener el importe del impuesto de las sumas que 
deban pagar por razón de intereses de dichos títulos, eré- 
ditos o depósitos. De manera que una persona que posea 


fondos públicos extranjeros, nacionales Y provinciales, 


O bien depósitos en varios Bancos o diversas cauciones en 
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áinero, abona el impuesto por intermedio de los terceros 
deudores en forma fraccionada, puesto que así lo ha es- 
tablecido el mecanismo de la ley. Estos deudores que re- 
tienen el impuesto ignoran por completo las otras acreen- 
cias por intereses de títulos, créditos, cauciones 0 depó- 
sitos que pueda poseer el acreedor. De donde resulta una 
situación de análoga injusticia, desprovista de todo fun- 
damento, como la que hemos observado en la cédula de 
las rentas de los bienes raíces, y €s la siguiente: Como el 
impuesto se establece por una escala progresiva cuyas 
tasas van del 1/2 al 11 por ciento, si una persona recibe 
300.000 pesos de renta exclusivamente de una sola suerte 
ce títulos, sean nacionales o de un solo crédito hipoteta- 
rio, deberá abonar al Fisco una suma de 24.070 pesos en 
concepto de impuesto, mientras que si obtiene los mismos 
300.000 pesos, pero repartidos en diez cuotas de 30.000 
pesos cada una, de diferentes clases de títulos, naciona- 
les, extranjeros, provinciales o de distintos créditos hipo- 
tecarios, sólo pagará en total 5700 pesos. Como se nota, 
el impuesto progresivo aplicado al impuesto cedular es 
injusto aun dentro del mecanismo de cada cédula. Cabe 
aquí recordar que anteriormente pusimos de manifiesto 
la falta de bondad del mismo, contemplando a todas las 
cédulas en conjunto y los diversos resultados a que se 
llegaba según que una persona obtuviera su renta de una 
o de diversas cédulas. Si aun dentro de una sola catego- 
ría de rentas se llega a comprobaciones carentes de toda 
base equitativa, se debe a que está en puena con el gran 


objetivo que se persigue en el impuesto cedular: la re- 


tención en la fuente. Y pues que en la vida moderna el 


movimiento económico tiende a diversificarse en mil di- 


recciones distintas, se sigue que aun dentro de cada cé- 


dula existen numerosas fuentes de renta que aprovechan 
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aÁ un mismo contribuyente, y por lo tanto la escala pro- 
gresiva resulta inaplicable. 

Se debe hacer otra crítica a esta parte del proyecto que 
estudiamos: nos referimos a la disposición del artículo 45 
por la cual las acciones y partes del capital de las so- 
ciedades anónimas y en comandita por acciones, que pa- 
guen el impuesto de los beneficios del comercio y la in- 
dustria, no están comprendidas en esta categoría. Con- 
viene recordar que en la legislación actual del impuesto 
a la renta, en lo que se refiere a las sociedades anónimas 
y en comandita por acciones, existen tres sistemas prin- 
cipales, y que son: a) los beneficios repartidos por dichas 
sociedades son gravados como los de las demás sociedades 
en la cédula de las rentas del comercio y la industria, y 
los dividendos e intereses de capital y de **debentures”” 
en la de los valores mobiliarios; b) las rentas de las socie- 
dades anónimas y en comandita por acciones se imponen 
en la cédula de las rentas del comercio y la industria, no 
afectándolas el impuesto a los valores mobiliarios; e) los 
beneficios de las sociedades son gravados con el impuesto 
en la cédula de las rentas del comercio y la industria y 
10s dividendos en la de los valores mobiliarios, aunque 
¿il gravar a la sociedad en la cédula del comercio e in- 
cdustria se hace previamente deducción de lo que se debe 
pagar como impuesto en la de los valores mobiliarios. El 
primer sistema conduce a un resultado tan injusto y per- 
judicial como es el de la doble imposición, puesto que se 
grava dos veces los beneficios distribuídos como dividen- 
Gos, esto es, como ganancia de la sociedad anónima y 
como renta de las acciones. Dentro del segundo sistema 
podría colocarse el adoptado por el proyecto del Poder 
Ejecutivo, aunque con una diferencia, y es la de que éste | 
grava solamente una parte de las utilidades de las so- 
ciedades, es decir, las distribuídas como dividendos, per- 
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Pa 


maneciendo indemnes las partes pasadas a fondo de Lei 
serva o a otros renglones análogos. Con esto surge patente R de 
la injusticia que se derivaría en el cobro del impuesto de de 
a dos sociedades anónimas, de las que una dedicara una 
eran. parte de sus ganancias a reforzar su fondo de re- y dy 
serva, y la otra, nada más que una pequeña cantidad, 
ya que lo que se debe tener en cuenta a los efectos de 
determinar la capacidad contributiva es el monto de los 
beneficios realizados en el ejercicio, y no las sumas re- 
partidas a los accionistas. Además, el hecho de cobrar el 0 
impuesto a los dividendos en la cédula de las rentas del 
comercio y la industria en lugar de hacerlo en la de los 
capitales mobiliarios hace que se llegue al siguiente tra- de 
tamiento diferencial: que un accionista que retire bene- 
ficios por valor de 5000 pesos de una sociedad anónima 
que haya ganado en total 300.000 pesos deberá pagar un Ae | 
impuesto aplicando la escala fraccionada, correspondiente 00 
al 9.01 por ciento, mientras que otro accionista que reciba 
los mismos 5000 pesos, pero de una sociedad que sólo Ao 
haya obtenido utilidades por 50.000 pesos, pagará sola- 
mente un impuesto de 3.88 por ciento. Esto se debe a A 
que no es posible bajo ningún concepto aplicar a las so- | 
ciedades una escala progresiva; tan es así, que debido a. 0 l 
que el impuesto global a la renta adopta en las diversas a p No 
legislaciones esa modalidad, se excluye sistemáticamente de 
de su imposición a las sociedades; cuando se ha querido | 
proceder en otra forma, el fracaso ha sido su consecuen- 
cia. En cambio, esto no pasa haciendo tributar a los divi- y. 
dendos en la cédula de los capitales mobiliarios, puesto A 
que entonces se aplica el impuesto de acuerdo con la su de 
ma que efectivamente recibe el accionista. con 
Es por todo lo que acabamos de decir que el método 
más racional para gravar las ganancias de las sociedades 
anónimas y en comandita por acciones es el indicado en 
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AAN dedo con a las: sumas pagadas 
ado e intereses de capital o de obligaciones 
alcanzadas por los impuestos en la cédula de los va- 


ores mobiliarios, y las pasadas a fondo de reserva u 
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Do AS ana CUA en la del comercio y la indus- 


jue 20 es posible en el proyecto del. PE puesto que 

él aquél se cobra a la sociedad. y no al accionista. 

Y a los efectos de determinar la renta imponible en la 

e ódula, de los beneficios del comercio y la industria, y 
ar la superposición, no habrá más que deducir del 


de la suma que por ra puestos dois pa- 


e mobiliarios - por impuesto a los ds 
¿So del o En cuanto ala suma de los 1m- 
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La superposición impositiva 


La demarcación constitucional de las facultades impo- 
sitivas de la Nación y de las provincias, ha dado 0- 
tivo, en toda época, a un sinnúmero de discusiones que 
se han explayado en la cátedra, en el libro y en las [pu- 
blicaciones diarias. Las disposiciones de nuestra Carta 
fundamental que estatuyen al respecto, han sido/ ob- 
jeto de diversidad de interpretaciones, acomodadas en 
muchos casos a los intereses de las entidades políticas 


2 ; Fit 
en pugna. Tan es así, que aun hoy se discute/ si la, 
esfera impositiva de la Nación gira solamente en torno 


de los impuestos indirectos, si esta facultad es o/no ex- 


elusiva, y si en lo que respecta a los impuestos directos 


sus poderes son de orden permanente o sólo excepcional. 
Donde ha cabido mayor discrepancia y donde la con- 


troversia ha traspasado el límite puramente especulativo 


para convertirse en uno de los problemas que más fuer- 
temente preocupan a los hombres de gobierno, parlamen- 
tarios, industriales, comerciantes y consumidores, atra- 
yendo hacia sí la atención constante del público, es en 
los llamados impuestos internos, o sea en aquellos tri- 
butos que recaen sobre determinados artículos que se eon- 
sumen dentro de las fronteras del Estado. Creados por 
la Nación en 1891, no tardaron en constituir uno de los 
puntales más firmes de sus recursos, dando en la ae- 
tualidad a la misma, una renta de cerca de cien millo- 
nes de pesos. El conflicto surgió cuando a partir de 1912 
las provincias comenzaron a crear a su vez, dentro de 
sus respectivos territorios, impuestos de la mismia natu- 
raleza, actitud que ha ocasionado y ocasiona al país ma- 
les de la mayor transcendencia desde el punto de vista 
fiscal, económico y aún político. Consecuencia de ello es 
que hoy una misma materia imponible sirve de asiento 
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a dos y más gravámenes que se inciden entre sí, afec- 
tando su rendimiento; que las mercaderías vean trabada 
su circulación dentro del territorio nacional, al pasar 
de una provincia a otra, por exigírseles el pago de re- 
petidos tributos y por sombetérselas a rigurosas fiscaliza- 
ciones administrativas, y que se lleguen a crear de he- 
cho verdaderas aduanas interprovinciales que se utilizan 
como medio de protección a las industrias regionales y 
de guerra económica a las extrañas. Que se quiebre la 
uniformidad del impuesto en el territorio de la Repú- 
blica por la diversidad de las agravaciones provinciales, 
desviándose con ello la distribución natural de las indus- 
trias; que se grave en forma excesiva a los artículos, 
ya que, cada autoridad obra independientemente de la 
otra, perjudicándose así a los consumidores, y que el 
comercio y la industria sean obstaculizados por el doble 
mecanismo de fiscalización y control. Y por fin, que 
nuestro régimen político, que parte de la base de la 
unión y de la solidaridad nacionales, vea perturbado su 
desenvolvimiento, ya que introduce un principio de eom- 
petencia y encono en sus relaciones mutuas, que del te- 
rreno financiero se reflejan en el político. 

Estos perniciosos resultados emergentes de la super- 


posición tributaria que hemos mencionado a grandes ras- 


gos y a título ejemplificativo y que ya se vienen no- 
tando desde la sanción de los impuestos provinciales, 
muestran la necesidad ineludible de una reforma impo- 
sitiva que ponga fin a este estado de cosas y que demar- 
que expresamente las facultades de la Nación y de las 
provincias. | 


CONTRADICCIÓN DE LEYES Y REGLAMENTOS NACIONALES 
Y PROVINCIALES 


Tanto más, cuanto que el sistema actual, al mismo 
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tiempo que no conviene a las autoridades impositivas, 
perjudica enormemente a los encargados de sufragar el CO 
impuesto. Los impuestos internos entran dentro del con- 
cepto de las facultades concurrentes que en diversas ma- 
terias poseen la Nación y las provincias, y a este título 
ambas entidades políticas han sancionado tasas para los 
mismos artículos gravados, estableciendo diversidad de 
reglamentaciones y penando a aquellos que las violen, 
sin tener en cuenta para nada su posible contradicción. 
El habitante de una provincia está obligado a respetar 
tanto a las leyes de la misma como a las de la Nación, 
mientras no se declare su inconstitucionalidad, y colocado 
ante una situación de oposición entre las mismas, en la 
que el cumplimiento de la ley nacional traería apareja- 
do la violación de la provincial o viceversa, ¿a cuál debe 
obedecer? Se encontraría ante un problema insoluble. A 
las respectivas entidades impositivas es a quienes corres- 
pondería avocarse la resolución del mismo, ya que no 
es posible que las mismas pongan al que debe sufragar 
el impuesto en el trance de violar la ley o de perjudi- 
carse en sus intereses. 


VENTA A MAYOR PRECIO 


Una solución de esta naturaleza es la que se sometió 
a la resolución del gobierno nacional, con motivo de una 
consulta que le elevara la Administración de Impuestos 
Internos en una comunicación dirigida en octubre de 
1924, sobre dos casos en que las disposiciones legales y 
reglamentarias de carácter nacional se hallaban en con- 
flicto con las leyes y reglamentos provinciales de igual 
indole impositiva. El primer caso se refería a que la 
Administración, en el ejercicio de sus funciones de fis- 
calización había tenido que entender en numerosos casos 
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de presunta infracción. a las leyes nacionales de la ma- 
teria, en los cuales se labraron actas econ motivo _de ha- 
Malo comprobado la venta de los artículos sujetos al ré- 
gimen de impuestos internos, a un precio mayor que el 
legal de expendio, a causa del sobreprecio originado por 
la aplicación de una ley provincial análoga. Dichos ea- 
sos se producen en los productos gravados “ad valorem?”, 
pues por regla general los Estados federales toman como 
base de la imposición local las unidades tributarias de 
la ley nacional, estrechando o ampliando el margen de 
las cuotas de la escala del impuesto general. El seeundo 
caso tenía lugar por la infracción a las disposiciones 
reglamentarias de las leyes nacionales, por desaparecer 
por completo los, instrumentos legales de control de la 


circulación del pago del impuesto nacional correspon- 


diente, a causa de la superposición de iguales o análogos 
sienos de fiscalización, como ser fajas y boletás adheri- 
das a los envases de circulación y venta. La Administra- 


ción de Impuestos Internos terminaba manifestando en 


su nota al ministro de Hacienda, que entendía que mien- 


tras no se dé una solución legal al grave problema de 


la superposición tributaria, debe encarar esas transgre- 
siones a las leyes y sus reglamentos eomo derivados de 
una situación de hecho que no está en sus facultades 
modificar. 

Pasada la consulta de la Administración al procurador 
general de la Nación, a fin de que dictaminara sobre la 
misma, se expidió en el mes de noviembre en un in- * 
forme, en el que, después de referirse a los males que 
origina la doble imposición y a los proyectos que se han 


presentado para abolirla, expresa que la venta a mayor 
precio que el legal de artículos sujetos al régimen de 


impuestos internos, son actos que comportan en cada. 


Caso, un defraudación al impuesto, que lleva consigo la 
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respectiva penalidad, y en cuanto a la desaparición de 
los instrumentos fiscales de contralor:de la circulación 
o pago del impuesto nacional como consecuencia de la 
superposición de análogos o iguales signos de fiscaliza- 
ción, son hechos que, a su vez, constituyen infracciones 
previstas y penadas, sin que en uno o en otro caso pue- 
dan los transeresores excusarse con situaciones de hecho 
que se dicen producidas por leyes tributarias provincia- 
les, ya que, en ningún caso, cabe admitir que la recau- 
dación de las rentas nacionales pueda ser, obstruída ni 
perjudicada por las provincias, ni que la Nación—cuan- 
do procura percibir dentro del territorio de la República 
los recursos rentísticos que le pertenecen — deba estar 
supeditada a la legislación provincial. ESO 
De acuerdo, pues, al dictamen del procurador general 
de la Nación, la Administración de Impuestos Internos 
debería aplicar de una manera extricta la ley nacional 
de la materia, reprimiendo las infracciones con todo el 
rigor de las penalidades establecidas, y sin entrar a ave- 
riguar si esas infracciones obedecen a motivos que están 
fuera del arbitrio del que debe oblar el impuesto. Se 
coloca así a éste en una situación sin salida, pues el cum- 
plimiento de la ley le traería aparejados perjuicios de 
consideración. En efecto: el sistema '*“ad valorem”” en 
la percepción de determinados impuestos, como ser en el 
que recae sobre los tabacos, exige que a cada unidad 
se le fije un precio de venta máximo que involucre la. 
debida proporcionalidad con la tasa establecida. Si el 
comerciante vende dichos artículos a mayor precio, la 
proporcionalidad desaparece, violando así los propósitos 
de la legislación impositiva. De aquí que se establezcan 
sanciones para los casos en que ello suceda. Pero resulta 
que al gravar las provincias los mismos artículos que la 
Nación, han adoptado con ligeras diferencias sus mismas 


CUESTIONES ECONÓMICAS Y FINANCIERAS 17 


escalas de gravámenes, sus tasas, reglamentación, fisca- 
lizaeion, control y procedimientos, de manera que el in- 
dustrial o comerciante debe pagar sobre la unidad de 
artículo de la ley nacional, una nueva cuota que es el 
impuesto provincial. 

La naturaleza de los impuestos al consumo, como su 
mismo nombre lo indica, radica en el hecho de que grava 
a los consumidores, no a los fabricantes o comerciantes, 
que sólo lo pagan para facilitar su percepción por el 
fisco, y con el propósito de reembolsárselo luego bajo la 
forma de precio de venta de las mercaderías. La solu- 
ción contraria es de todo punto inadmisible e inconce- 
bible, pues a menudo el impuesto llega a superar el va- 
lor de la mercadería y ella. no tendría más resultado que 
provocar la ruína del comercio y de la industria del 
ramo, con lo que quedaría agotada, por otra parte, toda 
una fuente de recursos fiscales. 

_ El caso práctico a que se refería la consulta de la 
Administración de Impuestos Internos, ha tenido lugar 
en la provincia de Buenos Aires, donde a raíz de la san- 
ción de los tributos al consumo, los comerciantes se han 
visto obligados a aumentar el valor marcado por la ley 
nacional con el sobreprecio del impuesto provincial. Jl 
procurador general expresa que ello constituye una vio- 
lación de aquella ley, y que, por lo tanto, debe ser cas- 
tigada. Pero, ¿se quiere acaso que el fabricante o co- 
merciante no abonen el impuesto provincial y se con- 
viertan en defraudadores de la renta? ¿O bien que su- 
fra los resultados de la contradicción entre las legisla- 
ciones impositivas, pagando realmente un impuesto que 
no le corresponde hacer sino a título de intermediario, 
para contentar así la voracidad fiscal? Ambas soluciones 
son inaceptables, y el dictamen del procurador de la 
Nación ha contemplado sólo los intereses fiscales, des- 
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cuidando el aspecto fundamental de la equidad y de la 
justicia que deben revestir las leyes del país, si se quiere 
que gocen del respeto de ciudadanos y extranjeros. ; 

Es cierto que las leyes son hechas para cumplirse — 
dura lex, sed lex — pero es evidente también que ellas 
pueden no contemplar las nuevas situaciones que surgen 
en el devenir incesante de la vida. En las relaciones del 
derecho privado es la ¿jurisprudencia la que entonces 
marca la pauta a que debe acomodarse la ley. Pero en 
las relaciones del derecho público entre el Estado y los 
particulares, las autoridades públicas no deben esperar 
que se produzca la sanción judicial para modificar su 
eriterio, sino que debe adelantarse a promover la refor- 
ma de la mala ley o a adoptar las providencias necesa- 
rias para que aquel que quiera cumplir con las leyes del 
país no se yea perjudicado injustamente. Nunca debe 
adoptar una actitud de intransigencia basada en la letra 
extricta de la legislación administrativa o política, cuan- 
do ella debe ser a costa de la ecuanimidad y equidad de 
la misma. El Estado debe ser la imagen viva de la jus- 
ticia si se quiere que llene con eficacia su rol de regu- 
lador de la vida en común. | 

La tolerancia y la buena voluntad es más de aconse- 
Jarse aún en materia tributaria, ya que el único bene- 
ficiario en la misma es el Fisco, encontrándose en la me- 
jor situación para hacer concesiones que mitiguen las 
consecuencias que se siguen de la oposición impositiva 
entre la Nación y las provincias. En lugar de aplicar 
con mano de hierro la ley nacional, corresponde que, 
mientras tanto se aborde de una manera fundamental la 
supresión de la superposición tributaria, se contemplen 
las situaciones de hecho producidas con un eriterio de 
equidad y justicia. Este criterio debe imperar cuando 
Se comprueben las transgresiones en cuanto al mayor pre- 
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cio a que se venda el artículo y en lo que se refiere a 
la ocultación o falta aparente de las estampillas de eon- 
trol, y se compruebe que dichas infracciones tienen por 
causa el cumplimiento de una ley provincial de impúes- 
tos al consumo. En estos casos se justificaría la exención 
de penalidad al expendedor del artículo, ya que no ha 
existido ni la intención de faltar ni una negligencia eul- 
pable. 


SOLUCIÓN. — UNIFICACIÓN DE IMPUESTOS 


En cuanto a la reforma fundamental a que aludimos, 
el proyecto presentado por el Poder Ejecutivo con fecha 
20 de junio de 1924, sobre unificación y distribución de 
- impuestos internos, conduce a la supresión de la dua- 
lidad impositiva e indiscutiblemente importa un eonsi- 
derable adelanto sobre los proyectos anteriores. En el 
mensaje con que se acompañó dicho proyecto, se expresa 
que él tiende a suprimir un estado de cosas que es con- 
trario a la Constitución y al desenvolvimiento armónico 
- del sistema federal. | 
Sin embargo, es menester efectuar serios reparos al 
proyecto de referencia. En el mismo se expresa en su 
artículo 1. que desde la promulgación de la ley los 
Impuestos internos que afectan el consumo general eo- 
rresponderán exclusivamente a la Nación. Y bien; este 
artículo es completamente inofieioso y fuera de lugar. La 
Corte Suprema ha declarado que tanto la Nación como 
las provincias tienen derecho a establecer impuestos in- 
ternos al consumo, de manera que mientras subsista el 
actual ordenamiento constitucional, es inútil hacer una 
declaración de esa naturaleza, puesto que el Congreso ea- 
_ Trece en absoluto del derecho de formularla. El artículo 2. 

acordando una participación a las provincias de acuerdo 
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al producido de los impuestos internos, teniendo en cuen- 
ta su población, está bien inspirado, pero el artículo 3. 
. que completa dicha participación, con el derecho de cier- 
tas provincias a percibir, de acuerdo con su producción, 
diversas proporciones en las tasas del impuesto interno 
cobrado, es mala. Se ha olvidado que los impuestos in- 
ternos gravan el consumo y no la producción, de manera 
que acordar una participación teniendo en cuenta la mis- 


ma, es legalizar la invasión de una provincia en la es-. 


fera impositiva de otra. Los artículos 4”. y 5”. organizan 
sanciones contra las provincias que no adhieran al pro- 
yecto de unificación. El 4”. autoriza al Poder Ejecutivo 
a rebajar los derechos aduaneros en la proporción de los 
impuestos internos que apliquen las provincias a produe- 
tos de consumo general en la República. Cuando el pro- 
ducto sea común a varias provincias, el Poder Ejecutivo 
con el importe de la renta aduanera percibida por igua- 
les conceptos, devolverá a los industriales de las provin- 
cias que no hayan establecido gravamen, una parte equi- 
valente al importe representado por el mayor impuesto 
interno fijado en otra u otras provincias, multiplicado 
por el volumen de producción de cada industrial librada 
al consumo. El artículo quinto establece, que sin perjul- 
cio de lo dispuesto en el artículo anterior, el Poder je- 
cutivo procederá a retirar todo subisidio que por cual- 
quier concepto reciban de la Nación las provincias que 
mantengan impuestos internos locales, con excepción de 
los subsidios destinados al fomento de la instrucción pú- 
blica. 


Estas sanciones que son explicables, dada la naturaleza 


del proyecto presentado, pensamos que no han de ser ma- 
yormente eficaces. | 

Los gobiernos de Mendoza, San Juan y Tucumán, que 
son los que más se benefician del actual sistema, no han 
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Las patentes y el impuesto al capital en giro 


En los últimos tiempos se oye hablar a menudo de im- 
puesto al capital en giro. En todos los órdenes de acti- 
vidad en que las cuestiones económicas y financieras se 
ponen sobre el tapete de la discusión pública, se comen- 
tan los diversos aspectos del mismo, ya sea en el sentido 


de ensalzarlo, de condenarlo o manteniendo una actitud 


equidistante, subordinando la erítica al factor cireuns- 
tancial emergente del medio ambiente y terreno proÓS 
o adverso para su implantación. 

En el curso del año 1926, el P. E. de la Prov de 
Córdoba presentó un proyecto por el que se adoptaba esa 
forma de imposición al comercio y la industria, sustitu- 
yendo con ella al actual impuesto de patentes, funda- 
mentando ese cambio en la necesidad de promover la re- 
forma de la legislación tributaria de la provincia, por 
la introducción de una mayor justicia y ecuanimidad 
en la misma. A esta reforma se la hacía formar parte de 
un amplio plan, en el que, aparte de la misma, se desta- 
caba como la iniciativa de mayor importancia la creación 
del impuesto al mayor valor de la propiedad inmueble. 
Por otra parte, es sabido que el impuesto al capital en 
giro existe en la provincia de Buenos Aires desde hace 
alrededor de 20 años y que si bien es cierto que ha sido 
mantenido durante ese lapso de tiempo por los distintos 
eobiernos que se han sucedido desde entonces, es también 
exacto que esa forma de imposición- es objeto periódica- 
mente de críticas de diverso orden. 

Circunseribiendo el examen de la cuestión para la pro- 
vincia de Santa Fe y partiendo de la premisa necesaria 
de que el imipuesto al capital en giro no importe una 
nueva carga que se agregue a las existentes, simo que 
actúe como un tributo de sustitución, en lo que se refiere 
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a la agravación del comercio y la industria, ¿existe un 
motivo de real importancia que propicie su implantación ? 
¿Acarrearía ella un progreso y una mejora para el Fisco 
y los contribuyentes? Trataremos a continuación de res- 
ponder a estas preguntas. 

Pues bien; es necesario decir en primer término que la 
provincia de Santa Fe, de igual manera que la Nación 
y la mayoría de las provincias, tiene establecidos im- 
puestos al comercio y la industria bajo la forma de pa- 
tentes. ¿Qué es lo que gravan las patentes que se aplican 
al ejercicio del comercio y la industria en dicha pro- 
vincia? Es creencia general que recaen sobre los bene- 
fieios y ganancias efectuados mediante esas profesiones; 
pero en los hechos, muchas veces lo gravado no son pre- 
cisamente esas ganancias o beneficios, sino ciertos ele- 
mentos o signos que se toman como indicios de los mis- 
mos. En realidad, la patente no está muy de acuerdo con 
nuestros principios legales y de derecho público. La 
Constitución establece la libertad de trabajar y ejercer 
toda industria lícita (art. 14), mientras que la patente 
no grava las utilidades de la industria y comercio, sino 
que, si bien es un impuesto, lleva implícito el carácter 
de permiso, elemento esencial de la antigua licencia, pues- 
to que se cobra ““anticipadamente”” a la producción de 
aquéllas y aun en caso de pérdida. Así, la ley de la ma- 
teria en la provincia mencionada, expresa: “Nadie podrá 
dar prineipio al ejercicio de una industria, profesión o 
ramo de comercio, sin munirse primeramente de la pa- 
tente...?” (art. 49). 

El concepto moderno de la tributación radica en la 
eapacidad contributiva, a saber: se justifica únicamente 
en cuanto el individuo *“está en condiciones”? de abonar 
el impuesto, graduándose el monto del mismo de acuerdo 
a la riqueza poseída. La patente está lejos de reunir. es- 
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tas condiciones. La organización legislativa y técnica de 
la misma, derivada de la ley francesa, se ha traducido en 
la legislación provincial por la enumeración de las dis- 
tintas actividades comerciales e industriales, establecién- 
dose en cada rubro un máximo de cuatro categorías (por 
lo general tres). La primera arbitrariedad surge al de- 
terminar lo que pagarán los distintos negocios enumera- 
dos, según su clase. ¿Se acomoda esto a aleún criterio ra- 
cional y científico? De ninguna manera; se estima “gros- 
so modo”*” que la productividad de una industria o co- 
mercio debe ser superior al de otros, a lo que se agregan 
algunas eonsideraciones subsidiarias, como ser: el fo- - 
mento de ciertas industrias o la disminución de la im- 
posición para industrias que producen o comercios que 
expenden artículos de primera necesidad o bien la res- 
tricción de ciertos negocios por motivos de higiene o po- 
lítica social. 

La segunda arbitrariedad se presenta al establecer las 
distintas categorías que hemos mencionado. Su número 
es harto limitado para que transparenten una exacta dis- 
tinción cuantitativa y las diferencias en el pago del im- 
puesto son evidentemente escasas, siendo su relación con 
la diferencia de importancia de los negocios, excesiva- 
mente lejana. Véase por ejemplo lo que pagan diversos 
negocios tomados al azar, en las distintas categorías, de 
acuerdo a las leyes 1788 y 2042, que aumentaron las pa- 
tentes en 1922 en un 30 por ciento: 

Almacén de comestibles y bebidas por mayor: $ 910 
(19.) $ 780 (2%.); $ 650 (32.) y $ 520 (42.). ] 

Fábricas de muebles: $ 520 (12.), $ 390 (2*.) y pe- 
sos 260 (3*.), 

Ferreterías: $ 520 ar, $ 390 (2%.) y $ 260 (8%). 

Restaurants: $ 325 (1*.), y $ 260 (22.). 

Es evidente que la arbitrariedad conduce a la injus- 
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ticia. Si no surge de una manera clara y explícita en cada 
caso, que cierta clase de negocios deben forzosamente ser 
más productivos que otros o si lo son, en qué medida; 
si no surge tampoco de la-misma manera clara y nítida 


en qué grado influyen en la determinación del monto im- 


positivo las circunstancias que se tengan en cuenta para 
hacer procedente una cierta protección a determinadas 
actividades, y por fin (y ésta es quizás la más grave falla 


del sistema), si no existe una adecuada latitud en las es- 


calas que les comunique elasticidad, es fácil ver que el 
mecanismo del impuesto de patentes, a lo menos en la 
forma existente en la provincia, se resiente de un defecto 


_muy grave, tratándose de un impuesto directo, a saber: 


la falta de proporcionalidad. 
Así, nos hemos referido a lo que pagan por patente los 
almacenes por mayor y vimos que los incluídos en la ca- 


tegoría primera deben abonar $ 910 y los incluídos en la 


cuarta $ 520. Pues bien; esto significa que el más impor- 


tante comercio del ramo pagará a lo sumo $ 910 y el más 


pequeño $ 520, y como no es nada extraordinario que 
una determinada firma gire con un capital diez veces su- 
perior al de otra o bien realice operaciones u obtenga ga- 
nancias en la misma proporción, resultará que mientras 
la productividad y capacidad económica estarán en la re- 
lación de 10 a 1, lo que pagan en concepto de patente no 


alcanzará a estar en la de 2 a 1. Se parte, pues, de una 
primera presunción acerca de que ciertos ramos de co- 
- mercio o industria son más o menos productivos que otros 


y luego se presume por signos externos la graduación de 
importancia entre las diversas categorías. De tal manera, 
que un almacén por mayor de la más pequeña importan- 
cia pagará igual impuesto que la tienda o la ferretería 


de más significación, pues que a la última categoría de 


los almacenes por mayor se los grava con $ 250, exacta- 


86 MANUEL L. LOPEZ VARELA 


mente la misma suma que se cobra a la primera categoría 
de las tiendas y ferreterías. Y si se compara a estos me- 
gocios con otros mencionados también en la ley de pa- 


tentes, se ve como se repite esta injusticia, aunque esta: 


vez en su contra. 

La falta de elasticidad de las escalas de la ley de pa- 
tentes es de una paladina evidencia. Si por lo general 
las categorías no pasan de tres, ¿cuál será la categoría 
adecuada para los comercios de importancia intermedia? 
¿Acaso la tercera? Y si es así, resulta que negocios que 
realizan las ganancias más dispares pagan exactamente 
la misma patente. La solución a que se llega, pues, es de 
la más cruda injusticia, ya que se aniquila el principio 
de la proporcionalidad, que enunciara Adam Smith como 
una de las reglas fundamentales a observar en materia 
de tributación (pagar de acuerdo a las facultades). ¿Aca- 
so es posible prescindir de la proporcionalidad tratán- 
dose del impuesto de patentes? De manera alguna. Apar- 
te de que la Constitución Nacional hace de la misma (art. 
4%.) uno de los requisitos básicos de los impuestos, ella 
afecta la igualdad que se acuerda a todos los habitantes 
respecto del impuesto o de cualquier carga pública (art. 
16), pues la patente, aplicada en la forma mencionada, 
tiende a convertirse en numerosas casos en una verdadera 
capitación. | 

El impuesto de patentes es aplicado separadamente por 


la Nación y las provincias de acuerdo a la distinción en- 


tre impuestos directos e indirectos; y si el requisito de la 


graduación es exigido en los impuestos directos para con-. 


forniarlos a la igualdad (aun a los impuestos indirectos 
se los reputa proporcionales a los consumos o a las trans- 
acciones), es lógico que la contribución territorial que 
es también impuesto directo se cobre mediante una tasa, 
de manera que el monto del impuesto varía gradualmente 
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con la materia imponible. De aquí que tratándose de un 
impuesto al comercio y la industria, es justo que suceda 
lo propio. Y es claro que no es posible argumentar de 
que en la práctica, la patente sea actualmente sinónimo 
de licencia, esto es, derecho fijo cobrado por la autoriza- 
ción requerida para el ejercicio de una industria. Porque 
la importancia del monto cobrado y el asomo de propor- 
cionalidad que se quiere establecer, está demostrando a 
las elaras que se trata de un verdadero impuesto, cuya 
intención es gravar las ganancias del comercio y la in- 
dustria, pero cuya deficiente técnica hace que en deter- 
minados casos la fuente del mismo no sean las vanancias, 
sino el propio capital en explotación. Y aunque no sea 
así, que los beneficios sean a veces desconsideradamente 
eravados, quizás otras en forma insuficiente y de manera 
general, que lo gravado sea el número de obreros, las má- 
quinas, el local y otros indicios que no traducen siempre 
de una manera exacta la realidad de los hechos. Y por 
fin, que el impuesto, ya aleance a las ganancias real o 


—presuntivamente, carezca siempre de la debida propor- 


ción, conduciendo por lo tanto al reinado de la arbitra- 
riedad, lo que constituye, en verdad, la característica 
esencial del sistema; no estando, pues, muy alejada la po- 
sibilidad de aplicar al actual impuesto de patentes, lo 
que se dijera del similar francés, a saber: que era “une 


- merveille d'iniquité””. 


Pero el impuesto no solamente es arbitrario en su or- 
ganización y estructura sino que también lo es en su me- 
canismo y aplicación práctica. Dos son las operaciones 
primordiales a efectuar por los avaluadores para recau- 
dar este tributo. La primera consiste en encasillar al co- 


mercio o industria de que se trate dentro de los rubros 


establecidos en la ley; la segunda en ubicarlo en una 
de las categorías marcadas. En cuanto a la primera, la 
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ennmeración de las distintas denominaciones de negocios 
es incompleta y deficiente, pues en muchas ocasiones un 
mismo negocio se encuentra mencionado en dos o más 
formas, dejando al Fisco la facultad de gravarlo en la 
que más le conviene, cuando no pasa, como ha sucedido 
alguna vez, que se quiere gravar al mismo comercio en 
forma repetida y superpuesta. Lo incompleto de la enu- 
meración constituye otra cireunstancia a favor del Fisco, 
puesto que expresando la ley que en defecto de inclusión 
se lo clasificará por analogía, fáciles son de calcular las 
consecuencias que de ello se pueden derivar, aparte de- 
conspirar contra el principio de la ““certeza*?” en materia 
impositiva. : 

Al practicarse la inclusión en las categorías el arbitrio 
es quizá aun mayor. Lo único que se tiene en cuenta, 
por lo general, a este fin, es el ramo que se ejerce y la 
inspección “ocular?” que realizan los avaluadores acerca 
de la impresión de conjunto que da la amplitud del local, 
instalaciones u otros elementos netamente visibles. ¿Cómo 
correlacionar esa inspección con la ganancia líquida que 
arroje el último ejercicio del comercio de que se trate? 
Ello no se realiza, no tanto por defecto de los avaluado- 
res, sino por insuficiencia de la ley. 


El impuesto al capital en giro constituye una forma 
de gravar al comercio y la industria, con la cual se trata 
de sustituir al sistema de las patentes. Existe en la pro- 
vincia de Buenos Aires y en el curso de este año ha sido 
proyectado para la de Córdoba, como dejamos dicho al 
principio. 

La organización y mecanismo de este tributo se aparta 
fundamentalmente del régimen imperante en la Nación 
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y en la mayoría de las provincias. En primer lugar, pier- 
de en absoluto el carácter de permiso, resabio de la anti- 
gua licencia, del cual es necesario munirse para ejercer 
la industria o el comercio, puesto que se toma como ma- 
teria imponible, por lo general, el monto de las operacio- 
nes realizadas durante el año precedente. Estas opera- 
ciones pueden estar representadas por las ventas o com- 
pras y se presume que la realización de las mismas ha 
traído aparejados beneficios. La tasa se aplica entonces - 
sobre el capital en giro, tasa cuya fijación en la provincia 
de Buenos Aires es establecida todos los años por el Po- 
der Ejecutivo, aunque no puede pasar del 5 por mil y 
que en el proyecto de Córdoba quedaba fijada en esta 
última cifra. | 

Ahora bien; ¿cómo se determinan las operaciones rea- 
lizadas? Por el sistema de la declaración; durante el mes 
de enero, en la provincia de Buenos Aires, los contribu- 
yentes están obligados a subsceribir una declaración en la 
que especifiquen los ramos de comercio o industria que 


ejerzan, manifestando el monto de las operaciones que 


hayan realizado durante el curso del año anterior. (En 
el proyecto de Córdoba se declaran las operaciones de los 
diez últimos meses). Esta declaración es revisada por 
una comisión formada por un avaluador, un inspector 
de la Dirección de Rentas y un comerciante, constitu- 


yendo el principal elemento de constatación y control 
los libros de comercio. 


Fácil es notar que el impuesto al capital en giro ideado 
como una reacción contra el arcaico e injusto sistema de 
las patentes, suprime la arbitrariedad fiscal propia de 
éste, desde el momento que se aplica una tasa al monto 
de las operaciones, de tal manera que el comerciante O 
el industrial paga el impuesto proporcionalmente a' las 
mismas. Si aumentan las operaciones, crece también el 
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importe del impuesto; si disminuyen, el impuesto. sufre 
entonces una reducción proporcional. 

El sistema de las patentes es netamente indiciario o 
presubcional, mientras que en el impuesto al capital en 
giro se suprimen los signos que dan muchas veces una 
expresión equivocada del poder rentístico; se trata así 
de descubrir la ganancia efectiva realizada, puesto que 
se considera que ello es lo único que puede justificar un 
impuesto de esta naturaleza, graduándolo de acuerdo a 
su importancia. No es necesario ya entrar en averigua- 
ción, de una manera genérica, si ciertos comercios o in- 


dustrias son más o menos productivos que otros y en qué 


medida, englobando dentro de una vaga presunción los 
casos concretos particulares, en los que la realidad puede 
ser totalmente diversa. Ni ya tampoco encasillar en exi- 
guas categorías a los diversos negocios, teniendo en cuenta 
elementos exteriores de un valor muy reducido. El im- 
puesto tiene entonces una base muy real, puesto que ““en 
cada caso?” se averigua el monto de las operaciones rea- 
lizadas, cobrándose aquél en forma proporcional a las 
mismas. Claro es que no hay una necesaria relación y 
equivalencia entre operaciones y ganancias, pero el fae- 
tor de incertidumbre ha quedado muy disminuído y el 
método es mucho más directo. 

El impuesto al capital en giro parecería, pues, un sis- 
tema apropiado para gravar al comercio y la industria, 
ya que ha eliminado los vicios inherentes a las patentes, 
pero es singular, cuando en Córdoba, en el año 1926, se 


presentó el proyecto de establecerlo, se levantó una ruda 


oposición al mismo y precisamente en la provincia de 
Buenos Aires, que es donde se halla en vigor desde hace 
muchos años, se suscitan frecuentemente las más vehe- 


mentes protestas contra el referido impuesto. Y lo más 


curioso es que se atribuye a este tributo uno de los de- 
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fectos capitales que hacíamos remarcar en las patentes : 
la falta de proporcionalidad y justicia. Podemos, sin em- 
bargo, adelantar desde ya lo siguiente: los ataques que se 
dirigen al impuesto al capital en giro son principal- 
mente de índole práctica, esto es, se lo considera injusto 
en su aplicación. En cambio, las fallas del impuesto de 
patentes son tanto teóricas como prácticas, es decir, que 
su organización es mala y su aplicación deficiente. 

El defecto más grave que se señala en el impuesto al 
capital en giro, es el que se refiere a la dificultad de de- 
terminar la materia imponible. Ella se descubre por la 
declaración, ¿pero es posible atribuir en nuestro país 
plena fe a la misma? Todo hace pensar que no; el sen- 
timiento del deber fiscal está escasamente desarrollado y 
un sistema basado exclusivamente en la declaración, cons- 
tituiría una prima a la mala fe y al fraude. Se conver- 
tiría, en realidad, en un impuesto a la conciencia que pa- 
garían únicamente los contribuyentes de hondas convie- 
ciones morales; y siendo así, es evidente que éstos tienen 
derecho a elevar todas las requisitorias posibles contra 
un tal impuesto. De esta manera, la Liga de Defensa Co- 
mercial de Bahía Blanca manifestaba a fines de 1926 que 
el 90 por ciento del comercio e industria de la provincia 
de Buenos Aires burla la ley, y que ésta, además de ser in- 
justa, conduce fatalmente a la inmoralidad. Expresando 
que-el que cumple estrictamente con esa ley, paga mucho; 
el que hace lo posible por no cumplirla, paga poco. 

Todo esto quedaría evitado por medio de la fiscaliza- 
ción ejercida por la comisión a que antes nos hemos re- 
ferido, en base a los libros de comercio. Pero la ley de 
la provincia de Buenos Aires sólo autoriza que se utili- 
, cen los libros de comercio para comprobar la declaración 
““cuando se ofrezca su presentación””, y por otra parte 
están las disposiciones legales que protegen el secreto 
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comercial. El artículo 18 de la Constitución Nacional de- 
clara la inviolabilidad de la correspondencia epistolar y 
de los papeles privados y el artículo 57 del Código de 
Comercio prohibe que cualquier autoridad, juez o tribu- 


nal, haga averiguaciones de oficio acerca de los libros 
a comercio. El alcance comprensivo de estas prescrip- 


ciones frente a una disposición expresa que establezca 
en una ley impositiva la obligación de presentar los li- 
bros de comercio, so pena de ser tasado de oficio, es dis- 
cutible; pero el hecho cierto es de que actualmente en 
la provincia de Buenos Aires el Fisco carece de esa fa- 
cultad, de lo que se deriva que en la práctica haya que 
atenerse a la declaración y como ésta en muchos casos 
se efectúa muy por debajo de las cifras reales, resulta 
que el Fisco para obtener un adecuado rendimiento, se ve 
en la necesidad de elevar la tasa. De donde surge esta 
consecuencia: que el contribuyente sincero debe pagar 
un impuesto elevadísimo para compensar la evasión pro- 
ducida por los que hacen falsas declaraciones, y a pesar 
de todo, como se ha observado en la provincia de Buenos 
Atres, el producido del impuesto permanece estacionario, 
sin seguir el crecimiento experimentado por la industria 
y el comercio. 

Aun se observa otro defecto, ya de orden intrínseco 
pl impuesto al capital en giro. En primer lugar, que 

“capital en giro”” significa el capital en explotación y 
no como se ha entendido, la evolución del capital por re- 
novación de existencias. Y así se dice que el impuesto no 
debe recaer sobre el giro que el comerciante da al dinero 
sino sobre el capital que dispone para su negocio. Claro 
es que en el segundo caso constituiría un impuesto sobre 
el capital, mientras que en el primero puede serlo sobre 
el producto o la renta, presuntivamente considerados. 

Pero esto no es más que una cuestión de sinonimia. Lo 
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que interesa, es que el impuesto establecido en la provin- 
cia de Buenos Aires y el proyectado para Córdoba era- 
van las operaciones realizadas, considerándolas como in- 


—dicio O presunción de ganancias, y en este sentido, la falla 
que se observa es que dicha presunción no siempre es 


exacta o, por lo menos, que la relación existente entre 
operaciones y ganancias varía de acuerdo a los diferentes 
ramos de comercio e industria. El giro, en realidad, cam- 
bia según la naturaleza de los negocios y aquellos que 
renuevan con más frecuencia sus capitales son más fuer- 
temente gravados. Por otra parte, el margen de ganancia 
que se obtiene en los distintos renelones del comercio o 
industria varía considerablemente, de manera que se da 
el caso de comerciantes o industriales que con escaso mo- 
vimiento de capitales ganen más que otros econ mayor cir- 
culación. 

En resumen: lo que quiere sienificar de crítica es que 
este impuesto se resiente también de falta de proporcio- 
nalidad y justicia, por defecto de la base sobre la que se 


- aplica. 


Las objeciones formuladas al impuesto al capital en 
giro, ¿significa que debamos seguir bajo el régimen ae- 
tual de las patentes, de acuerdo al aforismo financiero 
“de que todo impuesto nuevo es malo y de que todo im- 
puesto antiguo es bueno””? Los vicios que afectan al im- 
puesto de patentes son de tal gravedad, que no es posi- 
ble pensar en la eternización del mismo. Es necesario, 
pues, proceder a su sustitución. Sobre cuál ha de ser la 
imposición al comercio y la industria que llene esa fun- 
ción, es tema del que nos ocuparemos en otra oportuni- 
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dad. Sólo mencionaremos ahora algunas ideas directrices 
que se deben tener en cuenta, a saber: 

1% Asegurar la proporcionalidad de la imposición por 
medio de la aplicación de una tasa. : 

2%. Que la materia imponible esté representada, en lo 
posible, por los beneficios líquidos, ya sean los beneficios 
reales o *“a forfait””, por medio de la aplicación de coe- 
'ficientes de ganancia al capital en giro, coeficientes que 
podrían variar de acuerdo a la naturaleza de la industria 
o comercio (como en la ley francesa). 


3, Armonizar los intereses de los contribuyentes y del 


Fisco en lo que se refiere a la utilización de los libros 
de comercio siguiendo las enseñanzas de la legislación 
extranjera. a 

4%, Que el monto de recaudación que se calcule para el 
impuesto al comercio y la industria que sustituya a las 
patentes, no supere al producido actual de éstas, pues 
las reformas impositivas no deben dar motivo a la agra- 
vación de las cargas públicas o ser su motivo determi- 
nante. 
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En dos recientes fallos, le ha tocado a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación aclarar e interpretar un concep- 


to importantísimo de nuestro derecho tributario, esto es: 


el de la igualdad. Es sabido que la igualdad impositiva 
es consagrada de una manera explícita por el artículo 16 
de la Constitución Nacional, al afirmar que ella. es la 
base del impuesto y de las cargas públicas, viniendo a 
ser un corolario lógico de la declaración inmediata ante- 
rior que estatuye la igualdad de todos los habitantes ante 
la ley. 

Pero la igualdad impositiva implica en primer término 
ún procedimiento técnico de lo que en ciencia de las fi- 
nanzas se conoce con el nombre de distribución del im- 
puesto; en segundo lugar, importa un principio jurídico 
a Observar en las relaciones que en materia tributaria 
existen entre el individuo y el Estado; y por fin, un 
postulado político fundamental, desde que se halla re- 
conocido de una manera expresa como una de las ga- 
rantías inviolables del ciudadano y del extranjero, y en 
cuanto se considera que al ser inscripto en nuestra Carta 
Constitucional se eleva el principio jurídico a la cate- 


.goría de institución política del Estado. Todo esto entra 


dentro del concepto de “igualdad del impuesto?””, pero 
claro es que lo dominante y esencial es el aspecto político. 
Los eriterios técnico y jurídico pueden ser, en último tér- 
mino, 'cireunstanciales y aún variables; el primero en- 
cierra un problema de procedimiento y el segundo uno 
formal; pero el principio político es inconmovible y la 
permanencia y continuidad de vida de lo técnico y de lo 
jurídico derivan de aquél. Inconmovible, decimos, en tan- 
to lo sea el régimen republicano representativo que nos 
rige. 
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Por lo demás, siempre ha sido la igualdad ante el im- 
puesto una cuestión eminentemente política: recuérdense 
las luchas y movimientos populares derivados de cuestio- 
nes impositivas y como ellos generaron a su vez transfor- 
maciones de transcendencia en la vida de los Estados. Ml 
anhelo de la justicia — horizonte permanente en la evo- 
lución moral, — deviene, principalmente, después de la 
Revolución Francesa, en una continua aspiración de 
igualdad. Y a base de ella se cambia el mapa de Europa, 
sobreviene la independencia norteamericana y nuestro 


movimiento de 1810, Y la Constitución del 53, al esta- 
blecer en las palabras iniciales del Preámbulo la unión de 


los representantes del pueblo con el propósito de “afianzar 
la justicia””, ““lato-sensu””, debía formular luego la so- 
_lemne declaración de la igualdad ante la legislación, €s- 
pecificando claramente que ello debía ser así ante el im- 
puesto y las cargas públicas. 

Por otra parte, el afán de realizar en la mejor forma 
posible el ideal de la igualdad tributaria, lo encontramos 
actuando en toda la ciencia financiera y la mayor parte 


de las reformas fiscales, tales las de Harcourt, Bilinsky, - 


Miquel, Pierson y Lloyd George, se han realizado bajo el 
acicate de ese mismo deseo. La formulación de la teoría 
de la capacidad contributiva, la introducción del prin- 


eipio de la progresividad y de la discriminación de las 


fuentes de renta, el estudio de la repercusión e incidencia 
del impuesto, la tentativa de asegurar la preponderancia 
de los tributos directos y personales, todo ello, tiene en 
vista hacer pagar el impuesto por el contribuyente en la 


forma más “igualitaria”? posible, de acuerdo a todos los . 


factores objetivos y subjetivos de su potencialidad eco- 
nómica. 
Mas todas estas teorías y principios constituyen ele- 


mentos técnicos, con cuyos materiales se van elaborando | 
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aquellos tributos que, considerando el medio económico 
en que deben implantarse, tratan de ponerse al compás 
de la conciencia social contemporánea. El problema en- 
tonces debe ser planteado como una tentativa de repartir 
los gastos públicos por medio del impuesto, en la forma 
más equitativa posible. Porque si bien es cierto que siem- 
pre, intrínsecamente, se trata de realizar una mejor igual- 
dad tributaria, es también evidente que en muchos casos 
a esta igualdad deberá entendérsela más en un sentido 
subjetivo que en uno objetivo y que a veces también, so 
color de igualdad podrá consagrarse la desigualdad más 
irritante. Tales, por ejemplo, algunos exorbitantes im- 
puestos sobre las sucesiones que hoy son comunes o pro- 
gresiones impositivas que tiendan a la confiscación. 
Pero sea cual fuere el influjo real que pueda ejercer 
el principio de igualdad en la evolución de los sistemas 
tributarios y en la elaboración interna de los nuevos ti- 
pos impositivos, lo cierto es que el objetivo confesado de 
la mayor parte de las reformas en esta materia reside 
en su imperio cada vez más preponderante. Es por esto 
que antes afirmábamos que él es, sustancialmente, un pos- 
tulado social político. Lia prescripción, pues, de nuestra 
Carta Fundamental que establece que es la igualdad la 
base del impuesto, posee una importancia primordial. 
Claro es que ella no atañe al conjunto de nuestro régi- 
men impositivo, puesto que la organización del mismo 
ha sido establecida por otra disposición constitucional 
(art. 4%.), pero considerada como debe serlo, esto es, como 
una garantía otorgada al ciudadano frente a un impuesto 
determinado, constituye una regla salvadora, en cuanto 
_€reado un gravamen no admite tratamientos de favor. 
| Ahora bien; la prescripción por la cual se establece 
; que la igualdad es la base del impuesto y de las cargas 
públicas ¿significa que establecido un tributo debe gSra- 


y 
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var él a todos los habitantes del país que estén en la po- 
sibilidad de pagarlo y en la misma medida? De ninguna 


manera. Si bien, en principio, la igualdad ante el im- 


puesto a que se refiere la Constitución, comporta: 1*., la 


eeneralidad o universalidad — gravar a todos, — y 2”., 
la igualdad propiamente dicha o uniformidad — gra- 
var a todos en la misma cuantía, — la Suprema Corte 


en su jurisprudencia ha explicado el aleance relativo de 
extas acepciones en el sentido de que el gravamen debe 
ser el mismo para todos los que se encuentren en igual- 
dad de condiciones. -Sin embargo, estas cireunstancias y 
condiciones deben ser determinadas de acuerdo a una 
clasificación racional de los hechos, que agrupe las dife- 
rencias y semejanzas, haciendo viable un tratamiento 
desigual en atención a consideraciones valederas de orden 
fiscal. Esto no implica apartarse del principio según el 
cual los jueces deben opinar “según la ley?” y no “de la 


ley”?, porque no se acepta o invalida ésta en virtud de 


consideraciones basadas en su bondad o ineficacia, simo 
que únicamente se analiza un elemento objetivo — “ela- 
sificación”?”, — para ver si él ha sido formulado con sa- 


biduría o arbitrariamente, esto es, de acuerdo a eriterios 


derivados de una política financiera bien o mal encami- 
nada, o en base a otros extraídos del capricho del legis- 
lador. En una palabra: el magistrado entra en el análisis 
técnico de la obra legislativa, a los efectos de averiguar 
si la misma ha sido llevada a cabo observando los impe- 
rativos constitucionales. | 
Aplicando la regla del artículo 16 de la Constitución 
Nacional en toda su rigidez, el solo impuesto constitu- 
cional sería la capitación, porque no establece distinción 
aleuna entre los contribuyentes a los efectos de su apli- 
cación. No sólo no admite él excepción aleuna en su am- 


plia generalidad, sino que es uniforme en el sentido más 
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literal de la palabra. Pero a poco que se quiera establecer 
un sistema impositivo un poco más complejo, surgen las 
dificultades que hacen necesario establecer las debidas 
distinciones. | 

El concepto de “igualdad”? es extremadamente amplio, 
aún limitándolo al que proclama ¡idéntico tratamiento 
para los sujetos de la legislación. Este concepto entraña 
una directiva jurídica que es necesario caracterizar téc- 
nicamente, al efecto de que sea eficaz. Esta tarea fué 
cumplida al dejarse establecido que la referida igualdad 
importa que todas las personas sujetas a una legisla- 
ción determinada, dentro del territorio de la Nación, sean 
tratadas del mismo modo, siempre que se encuentren en 
idénticas circunstancias y condiciones. Y la igualdad ante 
el impuesto y las cargas públicas comporta un caso espe- 
eífico de la regla general y por eso era Justo interpretarla 
de la misma manera. 

La compleja economía moderna implica de día en día 
“una diferenciación cada vez más acentuada entre las ren- 
tas, tanto cualitativa como cuantitativamente. La noción 
de “capacidad contributiva?? que crea la obligación del 
impuesto y que da a la vez la verdadera medida del mis- 
mo, en cuanto a la proporción con que los habitantes del 
país deben concurrir a solventar los gastos públicos, hace 
necesario, a los efectos de ponerla de manifiesto y tener 
así una base de relativa certidumbre que excluya las in- 
- usticias, considerar aisladamente a las diversas catego- 
rías de contribuyentes: propietarios de bienes raíces, asa- 
lariados, comerciantes, empleados o industriales. 

Así dice Franz von Myrbach Rheinfeld: “Es necesa- 
rio entender por fundamento de la obligación (del im- 
puesto) los hechos a cuyo presencia o realización la ley 
subordina la obligación de pago. La política financiera 
indica las medidas que es necesario tomar para que la 
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prestación de las contribuciones por los particulares pue- 
da ser obtenida de la manera más segura y económica que 
sea posible, pero al mismo tiempo sin opresión ni veja- 
ciones excesivas, de tal suerte que el total de sus presta- 
ciones esté en una justa proporción con sus facultades 
imponibles. El rol del derecho financiero es entonces el 
de encontrar las formas exactas, cuya aplicación a los 
casos particulares asegure la entrada efectiva de las pres- 
taciones, en las condiciones así determinadas”” (1).Y más 
adelante agrega: “Se utiliza como fundamento de la obli- 
vación, los hechos y las cireunstancias más diversas de la 
vida económica y social, desde que ellos tienen una rela- 
ción cualquiera, aún lejana, con las facultades económicas 
imponibles de los “destinatarios del impuesto””, es decir - 
de las personas que deben, al fin de cuentas, ““soportar”” 
el impuesto?” (2). 

Una razón técnica, pues, acarrea la complicación en el 
régimen impositivo y luego las consideraciones sociales, 
económicas y políticas entran en juego y exigen adoptar 
tratamientos diferenciales y de excepción. Se distingue 
así entre ganancias del capital y del trabajo, entre mate- 
rias primas y artículos industrializados, entre propieta- 
rios residentes en el país o en el extranjero y se establece 
la no imposición del mínimo necesario para la existencia; 
se autorizan deducciones por deudas o cargas de familia, 
se preseriben exoneraciones de impuestos a pequeñas pro- 
piedades, a industrias nacientes, a maquinarias y se li- 
bera a diplomáticos. 

¿Implica todo esto un desmedro al principio de la 
igualdad tributaria? En manera aleuna. El instrumento 
constitucional ha dado la norma general, pero es evidente 
que en la práctica, como lo ha dicho la Corte, el principio 
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se cumple cuando en condiciones análogas se imponen 
gravámenes iguales a los contribuyentes. 
Precisamente y como decíamos más arriba, la misma 


Suprema Corte en dos fallos recientes ha cireunseripto y 


reafirmado este concepto de la igualdad tributaria, aun- 


que estableciendo las cortapisas necesarias para que la 


interpretación no destruya el esencial y real contenido 
del principio. Uno de los fallos a que nos referimos fué 
el pronunciado a raíz del juicio de repetición instaurado 
por una compañía de seguros extranjera por devolución 
de lo pagado por el impuesto de 7 por ciento de los pre-. 
mios de los seguros, en cuanto dicho impuesto sobrepa- 
saba al de 1.50 por ciento cobrado a las compañías de se- 
guros nacionales. La compañía actora fundaba su derecho 
en que el artículo 17 de la ley 11.252 era inconstitucio- 
nal, porque el mismo no observaba el principio de la 
igualdad tributaria, desde que cobraba a ciertas compa- 
nías de seguros un impuesto mayor del que se percibía 


de otras. Por otra parte, se manifestaba que la Consti- 


tución Nacional en sus declaraciones y garantías había 


amparado por igual a ciudadanos y extranjeros, de ma- 


nera que cualquiera distinción o privilegio a base del eri- 
terio de la nacionalidad era arbitrario e ilegal. 

En realidad, no era este criterio el que dió margen al 
tratamiento diferencial de las compañías de seguros. La. 
diferencia esencial que sirvió de pauta al supergravamen 


radica en una circunstancia de hecho, a saber: si los ca- 
_pitales y la dirección de las compañías se hallan o no 


radicados en el extranjero, entendiéndose que el propó- 
sito de las leyes al gravar con una tasa mayor a las 
compañías radicadas en esa forma, consiste en ““gra- 
var las utilidades que están destinadas a salir del país 
para distribuirse en forma de dividendos entre capita- 


les del extranjero””, y '““cuando dichas leyes hablan de 
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capital inscripto, no radicado en el país, se han referido 
a los que han sido subseriptos y formados fuera de la 


República, adonde van también las utilidades a repar- 


tirse?”. La Corte vuelve a establecer luego y a reafirmar 
cuál es el concepto de igualdad tributaria, que toma 
en cuenta los hechos y la realidad de las cosas. Concepto 
relativo, en cuanto considera que la igualdad debe ob- 
servarse para aquellos que se encuentran en idénticas 
condiciones, alejándose por lo tanto del absolutismo que 
implica querer aplicar a la letra una disposión compren- 
siva y de carácter general, ignorando la realidad cam- 
biante de los regímenes impositivos. y la duectilidad de 


que es menester rodearlos, a fin de que el gravamen pue- 


da alcanzar las infinitas variaciones que afectan la ri- 
queza y la renta de los ciudadanos — objetivo final y 
fuente de todo tributo, — en la vida moderna. Es así 
que ha dicho sabiamente el alto tribunal: “La garantía 
del artículo 16 de la Constitución, no constituye una 


regla absoluta que obligue al legislador a cerrar los ojos 


ante la diversidad de circunstancias, condiciones y di- 
ferencias que puedan presentarse a su consideración; lo 
que estatuye aquella regla es la obligación de igualar a 
todas las personas e instituciones afectadas por un im- 
puesto dentro de la categoría, grupo o clasificación que 
le corresponda, evitando distinciones arbitrarias, inspi- 
radas en propósitos manifiestos de hostilidad conter de- 
terminadas clases o personas””. 

Dentro, pues, de este orden de ideas, al ese 
una diferente forma de tributación para compañías de 


seguros que se encuentran en distintas condiciones, no se 


- ha hecho más que formular una clasificación de las mis- 
mas, en base de la radicación del capital y dirección de 
las compañías, entendiéndose que aquellas, cuyos divi- 
dendos van a salir del país para repartirse entre el capl- 
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tal extranjero, deben sufrir una tasa impositiva más 
fuerte. Se cumple así un propósito serio de política fi- 
nanciera, bien o mal dirigida, sobre lo cual le está ve- 


dado pronunciarse a los jueces, pero que demuestra que 


la clasificación que se ha formulado obedece a un pro- 
pósito elaro y determinado: el de fomentar la institución 
del seguro con capitales nacionales. Y en cuanto al prin- 
cipio de la igualdad queda respetado, ya que a las compa- 
ñías radicadas en el extranjero se las afecta por el im- 
puesto en la misma forma y medida, y lo propio pasa con 
las compañías nacionales. 

Abunda luego la Corte en diversas consideraciones 
acerca del carácter de la protección constitucional acor- 
dada a los extranjeros, ya que si bien es cierto que el ar- 
tículo 20 de la Constitución es amplio y general en el 
sentido de igualar los derechos de los argentinos y ex- 
tranjeros, y que lo mismo debe entenderse de las perso- 
nas jurídicas constituídas de conformidad a las leyes del 
país, esos derechos y esa protección sólo debe entenderse 
para los extranjeros y los capitales extranjeros radicados 
en el país y nunca para los que se encuentran fuera de 
sus límites. Termina la Corte manifestando en su lumi- 
noso fallo que: *“la residencia, la radicación y sus conse- 
enencias directas son suficientes para marcar diferencias 
de carácter económico, cuya apreciación y adopción co- 
4 rresponde al Congreso exclusivamente, en virtud de sus 
altas facultades, ya que, no existiendo reglas fijas para 
determinar las clases o categorías de contribuyentes, den- 
tro de la igualdad, ello queda librado a sus respectivos 
poderes””. 

El fallo que comentamos ha: consagrado, pues, nueva- 
mente, el concepto relativo que afecta la igualdad tri- 
butaria, pero esta interpretación, sin embargo, no debe ir 
tan lejos que pervierta la propia esencia de la garantía 
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consagrada por la Constitución, haciéndola ilusoria a 
base de distinciones sutiles. Contra este criterio, que co- 


menzaba a imperar, favorecido por una legislación extre- 


madamente elástica, inspirada por la ya proverbial vo- 
racidad fiscal, característica de nuestra época, ha reaccio- 
nado la propia Corte Suprema; y en la segunda de las 
decisiones a que nos referíamos al principio, ha delimi- 


tado y establecido las cortapisas necesarias dentro de las 


cuales debe entenderse el concepto relativo de la igualdad 
tributaria, con el evidente objeto de que él no se difunda 
erróneamente en la legislación, asegurando así su efica- 
cia práctica y restableciendo el imperio de los pao 
fundamentales. 

El caso que motivó el fallo de la Corte tuvo origen en 
un juicio por repetición de una suma de dinero pagada 
en concepto de impuesto sucesorio en la provincia de 
Buenos Aires, y que constituía la diferencia entre aquello 
que exigía el Fisco y la suma a la que el contribuyente 
se consideraba legalmente obligado. 

La ley de impuesto a la transmisión gratuita de bienes 
de la provincia de Buenos Aires de 12 de abril de 1923 
expresa “que todo acto que exteriorice la transmisión 
gratuita de bienes existentes en la Provincia, realizada 


dentro o fuera de su territorio, estará sujeto al pago de 


impuesto, cuyo monto se determinará con relación al pa- 
rentesco y según el valor de la transmisión, conforme a 


una escala””. El inciso 7”. del artículo 39 de la ley, mani- 


fiesta, “que sobre el monto de cada hijuela se aplicará el 
porcentaje que corresponda al valor total de los bienes 
transmitidos o activo neto de la sucesión de acuerdo con 


la escala del artículo 24””. Ahora bien: esta disposición - 


era la que se tachaba de inconstitucional, en cuanto se 
calculaba la tasa a aplicar sobre cada hijuela, según el 
monto total de la sucesión. A más esta pretensión del ac- 
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tor no implicaba una actitud insólita: desde la sanción 
de la ley de referencia, la prensa periódica y diversas 
instituciones habían abundado en críticas sobre esta for- 


ma de cobrar el impuesto sucesorio en la provincia de 


Buenos Aires. 
Sea cual fuere el carácter del impuesto a las herencias 


4 en la República, esto es, ya se lo considere, al igual de 


otros países, como un derecho cobrado al heredero en 
virtud del ““privilegio”? que se le concede de recibir bie- 
nes por causa de muerte, en cuyo caso lo único que podría 
excluirse del control constitucional sería lo relativo al 
monto de tal derecho, que podría insumir una parte con- 
siderable del haber sucesorio y por considerar que la ins- 
titución hereditaria no es necesariamente un atributo del 
derecho de propiedad; o bien, de conformidad a la doce- 
trina generalmente admitida entre nosotros, de acuerdo 
a los antecedentes de nuestra legislación, considerándolo 
como un impuesto directo sobre la propiedad, sujeto por 
lo tanto a todas las restricciones constitucionales que rl- 
gen en materia tributaria y de inviolabilidad de la pro- 
piedad privada, que han sido inscriptas en nuestro Có- 
digo político; lo cierto es que por regla general la trans- 
misión hereditaria trae como consecuencia lo siguiente: 
un acrecentamiento del poder económico del beneficiario, 
por el aumento de su propiedad corporal o incorporal. 

La Constitución establece sin restricciones el amparo 
del derecho de propiedad, reconociendo únicamente la 
facultad del Estado para intervenir en él en caso de ex- 
-—propiación por causa de utilidad pública, declarada por 
ley y previo pago de la indemnización correspondiente; a 
raíz de moratoria o bancarrota comercial, en interés del 
comercio, y por razón de la imposición de tributos, con- 
dición ““sine qua non”” de la vida del Estado. Luego, las 
leyes que entre nosotros estatuyen sobre la propiedad en- 
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claraciones constitucionales y así que es que establecen 
como un atributo anejo al derecho de propiedad, la trans- 
misión de ésta por causa de muerte a herederos forzosos, 
a los demás designados por la ley o bien a los instituídos 
por el causante. Y es indudable que cuando la Consti- 
tución se sancionó, y se acordó declarar inviolable a la 
propiedad, estuvo en la mente de los constituyentes que 
esta propiedad no sólo comprendía su amplio disfrute en 
vida sino también la posibilidad de transmitirla por causa 
de muerte. 

Considerando aceptable que el concepto absoluto de la 
propiedad, tal como se halla legislado en nuestro Có- 
digo Civil, de acuerdo a la tradición romanista, ha va- 
riado y que hoy, cada vez más, se trata de hacerle cumplir 
fines de utilidad social, no es posible, sin embargo, acep- 
tar que la facultad de recibir por herencia consista en un 
privilegio del legislador, que así como lo otorga puede 
quitarlo. Y en lo que se refiere al impuesto sucesorio, no 
puede olvidarse que en lo que respecta a los herederos 
forzosos, que entran en la posesión de la herencia auto- 
máticamente con la muerte del autor de la sucesión y sin 
la intervención de los jueces, aquél sería discutible, ya 
que existe una continuidad en la posesión de la riqueza. 
En cuanto al monto de los impuestos sucesorios 
que han “alcanzado actualmente porcentajes tan ele- 
vados, debe tenerse siempre presente que ellos deben 
mantenerse en el límite de lo ““razonable y equitativo””, 
pues lo contrario traería como consecuencia necesaria la 
confiscación de la propiedad privada y el establecimiento 
de una legítima arbitraria a favor del Estado. 

Bien; admitido que el fundamento inmediato del im- 
puesto sucesorio radica en el acrecentamiento de propie- 
dad que experimenta el heredero, es lógico que dicho im- 
puesto se calcule de acuerdo al porcentaje correspon- 
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diente al monto de tal acrentamiento. Esto es, que la 


tasa que se aplique sobre el monto de la hijuela sea la co- 


-—rrespondiente al mismo y no al monto del haber heredi- 
tario. Es elaro que si se tratara de aplicar una tasa pro- 


porcional no habría cuestión alguna, puesto que se tra- 
taría de una sola tasa, tanto refiriéndola a la hijuela 
como al monto sucesorio total, y que si el número de he- 
rederos en todas las sucesiones fuera el mismo, aplicando 
una escala progresiva, tampoco habría dificultad alguna, 
salvo la que podría presentarse por razón del monto im- 
positivo. Pero no habría ninguna situación de injusticia 
o desigualdad entre los herederos de la misma categoría 


que recibieran también la misma cantidad de bienes. 


La realidad de la vida es otra: el número de los he- 
rederos en las distintas sucesiones puede variar de uno 
a diez y aún más. Y entonces sería lógico que el im- 
puesto sucesorio se liquidara de acuerdo a una escala 
progresiva en que se tuviera en cuenta a la vez el grado 
de parentesco y el monto a recibir, aunque no como ha 
dicho la Corte “la mayor o menor cuantía del patrimo- 
nio sucesorio””. En efecto: en este caso, para no caer 


en el error de la ley de Buenos Aires, habría que apli- 


ear una escala progresiva solamente en relación con el 
erado de parentesco (línea recta descendente, línea recta 
ascendente, y esposos, colaterales desde el segundo grado 


hasta el sexto, ete.). En cambio, no podría establecerse 


la progresividad de acuerdo al monto del patrimonio su- 


-—cesorio, porque entonces habría que aplicar sobre la hi- 


juela el porcentaje correspondiente 'a aquél. Y en ese 
supuesto, no sucedería, como afirma la Corte, ““que el 
impuesto actuara de un modo igual y uniforme””. 

La verdad es que al prescribirse que el porcentaje a 


aplicar a cada hijuela sea el correspondiente al monto 


total de la sucesión, se ha introducido un elemento ex- 
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traño a la técnica impositiva, sin más finalidad que 
aumentar el rendimiento fiscal del tributo, estableciendo 
una clasificación de contribuyentes totalmente arbitra- 
ria y subordinando el importe a pagar en concepto de 
impuesto al número de herederos llamados a recibir en 
una sucesión determinada. Con efecto: tratándose de 
cobrar el impuesto a dos herederos colocados en el mis- 
mo grado y que perciban la misma suma por concepto 
de herencia, pagará más aquel que herede en una suce- 
sión en que exista mayor número de coherederos, porque 
entonces aumentará el monto total de las sucesión y, por 
lo tanto, el porcentaje a pagar. Quiere decir que los 

herederos de familias numerosas pagarán un impuesto 

más considerable que aquellos de cortas familias, lo que 
a todas luces evideneia un concepto antisocial en el le- 
vislador. | 
— El ejemplo que trae la Corte en la decisión comenta- 
da, es concluyente; así, dice: ““Fallecido un padre de- 
jando sólo un hijo y un haber de $ 100.000, el impuesto 
es de $ 2.000; si quedan cinco hijos y el monto de los 
bienes llega a 500.000 pesos, el impuesto sobre cada hi- 
juela de 100.000 es de 4.000 pesos; si los hijos son diez 
y el caudal sucesorio alcanza a un ón el impuesto 
que paga cada hijuela es de 5.000 pesos”” 

De igual manera, en la aplicación de det progresión 2 
impuesto sobre la renta, se observa la igualdad si él 
recae sobre el monto global de los réditos, puesto que 
entonces se aplican gravámenes iguales en idénticas con- 
diciones de poder rentístico, y ya que al aplicar una 
tasa mayor a una renta más elevada, se lo ha hecho te- 
niendo en cuenta que ella implica también una mayor 
capacidad de producción y de consumo. Así se ha dicho, 
que mientras las rentas crecen en proporción aritmética, 
su capacidad de producción lo hace en la geométrica; 
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ve si se tiene en vista al consumo, la proporción de éste 
con relación a la renta disminuye a medida que aumen- 
ta ésta, aparte de que en las rentas pequeñas, los con- 
-_sumos indispensables para la vida insumen casi su to- 
—talidad. 
Lo que se realiza al establecer un impuesto progresivo 
sobre la renta total, consiste en una elasificación de los. 
distintos réditos, de acuerdo a su cuantía, a los cuales 
se aplica una tasa de impuesto diferente. Y es así que 
- se interpreta el artículo 16 de nuestra Carta Funda- 
mental, entendiéndose por igualdad no ya solamente la 
proporcionalidad sino también la progresividad, y en 
cuanto a los efectos de su aplicación en el eravamen 
qe sucesorio, por ejemplo, se separan diversas categorías de 
contribuyentes, en atención al vínculo que los ligara con 
el causante y al monto percibido, estableciéndose la pro- 
-gresividad horizontal y vertical a la vez. i 
Pero aquí se trata de una clasificación racional, ba- 
sada en altas consideraciones sociales y económicas que 
pueden informar la política financiera en un momento 
- determinado. De manera, pues, que queda en todo su 
imperio el principio constitucional de la igualdad ante 
el impuesto y las cargas públicas, interpretado en el 
- sentido de que ella debe entenderse que se verifica cuan- 
do en circunstancias análogas se imponen gravámenes 
penales a los contribuyentes. 
| Pero, ¿Ocurre lo mismo cuando el impuesto progresi- 
3 vo, en lugar de aplicarse a los réditos globales, se lo 
hace recaer sobre las rentas parciales, diseriminando és- 
tas según tengan sus fuentes en el comercio y la in- 
a. A úsiria. en la agricultura, en los bienes raíces o en la 
E propiedad mobiliaria? El fallo de la Corte en el caso 
de Seré y otros contra la provincia de Buenos Aires, 
3 proyecta inesperada luz al respecto, puesto que si bien 
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ya se había considerado el asunto desde el punto de vis- 
ta de la equidad y la justicia, así como de la técnica 
impositiva, faltaba la palabra del alto Tribunal para que 
en ese caso y otros análogos, pudiera indicar la verda- 
dera pauta interpretativa de los impuestos en su faz 
constitucional. Es así que en el proyecto de gravar con 
una tasa progresiva las diversas categorías de rentas, 
como pasa en el proyecto del Poder Ejecutivo de la Na- 
ción de 1924, de igual manera que al gravar la hijuela 
de cada heredero con una tasa variable, según fuert 
el monto total de la sucesión y no el de dicha hijuela, 
se introduce un elemento artificial a base del cual se 
establece una clasificación que no obedece a motivo al- 
euno atendible. 

Aplicando el impuesto progresivo en el impuesto ce- 
dular a la renta, resultará que los contribuyentes serán 
distribuídos en grupos a los efectos de la aplicación del 
gravamen, según que sus rentas provengan todas de una 
misma fuente o bien de varias. Es claro que de dos 
personas, una de las cuales derive todas sus rentas de 
una sola fuente y otra de varias, teniendo en conjunto 


los mismos réditos, deberá pagar mayor impuesto la pri- 


mera, puesto que se aplica una tasa progresiva. 
Como ello no obedece a ninguna razón seria de polí- 


tica fiscal que haga aceptable una clasificación de tal 


naturaleza, resultará en definitiva que, de acuerdo a lo 
expresado por la Corte, se vulnera aquí también el prin- 
cipio de la igualdad impositiva. 

El mismo defecto de inconstitucionalidad es fácil ob- 
servar yendo al detalle, considerando el caso en que el 
impuesto proyectado grava a los bienes raíces. En efec- 
to: el impuesto no recae sobre el conjunto de inmue- 
bles que posea el contribuyente sino sobre cada uno de 


ellos en particular, y como la tasa es progresiva, resul- 
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ta que tratándose de contribuyentes con la misma renta 
inmobiliaria, paga más el que la deriva de fincas im- 
portantes. Aquí también, pues, se ha formulado una cla- 
sificación arbitraria. 

- Es claro que impuestos en cuya aplicación práctica se 
llega a estos resultados, sin ninguna razón atendible, 
merecen plenamente el reproche de ser atentatorios a la 
igualdad tributaria que consagra la Constitución. Es por 
esto que la Corte, en el fallo comentado y ratificando 
conceptos ya emitidos, expresa: “La regla, desde luego, 
no prescribe una rígidad igualdad, y entrega a la dis- 
ereción y sabiduría de los gobiernos una amplia latitud 
para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando los 


objetos de la legislación; pero, a su vez, el mero hecho 


de la clasificación no es bastante para declarar que una. 
ley no ha violado la garantía del artículo 16; es in- 
dispensable, además, demostrar que aquélla se ha basado 
en alguna diferencia razonable y no en una selección 
arbitraria”. 

La igualdad tributaria es, ciertamente, relativa, y se. 


cumple cuando en condiciones análogas se imponen gra- 


vámenes iguales a los contribuyentes; pero la diserimi- 
nación objetiva de los hechos, que lleva a establecer una 
diversidad de condiciones, debe ser: razonable y obede- 
cer a un motivo atendible de política financiera. Lo 


- contrario, conduciría a admitir un elemento cualquiera 


a los efectos de establecer una diferencia en las condi- 
ciones, para consagrar la desigualdad más criticable. 
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Constitucionalidad de los ndeaiós internos nacionales | 
y provinciales 


Un juicio iniciado por una sociedad anónima contra la 
Provincia de Buenos Aires, alegando la inconstituciona- 
lidad de un artículo de la ley sobre impuesto al capital en 
viro y lo que fué así declarado por la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, ha puesto otra vez sobre el tapete 
de la discusión pública la debatida cuestión acerca de qué 
autoridad, la nacional o la provincial, es la competente 
para crear y recaudar los impuestos indirectos al consumo, 
conocidos con el nombre de impuestos internos. 

La sociedad anónima de referencia demandaba a la 
Provincia de Buenos Aires en virtud de considerar que 
una disposición de la ley sobre impuesto al capital en giro 
era inconstitucional, en cuanto a los efectos de determinar E 
el monto impositivo tomaba en cuenta el conjunto total de 
las ventas realizadas, aún aquellas que se habían efectuado 
fuera de la Provincia. Como dijimos, la Corte declaró que 
la referida cláusula era inconstitucional en cuanto ella 
importaba por parte de la Provincia la invasión de una ; 3 
jurisdicción impositiva ajena y por lo tanto, la disloca- A 
ción del régimen impositivo establecido por la Consti- 
tución. Pero la importancia del fallo dado por la Suprema 
Corte respecto de la cuestión de los impuestos internos, 3 
radica en que el alto Tribunal ha encontrado en aquél la 0 
ocasión para declarar en forma expresa y definitiva que 8 
tanto la Nación como las provincias poseen las más am- 8 
plias facultades para establecerlos, abonando esta tesis 
con consideraciones dignas de la mayor atención. E. 

En realidad, el motivo aparente de la declaración de la E E 
Corte surgió a raíz de un argumento de orden subsidiario 
esgrimido por la compañía actora y rebatido por la pro- 
vincia demandada. La sociedad afirmaba que al hacerse 


pe 
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el cáleulo del monto total de las ventas de alcohol ofec- 
tuadas en la Capital Federal, se había computado en el 
precio de venta de cada litro de alcohol, el impuesto in- 


- terno nacional de un peso moneda nacional con que se 
halla gravado dicho artículo. El impuesto provincial ve- 


nía así a gravar un artículo que ya soportaba el impuesto 
interno nacional y hasta a hacer incidir el Sravamen pro- 
vincial sobre el monto de lo pagado por concepto del 
impuesto interno federal. Manifestaba la sociedad, que en 
este caso y en general, siempre que los impuestos provin- 
ciales recayeran sobre cosas ya gravadas con impuestos 
nacionales o sobre su propia renta, debían ser considera- 
dos inconstitucionales. Lia provincia de Buenos Aires, a su 


¡vez, replicó expresando que en todo caso los inconstitu- 
¿cionales eran los impuestos internos establecidos por la 


Nación, por lo que eran éstos los que afectaban el régimen 
impositivo de las provincias, y de adonde éstas conser- 
vaban en todo caso la libertad de instituir los Impuestos 
de ese orden que juzgaran más oportunos. Y bien; 
cuestión que de esta manera se planteaba a la decisión de 
la Corte era indudablemente la relativa a la dilucidación 
de si los impuestos internos deben ser establecidos por la 
Nación, las provincias o por ambas entidades políticas 
en concurrencia. 

Es sabido que la Constitución Nacional al estatuir sobre 
el régimen impositivo del Estado general y de los estados 


locales no lo ha hecho con la claridad y precisión termino- 


lógica que era necesario en materia tan delicada y esen- 
cial al mantenimiento de los gobiernos. Aún más; las 
disposiciones constitucionales dentro de su parquedad de 
expresión se refieren casi exclusivamente a las facultades 
que en esta materia son otorgadas a la Nación ; en cuanto 
a los poderes impositivos de las Provincias no se ha refe- 
rido a ellos, más que en forma genérica al hablar de sus 
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recursos propios”? (art. 107) y para establecer prohibi- | 
ciones, y en lo atingente a los municipios es inútil mani- 
festar de que la Constitución no los contempla desde el j 
punto de vista financiero, ni aún al de la Capital, y que 
- deja librado por completo la organización de sus fuentes 
de renta a las decisiones del Congreso o de las legisla- 
turas, en su caso, de conformidad en este último a lo esta- 
tuído por las respectivas constituciones provinciales. Sin 
embargo, por más que pudiera existir alguna deficiencia 
de técnica legislativa en el instrumento constitucional, en 
lo que se refiere a la demarcación de las esferas impositi- 
vas de la Nación y de las Provincias, ello no autoriza la 
anarquía actual reinante en esta materia ni que al amparo 
de la vaguedad de las disposiciones constitucionales se 
hayan cometido las más flagrantes extralimitaciones en 
las atribuciones que les corresponden, originando innúme- 
ros perjuicios de carácter fiscal, económico y político. Es 
por esto que ha dicho acertadamente la Corte Suprema, 
en el fallo que comentamos: “que los inconvenientes y 
defectos atribuidos al ““sistema””, le son acaso imputables 
en proporción mayor a la aplicación del mismo, a la sub- 
versión al respecto de principios y preceptos expresos de 
la ley fundamental, a la invasión recíproca de los poderes | 
respectivos en sus facultades impositivas, a los impuestos p. 
de tránsito, a las aduanas interiores, a la multiplicidad q 
crecimiento de estos gravámenes sin sujeción, por ea A 
general, a criterio alguno jurídico o económico y a otras. y 
extralimitaciones que aparecen instituídas en leyes, orde- . 
nanzas y reglamentos destinados al acrecentamiento de la. 0 
renta fiscal, con prescindencia, sin duda, en muchos casos, y 
de observaciones preliminares básicas sobre la opacidad 9 
y resistencia de los productos y de las industrias someti- 
dos a la imposición tributaria.” ON 
Como se ve, con estas palabras la Corte Suprema ha. 
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condenado la tendencia actual de los regímenes impositi- 


vos, en cuanto se forman y desarrollan al margen de los 
preceptos constitucionales, con toda la secuela de incon- 


venientes que reseña y muchos otros, Al hacerlo así, aún 


apartándose del mero estudio del caso sometido a su deci- 
sión, para entrar en consideraciones generales, no acarrea 
ello un pronunciamiento sobre la política financiera de 
los diversos Estados, sino tan sólo su examen desde el 
punto de vista jurídico y con relación a lo único que cae 
dentro de su órbita jurisdiccional, a saber: si la legis- 
lación tributaria es sancionada con sujeción a las pres- 
eripciones de nuestro Código político. En cuanto a los 
demás aspectos de dicha legislación, esto es: su elabora- 
ción de acuerdo a la técnica financiera; en cuanto a los 


recaudos necesarios para asegurar un mayor rendimiento 


y elasticidad; en lo que respecta a los medios para evitar 


.perniciosos efectos de carácter económico o una excesiva 


presión tributaria o bien con el propósito de fomentar la 
producción y la industria; en lo que se refiere a la forma 
de aleanzar a aquellos sujetos impositivos que la ley ha 
querido gravar y no que por defecto de previsión acerca 
de la repercusión e incidencia se traslade la carga sobre 


Otros o bien que se difunda fraccionada; en lo atingente 


a que el impuesto se extraiga de la renta o del capital y 
en este caso del privado o del nacional y si esto último es 
o no conveniente; en lo que respecta a las buenas normas 
de e iración fiscal que deben regir la recaudación, y 
por fin, respecto de la elección de aquellos tributos que 


 graven en la forma más equitativa posible, de acuerdo al 


principio de la capacidad contributiva (tributos directos 
y personales, a la renta y al producto) y teniendo en 


- cuenta todo lo que indica la técnica moderna a este res- 


pecto: diseriminación, personalidad, exención del míni- 


mum de existencia y progresividad ; todos estos principios 
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pues, que pueden informar a la legislación tributaria es- 
capan por completo al control de los Jueces y por ende al 
de los que forman nuestro más alto Tribunal. Ellos son 
establecidos única y exclusivamente por el Congreso o las 
legislaturas, en su caso, los que conservan al respecto la 
más amplia diserecionalidad, por lo que en el supuesto de 
palparse los inconvenientes que se derivan de una defec- 
tuosa legislación impositiva y de sus perjudiciales conse- 
euencias fiscales, económicas y políticas, la responsabilidad 
recae entonces sobre los miembros de los cuerpos legis- 
lativos y el único remedio reside en promover la reforma 
úe la mala ley por lor órganos correspondientes. Por esto, 
ha dicho la Corte recientemente: “Es por esta razón que 
la única garantía contra un abuso o error de las leyes 
impositivas, en la mayoría de los casos, es la respousabl- 
lidad moral de las legislaturas que las dictaron hacia los 
individuos que deben pagar las respectivas contribuciones, 
pues la acción de las Cortes de +) usticia ha de detenerse 
a menudo ante el poder legal de aquellas, ya que es un 
principio admitido que, en la duda sobre la validez de un 
impuesto, debe estarse por su legalidad, y que las injus- 
ticias, los inconvenientes o la falta de política de las leyes 


del Estado no constituyen necesariamente una objeción a 
su validez constitucional.” (Cooley, “Principios de De- 


recho Constitucional”?, cap. IV, Sec. 1). 


Pero aun dentro de estos límites en que la Corte puede | 


entrar a conocer acerca de la validez de las leyes de im- 


puestos, su acción es de una eficiencia considerable. Repá- 


rese, en primer término, cómo el principio tan fundamen- 
tal de la igualdad, teniendo en cuenta su aspecto poltíico, 
ha sido inseripto en la Carta Constitucional, por lo que, 


estando llamada la Corte a pronunciarse sobre las normas 
que la transgredan en el caso litigioso, ha invalidado nu- 
merosos impuestos de una notoria injusticia; luego, eL 
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prineipio de la equidad, establecido para las contribucio- 
nes federales que se imponen de acuerdo al art. 4.”; el de 
la proporcionalidad para los impuestos que se establezcan 
de conformidad al mismo artículo y al 67 inciso 2.*; el 
principio de la uniformidad de las tasas de los derechos 
aduaneros y avaluaciones sobre que recalgan, consecuen- 
cia directa y aplicación del principio de la igualdad, y el 
que involucra al mismo tiempo que un eriterio jurídico 
para la repartición del impuesto, uno económico, para 
evitar que por medio de aquellos derechos se favorezcan 
ciertas regiones del país en detrimento de otras; el requi- 
sito de la afectación de los recursos emanados del impues- 
to, en cuanto ellos deben servir únicamente para satisfa- 
cer necesidades públicas y generales y el cual se halla 
consignado en el artículo 4.? al especificar que los recursos 
allí enumerados se destinan para proveer con los '“fondos 
del Tesoro nacional”” los “gastos del gobierno federal””; 
el principio según el cual el impuesto no debe ser opresivo 
ni confiscatorio, establecido implícitamente al declarar la 
inviolabilidad de la propiedad, en cuanto so pretexto de 
tributación no se puede arrebatar la misma, debiendo los 
impuestos ser equitativos y razonables; el principio por 
el cual sólo el Congreso impone las contribuciones que se 
especifican en el artículo 4.2 (art. 17) y el de procedi- 
miento legislativo que establece que sólo a la Cámara de 
Diputados le corresponde la iniciativa de las leyes sobre 
contribuciones al par que las de reclutamiento de tropas; 
y este principio que obedece al origen popular de dicha 
Cámara y que trata de llevar a su perfección la conocida 
regla de “pas de répresentation pas d'impót””, al ser 
transgredido irrogaría la declaración de inconstituciona- 
lidad de la ley de que se tratare; y por fin, el régimen 
federal de gobierno que hace necesario el establecimiento 
de impuestos provinciales al lado de los nacionales y lo 
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que se halla reconocido en los artículos 4”., 17 ine. 2*., 104 

- y demás preseripeiones constitucionales concordantes. 
Estos principios y disposiciones constitucionales esta- 
tuídos acerca del impuesto que hemos enumerado y cuya 
violación por las leyes de impuestos sancionadas por el 
Congreso puede acarrear su declaración de invalidez por 
la Corte, son derivados lógicos del régimen representativo 
republicano federal, que ha adoptado para su gobierno la 
Nación Argentina. Pero la Corte Suprema puede entrar 
a conocer acerca de la validez o nulidad de los impuestos, 
en otros casos a más de los mencionados y son especial- 
mente en aquellos en que las leyes impositivas son sancio- 
.nadas en oposición con la política económica establecida 
por la Constitución. Tales son: 1.? Cuando se establezcan 
derechos de tránsito a las mercaderías de. producción o 
fabricación nacional o extranjera así como a los ganados 
de toda especie que pasen de una provincia a otra, igual- 
mente que a los carruajes, buques o bestias en que se 
transporten; 2. Cuando se establezcan impuestos que 
afecten la circulación territorial de las mercaderías, ya 
sean introducidas por las aduanas exteriores o de produec- 
ción interna; 3. Cuando se afecte el comercio interpro- 
vinecial por medio de gravámenes a las mercancías que 
; producidas en una provincia se consumen en otras; 4, 
Cuando se establezcan contribuciones forzosas sobre los 
extranjeros; y 5. Cuando se grave con impuestos la en- 
trada de extranjeros en el territorio de la República que 
traigan por objeto labrar la tierra, mejorar la industria 
e introducir y enseñar las ciencias y las artes. Por lo 
demás, claro es que procede que la Corte Suprema declare 

| la inconstitucionalidad de todos aquellos impuestos que 
vulneren directa o indirectamente cualquiera de los dere- 
chos, declaraciones y garantías estatuídas por nuestra 
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Carta Fundamental en su primera parte, en forma expresa 
o implícita. 

Volviendo ahora a nuestro punto de ada ¿puede el 
eobierno central establecer los impuestos internos? Para 


“responder a esta pregunta, es menester recordar cuál es 


la estructura y organización del sistema rentístico nacio- 
nal y en particular del résimen impositivo. La disposición 
básica de la Constitución Nacional a este respecto se halla 
consignada en su artículo 4.”; éste estatuye, en primer 
término, que los recursos del gobierno nacional se hallan 
formados: 1. por los derechos de importación y expor- 
tación ; 2.2 por la venta y locación de la tierra de propie- 


dad nacional; y 3. por la renta de correos. Luego esta- 


él 


blece que dichos recursos se formarán también “con las 
demás contribuciones que equitativa y proporcionalmente 


a la población imponga el Congreso general.” Todos es- 


tos, en el carácter de recursos ordinarios, puesto que en 
cuanto a los extraordinarios se refiere la última parte del 
mismo artículo 4.” al expresar que ellos consisten ““en los 
empréstitos y demás operaciones de crédito que para ur- 
gencias de la Nación o vi de utilidad nacional 
decrete el mismo Congreso. ?” 

Ahora bien; de esta disposición que legisla sobre el sis- 
tema rentístico nacional, en lo atingente a la cuestión que 


estamos examinando, surgen dos conclusiones: 1.” que a 


la Nación corresponde la facultad exclusiva de establecer 


los derechos aduaneros, lo que por otra parte se deriva 


también de otras cláusulas constitucionales que reafirman 


el poder de la Nación al respecto y prohiben su ejercicio 


a las Provincias (art. 9.2 y 108); 2. que se establece a 
favor de la Nación la facultad amplia y general de esta- 
blecer toda: suerte de contribuciones, siempre que guar- 
den los requisitos de la equidad y de la proporcionalidad. 
Frente a esta facultad de imposición amplia otorgada al 
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Conereso de la Nación, en los primeros artículos de nues- 
tra Carta, con el propósito evidente de asegurar la base 
económica de la organización política cuyos fundamentos, 
procedimientos y fines habían sido esbozados tan elocuen- 
temente en el Preámbulo, de acuerdo al pensamiento ins- 


pirador de Alberdi, ¿es posible afirmar que los impuestos 


indirectos al consumo, denominados impuestos internos, 
fueran excluídos de ese poder amplio que se otorgaba? 
Realmente, no hay motivo alguno para suponerlo así, 
aún limitándonos a la hermenéutica gramatical y lógica 
de la disposición constitucional; y para poder hacer tal 
afirmación, sería menester que en el resto del articulado 
constitucional hubiera aleuna prescripción que limitara 
en el sentido indicado la facultad consignada en general. 
Claro es que existen restricciones a la amplitud de la dis- 
posición del artículo 4.”, dado que de acuerdo al sistema 
federal de gobierno no podría consagrarse lo ilimitado de 
la facultad acordada ya que se instituyen autonomías 
provinciales, a las cuales es necesario asegurar su mante- 
nimiento y por lo tanto recursos y en primer lugar, im- 
puestos. Por otra parte, el régimen representativo repu- 
blicano de gobierno y la política económica de la Consti- 
tución, crean también restricciones al poder impositivo 
nacional. De manera que éstas son de dos órdenes: 1.* li- 
mitaciones que se fundan en declaraciones, derechos y 
varantías consagrados por la Constitución y que com- 
prenden los siguientes puntos: a) igualdad; b) prohibi- 
ción de establecer derechos de tránsito; e) prohibición de 
establecer gravámenes que afecten la circulación territo- 


rial de los productos o el comercio interprovincial; 2.2 li- 


mitaciones establecidas al especificar las facultades atri- 
buídas al Congreso, eliminando de su poder legislador 
poderes impositivos que se reservan las provincias y éste 
es el sentido que debe atribuirse a la disposición del in- 
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eso 2.2 del artículo 67 cuando expresa que corresponde al 
Congreso establecer contribuciones directas por tiempo de- 
terminado, siempre que la defensa, seguridad común y 
bien general del Estado lo exijan. 

Como vemos no existe disposición constitucional aleuna 
de la cual pudiera deducirse que la amplia facultad de 
imposición otorgada por el artículo 4. a la Nación que- 
dara limitada por la prohibición de establecer tributos 
indirectos al consumo. El argumento derivado en ese sen- 
tido del contexto del inciso 2. del artículo 67 citado, 
olvida que lo que se establece en el mismo es una limita- 
ción al poder del Congreso de instituir contribuciones 
directas, circunscribiéndolo a los casos que allí se espe- 
cifican y no una limitación al establecimiento de ““contri- 
buciones en general””, entre las cuales se encuentran las 
indirectas. Las excepciones en materia tributaria son de 
mterpretación restrictiva y como ha dicho la Corte en el 
párrafo transcripto precedentemente “es un principio 
admitido que en la duda sobre la validez de un impuesto, 
debe estarse por su legalidad*”; y es por esto que los 
impuestos indirectos pueden ser establecidos sin limita- 
ción aleuna por el Congreso. 

Pero si bien es cierto que los impuestos internos pueden 
ser establecidos por la Nación, ello no significa que lo 
pueda hacer en forma exclusiva. La exclusividad de impo- 
sición por la Nación está reservada únicamente a los dere- 
“chos aduaneros y ello se deriva de diversas prescripciones 
constitucionales concordantes y especialmente por la de 
los artículos 4.2 y 108. No habiéndose acordado a la Na- 
ción la facultad de establecer en forma exclusiva los im- 
puestos internos, ni estando prohibido el ejercicio de la 
misma a las provincias, ello sienifica que dichos impues- 
tos pueden ser establecidos tanto por la Nación como por 
las provincias en acción concurrente. Este poder de las 


ROA 
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provincias surge, por otra parte, de la interpretación del 
artículo 104 de la Constitución, el que al afirmar que 
aquellas conservan todo el poder no delegado por la Cons- 
titución al gobierno federal, manifiesta implícitamente 
que si la delegación de las facultades no ha sido exclusiva 
sino concurrente, las provincias conservan su ejercicio. 
De esta manera el fallo de la Corte Suprema que hemos 
citado, al par que admite la facultad de la Nación, no ya 
expresa sino implícita de crear y recaudar los impuestos 
internos por “consideraciones de orden jurídico y fun- 
damentos de carácter económico””, expresa: “Que la fa- 
cultad constitucional de la Nación relativa a estos impues- 
tos, sea cual fuere la amplitud que se le asigne, no tiene 
sin embargo, los caracteres de exclusividad con que se le 
han acordado otros, tales como los referentes a la organi- 
zación tributaria aduanera, derechos de importación y de 
exportación, renta de correos, etc., con relación a los cua- 
les existe la delegación expresa de poderes que no com- 
prende el gravamen de los consumos internos, debiendo 
deducirse, en consecuencia, que las provincias conservan 
al respecto virtuales facultades impositivas y pueden ejer- 
citarlas en concurrencia con las de la Nación, dentro del 
alcance y con las limitaciones determinadas por la ley 
fundamental.” La Corte Suprema, pues, ha consagrado 
definitivamente la buena doctrina constitucional de que 
en el régimen financiero de nuestra Carta política, la fa- 
cultad de establecer los impuestos internos es concurrente 
de la Nación y de las provincias. | 
Pero si esto es así, ¿se debe atribuir entonces a la; propia 
Constitución los infinitos males que a diario se ponen de 
manifiesto como derivados del sistema de doble imposi- 
ción interna? En manera alguna; el régimen de las facul- 
tades concurrentes que no solamente existe respecto de 
los impuestos sino también en materia de caminos, higiene, 
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instrucción pública, ete., en el mecanismo constitucional 
y perfectamente explicable entre nosotros en que era nece- 
sario hacer sentir la acción benefactora del poder central 
por todos los ámbitos del país, se desenvuelve y funciona 
en la única forma en que puede hacerlo sin traer conflic- 
tos y discrepancias legislativas. El artículo 31 de la Cons- 
titución declara expresamente que ésta, las leyes de la 
Nación que en su consecuencia se dicten y los tratados 


- con las potencias extranjeras con la ley suprema de la 
Nación. Y a renglón seguido declara la nulidad de las 


disposiciones en contrario que contengan las leyes y cons- 
tituciones provinciales. Y en el caso '“Mendoza versus 
Provincia de San Juan”? la Suprema Corte ha declarado 


que: “Los actos de las legislaturas provinciales pueden 


ser invalidados: 1.2? cuando la Constitución concede al 
Congreso un poder exelusivo; 2. cuando el ejercicio de 
idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las 
provincias y 3. cuando hay una directa y absoluta incom- 
patibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas.?” De 
manera que la solución constitucional de la cuestión de 


los impuestos internos nacionales y provinciales, surge 


clara y terminante, a saber: cuando ambas legislaciones 
entren en conflicto, aparejando el ejercicio de análogas 


facultades impositivas manifiesta repugnancia, la ley fe- 


deral prevalece y mantiene su imperio. Pero es evidente 


que la consideración concreta del caso en que esto así 


suceda y la aquilatación del grado en que se realice o no, 
o hasta qué punto la incompatibilidad y repugnancia del 


“ejercicio de las facultades concurrentes, es materia propia 


que en el caso oportuno y en su discrecionalidad, queda 
librado al Poder Judicial y a la Corte Suprema en la 
ocasión pertinente. 

Este alto Tribunal puede así ORrOnipar que la doble 


- imposición de un mismo artículo por la autoridad nacional 
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y la provincial es procedente, como ocurre en el fallo que 
comentamos y porque para invalidar la ley provincial 
expresa *“que es menester que haya repugnancia efectiva 
entre esas facultades al ejercitarse, en cuyo caso, y slem- 
pre que la atribución se haya ejercitado por autoridad 
nacional dentro de la Constitución, prevalecerá el pre- 
cepto federal, por su carácter de ley suprema.” Así lo 
reconoce, por lo demás, la misma Corte en dicho fallo al 
manifestar que no puede desconocerse que el régimen 
efectivo del sistema rentístico de la Constitución determina 
una doble imposición de gravámenes con la que se afec- 
tan en determinadas circunstancias, importantes intereses 
económicos y se originan conflictos de jurisdicciones fis- 
cales que no siempre es dado dirimir con la eficacia debida. 

Es fácil ver así que el problema de la doble imposición, 
que acarrea tan pésimas consecuencias desde el punto de 
vista fiscal, económico y político, sigue planteado y ha- 
ciendo sentir sus efectos en toda su intensidad; y si bien 
es cierto de que en muchos casos, como ha dicho la Corte, 
los perjuicios se derivan no del régimen instituído por la 
Constitución sino de la inobservancia de las reglas que 
ésta prescribe, no se debe tampoco ienorar, procediendo 
con criterio realista, la situación de hecho que implica la 
coexistencia de legislaciones tributarias contradictorias, 
que toman su origen en el sistema existente de la doble 
imposición. Además, no debe olvidarse que la doble impo- 
sición o superposición tributaria, bajo cuyos enunciados se 
acostumbra agrupar, por lo general, los inconvenientes 
que se derivan del sistema actual de imposición interna, 
no comprende más que una parte del problema. La otra y 
quizás la más grave, es la que tiene su fuente en el propio 
ordenamiento financiero de la Constitución, a saber: el 
establecimiento por las provincias de impuestos indirectos 
al consumo. | 
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Estadística tributaria 
1 


La Primera Conferencia Nacional de Estadística re- 
unida en la ciudad de Córdoba en el curso de 1925 por 
iniciativa del gobierno de dicha provincia, aprobó diver- 
sas recomendaciones concernientes a Finanzas y Admi- 
nistración Pública. Entre estas recomendaciones se in- 
eluían las referentes a la “Estadística y clasificación de 
los recursos provinciales”? y la subdivisión considerada 
en primer término era la del rubro ““Impuestos”?. Ahora 
bien: a los efectos de la tabulación y clasificación de los 
datos, se innovaba, en cuanto a la división de los impues- 
tos, apartándose de las categorías científicamente esta- 
blecidas de impuestos directos e indirectos o de acuerdo 
a la medida de la capacidad contributiva (patrimonio, 
producto, consumo y renta), en razón, se dice, refirién- 
dose a la primera clasificación de **que los criterios para 
hacerla, a más de ser puramente formales, suelen ser va- 
riables”? (1). Manifestándose luego que se recomienda 


agrupar los impuestos ajustándose en lo posible a la na- 


turaleza de la materia imponible sobre que recaen, en la 
siguiente forma: 1. Impuestos a la tierra; 2. Impuestos a 


la producción agropecuaria; 3. Impuestos al comercio, in- 


dustrias y profesiones; 4. Impuestos al consumo; 5. Im- 
puestos a los actos civiles, comerciales y judiciales. 
Pues bien: la Dirección General de Estadística en el 


informe publicado bajo el título “Los impuestos y otros 


pecto de los sistemas tributarios imperantes y de exposi- 
ción del derecho tributario. Estas normas directrices de- 


berán observarse al desarrollar los distintos tópicos, como 


(1) Recomendaciones de la Primera Conferencia Nacional de 
Estadística, Bs. As,, 1925, p. 83. | 
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recursos fiscales de la Nación y las provincias en los años 
1910 a 1924-25”” (Buenos Aires, 1926), adopta esta clasi- 


ficación empírica (agregando el renglón de **Impuestos 
a las herencias””), de carácter principalmente formal y 
no tanto de endo a la naturaleza de la materia impo- 
nible sinó en concordancia con la terminología usada por 
la actual legislación impositiva. Así, en el rubro *“Impues- 
tos a la tierra”? hubiera sido conveniente efectuar la 
discriminación del monto de los tributos que gravan el 


producto de las tierras del que afectan el producto de La 


propiedad urbana, puesto que el hecho de su aparente 


analogía no priva de que se comporten de una manera 


- diversa en punto a su repercusión e incidencia. 

Pero es indudable que el informe publicado por la 
Dirección de Estadística importa un meritorio esfuerzo 
de investigación, en vista de establecer el monto exacto 


de los recursos y especialmente de los impuestos de la a 


Nación y las provincias, así como la composición de los 
respectivos sistemas tributarios de acuerdo al criterio 


sentado anteriormente. Importa también una labor de 


coordinación orgánica en el sentido de que no se enun- 


cian escuetamente las cifras sinó que se las agrupa, se las 
analiza y compara, ya sea desde el punto de vista de las 09 
entidades políticas consideradas (Nación y provincias, y | 


éstas entre sí), ya teniendo en cuenta la clasificación 


referida en cuanto a los impuestos en su conjunto. o bien 


contemplado únicamente a la Nación, o a cada una de 


las provincias. Por fin, el Informe tiende también a mos- 


trar la evolución que en materia impositiva ha experi- 


mentado el país en los últimos quince años, dando en cada 
caso las cifras e a 1924-1925 comparadas - 


con las de 1910. 


Aud 


Es fácil ver así, en primer término, el enorme aumento. 


experimentado por los recursos totales de la Nación, pro 
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vincias y municipalidades, los que alcanzan en 1924-1925 
a $ 951.485.000 mientras que en 1910 sólo importaban 
pesos 135.960.000. En segundo, que tomando en con- 
junto los recursos e impuestos nacionales y provinciales, 
se ha mantenido la considerable proporción en que los 
últimos entran en la formación de los primeros (80 % en 
1910 y 79,9 % en 1924-1925). Luego, el importante au- 
mento impositivo “per cápita”? verificado teniendo en 
cuenta a la población de la República y considerando a 
la Nación y provincias, puesto que de pesos 49,09 en 
1910 pasa a $ 70,71 en 1925. Quiere decir que la elevación 
del monto de impuestos, que de $ 323.329.000 en 1910 ' 
pasó a $ 696.244.000 en 1924-25 no fué correlativo al 
erecimiento de la población. 

Un hecho favorable que muestran los guarismos del 
Informe es la disminución relativa experimentada por los 
gravámenes al consumo, puesto que a pesar de haber 
pasado de $ 228.777.000 en 1910 a $ 404.941.000 en 1924 
-1925, la proporción en el total de los impuestos ha des- 
cendido de 70,8 % a 58,2 %. Sin embargo, esta proporción 
sigue siendo muy superior a la de los Estados Unidos, 
puesto que en el cálculo de recursos de dicho país para 
el año 1926, a los impuestos internos (tributos sobre 
tabaco, bebidas alcohólicas y automóviles, que importan 
864 millones de dólares) corresponde el 26 % del total de 
impuestos y a las aduanas (557 millones de dólares) el 
16 %, o sea que en total los impuestos al consumo (1421 
millones) están representados por el 42 Y. También es 
muy superior a la proporción de Inglaterra, puesto que 
en ese país en el ejercicio dde 1924 los impuestos al con- 
sumo (impuestos internos por 148 millones de libras y 
- aduanas por 120 millones) representaban el 37 % del 
total de tributos. Por otra parte, el carácter regresivo y 
la injusticia de estos impuestos al consumo se agravan 
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muchísimo más en nuestro país que en los citados, por 
las siguientes razones: a) porque se debe tener en cuenta 
el aspecto cualitativo y no sólo el cuantitativo de los 
impuestos al consumo, en cuanto a la agravación de lo 
superfluo, de lo útil y de lo necesario; b) porque si ana- 
lizamos los otros renglones que menciona el Informe de la 
Dirección de Estadística, tenemos que en algunos de 
ellos los impuestos son pagados en realidad por el con- 
sumidor en virtud de las leyes de la incidencia: tales 
los impuestos al comercio e industrias y a los actos clvi- 
les y comerciales, respecto de los cuales, en muchos casos, 
es siempre perfectamente aplicable la conocida máxima 
de Franklin; e) porque en nuestro país no existen aque- 
llos impuestos que gravando, aparte de las rentas fun- 
diarias y del provecho, a las rentas capitalísticas puras 
v adoptando criterios subjetivos en la determinación del 
imponible, hacen posible establecer una diferenciación 
a favor de los beneficios del trabajo, supereravando a 
las grandes fortunas, actuando entonces los impuestos 
al consumo con carácter compensatorio. Así, en los paí- 
ses a que nos referíamos anteriormente, Estados Unidos 
e Inglaterra, el impuesto sobre la renta concurre con la 
porción más considerable del total de los recursos. En 
el primero nombrado se halla representado por el 56 por 
ciento en el conjunto de los impuestos (1.800 millones, 
calculado para 1926) y en el segundo por el 44 % (270 
millones el income tax y 60 millones el super tax en el 
ejercicio de 1924). Debemos hacer constar aquí que las 
cifras y porcentajes que hemos dado de los Estados 
Unidos se refieren a los recursos del gobierno federal, 


mientras que los del Informe de la Dirección de Esta- 


dística comprenden a los impuestos nacionales y pro- 
vinciales. En la República, tratándose de los recursos 


de la Nación, la supremacia de los impuestos sobre el 


ai 
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consumo se pone más en evidencia, puesto que sobre un 
total recaudado en 1924 de $ 494.680.000, aquellos es- 
tán representados por pesos 348.652.000. 

La sección € del Informe trata de ““Los impuestos 
elasificados según eorrespondan a la Nación o a las 
distintas provineias?””, y al referirse a estas últimas pone 
en evidencia el desarrollo remarcable verificado en los 
impuestos al consumo, que estando representados en 
1910 por la insignificante suma de $ 1.034.000 alcan- 
zan en 1923 a las de $ 35.039.000. Esto por una parte 
y la cantidad de $ 21.250.000 percibida también en las 
proyinelas como impuestos al comercio y la industria, 
pero ineluída por la Dirección de Estadística como tri- 
hutos al consumo nacional (del vino y el azúcar), mues- 
tran la acuidad del problema surgido a raíz de la erea- 
ción de la imposición interna de las provincias, con el 
eravámen de sujetos impositivos que habitan fuera del 
limite jurisdiccional de aquellas, la superposición tri- 
butaria, las aduanas interprovinciales, el proteccionismo 
regional, y demás cuestiones concomitantes y subsi- 


a 


diarlas. 


Por fin, el Informe de la Dirección General de Esta- 
dística entra en el análisis numérico de tópicos tan inte- 
resantes como son los atingentes a los recursos prove- 
nientes de las tasas y del dominio territorial, industrial, 
comercial y financiero del Estado nacional, así como 
al detalle de los impuestos provinciales. Todo ello, tiene 
el laudable fin de propender a la mejor comprensión y 
conocimiento de las partes que integran el régimen ren- 


_tístico argentino, dando así lugar a la interpretación 
consciente de su estado actual, lo que prepara el campo 


de las futuras reformas. 
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La Caja de Conversión (1) 


El debate que ha tenido lugar últimamente en la Cá- 
mara de Senadores de la Nación sobre la derogación de 
la ley N*. 9506 que mantiene en vigor la suspensión del 
artículo 7%. de la ley de Conversión, en cuanto establece 
la obligación de la Caja de la misma de entregar 44 cen- 
tavos oro por cada peso papel que se le presente, ha ae- 
tualizado la cuestión que más importancia económica y 
financiera reviste para el país. 

La Caja de Conversión ereada en una época angustiosa 
para la economía nacional y de descalabros financieros, 
tuvo su corolario lógico en la ley de Conversión de 1899, 
dictada después de muchos años de curso forzoso y que 
realizó el hecho auspicioso para el país que desde prin- 
cipios de este siglo, la República pudiera contar econ una 
moneda sana, al abrigo de las fluctuaciones de los nego- 
cios y de las maniobras de la especulación. Pero sobre- 
viene la guerra europea y en medio de la desorientación 
producida en los primeros días de la misma, cunde el 


pánico, los Bancos se manifiestan indecisos y ante la po- 


sibilidad de que el encaje metálico, salvaguardia de rues- 
tra moneda, acumulado a costa de tantos sacrificios, des- 
apareciera o se amenguara, el gobierno del doctor Victo- 
rino de la Plaza decreta la clausura de la Caja de Con- 
versión. Al mismo tiempo se dirige al Congreso dando 


(1) Las presentes líneas sobre la Caja de Conversión fueron 
escritas en octubre de 1925. Desde esta fecha, la situación eco- 
xómico-financiera ha variado considerablemente, bajo el triple as- 
pecto de nuestro comercio exterior, de la situación de los países 


europeos y de la estabilidad de las finanzas nacionales. Estas 


cireunstancias motivaron, como es de pública notoriedad, el decreto 
del Poder Ejecutivo de 25 de Agosto de 1927, que restablece el 


_plemo imperio de la ley de conversión. 
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cuenta de la misma y presentando un proyecto por el 
que se declaraban suspendidos por 30 días los efectos 
del artículo 7*. de la ley 3871, en cuanto obliga a la Caja 
de Conversión a entregar oro sellado en cambio de mo- 
neda papel, quedando autorizado el Poder Ejecutivo para 
prorrogar ese término por 30 días más o disminuirlo, 
dando cuenta al Congreso. Este sancionó dicho proyecto 
y antes de que venciera dicho término de 30 días, se dictó 
la ley 9506 que rige actualmente y por la cual se estipu- 
laba que vencidos los plazos que indicaba la ley anterior, 
quedaba autorizado el Poder Ejecutivo para suspender 
por el término de 30 días, prorrogables, los efectos del ar- 
tículo 7”. de la ley 3871. El Congreso sancionó también 
una ley por la cual se prohibía la exportación de oro en 
todo el territorio de la Nación. 

No queremos entrar en la dilucidación del alcance del 
término *“prorrogables*? de que se hace uso en esta ley. 
Basta decir que en virtud de él, el Poder Ejecutivo na- 
cional se ha creído autorizado para prolongar indefini- 
damente dicha medida, tanto que aun impera, a pesar de 
encontrarnos a la distancia de once años de la sanción 
de la ley. Sin embargo, algunos han creído que el Poder 
Ejecutivo no estaba facultado para mantener la clausura 
de la Caja de Conversión sin la anuencia del Congreso. 

El encaje de oro al dictarse las medidas de emergencia 
a que nos hemos referido era de 194 millones de pesos 
oro. Cuatro meses después, en 31 de diciembre de 1914, 
había en la Caja 222 millones; a fines de 1915, 305 mi- 
llones; de 1916, 316 millones; de 1918, 379 millones; de 
1919, 389 millones y 470 millones a fines de 1920. 

En 1921, 1922 y 1923 la existencia de oro permanece 
estacionaria, habiendo disminuído en 1924 a algo más de 
450 millones, como consecuencia de las exportaciones au- 
torizadas para el pago del servicio de la deuda externa. 
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Existían, por otra parte, depositados en los Bancos par- 
ticulares, a fines de dicho año, 55 millones y medio de pe- 
SOS OFO. 

Hemos dado estas cifras para que se vea como han ido 
aumentado las existencias de oro en el país a partir de 
la clausura de la Caja de Conversión, en forma tal, que 
la garantía metálica de nuestra moneda ha llegado a ser 
una de las más elevadas del mundo: alrededor del 80 
por ciento. Es fácil verificarlo, ya que a la existencia 
de oro que hemos dado referente a 1924, corresponde una 
circulación fiduciaria de mil trescientos millones de pe- 
sos papel. > | 

¿Sin embargo, a partir del año 1920 posee una moneda 
depreciada en el cambio internacional con relación a las 
divisas extranjeras (dólares, libras y francos suizos), y 
aun en el mercado interno con relación a su poder de 
compra de mercaderías y servicios, aungue es bueno ha- 
cer notar que la instabilidad de los precios ya se venía 
notando desde tiempo atrás. 

¿Cómo es posible, pues, que poseyendo una moneda 
salvaguardada por la más alta garantía metálica del mun- 
do, se desvalorice, sin embargo, frente a la libra ester- 
lina, al dólar norteamericano y al franco suizo? ¿Cómo 
se explica que se produzcan fenómenos inflacionistas 
frente a una moneda cuya garantía llega casi al 80 por 
ciento? La respuesta que ha venido a los labios de mu- 
chos financistas ha sido la siguiente: la causa de la de- 
cadencia del peso oro argentino y del peso papel reside 
en la clausura de la Caja de Conversión. Abranse sus 
puertas y se verá cómo todo vuelve a la normalidad.. El 
oro encerrado en la Caja para nada sirve, puesto que 
está inmovilizado, ni aun para inspirar confianza al po- 
seedor de nuestro peso nacional, porque no existe pers- 
pectiva alguna de canje, y porque, en realidad, vivimos 
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en un régimen de inconversión. La virtud de un buen 
régimen monetario, dicen, no consiste en que un país 
posea un tesoro formidable de oro acumulado en los só- 
tanos de la Caja de Conversión o del Banco Emisor, si la 
garantía no se hace efectiva (1) y si se deja librada la mo- 
neda papel a los vaivenes del comercio de importación y 
exportación y a las necesidades monetarias del mercado 
interno. Dicha virtud reside en otra cosa: en la estabili- 
dad de la moneda. La prueba más patente surge del fun- 
cionamiento durante quince años de la propia Caja, que 
se inició sin tener un céntimo de oro en sus arcas y de- 
eradando la propia moneda a 44 centavos. 

Los partidarios del mantenimiento del actual estado 
de cosas, es decir, del cierre de la Caja de Conversión, 
replican a su turno, que no sería razonable alterarlo, 
toda vez que las circunstancias originadas por la gran 


guerra que permitieron el atesoramiento de un enorme 


stock de cerca de 480 millones de pesos oro, proveniente 
sobre todo de los saldos en metálico que nos remitieron 
las potencias aliadas como pago de sus cuantiosas com- 
pras de productos de alimentación y de materias pri- 


(1) Dice Augusto Arnauné: **Es esencial remarcar que es la 
libre circulación de oro, lo que mantiene el valor fiduciario. En los 
países sometidos al régimen del eurso forzoso, se ha tentado a 
veces suplir la garantía que constituyen las especies circulantes, 
dando por resguardo al billete de banco o de Estado, reservas de 
oro inmovilizadas en los bancós de emisión o en el tesoro público, 
Estos encajes no carecen de utilidad. Ellos pueden, llegado el mo- 
mento, facilitar las operaciones de canje de los pagos en especies. 
Su formación o su refuerzo, cuando preparan la próxima supresión 
del curso forzoso, pueden, dando confianza al público, acelerar 
la, mejora del erédito de los bancos o del Estado. Pero en vano 
sería esperar la desaparición del agio sobre un papel, cuya cireu- 
lación no se quiere reducir y el cual conserva el eurso forzoso. 
No siendo reembolsables los billetes, las sumas que se dicen afec- 
tadas a su garantía no están a la disposición del público. Una 
garantía intangible no es una garantía; ella no da ninguna segu- 
ridad al acreedor; al deudor, ningún erédito. La Monnaie, le Cré- 
dit et le Change, ps. 288-9. 
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mas, no es fácil que se vuelvan a repetir. Que dichas cir- 
eunstancias han tenido un rol realmente providencial 
para la República Argentina, en cuanto permitieron la 
constitución de una reserva metálica de tal naturaleza, 
apta no solamente para asegurarnos en el porvenir una 
moneda sana, exenta de cuidados, sino también para 
proporcionarnos un tesoro de guerra que nos serviría 
para hacer frente a necesidades extraordinarias que pu- 
dieran surgir en el futuro, como consecuencia de posi- 
bles conflictos o de mala situación económica y finan- 
ciera. Por fin, argumentan que el régimen de la ley de 
Conversión está hecha para funcionar en condiciones 
económicas internacionales normales, pero no cuando 
numerosos países están aun bajo el régimen de la in- 
conversión y de la prohibición de exportar oro, en 
razón de los disturbios de la post-guerra. Que tal es la 
situación de Francia, Italia y Béleica y que aun la mis- 
ma Inglaterra no ha vuelto por completo al patrón oro. 
Y que, por lo tanto, no estando restablecida la libre cir- 
culación de oro en el mundo, no habiendo vuelto el sis- 
tema de los vasos comunicantes a readquirir su eficacia, 
no debe hablarse aun en nuestro país de la conversión 


- del papel moneda en oro, pues ello traería como resultado 


la huída del metálico hacia Estados Unidos y la disloca- 
ción del régimen monetario, sin hablar de la contrae- 
ción de la circulación fiduciaria que podría afectar el 
desenvolvimiento general de los negocios. 

Es evidente, que el debate acerca de la apertura o del 


cierre de la Caja de Conversión es una cuestión en ex- 
tremo compleja y delicada, en la que intervienen faecto- 


res de muy distinto orden y en el que están afectados in- 
tereses económicos muy considerables y a veces contra- 
puestos, lo que hace que requiera la mayor prudencia en 
el dilueidamiento de esta difícil cuestión. No hay un sólo 
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sujeto consumidor o productor ni transacción alguna 
que escape a las consecuencias de una determinada polí- 
tica en esta materia, puesto que es la moneda el deno- 
minador común de todos los valores. Y es cosa de una 
importancia extraordinaria todo lo que se refiera a la 
fijación de una medida del valor, a sus condiciones de 
instabilidad o fijeza así como de regulador del movi- 
miento productivo. ) 

Es por eso que es también necesario dejar de lado cual- 
quier brillante teoría unilateral, que seduzca a simple 
vista, pero que no se acomode a las actuales convenien- 
cias económicas. Es, pues, indispensable, proceder en 
esta materia, más que en cualquier otra, ya que está 
en juego el futuro mismo del país, con un criterio rea- 
lista de exacta apreciación de las cosas, y hasta, si se 
quiere, de oportunismo bien entendido. 

Ahora bien; dentro del escaso desarrollo asignado a 
este estudio y sin plantear innumerables cuestiones ac- 
cesorias conexas, que merecerían ser estudiadas, nos pre- 
euntamos: ¿conviene actualmente mantener cerrada la 
Caja de Conversión o se debe proceder a su reapertura? 
¿Ha estado acertada la Cámara de Senadores de la Na- 
ción cuando hace pocos días rechazó el proyecto de de- 
rogación de la ley 9506? Dentro del cúmulo inmenso y 
complejo de hechos y de valores económicos del país 
afectados por la cuestión monetaria, podemos distinguir 
dos euestiones fundamentales que es necesario separar 
y considerar aisladamente si se quiere proceder con al- 
gún orden y claridad en esta materia, y son: 1% Esta- 
bilidad de los cambios; 2%. Estabilidad de los precios. 
Es cierto que las dos están estrechamente ligadas, y que 
al resolver una nunca se debe perder de vista a la otra, 
pero la resolución final del problema no es necesario que 
sea fundamentalmente idéntico en uno como en otro caso. 
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Son fenómenos del mismo orden pero específicamente 


diversos. 

Desde 1921 nuestro <nbol oro se halla depreciado 
en relación con las divisas de dos de los países con que 
más comerciamos: tales Estados Unidos e Inglaterra. En 
efecto, véanse los cambios con el primero: en enero de 
-1921 oscilaron entre 124.20 y 132; en enero de 1922, de 
121.20 a 132.40; en enero de 1923, de 116.40, y en enero 
de 1924, entre 139.10 y 133.70. Con Inglaterra han sido 
los siguientes: en enero de 1922 oscilaron entre 43 y 46 
5/8; en enero de 1923, de 44 7/16 a 43 5/16, y en enero 
de 1924, entre 40 5/6 y 42 1/4. ¿A que se debe esta baja 


de nuestro peso oro en relación con la libra esterlina y 


el! dólar? ¿Acaso no tenemos la moneda con más euber- 
tura metálica del mundo? 

Ys que el oro, referentemente a la instabilidad o nor- 
malización de los cambios, no desempeña más que una 
función secundaria, y se sitúa la cuestión fuera de su ver- 
dadero plano, cuando se la quiere hacer radicar en el 


monto de oro amonedado que posee el país, en su estanea- 


miento o en su movilización. La averiguación de los cam- 


bios internacionales, se halla relacionada, más que todo, 


con el movimiento del comercio internacional, más bien 
dicho, con el resultado del balance de cuentas interna- 
cronal. El metálico, en realidad, no llena más que un rol 


subsidiario, y en este orden de cosas, la instabilidad o re- 
—gularización de los cambios, depende, sobre todo, de la 


condición de acreedor o deudor en que se encuentre el 


país. El oro no realiza en este sentido más que el papel 


de módulo regulador y compensador del comercio y del 


- movimiento de valores, o y consumos inter- 


nacionales. | 
Así, nuestro país es regularmente acreedor respecto 
de los demás países por el monto de sus exportaciones, 
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pero es en cambio deudor por sus importaciones, por el 
servicio de la deuda pública externa, por los dividendos 
e intereses de los títulos y obligaciones de las emipresas 
extranjeras radicadas en su territorio, de las acciones de 
ferrocarriles y frigoríficos, por los intereses de las cé- 
dulas hipotecarias en poder de extranjeros, por el impor- 
te total de las primas pagadas a las compañías de seguros 
extranjeras así como fletes a las compañías de navega- 
ción, y por fin, por las cantidades gastadas por los viajeros 
argentinos que visitan los países extranjeros, en suma, 


por todo lo que ha dado en llamarse el pasivo económico 


del país. Ahora bien; los altos precios pagados por las 
naciones europeas por nuestras cosechas y nuestras car- 
nes durante la guerra y posteriormente, hasta 1920, hizo 
que se saldara a favor nuestro la balanza de cuentas. 
Pero a partir de ese año, reduciéndose el monto y valor 
de las exportaciones, sucedió el caso inverso, es decir, que 
empezamos a saldar en deuda con el extranjero. Pero 
cuando un país es deudor del extranjero afluyen las de- 
mandas de letras sobre éste, las que entonces se encare- 
cen obedeciendo a la ley de la oferta y la demanda; y 
desde el momento en que las divisas extranjeras son muy 
solicitadas se cotizan sobre la par, desvalorizándose por 
lo tanto la moneda del país. Esto es lo que sucedió en el 
nuestro: desde el momento en que cambiamos nuestra si- 
tuación de acreedor por la de deudor, el cambio empezó 
a sernos desfavorable. ) 

¿ Cómo, pues, restablecer el equilibrio y evitar la caída 
de la moneda nacional, con todas sus desastrosas conse- 
cuencias? Ello reside en el empleo de uno de los tres pro- 
cedimientos siguientes: 

a) Enviar oro al extranjero. | 

b) Mandar en pago acciones o títulos extranjeros. 

e) Levantar un empréstito en el extranjero. 
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Es evidente, que en tiempos normales, abundando el 
oro en el país deudor y no estando prohibida su expor- 
tación y permitida la conversión del papel moneda, se 
ha de recurrir al procedimiento de efectuar remesas de 
dicho metal al extranjero. El drenaje de oro se efectuará 
entonces automáticamente por el juego regular de las 
fuerzas económicas, y su comienzo será señalado por el 
instante en que los interesados vean que es más conve- 
niente remitir el oro al extranjero, cargando con los gas- 
tos de fletes y seguros, que tomar letras de cambio. Esto 
es, empezará a verificarse cuando se llegue al “gold 
point””. 

Pero este procedimiento es sólo viable en circunstancias 
normales o cuando todo indique una pronta estabiliza- 
ción en las finanzas universales. En caso contrario podría 
llegarse a perniciosos resultados, ya que la salida de oro 
para pagar saldos del comercio y del movimiento de va- 
lores al extranjero es sólo un expediente temporario que 
no puede convertirse en permanente. Su uso es perfecta- 
mente lógico y plausible cuando un año se remite oro al: 
extranjero para recuperarlo el año siguiente. Pero si año 
tras año se va enviando al extranjero más metálico del 
que se recibe, resultará en definitiva que el stock aurí- 
fero disminuirá continuamente y llegará un día en que 
habrá desaparecido todo el encaje oro que era la garan- 
tía de la circulación fiduciaria. El país se encontrará en- 
tonces sin una buena moneda para sus necesidades in- 
ternas. a | 

Pues bien, ¿se puede decir, acaso, que las actuales con- 
' diciones económicas y financieras de los países europeos 
se hallan normalizado del todo? Por deseracia no es así; 
si es cierto que hay una tendencia general al restableci- 
miento del régimen a oro, aun hay varios países impor- 
tantes que mantienen la prohibición de exportar dicho 
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metal y la inconversión de su moneda, debido sobre todo 
a que no se han consolidado todavía las deudas interalia- 
das y al peso de los empréstitos de guerra. Por lo tanto, 
en este sentido, reabriendo la Caja de Conversión se eo- 
rrería el siguiente peligro: de que en un momento dado, 
eon el propósito de regularizar el comercio internacional 
y los cambios, enviáramos Oro al extramjero, oro que al 
ocurrir la recíproca en dichos países extranjeros no po- 
dríamos recuperar, por estar en vigor aun las interdic- 
ciones legales. | 

En conclusión: la apertura de la Caja en relación 
eon la estabilidad de nuestros cambios, es indudablemen- 
te el ““desideratum”” a que se debe tender. Quizás no sea 
todavía la oportunidad de hacerlo; pero un repunte de 
nuestro comercio de exportación, la vuelta a la norma- 
lidad económica en los países de Europa y la mejora de 
nuestras finanzas, debe ser la señal que marque esa opor- 
tunidad. 

En cuanto al problema de la apertura o cierre de la 
Caja de Conversión relacionada con el poder de compra 
de la moneda en el mercado interno, es evidentemente 
cierto que los ““index-numbers”” parecen confirmar la 
teoría de que la suspensión de la conversión del peso 


papel en 44 centavos oro ha producido una tendencia — os 


inflacionista en los precios. Es así que tomando el año 
1914 como base 100 del costo de la vida, correspondería - 
a 1923 al número 186. Pero esta cuestión es mucho más 
compleja de lo que parece a simple vista, en el que inter- 
vienen factores de muy distinto orden. Lo único que qui- 
zás se pueda afirmar es que, libertado el peso argentino 
del control eficaz del oro, sus alteraciones son más brus- 
cas, puesto que entonces se encuentra a merced de las 
influencias que pueden ejercer sobre él las necesidades 
cambiantes de la circulación en su relación con la pro- 
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ducción, y lo que es más grave, hasta elementos de or- 
den psicológico que escapan a toda lógica y previsión. 

Sin embargo, esto no quiere decir que el standard oro 
sea una medida de valor eompletamente invariable e 
irreemplazable como signo monetario. Múltiples causas 
de orden económico han hecho perder al oro parte de 
su valor intrínseco, como mercadería, creyéndose funda- 
damente que su desmonetización implicaría una baja con- 
siderable del mismo, por lo que la moneda de oro ha ve- 
nido a tener un “valor artificial””, alterable también por 
las necesidades del comercio y el descubrimiento de nue- 
vas minas y la aplicación de nuevos procedimientos técni- 
cos. El carácter dogmático de la moneda de oro ha sido 
una creencia que recibió un rudo golpe durante la úl- 
tima guerra. La experiencia del **rentenmark?? es toda 
una enseñanza 'al respecto. 

Así, dice John Maynard Keynes: '“El restablecimiento 
del patrón oro sea a la paridad de antes de la guerra, 
- sea a cualquier otro curso, no nos procurará, ciertamente, 
la estabilidad absoluta de los precios interiores”? (1). Por 
ello es que el cierre o reapertura de la Caja de Conversión 
a este respecto debe quedar subordinado a lo an dejamos 
dicho «anteriormente. 


(1) La Réforme Monétaire, p. 189. 
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La reforma monetaria 
I CIRCULACIÓN, ENCAJE Y REDESOUENTO 


Los proyectos que sobre reforma del régimen de eon- 
versión y unidad monetaria remitiera el Poder Ejecutivo 
al Congreso en junio de 1924, y que aun no han sido con- 
siderados, renuevan uno de los asuntos a que más se ha- 
llan vinculados los intereses de la economía nacional y 
que, en todo momento, han apasionado a los que, obliga- 
da o voluntariamente se han ocupado del mismo. 

Repetidas veces se ha intentado modificar el “statu 
quo?” monetario de la ley de 1881 y de la de conversión. 
Así, en 1905, bajo la presidencia (Quintana y siendo mi- 
nistro de Hacienda el doctor Terry, se presentó por éste 
un proyecto que, en lo fundamental, cambiaba la unidad 
monetaria, a la que daba el nombre de ““argentino””, y 
cuyo valor quedaba reducido a la quinta parte del de la 
unidad en vigor. En 1909, los diputados Carlos y Manuel 
Carlés presentaron un proyecto estableciendo que la uni- 
dad sería el peso de cuarenta y cuatro centavos oro y el 
que se llamaría también ““argentino””, y poco después el 
diputado señor Barraquero reprodujo en parte el pro- 
yecto del Poder Ejecutivo de 1905. En 1910, el Poder 
Ejecutivo presenta un nuevo proyecto, por el cual se 
creaba el Departamento de Emisión anexo al Banco de 
la Nación Argentina y se establecía que la unidad mone-. 
taria sería de un peso oro de 0.709.676 millonésimos de 
eramo y 900 milésimos de fino. En 1916, el Poder Ejecu- 
tivo también presentó otro por el que se volvía lisa y lla- 
namente a la ley de 1881. En 1917, el diputado doctor 
Víctor M. Molina propuso un nuevo proyecto que repro- 
dujo en 1919, y por fin, en los mismos años, el Poder Eje- 
cutivo presentó y reprodujo uno creando el Banco de la 
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República. Como se ve, todos estos proyectos constituyen 
otras tantas tentativas de afrontar y resolver en forma 
definitiva el problema de la moneda y del crédito en el 
país. 

1 proyecto presentado en 1924 por el Poder Ejecu- 
tivo Nacional consta de dos partes: una comprende la 
reforma del régimen de conversión, estableciendo diver- 
sas disposiciones sobre encaje y redescuento, y la otra 
se refiere a la de la unidad monetaria, introducción de 
la circulación metálica y nuevo sistenra de monedas. La 


u 


primera llena una sentida necesidad, puesto que el me- 


canismo establecido por la ley llamada de conversión, 
relativo a la entrega de un peso papel en cambio de 44 
centavos oro y de esta cantidad en equivalencia de un 
peso (aunque esta última operación se halla suspendida 
actualmente por la ley N*. 9506), si bien ha cumplido 
eficientemente el eran objetivo que fué el motivo de su 
sanción, o sea la supresión de las emisiones inconvertibles 
e inspirar confianza al peso argentino, al mismo tiempo 
que prestado un imponderable servicio al país al propor- 
cionar una garantía metálica suficiente, no alcanza, sin 


embargo, a darnos una circulación elástica, tanto: para 


hacer frente a las demandas estacionales de numerario 
como dotada del suficiente poder de expansión o contrac- 
ción en cireunstancias críticas, y que, en definitiva, se 
amolde a necesidades de vez en vez más diversas y más 
complejas, correspondientes a un estado económico su- 
perior. 

En primer lugar, pues, el actual sistema no se adapta 
para hacer frente a las demandas estacionales de nu- 
merario (““seasonal demands””), que tienen lugar perió- 
dicamente en épocas de mayor actividad económica y las 
que se hallan determinadas en nuestro país, especial- 
mente, por las necesidades de la agricultura, que requiere 


10 
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al levantarse las cosechas una cantidad mayor de medios 
de pago y de erédito que el normal, para pagar jornales, 
elementos de trabajo, fletes, envases, acarreos 0 comesti- 
bles. Cuando esta demanda de numerario se halla agra- 
vada por alguna otra cireunstancia generadora también 
de un descenso en el nivel circulatorio, la escasez del di- 
nero se acentúa, conduciendo entonces estos factores 
combinados a una situación embarazosa para el inter- 
cambio. Tal sucedió a principios de 1925 cuando al le- 
vantamiento de la producción agrícola se unió la expor- 
tación de oro efectuada por el Poder Ejecutivo para el 
pago de la deuda externa. Entonces se puso en evidencia 
que el encaje en efectivo de los Bancos, que había sido 
en noviembre de 1924 de 823 millones de pesos, llegó sólo 
en enero de 1925 a 659 millones de igual moneda y que 
los adelantos y descuentos que habían sido de 2838 mi- 
llones de pesos aumentaron en ese período a 2945 millo- 
nes. Se recurrió en esa oportunidad, para hacer frente 
a la situación, al depósito de oro en las Legaciones, pero 
es claro que éste no puede ser más que un expediente 
temporario, el que si tuvo benéficas consecuencias pro- 
curó beneficios extraordinarios a los Bancos que se aco- 
cieron al decreto, en forma de intereses, sin sufrir que- 
brantos en el cambio, teniendo al contrario, un resultado 
perjudicial para la cotización de nuestra moneda. Pero 
el remedio eficaz para conjurar situaciones como la ejem- 
plificada y hacer frente a las demandas estacionales de 
numerario que se producen en el verano está en la emi- 
sión de billetes con la garantía de documentos, especial- 
mente comerciales, que conduzca a un sistema eredito- 
rio y bancario más perfeccionado y en el que el Banco 
de la Nación esté en condiciones de gobernar la tasa del 
descuento. 

En cuanto a las cireunstancias críticas a que nos hemos 
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referido, ellas ¿ueden producirse prin” ¿amente, cuan- 
do los resultados del comercio exterior tengan por efecto 
una excesiva afluencia de oro al país o bien una gran 
extracción del mismo. En efecto; en el sistema actual por 


- cada 44 centavos oro que ingresan a la Caja, ésta debe 


emitir un peso papel, y por cada 44 centavos oro que sa- 
len, la Caja retira, a su vez, de la circulación, un peso 
nacional. De manera que el fenómeno del aumento o dis- 
minución del stock de oro va correlativamente acompa- 
nado por el aumento o disminución de la circulación fi- 
duciaria. Es así que si el balance de cuentas internacio- 
nales ha producido para el país un saldo favorable que 
se traduce en un aumento del oro acumulado en la Caja 
equivalente a 50 millones de pesos oro, ello representará 
sincrónicamente una elevación del nivel fiduciario por 


más o menos 113 millones y medio de pesos papel. Y al 


revés, la huída del país de 50 millones de pesos oro para 
compensar un balance desfavorable con el extranjero, im- 


1 portará a su vez una pérdida de instrumentos de pago 


representada por 113 millones y medio de pesos papel. Co- 
mo se ve, el volumen de los medios de pago existentes en el 
país queda expuesto a las fluetuaciones originadas por el 


resultado de nuestras relaciones económicas con los otros 


países, en las que intervienen otros factores, además de 
los representados por el comercio exterior, de manera 


que el ingreso a la Caja de metálico y su salida puede 
- Ho coincidir con un período de actividad o paralización 
de los negocios que requiera, respectivamente, un au- 
mento del nivel circulatorio o un descenso del mismo. 


La teoría cuantitativa de la moneda que fija el monto 
de la circulación monetaria de un país en la cantidad de 
“*poder de compra”? que sus habitantes deben reservarse 
en sus bolsillos para solucionar las transacciones y lo 
que a su vez está determinado por el nivel general de 
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los precios, está evidentemente en lo cierto, y es por ello 


que se ha podido fijar con bastante precisión la cantidad 


-de circulante requerida — de un décimo a un décimo 
quinto de la renta de un país, — porque depende en 
esencia de la riqueza de dichos habitantes así como de 
sus costumbres para saldar los negocios. De aquí, que 
un período de efervescencia o de marasmo en el comercio 
y la industria haga imprescindible un aumento del monto 
circulatorio o bien la reducción del mismo. Lo contrario, 
así como una entrada o salida intempestiva de oro que 
traiga como consecuencia, en condiciones normales, el au- 
mento o disminución de la circulación fiduciaria, reper- 
cute de rechazo sobre la curva de los precios provocando 
un desequilibrio en los mismos, y es aquí precisamente 
donde se pone de manifiesto la necesidad de un regulador 
que ajuste las necesidades de numerario a las condiciones 
económicas de la producción y el consumo. En efecto, el 
desequilibrio en los precios no constituye más que los 
prolegómenos de la erisis. Ellos se hallan determinados 
por el valor de las cosas y las condiciones que normal- 
mente fijan a éste radican en el costo de producción, en 
la abundancia o rareza, en la existencia o no de sucedá- 
neos, en los procedimientos técnicos, én las formas de 


venta así como en los impuestos que gravan a la produc- Do 


ción y a la industria, y en su determinación final influ- 
yen hasta factores de un orden más sutil como los re- 


presentados por las costumbres, la moda, y en general, 


por todas aquellas cireunstancias susceptibles de acre- 


centar o disminuir el deseo en la masa consumidora. El 


valor de las mercaderías en general llega así a estabili- 
zarse y la anormalidad sólo es marcada cuando algún 0 
aleunos de los elementos que hemos mencionado llega a 
modificarse; pero, prescindiendo de ello, que solamente 
puede producir un alza o baja respecto de una o más 
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mercaderías, el hecho cierto es que ese valor halla su 
índice apropiado en el ““precio”” al cual se llega por la 
conjunción de estos dos elementos: valor en cambio de 
la mercadería y circulante que habitualmente se requiere 
en un país para finalizar por el pago las transacciones. 
Es claro que los precios así obtenidos deberían oscilar 
sólo teniendo «en cuenta la producción y las necesidades 
del mercado internacional, debido a los resultados de las 
cosechas, a las condiciones en que se desarrolla el trabajo, 
valor de la materia prima, del combustible lo de los 
transportes, aumento o descenso de los salarios, etcétera. 
Pero el sistema de los números índices ha señalado flue- 
tuaciones extraordinarias de tal naturaleza, en los últi- 
mos tiempos, que revelan claramente que los precios han 
estado gobernados y sometidos a la influencia de un fae- 
tor indudablemente artificial y extraño a su naturaleza 
intrínseca. Este factor no es ni puede ser otro que el de 
la falta de concordancia entre el movimiento económico 
y la circulación monetaria. Así dice John Maynard Keynes, 
refiriéndose al riesgo que corren industriales y comer- 
ciantes debido a las oscilaciones de los precios: '“Una 
parte considerable del rieseo resulta de las fluctuaciones 
del valor “*relativo”? de una mercadería comparada con 
el de las mercaderías en general durante el lapso de 
tiempo que corre entre el principio de la producción y 
la época del consumo. Por esta parte, el riesgo es inde- 
pendiente de los caprichos de la moneda y debe ser eon- 
jurado por métodos a que aquí no cabe referirnos. Pero 
un riesgo considerable resulta también de las variacio- 
nes de la moneda. Durante la lenta marcha de la pro- 
ducción, los hombres de negocios efectúan sus gastos en 
moneda — gastos de salarios y otros — con la esperanza 
de recuperar sus desembolsos cambiando más tarde el 
. producto contra la moneda. ln otros términos, el mun- 
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do de los negocios, considerado en su conjunto, se en- 


cuentra siempre colocado en una situación en la cual 


debe aprovechar del alza de los precios y perder en la 
baja (1) 


Pero aparte de ello, cuyo desarrollo nos alejaría de 


nuestro actual objetivo, lo importante es que bajo un ré- 
cimen de precios normales el comercio, la industria y la 
avricultura se desenvuelven regularmente, puesto que 
las previsiones para el futuro descansan en una base só- 
lida y firme. Pero sobreviene una superabundancia 0 
una rarefacción repentina del medio circulante, los pre- 
cios se desequilibran como consecuencia de la inflación 
o de la ““deflación””, y en el sistema económico se intro- 
ducen espejismos que traducen una prosperidad engaño- 
sa o muestran los síntomas de un mal que no existe. Es 
que un elemento arbitrario ha aparecido y donde antes 
todo era seguridad y certidumbre se convierte en confu- 
sión y álea. | 

Claro es que una elevación artificial de los precios fo- 
mentando los negocios y la especulación conduce fatal- 
mente a la superproducción si no a la crisis. Pero donde 
se ven claramente los resultados perniciosos es en la baja, 
que no solamente produce la inactividad industrial o co- 


mercial, sino que el descenso del valor del “stock”? de 


mercaderías, debiendo hacer frente a gastos efectuados 
calculando un precio superior, coloca en situación indu- 
dablemente difícil a industriales y comerciantes, que se 
revela por sus ruinosos resultados, traducidos en arre- 
elos, concordatos y quiebras. Y es evidente que el erédito 
bancario tampoco pudo venir en auxilio de ese comercio 
y de esa industria amenazados por el desastre en Plena 


vitalidad, puesto que los descuentos no pueden basarse - 


(1) Op. citada, p. 53. 
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más que en los depósitos y éstos no constituyen más que 
una cifra multiplicada de la circulación monetaria. 

Un mecanismo basado, pues, exclusivamente en el can- 
_je automático del papel por oro y del oro por papel, y 
que produce el aumento o disminución del medio eircu- 
lante, de acuerdo al desarrollo de las relaciones econó- 
micas con el exterior, no es suficiente, porque carece de 
los medios necesarios para precaver las circunstancias 
críticas a que nos hemos referido, a saber: el aumento 
excesivo o la rarefacción del medio circulante, producien- 
do una contracción o una expansión del mismo, respecti- 
vamente, para volver a la normalidad. Estos defectos no 
sienifican que el sistema sea malo, sino que es necesario 
corregirlo por medio del redescuento y del contralor de 
la tasa del interés. 

El sistema de encaje proporcional supone que aumen- 
tando o disminuyendo la circulación monetaria debe tam- 
bién aumentar o disminuir proporcionalmente la garan- 
tía en metálico y la representada por documentos. De 
manera que hasta el límite del tanto por ciento fijado 
por la ley, siempre es posible la emisión de billetes de 
Banco con la garantía de esos documentos, por lo que la 
posibilidad de emitir esos billetes es infinita, tanto como 
lo sea el monto de la circulación. El sistema proporcional 
da a ésta un alto grado de elasticidad, permitiendo no 
sólo hacer frente a una demanda repentina de circulante, 
sino también precaver las erisis, para lo que dispone del 
instrumento poderoso del redescuento. Así, en una elr- 
culación en la que el 50 por ciento esté cubierta por me- 
tálico y el 50 por ciento por documentos, si 500 millones 
de pesos papel tienen su contravalor en oro, la circulación 
puede llevar hasta 1000 millones, pues siempre queda un 
margen de emisión de 500 millones susceptible de ser 
evarantizada con documentos. Si el oro afluyera al país 
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en forma en que no ya 500 millones sino 700 millones tu- 
vieran su equivalente en metálico, podrían ocurrir dos su- 
puestos; o bien que ese aumento del ““stock”” aurífero 
tenga su correlativo en un incremento de las transaccio- 
nes internas del país, o bien que no lo tenga. En el pri- 
mer caso el aumento de la emisión reseuardada por oro 
hará posible también el de la garantida por documentos, 
en forma tal que será posible llevar dicha emisión tam- 
bién de 500 millones a 700 millones de pesos papel, siendo 
la cireulación en total de 1400 millones. Mientras que en 
la segunda hipótesis bastará limitar el redescuento o bien 
dar al oro entrado al país que supere la proporción de 
garantía un destino diverso. Como se ve, en este sistema, 
el Banco emisor posee así amplia libertad de acción para 
aumentar o restringir el volumen de la circulación fidu- 
ciaria, permitiendo, por otra parte, dar al oro que sobre- 
pase el porcentaje legal un destino útil. 

Claro es que tiene el inconveniente de que las exporta- 
ciones de oro repercuten en forma desfavorable sobre la. 
cireulación provocando un rápido descenso de la misma, 
porque si suponemos siempre que 500 millones de pesos 
papel tienen su contravalor en metálico y salen del país 
88 millones de pesos oro resultará que la circulación ex- 
perimentará una doble reducción. Primero, de 200 millo- 
nes equivalentes a los 88 millones oro, que deberán re- 
tirarse, y segundo, la que proviene del hecho de que 
para poder mantener la garantía metálica del 50 por 
ciento deberá también reducirse la emisión representada 
por papeles comerciales y otros documentos. No teniendo 
entonces más que 300 millones su garantía en oro, esa 
emisión no podrá exceder tampoco de 300 millones, por 
lo que en conjunto, un egreso de metálico por 88 millones 
habrá reducido en 400 millones papel la circulación fi- 
duciaria. 
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Es conocido el sistema de encaje del Banco de Ingla- 
terra, en el cual, de acuerdo al Act de Robert Peel de 
1844, se ha asignado un límite fijo de emisión garantido 
por títulos del Estado, fuera del cual no puede emitir bi- 


Jletes sin tener su contravalor en oro. Claro es que en 


este sistema una exportación de metálico no provoca una 
reducción tan veloz del medio circulante. Lo mismo se 
puede decir del ideado por el conde de Witte para el 
Banco Imperial Ruso, en el que fijando una circulación 


límite, la cual por partes iguales esté garantizada por 


metálico y por documentos, fuera de aquél no se emite 
papel si no está. reseuardado íntegramente por oro. Así, 


“si esa circulación está constituída por 1000 millones, la 


mitad, o sea 500 millones, está garantizada por oro y los 
otros 500 por documentos, y pasando los 1000 millones 
la garantía metálica va continuamente en aumento. Si la 
circulación llega a 1500 millones, la varantía metálica es- 
tará representada por el 66.66 por ciento. Claro es que 
en este supuesto una exportación repentina de oro no 


disminuirá, probablemente, el monto cirdulatorib más 


que en la medida exacta del papel correspondiente al oro 
exportado. Pero este sistema, al par que dificulta el aco- 
modo de la cifra de los medios de pago al desarrollo de 
la economía, exige un gran “stock”? de oro para hacer 
viable una circulación adecuada. Y en el supuesto que se 


lo posea, las deficiencias del sistema proporcional serán 


muy hipotéticas, pues siempre quedará el recurso de dis- 
poner del oro que excediendo del límite de garantía aslg- 
nado por la ley se haya destinado a otros usos. 

El sistema del Banco de Inglaterra (currency pr- 
ciple) es singularmente rígido, habiéndose visto abocado 
en ciertas circunstancias a graves erisis. De aquí que se 
aspire a reformarlo, habiendo dicho recientemente el pre- 


sidente del Westminster Bank, Mr. Walter Leaf, en un 
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artículo publicado en The Financial Times, que puede 
ser considerado como cierto que en Gran Bretaña no se 


volverá más a un límite inflexible para las emisiones fi- 


duciarias, puesto que ello no ha tenido éxito. Recuerda 
que el plan adoptado por el sistema de Reserva Federal 
en Estados Unidos, y que ha sido seguido con ciertas 
modificaciones en los reglamentos establecidos por el 
plan Dawes para el nuevo Reichsbank alemán es el si- 
euiente: ““El Banco Central tiene el derecho exclusivo 


de emitir billetes contra un encaje de oro y ciertos do-- 
cumentos. El oro debe ser normalmente mantenido al 
nivel de una cierta proporción de billetes en circulación, 


pero se le concede la facultad de que esta proporción se 
reduzca mediante el pago de un impuesto sobre el déficit, 
impuesto que se gradúa de acuerdo a una escala fácil- 
mente aplicable y que debe reembolsarse agregándolo a 
la tasa del descuento cobrado por el Banco a su cliente. 


Por ejemplo, un Banco de la Reserva Federal de los Es- | 
tados Unidos debe normalmente guardar en caja 40 por 


ciento en oro del monto de los billetes que tiene en clr- 
culación; pero si esta proporción se reduce, se le aplica 


un impuesto de 1 por ciento sobre el déficit, mientras que 


la proporción no descienda a menos de 32 1/2 por ciento; 
debajo de esta cifra el impuesto es de 1 1/2 por ciento, 
a lo menos, por cada 2 1/2 por ciento de déficit. Pero al 
lado de esta limitación severa, aunque no rígida del por- 


centaje del encaje metálico que se debe mantener, se en- 
cuentra el privilegio de poder utilizar integralmente el 


depósito por la parte restante de la garantía consistente 
en documenos y especialmente en buenos efectos comer- 
ciales provistos de tres firmas: la del librador, la del 


aceptante y la del Banco que lo redescuenta. Así, en tiem-- 
pos de crisis los Bancos pueden llevar al Banco Central 
el papel que ellos han descontado a sus clientes y hacerse 


E 


_ 
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devolver el numerario por aquél hasta la concurrencia de 
una suma que no es aca más que por la tasa del des- 
cuento que deberán pagar?” 

Volviendo. ahora al proyecto del Poder Ejecutivo, ve-- 
mos que en lo que se refiere a encaje de la circulación fi- 
duciaria adopta el sistema proporcional, con lo que se co- 
loca dentro de las tendencias modernas sobre la materia. 
Claro que es discutible la organización que se ha dado 
al mismo, especialmente en lo que se refiere a que se ga- 


rantiza únicamente el 80 por ciento de la éireulación f- 


duciaria, dejando un margen de 20 por ciento inconver- 
tible, que aumentará a medida que lo haga el monto total 
de la moneda circulante. Igualmente el escaso porcentaje 
asienado a la garantía en documentos comerciales, (15 


por ciento), igual a la representada por fondos públicos, 


también 15 por ciento, por lo que convendría ampliar la 
de esos documentos, dejando la. proporción del oro se- 
llado en el 50 por ciento que nos parece apropiado. Otra 
crítica a hacerse es la de que no se especifica lo que se 
entiende por “documentos comerciales de fácil realiza- 
ción”, cuando lo prudente hubiera sido fijar un plazo 
máximo a los mismos como en la ley 9479. Convendría 


también que el redescuento no se limitara a las institu- 


ciones bancarias particulares, pues las puede haber, y las 
hay, oficiales, tan dignas como aquéllas de ser favoreel- 
das con el mismo. | 

Fuera de ello es evidente que el redescuento que se 
auspicia será el instrumento eficaz para regular las ne- 
cesidades de numerario que se experimenten, y si a esto” 
se agresa una sana política de propaganda y difusión 
del cheque, así como una legislación penal especialmente 
severa para los que lo utilicen para cometer defraudacio- 
nes, se habrá dado un gran paso adelante en el sentido 
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de propender al desarrollo de nuestro organismo de cré- 


dito y bancario. 
IT UNIDAD MONETARIA Y CIRCULACIÓN METÁLICA 


Estudiada la primera parte del proyecto de reforma 
monetaria presentado por el Poder Ejecutivo Nacional 
al Congreso, hemos visto que las disposiciones que se es- 
tablecen en el mismo acerca de encaje y redeseuento son 
dignas de encomio, puesto que llenan una verdadera ne- 
cesidad de la producción y de la circulación, adecuando 
la elasticidad de la moneda y la potencialidad del ceré- 
dito al actual desarrollo económico. 

La segunda parte se refiere al cambio de la unidad mo- 
netaria, substituyendo al actual “peso”? por el *fnacio- 
nal””, introducción de la circulación metálica y nuevo sis- 
tema de monedas, pero no creemos que ella consulte en 
la misma forma que la primera parte del mencionado 
proyecto las necesidades reales del país. Es cierto que 
bajo el régimen monetario vigente tenemos virtualmente 
una doble unidad representada por el peso oro de la ley 
de 1881 y por el peso papel, ya que sus respectivos va- 
lores no concuerdan entre sí, puesto que el último vale 
cuarenta y cuatro centavos del primero, y que esta cir- 
eunstancia introduce aleunas perturbaciones en la con- 
tabilidad y ajuste de cuentas, especialmente con el ex- 
terior y el cambio. ¿Pero ello puede justificar una refor- 
ma de la naturaleza de la emprendida, haciendo cambiar 
de valor y nombre a una moneda rodeada de la confian- 


za general del país? Y que en materia monetaria la cues-. 


tión “confianza?” tiene una importancia primordial nos 


lo ha demostrado hace tres años la restauración de la mo- 


neda alemana a base del ““rentenmark””. Es sabido, en 


efecto, que a mediados de 1923 el curso del marco papel 


e 


CUESTIONES ECONÓMICAS Y FINANCIERAS 157 


llegó a índices inverosímiles en relación con el marco oro, 
y con el dólar y la libra; pues bien, cuando ya parecía 
no haber recurso humano para evitar la debacle finan- 
ciera y política del Reich, Karl Helfferich presentó en 
la Dieta el proyecto de creación del ““rentenmark””, el 
que después de ser modificado en aleunos puntos esen- 
ciales se convirtió en ley el 15 de octubre de 1923. Lo 
fundamental de esta ley consiste en la formación del 
Banco Alemán de Rentas, cuyo capital se constituía por 
medio de un crédito de 3200 marcos oro, cuyo gravamen 
lo soportaban **espontáneamente”” el comercio, la indus- 
tria, la agricultura y los Bancos, y por el cual se abonaba 
un interés de 6 por ciento en marcos oro. Ahora bien: 
- partiendo de la base de ese crédito, el Banco emitía cer- 
tificados o letras de renta por las cuales se pagaba 5 
por ciento de interés en marcos oro y, a su vez, por el 
importe de las letras en su poder, el Banco emitía bille- 
- tes del ¡Banco de Rentas o ““'rentenmark””. El éxito coronó 
esta iniciativa de estabilizar la moneda alemana, pues se 
reconoció en seguida por todos al “rentenmark”” como 
mareo oro, y él se debe, indudablemente, a los factores 
de orden psicológico que principalmente se tuvieron en 
cuenta al proyectarlo, pues desde el momento en que to- 
dos los entes de la economía se constituyeron en garantes 
solidarios de la moneda que se creaba, era justo que la 
rodearan de todo el erédito y la confianza que se tenían a 
"sí mismos y de que se hallaban animados. He aquí, pues, 
un easo típico en que se puede ver claramente la impor- 
tancia imponderable que poseen la fuerza de sugestión 
y la confianza en materia monetaria. 

Refiriéndonos de nuevo al proyecto del Poder Ejecu- 
tivo, se comprendería que se tratara de cambiar el nombre 
y valor de una moneda de un pasado borrascoso y de in- 
erato recuerdo, y así se explica que la moneda que 
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hoy se cotiza en Rusia no sea el rublo sino el ““tchervo- 
netz””, y que la que se usa en Alemania no sea el marco 


sino el ““reichsmark””, a base de oro, creado por la ley 


monetaria del 11 de octubre de 1924, y que fué el subs- 
titutivo lógico del ““rentenmark”” a que nos hemos re- 
ferido. Pero en lo atingente a nuestro peso papel, su sl- 
tuación a partir de 1899 mo ha hecho más que consoli- 


darse y en los últimos tiempos no ha experimentado más 


decaimiento que el originado por la crisis monetaria unl- 


versal de la conflagración, el que a todas luces es pasa- 


jero y del que ya se está reponiendo. Además, las. cos- 
tumbres y los hábitos de un pueblo constituyen un factor 
no despreciable tratándose de un asunto que afecta de 


una manera tan general a todos los habitantes del país, 


y, no habiendo ninguna razón de peso, ¿por qué ir con- 
tra esas costumbres y esos hábitos, que indudablemente 
originarán una reacción de desconfianza, por pequeña 
que sea? Unase a esto las perturbaciones que se origina- 
rán en el comercio, en la agricultura y en la industria, 
ya que negocios planeados bajo la antigua unidad mone- 


taria deberán resolverse bajo la nueva, así como los im- 


convenientes derivados de que todas las avaluaciones, ya 
sean privadas o públicas, deberán reducirse a la nueva 


moneda, lo mismo que los cáleulos estadísticos, acciones. 
y títulos de renta, la contabilidad, documentos, depósitos 


en los Bancos, obligaciones, montos dle deudas, amorti- 
- zaciones, presupuestos de gastos e impuestos. | 

Por otra parte, el actual peso papel posee una base 
científica, puesto que representa 44 centavos del peso 


oro, el que se halla ajustado al sistema métrico decimal. 


En efecto, dicho peso oro se encuentra contenido 620 ve- 
ces en un kilogramo de oro puro de 900 milésimos de 
fino, es decir, que un kilogramo de oro de 900 milésimos 
vale 620 pesos oro. Nuestro peso oro tiene, a la paridad, 
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un valor cercano al del dólar (1.036 $ oro), equivaliendo 
a cinco unidades de la Unión Latina (igual a una pieza 
de oro de cinco francos), y un múltiplo del mismo peso, 


el argentino, tiene un valor casi equivalente al de la li- 


bra esterlina, pues ésta vale $ 5.04 oro. De manera que 
el argumento del Poder Ejecutivo, por el cual se adopta 
la unidad correspondiente a 20 centavos oro, valor del 


franco a la par, en virtud de las vinculaciones de la Re- 


pública con los países que poseen esa unidad monetaria 
no tienen mayor consistencia, aparte de que países de 
mayor importancia comercial son los Estados Unidos e 
Inglaterra, y los que poseen también monedas más esta- 
bilizadas y de mayor valor en oro. Y si se quisiera supri- 


mir la doble unidad existente, lo más legal y adecuado 


sería, en primer lugar, dar cumplimiento al propósito 


esencial de la ley de conversión, para lo que se hace ne- 


cesario equilibrar el presupuesto, consagrando anualmen- 
te una partida para amortizar las emisiones anteriores 


ó a 1899, recurriendo en parte a las utilidades del Banco 


de la Nación, y en segundo, restablecer el pleno imperio 
de la ley de moneda de 5 de noviembre de 1881. 

El proyecto tiende también a substituir la actual err- 
culación fiduciaria por una mixta de oro y billetes, reali- 
zándola por medio de la acuñación que determina el ar- 


tículo 20 del proyecto y por la conversión de 1.017.869.565 
“pesos moneda nacional de la actual emisión en dos millo- 
nes 243.713.043 “nacionales”?, de acuerdo a lo especifi- 
cado en los artículos 22 y 17, aunque la conversión se 
halla diferida en cuanto a la fecha y al procedimiento 
a lo que determine el Poder Ejecutivo con noventa días 


de antelación al día en que comience la operación. ¿Pero 
existe realmente alguna fundada conveniencia para el 
país por el hecho de poseer una circulación metálica al 


lado de la fiduciaria? No lo creemos, y si es cierto que el 


” 
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oro posee el prestigio de su color y su brillo, él no aven- 
taja al de una simple moneda de papel, cuando ésta está 
asentada en las sólidas y firmes bases de la confianza y 
el erédito. de 

De aquí las ventajas del régimen actual en que la unidad 
metálica es puramente de cuenta, no existiendo otra cir- 
culación que la del papel, pero un papel que suma a las 
buenas cualidades inherentes a la moneda de oro, en lo 
que se refiere a su valor y confianza de que está rodea- 
da, las que provienen de su propia naturaleza, o sea su 
carácter manuable y la inexistencia del desgaste, aparte 
del ahorro de los vastos de acuñación, pues la impresión 
y renovación representan un gasto mínimo. La no acuña- 
ción de los signos metálicos debe mirarse, no siendo mo-. 
nedas divisorias, no como una desventaja, sino como un 
beneficio. Por otra parte, la circulación mixta de bille- 
tes y oro, si bien hasta hace relativamente poco era con- 
siderada como una buena práctica monetaria, se va aban- 
donando cada vez más — tal el caso de Francia en que 
la moneda metálica casi ha desaparecido por completo 
— en virtud de que no presenta más que inconvenientes 
y especialmente porque en la mayoría de los países, el 
valor del oro como mercadería es superior al del mismo 
como moneda. De manera que lanzadas a la circulación 
monedas de ese metal, no tardan en desaparecer para ser 
consagradas a usos comerciales. Además, no es lógico 
esperar que la circulación interna del oro vaya a traer 
como resultado la valorización de nuestra moneda, pues 
como bien se ha hecho notar, países que poseían esa cir- 
culación han visto decaer sus signos monetarios, tales, 
por ejemplo, Inglaterra y Suiza, en los que la libra y el 
franco suizo se cotizaban debajo de la par en relación 
al dólar. Es que la desvalorización de los símbolos mone- 
tarios, en realidad, no tiene nada que ver con la acuña- 
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ción del metal oro sino que se relaciona con la prohibi- 
ción de exportarlo, ya que el verdadero valor del oro 
como moneda reside estrictamente en su capacidad para 
saldar los pagos internacionales. Y la depreciación que 
ha sufrido y sufre aun nuestro peso se debe precisamente 
a que todavía no se ha restablecido la libre circulación 
de oro en el mundo, que nos impide abrir la Caja de Con- 
versión y por lo tanto, que ese metal reasuma la función 
económica que le está asignada, equilibrando los cambios, 
a pesar de la derogación del decreto que mantenía el em- 
bargo del oro en el país. Por último la circulación a oro 
puede justificarse cuando por razón de la tradición y 
costumbres, la moneda de ese metal posea un prestigio 
irreemplazable, pero no cuando, como entre nosotros, ella 
no se conoce y surtiría el efecto de una innovación en los 
usos diarios. 

En cuanto a la acuñación de la moneda de plata, tam- 
bién autorizada por el proyecto del Poder Ejecutivo, no 
vemos que exista ninguna razón justificada para ello. 
El bimetalismo nominal a que estamos sometidos y cuyo 
carácter se conserva en el proyecto, no alcanza a dar a 
la plata poder liberatorio ilimitado ni amplia libertad de 
acuñación por los particulares. Las ventajas del mono- 
metalismo oro son cada vez más reconocidas, debido tanto 
al escaso valor del metal blanco así como a las fuertes 


- oseilaciones que ha experimentado en el mismo. Hoy la 


moneda de plata es utilizada principalmente como mo- 
neda divisoria y auxiliar, y bajo este aspecto, la moneda 
de níquel realiza entre nosotros perfectamente esa fun- 
ción. 

Por fin, como el argumento más decisivo quizás en fa- 
vor de la iniciativa que propugna en favor del cambio 
de unidad monetaria, el mensaje del Poder Ejecutivo re- 
marca el significado que encierra la expresión de que el 


11 
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peso papel vale 44 centavos oro, en el sentido de que ello 
implica una degradación del valor de la moneda, una si- 
tuación de excepción que debe solucionarse y un descon- 
cepto del peso argentino en el extranjero. Pero si es cier- 
to que al discutirse el proyecto de ley de Conversión, 
como recuerda el mensaje, voces sumamente autorizadas 
calificaron duramente como fraudulenta la entrega del 
billete con valor nominal de un peso papel, contra cua- 
renta y cuatro centavos oro, actualmente esta alusión 
respecto del tipo en que se ha estabilizado el peso papel 
no nos parece que constituya una razón de consistencia 
para justificar la reforma de nuestra unidad monetaria. 
Lo que subsiste como digno de censura en el sistema es- 
tablecido por la ley de 1899 no es precisamente la rela- 


ción legal entre el oro y el papel cuyas fluctuaciones se - 


han evitado, sino la existencia de una emisión inconver- 
tible de 293 millones sin que se haga nada para ponerle 
fin, pues la promesa del artículo 1%. quedaba supeditada 
a la oportunidad en que creyera conveniente el Poder 
Ejecutivo fijar por decreto la fecha, modo y forma de 
la conversión. En realidad, mientras ésta no se efectúe, 
ella implica la existencia de un empréstito forzoso hecho 
por la comunidad toda al gobierno de la República, sin 
servicio de intereses, por lo que su amortización debe con- 
siderarse como un deber. El proyecto del Ejecutivo no 
dice nada a su respecto. (1) 


(1) El Dr. Norberto Piñero propone garantizar la emisión 
inconvertible que hace parte de nuestra circulación fiduciaria, por 
medio de títulos del Estado. Así, dice: *““Desde luego, es menester 
garantir íntegramente la antigua emisión, a eargo del gobierno 
nacional, anterior a la ley del 4 de Noviembre de 1899. El fondo 
de conversión no es suficiente para ello. Los 30.000.000. de pesos 
oro, que lo constituyen, garantizan, a razón de 0.44 oro por peso 
papel, 68.181.818 pesos con 18 centavos moneda legal. Queda un 
saldo mayor, pero no es necesario que toda la garantía consista 
en oro. El fondo se debe transferir totalmente a la Caja de Con- 
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Pero en lo que se refiere al valor en oro del peso pa- 
pel, no existe una razón intrínseca para que su valor 
nominal y efectivo sean concordantes, como dice el men- 
saje, puesto que no se trata más que de relaciones de va- 
lores perfectamente conocidos y fácilmente reducibles 
por medio del cáleulo. Y no creemos que el hecho de que 
nuestro papel esté avaluado en 44 centavos oro produzca 
impresiones desfavorables en el exterior, toda vez que 
allí únicamente se aprecia nuestra moneda de acuerdo al 


movimiento de los cambios y éstos no tienen tanto que 


ver con la organización monetaria interna sino con los 
resultados del comercio internacional, más bien dicho, 
con los de la balanza de pagos internacionales en lo que 


toca a nuestro país. 


versión; y por el saldo, restante, hasta cubrir el monto de la 


emisión, se debería dar un bono de deuda pública de 99.000.000 
de pesos oro, próximamente.” La Moneda, el Crédito y los Bancos 


en la Argentina, p. 389. Más adelante, el Dr. Piñero recuerda que 


en 1911, el ex ministro de Hacienda Dr. Rosa expuso un proyecto 
en el mismo sentido y que a los títulos que se emitieran, conven- 
dría fijar una renta y amortización de 5 y 1%, respectivamente, 
Cita también el ejemplo del Banco de Inglaterra, en el cual una 


garantizada por títulos. 


parte de su emisión — 18.450.000 libras esterlinas — se halla 
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La ley de conversión — Su significado económico 


Al sancionarse la ley de conversión (1899) la necesi- 
dad impostergable y urgente para la normalización de las 
transacciones y en generál de las relaciones económicas, 
tanto públicas como privadas, perturbadas por una mo- 
neda depreciada, era la del saneamiento de la moneda 
y por eso el fin propuesto fué el de transformar el papel 
utilizado cómo medida del valor, fluctuante de acuerdo 
a las necesidades de la plaza, del gobierno y aun de las 
maniobras de la especulación, en el ““standard”” reputa- 
do entonces como inalterable en su valor de cambio: el 
oro. Pero si el propósito era plausible, no se contaban 
con los medios necesarios para llevarlo a cabo, y por 
eso fué que se dejó para un futuro decreto del gobierno, 
la oportunidad, la forma y modo de llevar a efecto la 
mencionada operación, aunque desde ya se trataba de 
facilitarla por la creación del Fondo de Conversión. 

Sin embargo, y como medida provisional se estableció 
el canje de 44 centavos oro por un peso papel, y recí- 
procamente, y esto, que de acuerdo a las disposiciones de 
la ley sería momentáneo, debía devenir por la fuerza de 
las circunstancias y de los hechos económicos, a cuya pre- 
visión es a menudo ajeno el arbitrio y la voluntad del 
legislador, en la función fundamental de la Caja de Con- 
versión, causa visible del afianzamiento y del magnífico 


desarrollo de la institución. Estas circunstancias y estos Be 


hechos económicos, fueron, sin duda alguna, los consti- 
tuídos por el incremento considerable que adquirió en el 


último cuarto de siglo nuestro comercio de exportación, 


derivado fecundo de la colonización, de la inmigración, 
de la intensificación de las relaciones amistosas con los 
países del viejo continente, así como de la paz interior y 
exterior de que ha disfrutado el país. Y como los pagos 
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internacionales en último término debían resolverse en 
oro, resultó que el excedente de la exportación sobre la 
importación, y demás pasivo económico, significó, año a 
- año, embarques de metálico para nuestro país que fué 
formando un tesoro que llegó hasta los 470 millones de 
pesos oro. | 

De esta suerte, y a pesar del ineumplimiento efectivo 
del motivo aparente de la sanción de la ley de conver- 
sión, pues los 293 millones de pesos de curso forzoso 
emitidos con anterioridad a 1899, aun no tienen su con- 
travalor en metálico, el problema de hallar una euber- 
tura en oro a nuestra moneda ha desaparecido, pues llá- 
mese “un peso papel”? a la actual moneda corriente, o 
désele cualquier otra denominación, lo cierto es que a 
ese peso corresponde una cantidad cierta y determinada 
de oro, y mientras esa relación esté estabilizada, no se 
debe pedir más. Tanto más, cuanto que las emisiones am- 
teriores a 1899 se han confundido con las posteriores, 
perfectamente garantizadas, de manera tal, que, en con- 
- junto, todo el papel existente tiene un elevado encaje me- 
tálico, y el que seguirá una línea ascendente mientras es- 
temos bajo el imperio del régimen actual y a medida 
que aumente la circulación monetaria. 

El Poder Ejecutivo en el mensaje con que acompañó . 
el proyecto sobre reforma del régimen de conversión y 
unidad monetaria presentado en 1924, se refiere a la 
necesidad de que el valor escrito de nuestra moneda con- 
cuerde con el de su avaluación en Oro, pero, ¿qué ob- 
-jeto tendría en que el peso papel representara justamente 
un peso oro, cuando lo que se busca es una medida del 
valor que carezca de instabilidad, del mismo modo que 
las medidas de peso, longitud o volumen? Precisamente, 
los sistemas monetarios basados en el patrón oro, lo ha- 

cen en razón de la ausencia de alteraciones bruscas en 
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su valor, regulado por las condiciones de su limitada pro- 
ducción y utilización, pero nada más. Y si a un sistema 
de circulación fiduciaria, tal como el de la “circulación - 
controlada””, de Keynes, al oro ya no se le hace desempe- 
ñar este rol preponderante (no existe tampoco una ab- 
soluta fijeza respecto del valor de este metal) y se con- 
sigue dar a la moneda una estabilidad análoga o aun ma- 
yor, sería perfectamente adoptable. Así dice Keynes: 
“¿Los defensores del antiguo patrón no reparan como él 
“está alejado ahora del espíritu y de las necesidades de 
los nuevos tiempos. Un patrón no metálico reglamentado, 
ha pasado desapercibido. El existe. Mientras que los eco- 
nomistas dormitaban el sueño secular, despojándose de su 
manto, vestido de harapos de papel, se ha precipitado 
en el mundo real, por mediación de hadas malévolas, 
siempre más poderosas que las buenas, que son los mi- 
nistros de finanzas”? (1). Y al decidirse al final de su 
obra por el sistema que preconiza, en lo que se refiere a 
Inglaterra, lo hace en virtud de las oscilaciones a que 


puede obedecer el valor del oro, en su mayor parte con- 3 


centrado en los Estados Unidos, según la política que siga 
el Federal Reserve Board. 
En realidad, el resultado a que se llegó con la aplica- 
ción de la ley de conversión es a lo que se llama hoy una 
““devaluation””, aunque eso no hubiere sido exactamente 
el propósito de sus iniciadores. Y ello no ha traído apa- 
rejado una injusticia, y no ha habido ninguna defrauda- 
ción a los tenedores de billetes, puesto que las emisiones 
anteriores a 1899 lo fueron de un papel depreciado y 
al que se consideró que, término medio, correspondía un 
valor de 44 centavos oro. Por otra parte, el saneamiento 
total de la moneda, si bien hubiera beneficiado a los 


(1) Op. citada, p. 198. 
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acreedores, habría redundado en perjuicio del comercio 
y de la industria, de todos aquellos que en cierta medida 
utilizan capitales ajenos, aplicándolos a empresas que 
- Crean trabajo y transforman las condiciones naturales y 
económicas, y que, en definitiva, constituyen el nervio y 
el alma de un país. No es posible resolver las cuestiones 
financieras haciendo abstracción de los problemas eco- 
nómieos que le son anejos, ya que no constituyen más 
que distintas fases de un mismo proceso productivo, y 
a este respecto, si es condenable la inflación sistematizada 
y con fines fiscales, no es posible afirmar tampoco que 
una vez producida, el remedio para llegar a la normali- 
zación consista en producir una situación inversa de 
““desinflación”? (*“deflation”?). Es por esto que no sería 
deseable para los respectivos países, por ejemplo, que 
Francia e Italia volvieran al franco y a la lira con el mis- 
mo valor anterior a su baja, no solamente porque ello 
multiplica ría en forma prodigiosa las deudas de guerra y 
-—post-guerra de esos países, sino también por sus desas- 
trosas consecuencias económicas internas. El ejemplo de 
Inglaterra es sugerente, pues el restablecimiento del pa- 
trón oro ha sido marcado por una profunda crisis de 
las industrias del carbón, del hierro y del acero, la que 
se debe no solamente a la concurrencia de países de mo- 
neda depreciada, sino también a la desfavorable situación 
en que se ha colocado a los empresarios e industriales, 
“(por lo común deudores), frente a los poseedores de ca- 
pitales (acreedores) como consecuencia de la valorización 
de la libra. 

Se han puesto repetidas veces de manifiesto los incon- 
venientes de todo orden que acarrea la emisión exagerada 
de moneda fiduciaria, sin resguardo metálico, o por lo 
menos bajo el amparo de interdicciones legales para su 
canje en oro. Cuando estas emisiones superan el monto 
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de los medios de pago requeridos por el desenvolvimiento 
de la vida económica, de acuerdo a la teoría cuantitativa 
de la moneda, fatalmente se produce su desvalorización, 
ya que la moneda, considerada como tal, y sea cual fuere 
su especie, no tiene otra utilidad que la derivada de su 
valor de cambio, es decir: la utilidad de las mercaderías 
que ella puede comprar. Así, permaneciendo invariable 
la cantidad de dinero líquido que el público necesita or- 
dinariamente, determinado por el monto del *““poder de 
compra?*”, que desea conservar y transportar consigo, y 
el que a su vez se halla influenciado por la riqueza de 
dicho público así como por sus costumbres para liquidar 
las erogaciones, es evidente que un exceso de moneda en 
circulación debe ser marcado por una baja en su valor. 
de acuerdo a la ley de la oferta y la demanda. Y esta 
desvalorización se halla sintomatizada por dos hechos: 1, 
elevación de los precios internos; 2%. depreciación de la 
moneda nacional frente a los símbolos extranjeros. Pues 
si bien es cierto que cuando todas las circulaciones mone- 
tarias del mundo reposaban sobre la base del oro, estos 
dos fenómenos no eran forzosamente concomitantes (1), ya 


(1) Así, manifiesta Augusto Arnauné: ““La depreciación del 
cambio y la del billete, aparecen así como ligadas. Pero ello no 
sucede siempre. El cambio puede estar depreciado sin que el bi- 
llete lo esté. La disminución del poder de compra del billete no es 
una consecuencia fatal de su inconvertibilidad de derecho o de 
hecho. Su valor puede conservarse íntegro o bien disminuir, según 
el crédito que conserve o el descrédito que sufra. Si el público 
acepta, como moneda, promesas de pagar que no son actualmente 
pagables en buenas especies, es porque no duda de que ello, algún 
día ha de suceder. Si cree él asegurado un próximo retorno. al 
régimen normal, toda depreciación puede cesar. Pero, en seme- 
jante caso, la par del billete no acarrea la par del cambio. La 
imposibilidad de liquidar en metálico los balances deudores lo 
impide. La pérdida sobre el cambio puede entonces subsistir a la 
pérdida sobre el billete y puede también precederla. Las recí- 
procas no son verdaderas: la pérdida sobre el billete siempre va 
acompañada de la pérdida en el cambio.”? Op. citada, p. 198. 


p 
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que los cambios extranjeros variaban por sobre o debajo 
de la par, debido principalmente a los resultados del co- 
mercio exterior, y hasta un cierto límite marcado por los 
gastos del transporte de la moneda de un país a otro, ellos 
reposaban, fundamentalmente, en el monto real de oro 
contenido en cada unidad monetaria. Pero actualmente, 
debido al estado de inconversión real de muchos países, 
las cosas han cambiado, y la elevación de los ““index-num- 


bers*? de los precios repercute sobre los cambios, de 


acuerdo al poder de compra de la moneda extranjera en 
su país, en forma tal que el eurso del cambio entre la mo- 
neda nacional y una moneda extranjera, debe tender, en 
estado de equilibrio, a ser un término medio entre el po- 
der de compra interno de la moneda nacional y el de 
la moneda extranjera, en el país extranjero. Esta teoría 
enunciada por el profesor Cassel, la ha llamado **pari- 
dad del poder de compra””. 

Pero lo que nos interesa ahora, es el alza de los precios 
por acción de la desvalorización del medio circulante, 
producida por la moneda inconvertible emitida. Su 
consecuencia inmediata es lo que se ha llamado gráfica- 
mente “la huída ante la moneda””; la inflación equivale 
a un impuesto «sobre su uso, que incide precisamente 
sobre aquellos que la poseen, por lo que todos tratan 


- de desprenderse de ella lo más rápidamente posible, sea 


adquiriendo inmuebles, mercaderías u otro elemento ca- 
pitalizable, o bien, consumiendo una riqueza que muy 
pronto perderá considerablemente su valor. Esto, induda- 
blemente, provoca aun más la caída de la moneda, y 
como la elevación de los precios repercute sobre el de los 
salarios, materias primas, combustibles, sueldos, intere- 
ses del capital, impuestos, gastos públicos, se exige de 
más en más la impresión de billetes de banco, y esto, a su 


vez, acentúa la desvalorización, por lo que se permanece 
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en un círculo vicioso, en el que los diversos factores men- 
cionados, obrando ora como causa, ora como efecto, con- 
cuerdan de consuno y solidariamente a mantener el plano 
inclinado de la depreciación monetaria. Tal ha sido, por 
otra parte, la reciente experiencia del rublo, de la corona 
austriaca y del marco. En el proceso que acompaña a la 
inflación, todas las relaciones de índole económica, sean 
comerciales, civiles o industriales, se subvierten, y al con- 
cepto del valor, resultante del costo de producción, del 
trabajo empleado, de la escasez o abundancia, o si se 
quiere, hasta de factores de orden psicológico, pero ex- 
plicables todos, como teniendo una hase cierta en el modo 
de ser del hombre y en la naturaleza de la producción 
para el mercado, se subroga un ente arbitrario que actúa 
como un dios caprichoso y despótico, que asigna a las mer- 
caderías precios fantásticos, variables a cada nueva emi- 
sión, sin relación alguna con los salarios ni con los precios - 


del exterior, que cercena o aniquila fortunas que se te- E 


nían por volidfsiimas, libera a los deudores, provoca con- 


siguientemente el alza de la tasa del descuento, y en re- ; 3 
sumen trastroca todo aquello que sea susceptible de ser - 


avaluado en dinero con respecto a sus poseedores. 


Pero en definitiva, el período inflaciorrista se halla ca- q 


racterizado, sobre todo, aparte de los perniciosos efectos 
de índole general a que nos hemos referido, generados 
en la imposibilidad de que se produzca un reajustamiento 


simultáneo de todos los valores a cada nueva emisión, y - 3 


aparte también de la imposición disfrazada que implica, 
gravando «a todos los habitantes en relación con el papel 
que se posee, por un traspaso de riqueza de parte de los 
capitalistas a los empresarios, industriales o comerciantes, 


de acreedores a deudores, o más bien dicho, de aquellos - dE. 
que comúnmente poseen y facilitan dinero contante ha- 


cta aquellos que lo necesitan y toman prestado. Es así ex- 
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-plicable la ruda oposición que halló M. Caillaux por parte 


de los banqueros, cuando tratando de solucionar la crisis 
financiera francesa, intentó facultar al Banco de Fran- 
cia a hacer una nueva emisión de billetes. El hecho es 
perfectamente claro, ya que al entregar el capitalista al 
empresario una suma de dinero, sea con anterioridad al 
período inflacionista o al iniciarse éste, es indudable que 


- efectúa el préstamo en una moneda de valor muy 


superior a la que se le devolverá, ya que la misma con- 
serva su curso legal y poder cancelatorio. De aquí nace 
un enriquecimiento inesperado del empresario y un em- 
pobrecimiento equivalente del capitalista, lo que a to- 
das luces es injusto e inequitativo, puesto que él no está 
subordinado a ninguna contraprestación especial de mer- 
caderías o servicios. Claro es que la reacción viene en se- 
guida y con el objeto de compensar la futura pérdida por 
la causa indicada, el capitalista eleva la tasa del descuen- 
to en los nuevos préstamos, la que alcanza pronto alturas 
inverosímiles, pero como ella también es un factor coad- 
yuvante del proceso, aparte de la imposibilidad de pre- 
ver la fluctuación futura exacta de la moneda, el equi- 
librio no se restablece. No se lo consigue tampoco sufi- 
cientemente con las cláusulas de pagar en moneda sana 
o en especie metálica, o teniendo en cuenta el agio, por- 
que establecido el eurso forzoso del billete, pronto se san- 
cionan leyes como las francesas de 1790 y 1793, en el pe- 
ríodo revolucionario, y las de 1914, 1918 y 1924, durante 
y después de la gran guerra, y aún en nuestro país es 
dable recordar el decreto del diez de mayo de 1826 re- 
elamentario de la ley del mismo año que estableció el 
eurso forzoso para los billetes del Banco Nacional. De 
acuerdo a este decreto, toda condición que en los contra- 
tos de venta, locación, préstamo u otro cualquiera que, 
por su naturaleza induzca obligación de dar a cierto plazo 
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una cantidad de dinero, tendiera a excluir la interven- 
ción de la moneda corriente, para hacer efectivos los pa- 
gos, se tendría como no puesta y sin valor ni efecto al- 
guno. Todas estas leyes tratan de prohibir las cláusulas 
de pago en moneda metálica a que nos hemos referido, 
llegando hasta imponer penas en virtud de un preten- 
dido principio de bien público. Más aun: se ha dicho que 
por el solo hecho de la existencia del curso forzoso, sin ne- 
cesidad de establecer prohibiciones especiales, debía fa- 
cultarse al deudor para liberarse en la moneda corriente, 
y considerarse nulas las disposiciones que trataran de 
burlar a aquél y estipularan el pago en moneda sana. 
Pero, evidentemente, aquí al postulado político de la sa- 
lud pública y la conservación del Estado, se lo ha que- 
rido llevar demasiado lejos, pues no es posible arrasar 
en esa forma con el principio jurídico de la libertad de 
las contrataciones surgidas a raíz de un libre acuerdo de 
voluntades. Los tribunales, por otra parte, así lo han en- 
tendido, y en la República, bajo el actual régimen de 
suspensión de la conversión de papel en oro, se han dado 
fallos condenando a pagar en metálico a los que así se 
habían obligado con anterioridad a la sanción de las leyes 
que establecieron aquél. Esta es también la opinión del 
profesor Józe, agregando que en cuanto a las cláusulas 
de pago en metálico redactadas habiendo previsto las 
partes el eurso forzoso, no deben considerarse nulas sino 
solamente paralizadas, y con fuerza ejecutoria una vez 
que haya cesado el mismo (1). En cuanto a la ley y al 
decreto de 1826, que hemos mencionado, fueron modifi- 
cados por la ley de 1828, la que estableció que los con- 
tratos que contuvieran la promesa de pagar en moneda 
metálica, en moneda efectiva, en moneda de plata o de 


(1) La technique du crédit public, p. 190. 


OS 
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oro, etc., debían ser ejecutados de acuerdo a su tenor li- 
teral y riguroso. . 

Se ve, pues, esbozados a grandes rasgos, los extremos 
a que conduce la emisión desconsiderada de billetes in- 
convertibles, y tal era la situación de nuestra República 
en 1899, y tal ha sido recientemente la que ha atravesado 
Rusia, Austria y Alemania, y que aqueja hoy especial- 
mente a Francia, y también a Italia. Claro es que, su- 
perficialmente, parecería que el remedio apropiado para 
salir de ese estado, consistiría en hacer recobrar al billete 
su antiguo y verdadero valor, haciéndolo corresponder 
exactamente con la cantidad representativa de metálico. 
Esto es, corregir la inflación por el procedimiento inver- 
so de la desinflación (*“déflation””). Hacer recuperar al 
billete su antiguo valor y volver al patrón de oro, es 


por lo tanto el *“desideratum”” de muchos estadistas, que 


a este fin consagran todas sus energías, aplicando sus es- 
fuerzos al objetivo de formar la reserva metálica sufi- 
ciente. Tarea gigantesca en la actualidad para los países 
europeos, puesto que no solamente supone una situación 
industrial y comercial eminentemente próspera, que haga 
posible afrontar sin peligro la libre exportación de oro y 
el restablecimiento de los pagos en ese metal, sino tam- 
bién una situación financiera saneada que permita con- 
sagrar los excedentes del presupuesto al retiro de los bi- 
lletes emitidos sin garantía y a amortizar la deuda exte- 
rior, cuyo monto acrecería en forma fabulosa como re- 
sultado de la valorización producida. Todo ello, sin con- 


tar el arreglo previo de las deudas interaliadas, que gra- 


vitan como una constante amenaza sobre los Estados 
deudores, y las que una vez consolidadas, el cumplimien- 
to normal de las obligaciones contraídas quedará condi- 
cionado en lo futuro por el éxito de la aplicación del 
plan Dawes, referente al pago de las reparaciones así 
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como a la capacidad de pago por parte de Alemania, 
¿Pero es que verdaderamente para volver a la norma- 
lidad monetaria hay que recurrir al procedimiento de la 
revalorización? Un análisis más profundo de los hechos, 
efectuado con un criterio realista, de exacta apreciación 
de las condiciones económicas, de los efectos que se pro- 
ducirían con la vuelta de los signos monetarios a su va- 
lor de ante-guerra, así como de las formas y modalida- 
des que afectaría una involución repentina del actual : 
estado de cosas monetario, en su relación con los diversos 
intereses que a él se vinculan, nos conduce a contestar 
negativamente la pregunta formulada. En realidad, lo 
que interesa, no es la valorización de la moneda al nivel 
anterior, sino su estabilidad, pues las variaciones del va- 
lor del billete, sea en el sentido del alza o de la baja, 
tiende siempre a producir funestos resultados en-la es- 
tructura económica. Es así que el ahorro es expuesto a 
las alternativas de una verdadera lotería, que el espíritu 
de empresa decaiga, pues los cálculos más minuciosa- 


mente llevados se ven desbaratados aute un alza repen- 


tina de las materias primas o de los salarios, por ejem- 
plo, y también el de trabajo, cuyo índice baja cuando 
se introduce el factor suerte en todos los campos en que 
se aplique. Si la inflación produce en último término un 
traspaso fortuito de riqueza de manos de los capitalistas 
a la de los empresarios, la valorización de la moneda va 
acompañada de un fenómeno análogo pero contrario, es- 
to es, por la entrega forzada de riqueza de los industria- 
les o comerciantes hacia los poseedores del capital dinero. 
Y conste que esto mo involucra ninguna sanción justicie- 
ra, puesto que, como se comprenderá, las operaciones rea- 
lizadas en el curso de la inflación, ya tienen en cuenta a 
ésta y su futuro desenvolvimiento, por lo que no produ- | 
ciría efectos reparadores de ningún género. Aparte, claro 
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está, de que no hay porqué suponer que los capitalistas y 
empresarios del período inflacionista, ni las relaciones 
que existan entre ellos tengan que identifiearse con los 
del período de valorización. Y con este agravante: de que 
la clase que en este caso sufre esta suerte de expropiación 
forzosa a favor de otra, es la que constituye la que se ha 
dado en llamar “las fuerzas vivas del país”? es decir, 
aquellas que son un elemento dinámico en la vida econó- 
mica, que dan sostén y provecho a las otras, y propulsan 
el progreso general del país. Todos aquellos que desempe- 
Dan un papel activo de trabajo en el comercio y la in- 
dustria, en toda suerte de empresas y que necesitan del 
crédito, dando empleo útil a capitales inactivos, serían 
Justamente los castigados. Aquél que hubiera tomado 
prestado una suma de dinero en el período de inflación, 
deberá devolver el doble o el triple en el de lo 
zación, ya que mientras el deudor deberá pagar la misma 
cantidad de moneda, sus mercaderías habrán perdido la 
mitad o las dos terceras partes de su valor, por la baja 
de precios producida. Y es aquí el momento de hacer una 
observación: si alguna ventaja de índole general posee la 
inflación, consiste precisamente en que significa fomento 
de la industria nacional, y en que constituye una prima 
a la exportación. Recuérdese sino el caso de Alemania du- 
rante la caída del marco y el de Francia, en la actuali. 
dad. (Febrero de 1926). Pero la valorización repentina 
de una moneda depreciada nos presenta el reverso de la 
medalla, y ella significa entonces estancamiento y para- 
lización del movimiento industrial y disminución de las 
exportaciones. 

Transformar, pues, toda la circulación fiduciaria de- 


preciada en circulación a base metálica de acuerdo a su 


valor escrito, con el objeto de volver a darle su valor 
 amterior al curso forzoso, aun en el caso, muy difícil de 
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que ocurra, de que las cireunstancias lo hicieran factible, 


implica un error, un grave error, casi equiparable al de 
la inflación, sin dejar de reconocer los excelentes pro- 
pósitos que por regla general lo inspiran. Ello trae como 
consecuencia fatal un dislocamiento de todo el sistema 
de valores en que se basa la compleja economía moderna, 
formada de múltiples relaciones de interdependencia, es- 
pecialmente con relación a los contratos efectuados con 
anterioridad al comienzo del período de valorización y 
aun durante todo su curso, ya que él sigue por lo gene- 
ral una línea ascendente, sin excluir los consiguientes re- 
trocesos. Baja de los salarios nominales de los obreros y 
por lo tanto huelgas y fenómenos concomitantes, reduc- 
ción de los precios de las mercaderías y por lo tanto in- 
gentes pérdidas para comerciantes e industriales que han 
comprado materias primas y combustibles a precio subi- 
do, restricción del crédito, y, por consiguiente dificultad 
en los pagos, duplicación o triplicación de las deudas, 
y de allí situación afligente de empresarios y en general 
de todos los que operan a crédito, y hasta imposibilidad 
de pago para ciertos deudores, como los hipotecarios, 


que ven reducidas sus entradas, sea de sueldos, alquile- 


res, ete. 


En “resumen, tanto la inflación como la desinflación, 


acarrean pésimas consecuencias para el organismo eco- 
nómico de la Nación, dado que introducen el factor suerte 
en todas las transacciones y negocios, haciendo imposible 
un cáleulo aproximado y más o menos exacto de Sus 
resultados, puesto que, al tener en vista en mayor o me- 
nor escala la eventualidad futura del curso del cambio,. 
inconscientemente aparece la especulación que sigue una 
determinada tendencia alcista o bajista. Se arraigan así 
en el individuo funestos hábitos de juego, el que pierde 
la confianza en el propio esfuerzo para no pensar sino 
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en el giro propicio de la rueda de la Fortuna, que pa- 
sará a sus manos la riqueza duramente adquirida por 
otros. Las alteraciones de la moneda deben, pues, ser 
colocadas entre las causas más fecundas de perturba- 
ciones del orden y la paz social. 

Lo que hay que buscar, pues, como la solución fun- 
damental del problema, es la estabilidad monetaria. Y 
cuando a consecuencia de necesidades apremiantes del 
erario público y en defecto de otros recursos, se ha re- 
currido a la emisión del papel moneda sin garantía pro- 
duciendo así una situación inflacionista, el remedio no 
puede residir indefectiblemente en la valorización al ni- 
vel anterior, por todo lo que llevamos dicho, sino en la 
estabilización a un nivel adecuado. Cabe, pues, realizar, 
como lo ha preconizado Keynes, no un proceso de desin- 
flación (déflation), sino uno de ““dévaluation””. Un do- 
ble objeto debe perseguirse, a saber: impedir, por un 
lado, toda nueva emisión inconvertible y tender sólo a 
una valorización razonable, y por otro, fijar un nuevo 
valor legal en oro a la moneda de papel, de acuerdo a 
la situación alcanzada. 

La ley de conversión de 1899, no hizo otra cosa que 
practicar esta devaluación a que aquí nos referimos, con- 
templando así una profunda realidad económica. La erí- 
tica que se le debe hacer, no reside, pues, en el hecho 
de haber estabilizado el valor del peso papel en 44 cen- 
tavos oro, sino en la cireunstancia de que no se la ha eum- 
plido en todas sus partes, manteniendo en la inconversión 
a las emisiones anteriores a la ley. No es, pues, el caso 
de repetir palabras que calificaban duramente a un pro- 
cedimiento financiero que ha reportado beneficios incal- - 
culables al país y que es auspiciado por los financistas 
más afamados de la hora actual y seguido por las na- 
ciones del viejo continente. En realidad, no existe des- 


-178 | MANUEL L. LOPEZ VARELA 


doro alguno por la circunstancia de que nuestro peso | 
papel valga 44 centavos y no un peso oro, y la inicia- 
tiva de convertir toda la circulación fiduciaria de pesos 
papel 1,319.797.739.72 econ un encaje en oro de pesos 
451.782.984.01 en circulación de valor nominal y dde 
tivo equivalente, carece de finalidad, pues sea cual fuere. 
la denominación que demos a nuestro papel moneda, 
siempre resultará en definitiva que él se halla resguar- 
dado por una de las garantías metálicas más elevadas 
del mundo: cerca del 80 por ciento. Y esto nos basta. F 
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El proyecto de consolidación 


A fines de 1925 el Poder Ejecutivo de la Nación in- 
cluyó en tercer lugar, entre los asuntos sometidos a la 


consideración del Congreso en las sesiones extraordina- 


rias, el que se refería a la consolidación de la deuda del 
gobierno con el Banco de la Nación, por letras de Teso- 
rería redescontadas en este establecimiento y que asciende 
a la cantidad de 332.500.000 pesos. 

La transcendencia e importancia de este proyecto para 
la economía y finanzas del país es innegable, puesto que 
abarca en su finalidad estos dos grandes objetivos: 1. 
la amortización de nuestra excesiva deuda flotante; 20. 
la expansión de la circulación bancaria. Trataremos a 
continuación suscinta y separadamente estos dos tó- 
picos. 

Respecto del primero, es sabido que una excesiva deu- 
da flotante, constituída por vencimientos a corto plazo 
y de la cual las letras de tesorería forman uno de los 
elementos más considerables, constituye una constante 
amenaza contra la estabilidad financiera del Estado. Esa 
deuda, que se justifica únicamente cuando nace y se ex- 
tingue dentro del mismo ejercicio, para nivelar en el 
transcurso del mismo los gastos con los recursos, pierde 
entonces toda su significación. Y si en tiempos norma- 


les y de abundancia del dinero, puede el gobierno hacer- 


le frente por medio de renovaciones periódicas, cireuns- 
tancias de diverso orden pueden precipitar los pedidos 
de reembolso y colocar a la administración en una situa- 
ción difícil y hasta de falencia. 

Pues bien, la deuda no consolidada ascendía en 31 
de diciembre de 1914 a 245.648.539 pesos habiendo lle- 
gado en 31 de diciembre de 1922 a 869.804.250.85 


pesos debido, sobre todo, a la política de los déficits pre- 
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supuestivos crónicos. La tendencia a la amortización 
eradual de esta deuda flotante iniciada acertadamente 
por la actual administración nacional consiguió reducirla 
a pesos 632.338.190, que es la cifra del 30 de junio de 
1925. Pero, como se ve, el monto de esta deuda 
es aun muy elevado y de ella ha dicho recientemente el 
profesor Gastón Jeze: *“Esta enormidad de la deuda flo- 
tante es la característica infalible de la mala administra- 
ción financiera. Es la señal segura de una gran crisis 
económica o política o de una administración financiera 


defectuosa. Ceneralmente es resultado de una política de | 


déficit presupuestivo. Tal es el caso de la Argentina””. 
Es evidente, que, en el futuro, el único medio de evi- 


tar la acumulación de la deuda flotante debe ser-el equi- 


librio del presupuesto, pero, ¿cuál es la forma de amot- 
tizar la que existe en la actualidad? No puede ser otra 


que el impuesto, pero claro es que no es posible hacer 0-0 


cidir toda la carga tributaria en un solo ejercicio finan- 
ciero, por lo que es necesario repartirla en un cierto nú- 
mero de años. En otras palabras: es menester recurrir al 
empréstito. Pero, ¿será éste a corto o a largo término ? 
¿Repartiremos la carga impositiva en pocos 0 muchos 
años? Se impone la primer solución, ya que las genera- 
ciones futuras no tienen porque cargar con impuestos 
cuyos recursos no les han producido beneficios de nin- 
gún orden, por no haberse consagrado a obras reproduc- 


tivas o de seguridad común. El empréstito debe ser a 3 


corto término, y en este sentido es acertado el proyecto 
del Poder Ejecutivo, el que en el mensaje de remisión, 
expresa que el servicio de los títulos requerirá un au- 
mento de 17.500.000 pesos en el presupuesto de la Deu- 
da Pública. 

También es cierto que la consolidación de la deuda 
traería como resultado la expansión de la circulación 
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bancaria. Los 332.500.000 pesos que se tratan de amorti- 
zar están representados por letras de tesorería en poder 
del Banco de la Nación, el que ve inmovilizados, por lo 
tanto, una gran parte de sus recursos en operaciones 
que salen de su rol, e imposibilitándolo de cumplir am- 
pliamente su misión como Banco de descuentos, propul- 
sando la economía general del país. El monto de las le- 
tras de tesorería que era de 113 millones de pesos en 
1915 fué en constante aumento hasta 1922, en que ascen- 
dió a 440 millones, bajando en junio 30 de 1925 a 
381 millones. En cambio, en la progresión creciente de 


las letras detentadas por el Banco de la Nación no hubo 


ninguna baja apreciable, pues de 65 millones de pesos que 
sumaban en 1915 aumentó en 1922 a 270 millones y en 
junio del corriente año a 332.500.000, Se ve, pues, que 
la mayor parte de las letras de tesorería actualmente en 
circulación están en poder de dicho Banco. 

La situación se halla agravada, por lo tanto, por esta 
cireunstancia, ya que no sólo están en juego los intereses 
ocasionales del gobierno, sino también los permanentes 
y superiores del país, y con ello hasta se han rebasado los 
límites legales, ya que por su Carta Orgánica el Banco 
de la Nación no puede prestar al Poder Ejecutivo más 
del 20 por ciento de su capital. Es ello, sin embargo, una 
consecuencia necesaria derivada de la organización dada 
a dicho Banco, '“como Banco de Estado””, influenciado 
por este motivo por la presión ejercida por las necesida- 
des fiscales. El verdadero remedio no podría significar 
otra cosa que la transformación de dicho Banco en una 
sociedad anónima, como Baneo mixto; desvinculándolo 
de la esfera oficial, se lo haría servir más eficazmente en 
su verdadero rol de habilitador del comercio y la pro- 
ducción. 

La dependencia del Banco respecto del gobierno se 
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traduce actualmente por un empapelamiento de 332 mi- 
llones y medio de pesos sustraídos al movimiento circu- 
latorio y esto, en momentos en que un progresivo des- 
arrollo económico exige, cada vez más, abundantes me- 
dios de pago y mientras se carece de un mecanismo ere- 
ditorio organizado que dé elasticidad a la circulación fi- 
duciaria. El fenómeno que hizo crisis al levantarse la úl- 
tima cosecha (1924-1925) relativo a la escasez del me- 
dio circulante y que motivó el decreto del Poder Ejecu- 
tivo sobre depósito de oro en las legaciones, no sería di- 
fícil que se repitiera este año, sino se arbitran acertadas 
providencia que lo impidan. En realidad, él no ha sido 
más que una manifestación esporádica de un estado de 
cosas que ha traído como resultado una necesaria res- 
tricción del crédito, y el que se pone en evidencia ob- 
servando el movimiento bancario de los últimos años. 
Así, los adelantos y descuentos que fueron en 1915 de 
1250 millones de pesos aumentaron a 2912 millones de 
igual moneda en Diciembre de 1924, y el encaje en efec- 
tivo de los Bancos que fué en junio 30 de 1920 de 1300 
millones de pesos llegó en enero de 1925 a 659 millones. 

El depósito de oro en las legaciones, por otra parte, no 
fué más que un expediente temporario, que si bien tuvo 
benéficas consecuencias, procuró quizás beneficios extra- 
ordinarios a los Bancos que se acogieron al decreto, en 
forma de intereses, sin sufrir quebrantos en el cambio, 


teniendo, al contrario, un resultado perjudicial para la 


eotización de nuestra moneda. Pero a necesidades de ca- 


rácter permanente deben responder también medidas del 


mismo orden y es evidente que en este sentido la solución 
está en el uso moderado y eficaz del redescuento. El pro- 
yecto de consolidación contempla esta faz importante del 
problema y es así que expresa que el Banco de la Nación 
podrá redeseontar su cartera en la Caja de Conversión, 
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previa autorización del Poder Ejecutivo, hasta una suma 
equivalente al 30 por ciento de los títulos de consolida- 
ción que tenga en su poder. Sin embargo, esta disposi- 
ción ha sido suprimida por la Comisión de Presupuesto 
y Hacienda al expedir su dictamen favorable al proyecto, 
y realmente, no se alcanza a ver el motivo de dicha su- 
presión, a no ser que haya ereído que existe en aquélla 
un peligro inflacionista. Pero es de remarcar que la emi- 
sión contaría no solamente con la garantía de las letras 
descontadas sino también que no podría exceder del 30 
por ciento de los títulos de consolidación, en poder del 
Banco, por lo que, en el caso extremo de que no pudiera 
colocar ningún título, no sería mayor dle 105 millones de 
pesos, lo que no representa más que un 10 por ciento. 
de la circulación. Además, el redescuento es una Opera- 
ción financiera común en muchos países y de grandes 
resultados cuando es eficazmente controlado. La noción 
de su necesidad 'se va imponiendo entre nosotros desde 
que se va acrecentando el movimiento económico y co- 
mercial interno, lo que se haya favorecido por nuestra 
eran reserva de oro que permitiría efectuar las operacio- 
nes de redescuento dentro de un marco de gran seguridad 
y siempre que se mantuviera clausurada por el momento 
la Caja de Conversión, ya que su apertura, en las actua- 
les condiciones mundiales (1), no solamente haría imposl- 
ble las mismas, sino que tendría como lógico resultado la 
agravación de la insuficiencia monetaria. 

El proyecto de consolidación contempla, pues, no sola- 
mente el problema de la circulación bancaria, propia- 
mente, sino también la monetaria en la disposición a que 
nos hemos referido y que ha sido suprimida por la Comi- 
sión, sin tener en cuenta que hay otra grave circunstan 


(1) En 1925, 
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cia a favor de la misma. Y es la de que el proyecto ex- 
presa que se autoriza al Poder Ejecutivo para emitir, 
econ intervención del Crédito Público Nacional, hasta la 
suma de 350 millones de pesos, en títulos que se denomi- 
narán “Internos de Consolidación 1925”” y que llevarán 
un interés del 5 y 1/2 por ciento, pagadero por semestre 
y 4 por ciento de amortización acumulativa, agregando 
que el Banco de la Nación Argentina recibirá estos títu- 
los directamente del Gobierno Nacional a 95 por ciente 
eomo cotización provisional, con destino a cubrir el im- 
porte total de las letras de tesorería redescontadas en el 
mismo Banco. Ahora bien: no efectuándose el empréstito 
en el extranjero sino en la Argentina, es de notar que el 
mercado interno de títulos se halla absorbido por las cé- 
dulas hipotecarias y los emitidos por trabajos públicos 
que devengan un interés del 6 por ciento, es decir, medio 
punto más que los de consolidación. De aquí que no se 
puede estar muy seguro acerca del éxito que tendrá el 
Banco de la Nación al querer colocar los títulos entre los 
particulares. Y si es cierto que estos títulos tienen deter- 
minadas ventajas como ser el corto plazo, la exención de 
impuestos y la posibilidad de caucionarlos hasta por el 
80 por ciento de su valor, quizás estas circunstancias 
no tengan una influencia suficientemente poderosa para 
inclinar a los capitalistas hacia ellos. 

Es por esto que el Banco de la Nación puede hallarse 
en la posibilidad de no poder desprenderse de los títulos, 
por lo que la operación no significaría para él más que 
un cambio de papeles, con un interés superior, es cierto, 
pero con un vencimiento dilatado, y en lo que se refiere 
a sus relaciones con el público se hallaría en la misma si- 
tuación que en la actualidad. Es por esto que considera- 
mos desacertada la supresión de la disposición a que nos 
hemos referido. 


El comercio: Su rol social-económico 
LOS VALORES DE LA CIVILIZACIÓN Y EL COMERCIO 


Los valores de la civilización adquieren distinta impor- 
tancia en las diversas épocas de la historia y la prepon- 
derancia de uno de ellos es lo que marca y caracteriza 
a una civilización determinada. Así, pueden ser enalteci- 
dos los valores materiales, los morales o los intelectuales. 
En la Edad Media, predominaban los del segundo orden 
y así se pudo denominar cristiana a su elvilización; con 
posterioridad a la Revolución Francesa el culto de la ra- 
zón y el filosofismo dió a la civilización de ese tiempo un 
acentuado matiz intelectualista; y por fin, en la época 
actual se posponen las discusiones religiosas o las espe- 
culaciones puramente intelectuales al bienestar del in- 
dividuo y de la sociedad. Progresan las ciencias y las 
artes, se hacen a diario nuevos descubrimientos e inven- 
tos con el fin único o principal de aumentar las comodi- 
dades y el ““confort”” 

Es pues un ideal netamente materialista el que se per- 
sigue, por lo que son los valores de este orden los que 
marcan la pauta de la actual civilización. Esto no sig- 
nifica que se desdeñen los valores religiosos, éticos o in- 
telectuales, sino que están colocados en un plano secun- 
dario con respecto a los primeros. Su importancia de- 
pende, por lo general, sólo de su eficiencia con relación 
a aquellos, 

El significado que se atribuya al comercio así como la 
función social que se le asigne, dependerá de la época y 
hasta del país que. se considere. Tanto más será impor- 
tante esta última cuanto más se hallen en puja los valo- 
res materiales a que nos referimos. En efecto; el comer- 
cio persigue en primer término el acrecentamiento de la 
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riqueza y el aumento del bienestar por el mejor aprove- 
chamiento de aquella realizada por el cambio de los pro- 
ductos de las distintas regiones de la tierra. Esta finali- 
dad económica, objetiva y concreta, es pues, eminente- 
mente de orden material. Es cierto que subsidiariamente 
el comercio tiene también fines culturales y morales de 
transcendencia, pero siempre se hallan subordinados a 
aquél (1). | ; 

El rol social que desempeña el comercio adquiere en 
nuestra época más importancia que en ninguna otra, 
porque él tiende a hacer efectivos sus ideales, que radi- 
can, como hemos dicho, en el enaltecimiento de los valo- 
res de orden práctico, ya que se hace converger todo 
en su eficiencia respecto del bienestar individual y social. 


EL FENÓMENO CAMBIARIO Y EL COMERCIO 


El comercio, considerado como una actividad en el que 
emplean sus energías y desarrollan sus medios de acción 
una parte considerable de los miembros de las sociedades 
modernas tiene, si se lo considera desde un punto de 
vista general, dos órdenes de fines: uno de carácter sub- 
Jetivo, el lucro, inherente a toda industria y que es un 
fin utilitario que contempla al individuo. Otro de índole 
objetiva, que hace abstracción de las personas para no 
fijarse más que en la colectividad y el que es un fin des- 
interesado que carece de todo alcance inmediato: la me- 
diación cambiaria. La función social del comercio se 
realiza especialmente por esta última finalidad. 


(1) Dice Jerónimo Boecardo: “Una historia del comercio es 
una historia de la civilización; y los pueblos que han poseído un 
gran florecimiento económico fueron siempre grandes también en 
las ciencias, en las artes, en las letras, en las armas y en todos los 
elementos de la vida política??”. Historia del comercio, de la indus 
tria y de la economía política, p. 12. 
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El cambio es un fenómeno inherente a la naturaleza 
humana que nace de su carácter gregario y de su espíri- 
tu de relación. Estas cualidades sólo han sido negadas 
por ciertos filósofos como Hobbes y Rousseau, pero sus 


doctrinas ya han sido dejadas de lado en la evolución in-- 


cesante de la ciencia. El hombre aislado, solo, es incon- 
cebible; aun en el estado salvaje es menester asociarlo 
a una familia; y decir familia es ya suponer una rela- 
ción cambiaria entre sus componentes. La mutación de 
los objetos indispensables para la existencia, de familia 
a familia, de tribu a tribu, de clan a clan, de ciudad a: 
ciudad y por fin de país a país, debía venir luego, cuan- 
do el hombre fué abandonando sus prácticas primitivas 
y avanzando en el camino de su perfeccionamiento. 

El cambio, como fenómeno económico, se impuso en 


las relaciones sociales con la fuerza irresistible de lo que 


era necesario, imprescindible, para que el hombre diera 
un paso decisivo en el lento despertar de la civilización. 
Hay que partir del hecho fundamental de que todo hom- 
bre, en un estado primitivo, tiene las mismas necesida- 


des, posee semejantes instintos e idénticas aspiraciones. 


¿Pero tiene todo hombre también, los mismos medios de 
satisfacer esas necesidades, aplacar los instintos y reali- 


- Zar sus aspiraciones? Es forzoso convenir que no, y de- 


Jando aparte el problema de la capacidad de cada sujeto 


para desenvolverse en la vida y ciñéndonos solamente a 
las condiciones exteriores, es fácil ver que la diversidad 
elimatérica, la situación geográfica distinta, la existen- 
cia o no de un anterior trabajo humano que hubiere mo- 
dificado favorablemente el medio natural, la facilidad o 
dificultad de las comunicaciones, las aptitudes diversas 


de los distintos agrupamientos humanos, la mayor o me- 


nor cultura o predisposición congénita, hace que los pro- 
ductos de la tierra o los artículos de la industria se en- 
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cuentren desigualmente repartidos en las diversas regio- 
nes de la tierra y en los distintos conglomerados sociales, 
de donde resulta que unos carezcan en absoluto de de- 
terminados productos que a otros sobran en exceso y re- 
ciprocamente. 

Era pues indispensable nivelar esta situación que no 
es posible concebirla en su último límite sin que haya des- 
aparecido toda idea de civilización y de vida más o me- 
nos superior. Pero si el cambio se, imponía como un factor 
primordial de cultura económica, diversos elementos se 
conjuraban para dificultarlo y hacerlo imposible. El 
hombre ha debido entonces tratar de destruir esos facto- 
res adversos, empeñando una verdadera lucha por el 
cambio. Así, un elemento desfavorable es el que se re- 
fiere a las grandes distancias que separaban, por lo co- 
mún, a los países que más necesidad tenían de sus respec- 
tivos productos, debido precisamente a la diversidad de 
sus producciones, consecuencia lógica de sus distintas 
condiciones climatéricas y de su situación geográfica. 
Baste recordar la larga serie de viajes iniciados por in- 
trépidos marinos de España y Portugal para hallar nue- 
vas vías al comercio de Oriente, que culminaron en la 
circunnavegación del continente africano y en el descu- 
brimiento de América. El factor distancia mantuvo por 
largos siglos cerrados al comercio de Europa comarcas y 
continentes de producción tan variada y rica como ser el 
Extremo Oriente, América, Africa y Oceanía. Los progre- 
sos de la navegación surgidos a raíz de la invención de la 
brújula, de las nuevas teorías geográficas y más tarde, 
de la invención de la máquina de vapor, hicieron nacer 
para el cambio y por lo tanto para el comercio, un cau- 
dal enorme de nuevas producciones. $ 
Un segundo elemento contrario es el que se refiere a 
las dificultades de tiempo que surgen por la falta de si- * 
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multaneidad de la oferta con la demanda. La parte que 
quiere ofrecer en cambio un artículo determinado puede 
no hacerlo en el momento preciso en que la contraparte 
desee adquirirlo. Este inconveniente debió obviarse con 
la creación de los depósitos de frutos y mercancías de 
toda elase, que se han convertido en nuestro tiempo en 
enormes almacenes, barracas y docks. Jl tercer factor 
adverso consiste en la disconformidad de equivalencia del 
valor de las cosas ofrecidas en cambio. La enorme resis- 
tencia de este elemento a la acción cambiaria se pone de 
manifiesto “a contrario sensu”? si se recuerda el formi- 
dable desarrollo alcanzado por el comercio como resultado 
de la creación de la moneda, que resume en sí todas las 
cualidades y todos los provechos Tan es así que su en- 
grandecimiento constante es fácil verlo siguiendo la evo- 
lución de ese maravilloso instrumento de facilitación de 
los cambios, desde la mercancía moneda hasta los docu- 
mentos de erédito pasando por la moneda metálica, de 
vellón, la moneda de papel y el papel moneda. 

- Muchos otros obstáculos, aparte de los señalados, se 
oponían a la acción cambiaria, pero el hombre, en su 
afán de llegar a esta finalidad económica transcenden- 
tal ha ido limando las resistencias que la dificultaban 
aleanzando a imprimir a la misma un desarrollo for- 
midable. El cambio une hoy en una vastísima red a los 
puntos más diversos y lejanos del elobo haciendo centu- 
plicar la utilidad de las producciones y tendiendo a que 
tanto a esos productos como a los artículos manufactura- 
dos se los eree, no para el consumo propio, sino para el 
mercado mundial. 

Ahora bien; esta beneficiosa labor de tanta transcen- 
dencia para el progreso y para el mejoramiento de las 
condiciones generales de vida es obra en su mayor parte 
del comercio, de donde fluye la importancia de su fun- 
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ción social y económica. Es así que si reparamos en los 
elementos a que nos hemos referido anteriormente y con- 
tra los cuales hemos dicho que actúa la lucha por el cam- 
bio, veremos, que salvo los relativos a la distancia y su- 
presión de las dificultades de comunicación y acerca de 
los cuales el medio más eficaz de combate han sido los 
progresos científicos (navegación, correos, teléfonos, te- 
légrafos y radioelectricidad), a todos los demás los ha 
contrarrestado la acción del comercio y aun podríamos 


decir que también respecto de aquellos ha desempeñado 


una acción eficiente. Basta recordar que el interés de las 
ganancias que había de reportar el comercio con las In- 
dias Occidentales inspiraron los viajes que dieron por 
resultado los más célebres descubrimientos. 


ROL SOCIAL-ECONÓMICO DEL COMERCIO 


El cambio es uno de los elementos primarios de la 


exvilización. Al igual que el lenguaje, la familia y la 


organización política, forma parte del basamento de todo 
el edificio social. El comercio es lo que principalmente 
da vida y desarrollo al fenómeno del cambio, ya que éste 
ha ido adaniriando toda su enorme importancia a medi- 
da que aquél extendía su radio de acción. Podemos pues 
afirmar que la función social- económica del comercio 
consiste en la promoción, realización y estímulo del 
cambio. 

Siendo el comercio un fenómeno particular del cambio, 
aunque de distinta calidad, se comprende que ambos ten- 
gan idénticos modos de actuar favorablemente en el 
acrecentamiento de la riqueza y en la elevación del nivel 
de vida. Además, en la actualidad el comercio abarca lo 
fundamental del cambio; las relaciones entre productores 
y consumidores son escasas y al movimiento cooperativista 
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no se le puede asignar mayor importancia. Por otra 
parte, los muebles constituyen la verdadera riqueza mo- 
derna y a ella se aplica especialmente el comercio, aunque 
en determinados países la ley comprende también entre 
los actos de comercio a la compraventa de Lo 
(Ttalia). 

El comercio propende a la división del bajo Propor- 
cionando los productos de otras regiones así como los 
artículos industrializados de otros países, los habitantes 
de un país o de una comarca determinada pueden apli- 
carse con más eficiencia a la producción a que estén más 


facultados. El trabajo se hace entonces más productivo 


porque permite la especialización y por lo tanto el ahorro 
de tiempo que se perdería en pasar de un trabajo a otro. 

El comercio compensa también las condiciones natu- 
rales de las distintas regiones de la tierra. Un país o un 
sector determinado del mismo no dan más que ciertos 
productos de la agricultura, ganadería y minería o ar- 
tículos industrializados, o a lo menos producen principal- 
mente determinadas mercaderías o bien, en el mejor de 
los supuestos, no produce la diversidad total que nece- 
sitan sus habitantes para llevar una vida civilizada. El 
comercio, que envía el sobrante de la producción de un 
país a aquél en que ésta falta y que a su vez remite al 
primero el sobrante de la de éste último, compensa por lo 
tanto las condiciones naturales de las distintas comarcas 
de la tierra que hace que por sus especiales condiciones de 
orden climatérico, geográfico o demográfico sean en un 
momento dado agrícolas, industriales o mixtas y que 
dentro de esta gran clasificación se hallen especializadas 
en la producción de un ramo determinado de esas gran- 
des categorías. 

Si el comercio permite la división del trabajo haciendo 


ao que los habitantes de un país o de una región se dediquen 
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a aquella ocupación que les rinda más, que la efectúen en 
mejores condiciones y que reporte mayores utilidades, y 
si a la vez compensa las condiciones naturales de las 
distintas comarcas de la tierra haciendo que los habitan- 
tes de una de ellas puedan poseer los productos de todas 
las demás, obtenidos también en las mejores condiciones, 
es evidente que esto conduce a la cooperación económica 
entre las diversas regiones de un país y a la cooperación 
internacional si nos referimos a todas las naciones, ya 
que hace que el trabajo de una sola aproveche a todas y 
que éste le rinda a la que lo realiza la mayor suma posi- 
ble de beneficios, lo que se traduce en definitiva en un 
mayor bienestar general. 

Por otra parte el hombre, en todos los lugares y €n 
todos los climas tiene un mínimo de necesidades, más 0 


menos iguales, que requieren para ser satisfechas, los mis- 


mos productos de la tierra y los mismos artefactos de la 
industria. Existe así una relación constante entre las nece- 
sidades y los medios de satisfacerlas. Pero estos últimos 
se encuentran desigualmente repartidos en todas las re- 
giones y países en virtud de un sinnúmero de causas, 
entre las cuales podemos mencionar la situación veográ- 
fica, las condiciones climatéricas, la población, la exis- 
tencia o no del combustible, las diversas aptitudes indi- 
viduales, la raza, las costumbres y tradiciones de cultura. 
Todo esto que acabamos de enumerar rompe y desequi- 
libra esa relación constante de que antes hablábamos. 
De aquí que sea necesario que el hombre ponga en ejer- 
cicio su actividad para restablecer ese equilibrio roto y 
tender a la normalidad que permita la convivencia y 
progreso. | 
Esta actividad se pone en evidencia por el fenómeno 
““aambio”?, cuyo gran artífice es el comercio que trans- 
porta los productos de una a Otra zona suprimiendo el 
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factor distancia: los conserva, contrarrestando el del 
tiempo, pone en comunicación a los productores con los 
consumidores y por fin, subdivide los productos ponién- 
d'olos al alcance de los mismos. 

Ejerce así el comercio el rol de distribuidor de la pro- 
ducción y se ha dicho con razón que del mismo modo que 
en el cuerpo humano el corazón distribuye la sangre a 
todos los órganos, el comercio distribuye en el mundo los 
elementos de subsistencia que cada región reclama. 

En la actualidad, el comercio hace posible la produe- 
ción para el mercado mundial, lo que le permite adquirir 
un vuelo inesperado, creando continuamente nuevos pro- 
ductos y nuevos procedimientos industriales. La produc- 
ción que se hace solamente en miras del propio consumo es 
necesariamente limitada, estrecha y mezquina. En cam- 
bio, la producción para el mercado, haciendo posible la 
consecución de medios para el logro de todos aquellos 
artículos que no se produzcan en un lugar dado, extiende 
ilimitadamente su campo de acción, se amplifica y. per- 
fecciona. El comercio hace posible y facilita el trans- 
porte de la materia prima, del combustible, de las má- 
quinarias, elementos necesarios para el desarrollo de 
industrias, que se encuentran así vinculadas a la produe- 
ción de aquellos, : , 

Además, el comercio actúa rara leenta en la eco- 
nomía general adaptando la producción de las industrias 
extractivas y manufactureras a las necesidades cambian- 
tes del consumo. La producción para el mercado mundial 
está sujeta a mil fluctuaciones de todo género: elimaté- 
ricas, políticas y económicas, que obran sobre el consumo; 
esto hace necesario la intervención de un intermediario 
que vaya previendo y reajustando continuamente la pro- 
ducción y el consumo, consiguiendo su armonización y 
evitando tanto los períodos de excesiva abundancia como 
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los de escasez. Tiende así el comercio a fijar el precio de 


venta que es el único valedero en las relaciones cambiarias 


evitando de esta manera a la producción un factor de in- 
contables perturbaciones que vendría a trabar el desarrollo 
normal de la misma, ya que introduciría un elemento en 


extremo aleatorio y que no está en condiciones de apreciar 
en debida forma. Crea así el precio de venta que si bien 
debe basarse en el precio de costo, refluye constante- 
mente sobre éste marcándole su límite. Toma pues asu 


cargo funciones en extremo delicadas facilitando el fun- 
cionamiento del engranaje económico. 
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El comercio: Su legislación (1) 


La comisión nombrada por la Cámara de Diputados a 
los efectos de proyectar la reforma de nuestro Código de 
Comercio, vigente desde el 1%. de mayo de 1890, ha em- 
prendido su trabajo (2). Hasta ahora, sólo había sido obje- 
to de modificaciones parciales, como ser la reforma de la 
ley de quiebras de 1902, o de las disposiciones sobre obli- 
gaciones por la ley de Debentures de 1912, habiéndose 


agregado la legislación sobre prenda agraria, ete. 


Con ese propósito ha formulado un cuestionario que ha 
de remitir a todas aquellas personas que por su reconoci- 
da capacidad, competencia y preparación en la materia, 
o por su práctica constante de los negocios, estén en con- 
diciones de emitir una opinión fundada sobre la reforma 
que se proyecta. El número de las preguntas que se con- 
signan nos da una idea de la magnitud de ésta; en efecto: 
se refieren tanto a las cuestiones más abstractas y gene- 
rales del derecho comercial como ser las atingentes a la 
unificación o división de la legislación de las obligacio- 


_nes civiles y mercantiles y a si la enumeración de los 


actos de comercio que hace el código debe ser enunciativa 
o taxativa, como a los asuntos más coneretos y especiales, 
como la concerniente a la posible modificación de las 


disposiciones sobre provisión de fondos en las letras de 


(1) El presente tópico, escapa, en cierta medida, a la índole 
económico-financiera, que poseen todas las cuestiones que son 
tratadas en este Mibro. Considerando empero que la legislación 
mercantil debe amoldarse, si quiere ser eficaz, a la naturaleza 
propia del comercio y a la calidad de las relaciones que se derivan 
del mismo, como también que las normas jurídicas justas, cientí- 
ficas y adecuadas al medio están llamadas a actuar favorablemente 


en el desarrollo y expansión de esta faz tan importante de la 


circulación económica, es lo que nos ha decidido a incluir este 
breve comentario sobre los motivos determinantes, extensión y 
consecuencias de la reforma del Código de Comercio. 

(2) A” Fimes de 1923. 
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cambio, o si en el libro III del Código sería conveniente, 
que, al tratar del abordaje, del salvamento, ete., se intro- 
duzcan los principios sancionados por la Convención de 


Bruselas. Por fin, el cuestionario termina con esta pre- 


eunta que nos indica la extensión que abarca la refor- 
ma: “En términos generales, ¿qué modificaciones deben 
hacerse al Código de Comercio, a fin de ponerlo en con- 
diciones de responder a las necesidades del comercio y 
dentro de la corriente científica moderna?” 

Cuestiones en extremo interesantes tocará resolver a 
la aludida comisión en la preparación del anteproyecto, 
que, de acuerdo con los modernos principios de la tée- 
nica legislativa, deberá someter al juicio del país, es de- 
cir, al de todos aquellos que por sus especiales estudios 
o por la representación que invisten, estén en condicio- 
nes de aportar su concurso a la obra. Referentemente a 
este asunto, la comisión ha entrado en la buena vía al 
establecer la encuesta de que ya hemos hecho mención; 
el ““desideratum>”” sería que se persistiera en la misma y 


que se tratara por todos los medios de organizar la dis-' 


cusión y la controversia pública acerca de las disposicio- 
nes a reformarse. El hecho de que ello tenga por virtud 
complicar la realización de la labor no debe ser óbice, 


pues bastaría tomar ejemplo de la elaboración y sanción 


de los Códigos más adelantados del mundo; ásí, el Có- 
diego Civil alemán promulgado en 1896 y puesto en vigor 
en 1900 requirió cuatro anteproyectos que fueron suce- 
sivamente examinados; el anteproyecto del Código Civil 


suizo fué publicado en 1900, sancionado definitivamente 


en 1907, después de una amplia discusión y puesto en 
vigor en 1912; el brasileño redactado por Clovis Bevi- 
laequa en 1900, fué sancionado recién en 1916 para en- 
trar a regir en 1917. Claro es que estos lareos plazos em- 
pleados para la elaboración de los códigos civiles men- 
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cionados no se requieren para la reforma de nuestra le- 
.gislación comercial, ya que se tiene como antecedente un 
cuerpo compacto y coordinado de leyes, pero nos mues- 
tran la necesidad de efectuar un estudio reposado del 


vasto problema, teniendo en cuenta que una reforma 


precipitada traería perjuicios en lugar de beneficios. 
Entre los tópicos que debe abordar aquella existen al- 
eunos de especial importancia. Así, el referente a la apli- 
cación subsidiaria de los usos y costumbres mercantiles 
a falta de legislación comercial; es evidente que las dis- 
posiciones establecidas en la regla 1 del Título Prelimi- 


nar y en el artículo 207 del Código de Comercio son in- 


suficientes, debiendo reformarse en el sentido de consa- 
erar a los usos y costumbres como fuente del derecho 
comercial en atención al importante rol que juegan en 
las relaciones mercantiles. Otra innovación de importan- 
cia es la relativa a la creación de la sociedad colectiva de 
responsabilidad limitada, ya que en la actualidad es evi- 
dente la situación de injusticia en que se hallan los po- 
seedores de pequeños capitales dedicados al comercio con 
respecto a los grandes capitalistas; en efecto: a éstos 
les queda siempre el recurso de limitar su responsabilidad 
adoptando la forma de sociedad anónima, lo que está 
vedado a aquéllos por los gastos y requisitos que se re- 
quieren. Por fin, pasando por alto numerosas modifica- 
ciones a estudiarse en las actuales disposiciones sobre so- 
ciedades anónimas, seguros, letras de cambio, transpor- 


tes marítimos, hipoteca naval y otras, consideramos como 


una de las reformas de mayor trascendencia la que deberá 
efectuarse en la actual legislación de quiebras, en la que 
desde su sanción se han venido palpando sus numerosos 
inconvenientes en el sentido de dejar amplio campo a 
la mala fe y al fraude. La reforma en este punto, debe 
orientarse en el sentido de dar mayores facultades a los 
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jueces que las que tienen en la actualidad, sobre todo, en 
los procedimientos del concordato preventivo y en la 
salvaguardia de los intereses de los acreedores. 


TI 


La reforma proyectada importa, pues, una revisión in- 


tegral de la legislación comercial y su importancia en 


la economía y en la vida general del país se pone ple- 
namente de manifiesto si consideramos el gran número 
de habitantes, tanto argentinos como extranjeros, y la 
eran masa de riqueza que están sujetos a esta legislación 
de excepción. Ahora bien: ¿cuáles son las causas genera- 
tes que pueden inducir a efectuar una reforma de esta 
transcendencia? Indudablemente, debemos encontrarlas 
en la necesidad de adaptar la levislación a los adelantos 
siempre constantes de la ciencia y a las transformaciones 
que a diario experimentan las operaciones y los proeedi- 
mientos del comercio moderno. (1) Y si es cierto de que el 
Código sancionado en 1889 importó un adelanto sobre el 
antiguo de 1862 (2) que había adoptado determinadas 


(1) ““La estabilidad de las leyes comerciales, mantenida por 
sistema, es un error económico y jurídico. Debe cambiárselas 
tantas veces como sea necesario para garantir el libre desenvolvi- 
miento de la vida comercial. Mantener una legislación inadecuada 
a la actualidad del tráfico mercantil, es invertir la lógica de las 
cosas: es mantener el sometimiento del comercio a la ley, cuando 
lo que debe buscarse es el sometimiento de la ley al comercio. Es 
por esto que Vidari dice que no reformar en Derecho Comercial 
es quedarse atrás.?””? Juan B. Sibur, Comentario del Código de 
Comercio Argentino, T. 1, p. 224. : 

Y más adelante agrega: ““Los problemas del derecho comercial, 
en último análisis, no son problemas jurídicos, sino económicos, 
porque con ellos mo se resuelve en realidad sobre los intereses 
privados del comerciante, sino sobre las conveniencias generales 
del comercio, del cual depende el engrandecimiento y bienestar de 
los Estados. Grave error sería, sin duda, el mantenimiento del eri- 
terio legislativo de hace cincuenta años, cuando la vida económica 
cambia y se transforma incesantemente?”. Op. citada, T. 1, p. 224-5. 


(2) Debe considerarse a este progreso como relativo. Así, Si- 
buru califica la reforma de 1899 como “tímida y mezquina?””, En 


AA RN AA A e E A a di e e A a e dd 
, 5 y o Y S 0) A Ce A o nó - a " RN 


uh 
da 


d 

% 
e, 
e 
3 , 
pS ¿ . 


+] 
$] 


CUESTIONES ECONÓMICAS Y FINANCIERAS. 203 


teorías que en su época se consideraban avanzadas, tal la 
de Einert, sobre la letra de cambio; es también evidente 
que treinta años de vigencia del mismo han traído la 
modificación de conceptos y de normas que él consagró 
de acuerdo al estado de la ciencia y de las peculiarida- 
des del comercio de su tiempo. Pero si ese lapso de tiem- 
po para la vigencia de un cuerpo de legislación es poco 
“tratándose de las disposiciones que reglan las relaciones Ci- 
viles y si ha sido posible celebrar hace dos años el cincuen- 
-—tenario del Código de Vélez Sársfield sin haber experimen- 
tado una reforma fundamental, ello se debe, más que todo, 
a la misma naturaleza de esas relaciones, consagradas por 
instituciones que han variado relativamente poco desde 
el tiempo de Justiniano. : 

En cambio, la legislación mercantil ha surgido cuan- 
do el comercio adquirió el desarrollo y la importancia 
que lo caracteriza en la actualidad, y el comercio hoy 
significa celeridad, confianza, crédito, sanciones especia- 
les y sobre todo, transformación incesante; creación de 
nuevos productos y de nuevos procedimientos que nacen: 
por el intercambio mutuo entre los diversos países, que 
allana barreras y tiende a la uniformidad. Es así como 
en la legislación comercial, al revés de lo que pasa en la 
civil, se han formulado en diversas oportunidades leyes 
internacionales y generales referentes a determinadas ma- 
terias; tal la tentativa de unificar la legislación de la 
letra de cambio y las convenciones acreca de los transpor- 
tes marítimos. 

El carácter internacional e intercontinental del co- 
mercio es el que impide que su legislación posea ese as- 


OS 


cambio, del Código de 1857 redactado para el Estado de Buenos Ai- 
res por Vélez Sársfield y Acevedo y adoptado por la Nación en 
1862, expresa que ““supo innovar con eficacia y espíritu liberal??. 
Op. citada, t. L, pág. 224. 
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pecto particularista que es propiamente la característica 
del derecho común. Este, en su parte fundamental, es- 
tatuye sobre el patrimonio y sobre la familia y en estos 
dos órdenes de instituciones cuya especial organización 
obedece a mil causas, físicas, biológicas, económicas, reli- 
giosas y políticas, se asienta todo el edificio social, que 
tiene matices propios en los distintos países. El comer- 
cio, al contrario, hace solidarias a las naciones en la con- 
secución de las mayores seguridades y facilidades en el 
intercambio mutuo y de aquí que su legislación sea a 
modo de un lenguaje común cuya comprensión las une 
en vez de alejarlas, y es por esto que cuando surge una 
nueva fórmula jurídica, ya de la ciencia, ya de la prác- 
tica, todos los países tiendan a adoptarla, pues que en ello 
les va su propia conveniencia. 

La legislación mercantil como la actividad cuyas re- 
laciones regla, el comercio, tiende, pues, a internaciona- 
lizarse, a universalizarse, y es por esto que cuando en un 
país como el nuestro que tiene un intercambio considera- 
ble con las naciones que marchan a la vanguardia del 
movimiento jurídico moderno, como Inglaterra, Estados 
Unidos, Francia y Alemania, han transcurrido más de 30 
años sin haber reformado dicha legislación, se imponga 
su total revisión para ponerla a la altura y al compás de 
la de los países mencionados. 
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(1) Política económica internacional, p. 12. 


- Política económica internacional 


La política económica internacional estudia, según 
Kobatseh, las evoluciones, las leyes del desarrollo de 
las ideas, de las tendencias y de los procedimientos del 
Estado y de los particulares concurrentes a las rela- 

ciones económicas — tráfico de mercancías, comercio 
de los capitales, movimiento inmigratorio de viajantes, 
de extranjeros, ete. de un país (unidad económica) con 
el exterior, dirigidos a influir y a regular estas rela- 
ciones (1). Dicho autor atribuye -esencial importancia a 
esta disciplina, tanto, que la independiza de la economía 
general, y la erige en ciencia independiente, bien que no 
niega sus estrechas relaciones con otras ciencias, como 
la geografía, la etnografía, el derecho internacional y 
la historia política. Parte del hecho de que todos los 
países están ligados por multitud de relaciones y se 
hallan en contacto los unos con los otros, y para que un 
país pudiera considerarse cerrado a las relaciones eo- 
merciales, debería en primer lugar, satisfacer el consu- 
- mo con su propia producción y renunciar en «absoluto 
a la exportación de cualquier margen de la misma. 
Esto no solamente no sucede en la práctica sino que 
todos los países constituyentes de unidades económi- 


cas, forman una tupida red de múltiples relaciones de 


interdependencia, de manera que una determinada con- 


— ducta comercial de una de ellas refluye inmediatamen- 


te sobre todas las demás. Los progresos de las comu- 


-nicaciones, terrestres, marítimas, aéreas, postales y te- 


legráficas; el imperio del orden y de la estabilidad po- 


lítica en las naciones, la división internacional del tra- 


bajo así como una creciente especialización técnica; la 
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diversidad de climas y de producciones, entre las con 
causas originarias del fenómeno cambiario y del co- 
mercio; y luego, la abundancia de brazos, capitales, 
materias primas o combustibles en unos países y su es- 
casez en otros, trae como resultado la aproximación 
irresistible de unos países a otros, qpmo nacida de ne- 
cesidades cuya satisfacción es un imperativo de la ac- 
tual civilización y de intereses económicos fundamen- 
tales. : 

La necesidad de la existencia de relaciones económi- 
cas internacionales, es, pues, indiscutible; lo que es ne- 
cesario plantear y establecer es lo atingente a las nor- 
mas que han de regular esas relaciones, el sentido y di- 
rección que se ha de imprimir a las mismas; esta es, 
propiamente, la tarea de la política económica interna- | 
cional. Así, al hecho económico del intercambio comer- 
cial de mercaderías, importación de una parte y -ex- 
portación de otra, sigue de inmediato la indagación - 
de la actitud normativa que ha de adoptar el Estado - 
o los particulares frente al mismo. ¿Deberá consagrarse 
la importación y exportación amplias y libres, o bien 
restringidas y reglamentadas? Y en este último caso, 
¿hasta qué punto? Entonces se plantearán multitud de 
cuestiones, como ser: conveniencia de establecer dere- 
chos a las mercancías importadas, primas a la expor- - 
tación, dumping. Todo ello teniendo en cuenta los in- ' 
tereses del país. De la misma manera, la inmigración - 
y emigración, el establecimiento de extranjeros en el 
Estado, dedicados a actividades mercantiles, los em-. 
préstitos realizados por un país en otro, las inversiones 
de capitales en ferrocarriles o usinas, son hechos econó- 
micos o acciones generadoras de hechos económicos, 
que a su turno traerán aparejados el establecimiento de 
reglas que tiendan a regularlos y encauzarlos dentro de 


AN 


A AE 


TEA A A 
E A e 


== 


CUESTIONES ECONÓMICAS Y FINANCIERAS 209 


una tendencia o de un orden de ideas determinadas. 


De aquí, que Kobatsch exprese que *“la misión de la 


política económica internacional es la de revelar, re- 


coger y examinar atentamente todos los fenómenos del 
movimiento económico internacional en todas sus ex- 
plicaciones y las actitudes de su política; indagar y es- 
tudiar el nexo íntimo que existe entre las varias mani- 
festaciones de este movimiento, su desarrollo progre- 
sivo, los factores y. tendencias de su evolución y las 
varias fases evolutivas a través de las cuales se desen- 


volvió su política” (1). Pero la función reguladora de las 


relaciones económicas internacionales, como que es esta- 
blecida e inspirada por el Estado y los particulares, te- 
niendo en cuenta sus intereses, la evolución de la misma 
en dicho Estado y en los extranjeros, y no perdiendo de 
vista las condiciones de prosperidad de aquél, trae con- 
sigo la colisión y el conflicto con los otros países, con los 
cuales mantiene dichas relaciones. De manera que la im- 
plantación de un determinado arancel aduanero trae con- 
sigo la guerra de tarifas y el establecimiento de una ta- 
rifa ferroviaria elevada acarrea represalias de idéntica o 
distinta naturaleza, lo mismo que la multiplicación de for- 
malidades aduaneras, medidas sanitarias a 


tes o el “dumping”. 


Sin embargo, esta lucha económica tiene las más fu- 
nestas consecuencias, puesto que haciendo obstáculo 
a la distribución natural de las industrias en los diver- 
sos países, de acuerdo a las condiciones naturales de 


su mejor desarrollo, desorganiza la producción, produ- 


ce artificialmente la carestía e impide el libre funcio- 
namiento de las leyes naturales que regulan la oferta y 
la demanda. Planteada esta situación, la política econó- 


1) Op. citada, p.- 198: 
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mica internacional debe entonces orientarse en el sen- 
tido de propender a la armonización de los intereses 
en pugna, tratando de allanar las diferencias, por el 
establecimiento de un sistema liberal de recíproco tra- 
tamiento, en miras de sustituir la lucha y la competen- 
cia por la cooperación y la paz. 

Precisamente, la postración económica de Europa, 
sobrevenida en:la post-guerra, es achacada a la subdi- 
visión política verificada por el tratado de Versailles 
en su región central, multiplicando así los países so- 
beranos, que bien pronto se rodearon de elevadas ba- 
rreras aduaneras y por lo tanto de restricciones al o- 
mercio, que trajo como consecuencia la incapacidad 
productiva y consumidora. Los males económicos so- 
brevivientes a esta balcanización de la Europa central, 
es remarecada en forma elocuente por el manifiesto de 
los financieros publicado en octubre de 1926. Así, dice: 


“Un Estado perdió sus fuentes de alimentos baratos; 


otro perdió sus recursos industriales. Las indus- 
trias empezaron a sufrir bajo la escasez de carbón, en 


las fábricas faltaban las materias primas. Parapetadas 


tras las barreras aduaneras surgieron nuevas indus- 


trias locales  desprovistas de los fundamentos  econó- 
micos indispensables, de modo que su existencia sólo 


resultó posible por la continua elevación de los aran- 
celes. Las tarifas de fletes, dictadas por consideracio- 
nes políticas, han obstaculizado y encarecido en grado 
sumo el tráfico y los transportes. A causa del aumento 
de los precios se produjo una carestía artificial. La pro- 
ducción en conjunto ha disminuído. El erédito se re- 
trae y los sistemas monetarios se van depreciando. Un 
número excesivamente grande de Estados, persiguien- 
do ideales falsos de sus intereses nacionales, ha hecho 
peligrar el bienestar de sus respectivos pueblos, per- 
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diendo de vista el interés colectivo del mundo al fun- 
dar sus relaciones comerciales sobre un concepto eco- 
nómico absurdo, que considera todas las actividades 
comerciales como una forma de hacer la guerra?”. Y más 
adelante, expresa: “Para Europa no puede haber esperan- 
za de restablecimiento mientras los políticos de todos los 
países, viejos y nuevos, no se den cuenta de que el comercio 
no es una guerra sino un proceso de intercambio; y 
de que en tiempos de paz nuestros vecinos son al mis- 
mo tiempo nuestros clientes, y que de la prosperidad 
de ellos depende la nuestra. Si nosotros entorpecemos 
las actividades de nuestros vecinos, perjudicaremos con 
ello su capacidad de pagar sus deudas, reduciendo su 
poder de comprar nuestras mercancías. La restricción 
de las importaciones trae consigo la restricción de las 
exportaciones, y ninguna Nación puede exponerse al 
peligro de perder su comercio de exportación””. 

La política proteccionista extrema que se ha segui- 
do en Europa después de la guerra ha acarreado, pues, 
males de tanta trascendencia como los que se describen 
en el manifiesto financiero. Pero ya se ha iniciado la 
reacción y se vislumbran síntomas precursores de un 


cambio en la política comercial seguida por los diversos 


Estados. En primer lugar, tenemos el acercamiento 
franco-alemán que ha traído como resultado que a co- 


_rienzos de 1927 se formalizara entre Francia y Ale- 


mania un acuerdo comercial, provisional, pero que 
tiende hacia un tratado de comercio definitivo. Luego, 


en Francia, el proyecto de revisión general de las ta- 


rifas de aduana, presentado en la Cámara de Diputa- 
dos el 11 de Agosto de 1926, dotado de una gran flexibi- 
lidad, y en el que se establece la doble tasa, general y 
mínima orientadas en la moderación de las tasas, y acom- 
pañadas de la facultad de aumentarlas o rebajarlas en un 
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20 por ciento de acuerdo a los precios al por mayor, así 
como la facultad gubernamental de acordar exenciones 0 
suspensiones temporarias de derechos. 

Como iniciativa de particulares, tendientes cabron 
a la cooperación económica europea, es de recordar 
asimismo, la formación del cartel continental de la in- 
dustria del hierro y del que forman parte Alemania, 
Bélgica y Luxemburgo, con el propósito de distribuir- 
se la producción y venta. | 

En general, es posible notar actualmente en Europa 
un movimiento de reacción contra las excesivas restric- 
ciones al comercio, acaso no muy importante aun, pero 
de grandes proyecciones en el futuro y el que partien- 
do de la presunción de que habiendo entre los diversos 
países de la Europa continental, excluyendo a Rusia, una 
estrecha comunidad de intereses, debe tenderse a la su- 
presión de barreras, por el establecimiento de una unión 
aduanera. Así, aparte del acuerdo entre Alemania y 
Francia, se puede citar el intento de establecer una unión 
aduanera entre Austria y Alemania. También la reunión 
verificada en Londres, en febrero de 1927 entre represen- 
tantes de las industrias inglesa y francesa y en la, que 
trataron como primer punto, el referente a la nomencla- 
tura y clasificación aduanera. 

Pero en realidad, mo es que se trate de sustituir el 
sistema de protección por el de libre cambio, simo el 
de instituir un nuevo régimen en las relaciones econó- 
micas internacionales que ha sido llamado en Francia 
ceambismo y que ha sido explicado como la *“organiza- 
ción metódica y racional de la producción y de los cam- 
bios”. En Francia, efectivamente, es donde el proble- 
ma económico internacional se presenta actualmente 
más agudizado, y por lo tanto donde más urge la nece- 
sidad de adoptar una política adecuada. Ello se explica, 


CUESTIONES ECONÓMICAS Y FINANCIERAS 2915 


sobre todo, por el proceso de estabilización del franeo 


que trajo como resultado la depresión industrial aneja 
a la deflación, tanto más sensible, cuanto que ha se- 
guido inmediatamente a un período de excesiva infla- 
ción y por tanto, de prosperidad artificial de las 1n- 
dustrias. ) 

e ontación política económica viene siendo pro- 
hijada, por otra parte, desde hace varios años en los 
diversos congresos realizados por la Cámara de Comer- 
cio Internacional, y es así que los mismos se han ocu- 
pado, repetidamente, entre otros, de los siguientes te- 
mas de política comercial: represión de la concurrencia 
desleal, supresión de las interdiceiones a la importa- 


“ción y exportación, uniformidad de tarifas aduaneras 


y términos comerciales, organización del «servicio es- 
tadístico, ete., y los propios Estatutos de la Cámara 
de Comercio Internacional, expresan que esta  institu- 


ción tiene por objeto “facilitar la realización del in- 


tercambio entre las naciones; asegurar la coordinación 
de esfuérzos en todas las cuestiones internacionales re- 
lativas al comercio y a la industria, contribuir al mante- 


_Nnimiento y progreso de la paz, asegurando la cordia- 


lidad de relaciones entre las naciones y los ciudadanos 
de los diferentes Estados, procurando para todos esos 
efectos, la cooperación de los hombres de negocios y 


de las organizaciones “que se consagran al desarrollo 


del comercio y de la industria?”. 
Y un programa completo de política económica in- 
ternacional es la formulada en mayo de 1927 por la con- 


- ferencia económica mundial reunida en Ginebra, por 


iniciativa de la Sociedad de las Naciones. Así, las comi- 
siones del comercio, de la industria y de la agricultura, 
sancionaron con el carácter de recomendaciones nume- 
rosas proposiciones tendientes a asegurar la normalidad 
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económica general, partiendo, no ya del concepto res- 
tringido y egoísta de los intereses de un Estado deter- 
minado y de la lucha económica, sino del amplio y ge- 
neroso del bienestar común de todos los países. 

Las recomendaciones fueron las siguientes: 

Medidas conducentes a la normalización del comer- 
cio internacional: | 

1) Estabilización de los cambios; 

2) Desaparición de las prohibiciones de importación 
y exportación; 

3) Necesidad de establecer la igualdad comercial de 
las empresas del Estado y privadas; 

4) Simplificación y estabilización de las tarifas adua- 
neras; 

5) Unificación de dos nomenclaturas ; 

6) Unificación de las fotmalidades «aduaneras; 

7) Conveniencia de llegar a un acuerdo entre las di- 
ferentes legislaciones sobre letras de cambio; | 

8) Lo mismo en lo que respecta a la represión de | 
las prácticas desleales en el comercio; | 

9) Igualdad de los extranjeros y nacionales en el. 
ejercicio de las actividades mercantiles; 

10) Aplicación equitativa de las tarifas aduaneras 
““ad valorem”” y específicas; 

11) Los derechos consulares no deben aplicarse como 
impuestos sino como tasas de prestación de servicios; 

13) Desaparición de las cargas fiscales, que, además 
de las aduaneras, se aplican a las mercaderías de im- 
portación; 

14) No se debe recurrir a los derechos de exporta- 
ción de capitales, sino para responder a necesidades 
esenciales del tesoro, hacer frente a una situación eco- 
nómica excepcional o asegurar la salvaguardia de in- 
tereses vitales del país. 
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15) Esos derechos no deben en todo caso establecer 
diferenciación aleuna entre los diferentes países de 
destino; 

16) Retorno a la práctica de tratados de comercio a 
largo plazo, en los cuales figurase con el más amplio 
eriterio, la cláusula de nación más favorecida; 

17) Abolición del '*dumping”” y de los subsidios di- 
rectos e indirectos a la exportación; 

18) Régimen estable de libertad y de un tratamiento 
internacional equitativo en lo atingente al tránsito. 

19) Ratificación por los Estados signatarios de las 
convenciones sobre la materia, de la conferencia de 
Barcelona de 1921 y de la de Ginebra de 1923; 

20) Conveniencia de llegar a un ajuste entre la ofer- 
ta y la demanda, a base de las estadísticas de la pro- 
dueción industrial; 

21) Generalización de los métodos científicos en los 
cultivos y la ganadería, el crédito mutualista entre los 
agricultores, una legislación social apropiada, la su- 
presión de las trabas de circulación y la guerra a la 
especulación ; e 

22) Conveniencia de intensificar la nacionalización 
industrial; | 

23) Igualmente de los consorcios industriales inter- 
nacionales; 

24) Recomendaciones concernientes a la cooperación 
agrícola, a las relaciones entre las cooperativas de pro- 
duetores y los consumidores y al crédito agrícola. 
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Política y legislación social 
En rigor, a todo el derecho positivo, a todo el ordena- 


miento jurídico le sería aplicable la denominación de le- 
eislación social, ya que el derecho se elabora en la socie- 


dad para ser aplicado a la misma. Todas las relaciones 


humanas, ya sean económicas, familiares, mercantiles o in- 
dustriales, a que son aplicables las normas jurídicas, 


forman parte del vivo cuerpo social dado que éste no es 


más que el resultado de su eslabonamiento y enlace; 
de aquí, que en un sentido amplio, toda legislación sea 
por antonomasia, social. 

Sin embargo, en una acepción más restringida, ““stricto 


sensu””, se ha dado en llamar legislación social a lo que 


también se denomina derecho obrero o legislación del tra- 
bajo, esto es, aquellas leyes que contemplando las 


relaciones que unen a los dos primordiales factores de 


la producción — trabajo y capital — se encaminan en 
diversas formas a proteger a los agentes del primero con- 
siderando su especial situación frente al segundo. Esta 
tendencia se halla marcada por una eradual interven- 
ción del Estado, cada vez mayor, y se la hace responder 
a las necesidades de la época encuadrándola dentro del 
rol de armonización que le corresponde-entre las distin- 
tas clases de la colectividad, ya que ello entra en el cum- 
plimiento de sus fines, o sea, la conservación y progreso 
de la sociedad. 

Se deja de lado, pues, el antiguo concepto de indivi- 
dualismo en materia de legislación, resultante directo del 
liberalismo económico que con su “laissez faire, laissez 
passer”*, dejaba libradas las relaciones entre las partes 
al libre juego de las leyes económicas. Los propuenado- 
res de la legislación social, sin desconocer la influencia 
del factor ético, afirman que el contenido del derecho es 
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en su parte fundamental de orden económico, de manera 
que cuando se asegura el reinado de la libertad y se pros- 


eribe la acción del Estado, no se tiene en cuenta que esa 


libertad va a quedar subordinada y condicionada: a la 
necesidad y al interés. Manifiestan también que la '“auto- 
nomía de la voluntad?” que se erigió en dogma jurídico a 
partir de la Revolución Francesa y del Código Napo- 
león es una creación abstracta y arbitraria carente de 
toda substancia real, ya que los hechos nos demuestran 
a diario de que la libertad de determinación sólo es po- 
sible cuando el sujeto no se encuentra presionado por 


necesidades urgentes e impostergables. 


Nuevos conceptos y nuevas ideas se abren camino en 
los últimos tiempos en el terreno económico, conceptos e 
ideas que debían refluir en el campo jurídico, ya que los 
mismos se asientan en hechos y fenómenos sociales cuya 
consideración es muy de tener en cuenta si se quiere que 
las instituciones del derecho sean un factor de progreso 
y no de atraso en la vida colectiva. 

Evidentemente, el liberalismo económico que enaltece 


el valor del individuo frente a las tendencias absorbentes 


del Estado ha tenido entre sus panegiristas a hondos pen- 
sadores y eminentes sociólosos. Herbert Spencer ensaya 
la demostración de cómo el Estado fracasa cuando quiere 
inmiscuirse en aquellos ramos de actividad que deben que- 
dar exclusivamente reservados a la acción privada. Así 
dice: “La economía política enseña que las ingerencias 
del Estado, bajo forma de prohibiciones y de primas mer- 
cantiles, son perjudiciales; la ley de la libertad las condena 


- de antemano a nombre de la justicia. La economía política 


demuestra las ventajas de la libertad de las especulaciones 
mercantiles, aun respecto de las sustancias alimenticias; 
el principio fundamental de la equidad justifica este 
aserto. La economía política ha probado que las penas 
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contra la usura tienen efectos funestos; la ley de la liber- 
tad las había condenado por adelantado, en cuanto im- 
plican vbstáculos a los derechos. La economía política ha 
demostrado que, lejos de perjudicar, las máquinas contri- 
buyen al bienestar del conjunto de la población, y de 
acuerdo con ella, la ley de la libertad reprueba las medidas 
encaminadas a restringir su empleo. La economía política 
sienta como principio que es imposible y desventajoso re- 
eular artificialmente la tasa de los salarios y el curso del 
precio; en nombre de la ley de la libertad igual para todos, 
la moral prohibe esa reglamentación. Sobre muchos otros 
puntos todavía, por ejemplo, el comercio de los bancos y 
la ineficacia de los esfuerzos hechos para proteger una 
industria a costa de otras, llega la economía política a con- 
clusiones que por su parte la ética ha deducido de ante- 
mano.”” (1) y un economista, Paul Leroy Beaulieu, ha 
dicho: ““La experiencia demuestra que una actividad muy 
erande del Estado no puede obtenerse sino a expensas de 
la actividad ide los particulares y de las sociedades libres. 
Más vale que la vida y la iniciativa estén difundidas por 
todo el cuerpo social, que estar concentradas en un sólo 
órgano que tiene a su disposición un poder infinito de 
fuerza y un poder infinito de alzar impuestos. La idolatría 
del Estado es la superstición última que tiende a seducir 
y a enervar a las democracias. La economía política, fiel 
guardiana de la libertad humana, debe protestar contra 
las exageraciones de ese nuevo eulto.?*” (2). 

Pero el movimiento económico y político se orienta en 
la actualidad en las principales naciones en conceder cada 
vez más al Estado una intervención más o menos amplia 
en asuntos que antes se relegaban únicamente a la esfe- 


(1) La Justicia, p. 209-10. 
(2) Economía Política, p. 360. 
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ra de acción privada, orientación bifurcada en dos sen- 
tidos principales: 1”. En la asunción por el Estado en su 
carácter de poder administrador de las funciones ejer- 
cidas por las empresas públicas. 2”. En el establecimiento 
de un régimen legal acerca de cuestiones que anterior- 
mente quedaban libradas a la sola voluntad de las partes. 

El primer sentido indicado es el que se refiere a la 
debatida cuestión de la estadización y municipalización 
de los servicios públicos. Este movimiento cuyo auge 
principal estuvo y está en Inglaterra y Alemania y que 
produjo en la mayoría de los países la tendencia a sus- 
tituir el régimen de la concesión de los servicios públicos 
por la explotación directa del Estado o municipio en ma- 
teria de ferrocarriles, luz eléctrica, gas, tranvías, telé- 
erafos y teléfonos, parece, sin embargo, haber sufrido 
un colapso en los últimos tiempos a causa sin duda de 
los malos resultados obtenidos, especialmente cuando el 
Estado ha querido salirse fuera del campo propio de las 
““públicas empresas ”?. Tal acaba de suceder en Francia, 
donde el gobierno se ve en la necesidad de abandonar 
el monopolio sobre los fósforos, y en Italia, referente- 
mente a los ferrocarriles. Sin embargo, es de recordar 
en sentido inverso, que el año próximo pasado (1923) se 
presentó en el Parlamento inglés una moción tendiente a 
nacionalizar las minas y otras fuentes de producción, 
auspiciada por el Partido Laborista, y que si bien la pro- 


posición fué rechazada, es de notar que obtuvo un gran 


número de votos a su favor y que dicho partido, pocos 
meses después, asumía el gobierno del Imperio. 

Pero este movimiento llamado comúnmente ““socialis- 
mo de Estado?” rebasa propiamente los límites del tópico 
que abordamos aunque es de observar que tiene un im- 
portante nexo de unión con el mismo, a saber, la crecien- 
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te intervención estadual en oposición con la tendencia 
individualista. | | | 

La legislación social se refiere más bien al segundo de 
los sentidos en que hemos dicho que toma ingerencia el 
Estado en negocios que se habían considerado como re- 


servados a la actividad de los particulares, aunque sin. 


agotarla por completo. En el primer caso, el Estado in- 
terviene por motivos de orden administrativo mientras 
que en el segundo lo hace por circunstancias económicas, 
especialmente por las que se refieren a la distribución 
de la riqueza, problema quizás el más arduo de la eco- 
nomía y que, con la producción, cireulación y consumo 
forman el cielo clásico de la misma. 

Modalidades características de la vida moderna, tales 
como la producción para el mercado mundial, consecuen- 
cia inmediata de la extensión del comercio internacional, 
la competencia, la eran industria, el salariado, los 


“trusts””, etc., han traído también aparejados los con- 


flictos entre los obreros y los patronos, entre el trabajo 
y el capital, manifestados en la huelga, parcial o general, 
pacífica o revolucionaria, en el ““sabotage”? o en el “lock 
out”. El Estado ha intervenido ante este estado de 
cosas que sustituía la cooperación indispensable para el 


mantenimiento del ser social por un sistema de lucha des- 


pladada que confiaba la solución del problema en el ani- 
quilamiento de la personalidad de uno de los factores. 
La acción estatal se orientó en el sentido de establecer 
un régimen legal allí donde era visible la imposibilidad 
de establecer bajo bases estables y equitativas las relacio- 


nes mutuas de las partes y :en atención a que ello es 


indispensable para asegurar la paz social y jurídica. De 
aquí la justicia de denominar “social”? a esta legislación 
que tiende a mantener la concordia entre todos los entes 
componentes de la colectividad y a afirmar en esta forma 
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el rento de su Acta io Las leyes de pro- 
tección del trabajo de mujeres y niños, de descanso do- 
'Minical, de limitación de la jornada, de trabajo a domi- 
cilio y de accidentes del trabajo, responden a estos fines. 

Es indudable que en estas leyes se quebranta abierta- 
mente el principio que ya hemos mencionado de la auto- 
nomía de la voluntad, cristalizado en el artículo 1197 
del Código Civil al manifestar que: “las convenciones 
hechas en los contratos forman para las partes una re- 
gla a la cual deben someterse como a la ley misma””, y 


es éste, evidentemente, el principal argumento de fondo 


que se hace en contra de dicha legislación. Sin embargo, 
sus partidarios contestan que el valor de los principios, 
que son simples conceptos o categorías mentales, ceden 
ante las enseñanzas que proporcionan los hechos produ- 


cidos al contacto de las múltiples relaciones de orden 
económico, comercial, industrial, ete., y que constituyen 
en pealiiad la vida misma. 
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Enseñanza de las finanzas (1) 


1 


La bifurcación del estudio de las Finanzas (en la 
Facultad de Ciencias Económicas del Rosario) en dos 
eursos es, indudablemente, de los más beneficiosos resul- 
tados, no solamente en cuanto al establecimiento de un 
plan de estudios que abarque integralmente el desarrollo 
de las disciplinas que tienen su eje en el fenómeno econó- 
mico, sino también en lo que se refiere al propósito esen- 
cial de que los estudiantes que siguen el eurso del Doeto- 
rado, adquieran una sólida cultura científica en materia 
económica. | | 

Y el estudio de los fenómenos económicos y de sus leyes 
constituye precisamente el campo de la economía, de don- 
de se vislumbra la importancia primordial de su estudio 
en una casa como ésta. Dejando aparte lo relativo a la 
Economía Política, es fácil observar cómo la economía 
de Estado o economía pública — que gira alrededor de 
necesidades individuales satisfechas en forma pública y 
mediante recursos específicamente diferentes de los que 
se refieren a la actividad económico-privada — ensancha 
—contínuamente su órbita de acción debido al constante 
aumento de las funciones del Estado moderno. 


CO A Tadz de haber resuelto abordar la Facultad de Ciencias 

Económicas, Comerciales y Políticas de la Universidad Nacional del 
Litoral, la reforman del Plan de Estudios de la misma (reforma que 
ha quedado consumada a fines de 1927), el autor de estas líneas, 
en su carácter de profesor de la asignatura de Finanzas, segunda 
parte, dirigió a la Comisión Reformadora un informe suscinto, 
conteniendo diversas observaciones sobre la orientación y des- 
arrollo de la enseñanza de las Finanzas en dicha, Facultad. — Lo 
que aquí se expresa acerca de este punto, constituye la parte sus- 
tancial de dicho informe. : 


15 
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tos fenómenos y leyes de la actividad aos deter- 
minantes de la constitución de la ciencia de las Finanzas, 
implican, pues, un interés gradualmente progresivo en la 
dilucidación de los problemas que día a día surgen nue- 
vos, inspirados en la cambiante posición del ente econó- 
mico frente a la producción y consumo de las riquezas. 

La primera gran distinción que lógica y naturalmente 
cabe hacer en la ciencia de las Finanzas es la referente 
a los gastos y recursos, y quizá ella parecería marcar la 
pauta apropiada para deslindar en un estudio sistemático 
— atento el desarrollo e importancia actual de la cien- 
cia —, la órbita que correspondería a cada uno de los 
cursos en que se estudiara. Así, en un primer curso se 
examinaría la condición necesaria de la actividad finan- 
ciera 0 sea las necesidades del Estado — servicios pú- 
blicos — y las erogaciones resultantes de su satisfacción 
«— gastos públicos —, comprendiendo también el estudio 
de su derivado lógico, atingente a las previsiones de di- 
chos gastos: el presupuesto. En cambio, el segundo curso 
se referiría a los recursos. Sin embargo, a poco que se 
ahonde en el examen del tópico que abordamos, es fácil 
ver que en este caso la lógica no está de acuerdo con la 
realidad de los hechos y con los imperativos que surgen 
de los mismos, puesto que no es absolutamente compa- 
rable el desarrollo, extensión, número de problemas y 
demás cuestiones que se presentan, tratándose de los 
recursos, con los observables respecto de los gastos. 

La amplitud e importancia de éstos se halla en conso- 
naneia con el círculo amplio o restringido que se atribuya 
a las funciones gubernativas; y ello comporta en la 
teoría y en la práctica, en gran medida, una cuestión 
esencialmente política. Explícase por ello que algunos 
autores excluyen esta parte, del estudio de la ciencia a 
que nos estamos refiriendo (Leroy Beaulien, Griziotti) 
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y como Entra los escritores sajones se acostumbra deno- 


minar las obras de Finanzas con el apelativo genérico de 


““On taxations””. Véase, por otra parte, someramente, la 


multiplicidad de tópicos tratados en el renglón recursos: 


1. Clasificación; 2. Dominio territorial, industrial y fi- 
nanciero; 3. Pásas, Contribuciones de mejoras; 4. Gene- 
uadis sobre impuestos; 5. Principios fundamentales 
de la imposición; 6. Distribución; 7. Repercusión e inei- 


dencia; 8. Recaudación y evasión; 9. Clasificación de los 
Impuestos; 10. Estudio de los impuestos en particular; 


11. Recursos extraordinarios. Crédito público. 

No solamente, pues, es imposible que el profesor des- 
arrolle y los alumnos estudien a conciencia en un solo 
curso los puntos fundamentales de la ciencia de las 


Finanzas, sino que tampoco sería viable su estudio en dos 


cursos a base del criterio mencionado anteriormente. 
Considérese, por otra parte, la necesidad de comenzar el 
estudio de esta materia con una generalización teórica 
y doctrinaria de la ciencia financiera, eomo asimismo el 
triple aspecto que ésta abarea como teoría pura, como 


política financiera y como derecho financiero, y cada 


uno de los cuales posee separadamente una creciente 


importancia y el mismo subyugante interés. Y si es jus- 
_tificada la atracción que despierta el análisis de los 
Fenómenos económicos que se derivan del carácter de 


economía productiva que tiene el Estado, lo es asimismo 
lo atingente a las posibilidades de utilizar el conoci- 
miento científico con el fin laudable de conseguir prove- 


_chosas modificaciones en el orden de los gastos y recur- 


sos, que conduzca a un mejor aprovechamiento de las 


riquezas administradas por el Estado; promoviendo las 


correspondientes reformas que traerán aparejadas mejo- 


ras de consideración, ya sea desde el punto de vista de la 


justicia, de los intereses fiscales, del ordenamiento polí- 
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tico, como respecto a las conveniencias del productor y 
del consumidor. Por fin, es inútil remarcar la transcen- 
dencia del conocimiento del derecho financiero, que tanto 
interés posee en relación con los correlativos derechos y 
obligaciones que respecto del impuesto emergen para el 


Estado y para el contribuyente, y el que, considerado co-. 


mo disciplina autónoma, ha originado hermosas obras de 
carácter comprensivo y sistemático, como el “Précis de 
Droit Financier?”” de Myrbach Rheinfeld. 

Tratándose, pues, de esbozar un programa integral de 
la ciencia de las Finanzas para una casa de altos estudios 
económicos, como ésta, podría parecer que el ““desidera- 
tum?” radicara entonces en un desarrollo tripartito de la 
misma, lo que evidentemente sería concebible en aten- 
ción a la extensión y primordial importancia que posee. 
Considero, empero, que ella implicaría una reforma dema- 
siado atrevida para el presente, susceptible de ser em- 
prendida solamente, cuando una mayor especialización 
científica y un deslinde más riguroso de los distintos 
elementos que integran los problemas financieros, per- 
mita una exposición razonada y nítida de los mismos. 

Miencia pura, política y derecho financieros, que indis- 
cutiblemente se hallan en la íntima relación de causas y 
efectos, de materia y forma, se estudian hoy sinerónica- 
mente en la mayor parte de las obras de la materia, por 
lo que, evidentemente, sería presunción de nuestra parte, 
querer adelantarnos, cuando se trata de realizar obra 
práctica, al ritmo marcado .por los maestros de la ciencia. 
Y probablemente, elllo produciría más mal que bien, 
puesto que sería muy difícil de salvar el riesgo de que 
en distintos cursos se repitiera la enseñanza impartida, 


con todo el erave daño que acarrearía el diferente méto-. 


do, puntos de vista diversos, distintos criterios así como 
la pérdida de esfuerzos y de tiempo consiguientes. 
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La división del estudio de las Finanzas en dos cursos, 
como se ha establecido en el actual plan de estudios, es 
pues, lo acertado, conveniente y pedagógico. Concuerda 
ello, por otra parte, con la reciente reforma llevada a 
efecto en la Facultad de Ciencias Económicas de Buenos 
Aires. 

Ahora bien: ¿cómo se distribuirá el estudio de las Fi- 
nanzas en los dos cursos mencionados? Creo que el siste- 
ma seguido hasta ahora en esta Facultad de hacer en el 


“segundo curso un estudio intensivo de todo lo referente 


a impuestos es lo más adecuado. Ello se halla fundamen- 
tado en el hecho cierto e indiscutible a que me refería 
anteriormente, a saber: el mayor número, dificultad de 


análisis, y diversos aspectos de los fenómenos y proble- 


mas que se consideran en punto a los recursos. Y de 
éstos, es evidente que los ordinarios son los que deben 
llamar más la atención, no solamente por su calidad de 
tales, sino también porque el crédito público, tipo de los 


extraordinarios existe a condición de que el Estado pueda 


contar con los primeros. Constituyen, pues, un expedien- 


te, más que una verdadera fuente de ingresos, cuando se 


los desvía de su finalidad, a saber: repartir la carga 


entre varias generaciones. 


Los impuestos forman los recursos básicos de los Esta- 
dos modernos. En Inglaterra, sobre un total de recursos 
de 837 millones de libras esterlinas en 1924, los impuestos 


estuvieron representados por 718 millones y los otros 
recursos por 119. En Estados Unidos, sobre un total de 
recursos de 3,881 millones de dólares calculados para el 
presente año, los impuestos suman 3.301 millones y sólo 


580 los demás recursos. Por fin, en nuestro país, se re- 
caudaron en el año 1924 en concepto de recursos de la 


Nación 630 millones de pesos moneda nacional, de los 
- que 495 millones correspondieron a los impuestos y 135 
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millones a otros recursos; y en las provincias, en el mismo 

año, sobre un total recaudado de 242 millones y medio 

de pesos moneda nacional 201 millones y medio corres- 

-pondieron a los impuestos y sólo 41 millones a otros 
PeCursos. UREA. 


De aquí, pues, lo acertado de consagrar todo un curso 


al estudio intensivo de la materia impositiva, haciendo 


posible así desarrollar esta tan importante sección de la - 


ciencia financiera, en una forma comprensiva, coherente 
e integral. 


Y 


En cuanto al desarrollo de este curso intensivo, debe 


abarcar la materia tributaria bajo el triple aspecto de 


investigación científica del fenómeno impositivo, de uti- 
lización transformadora de los resultados de ésta res- 
ser: generalización de la materia, concepto, objeto, fun- 
damentos, fines, sujeto y fuente del impuesto, teorías 
del beneficio y de la capacidad contributiva, principios 
superiores de imposición, clasificación, distribución del 
impuesto, repercusión, incidencia y capitalización, pre- 
sión tributaria, recaudación, evasión, impuestos sobre la 
tierra y edificios, al mayor valor, impuesto único, im- 
puesto a la producción agropecuaria, a la riqueza mo- 
biliaria, a los actos civiles, comerciales y judiciales, a las 
herencias y donaciones, al consumo, derechos aduaneros 
e impuestos internos, impuestos al capital y sobre la renta, 
y reforma del régimen impositivo argentino. : 
Sobre todo, considero que en este curso, deben estu- 
diarse con el mayor detenimiento los dos puntos si- 
evientes: 
1. — Repercusión e incidencia del impuesto. Capitali- 
zación o amortización. — Generalidades. Examen de la 
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incidencia. de los impuestos sobre la tierra. y. sobre los 
edificios y alquileres; de los impuestos sobre la riqueza 
mobiliaria, sobre los provechos, sobre los salarios, sobre 
las sucesiones, de sellos y sobre la renta. 
- TL — Reforma del régimen impositivo argentino. — 
Delimitación constitucional de las facultades impositivas 
E entre la Nación y las provincias. Resultados prácticos. 
Medidas legales y constitucionales a adoptarse. Especial 
examen de la doble imposición y de la posibilidad de 
implantar el impuesto sobre la renta y al mayor valor. 
La protección aduanera. Otros problemas. 
La razón de efectuar un estudio más minucioso del 
primer punto, que el que se le consagra por lo general 
1 los programas de Finanzas reside, en primer lugar, en 
el hecho de ser el tópico que, indudablemente, presenta 
mayores dificultades en su dilucidación, y en segundo, 
porque él implica un fundamental problema, a saber: la 
determinación exacta del sujeto impositivo, indispensable 
para evitar que el tributo, hiriendo a ciegas, se convierta 
- en un instrumento de opresión, con evidente desmedro, 
no solamente de los principios de justicia sino también 
e las conveniencias fiscales y económicas. 


la. asignatura con el escudid de importantes o 
cionales, de cuya resolución dependen, en gran medida, 
vitales intereses, acreedores al mayor respeto. 


N 
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PROYECTO DE IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
DEL PODER EJECUTIVO (1924) 


El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argenti- 


na, reunidos en Congreso, ete., sancionan con fuer-. 


za de 
LEY: 


TITULO 1 
Normas generales de imposición 


Artículo 1.? — Desde el 1. de enero de 1925 en ade- 
lante, y desde el mismo día de los años subsiguientes, 
hasta el 31 de diciembre de 1929, el total de las rentas 
producidas durante el año anterior, estarán sujetas al 
impuesto anual que establece la presente ley. 

Art. 2. — El impuesto se percibirá sobre la renta por 
categorías y sobre la renta global, exigiéndose para la 
primera las cuotas progresivas que se expresan más ade- 
lante, y para la segunda, una cuota normal. Ed 

Art. 3.2? — Clasifícanse las rentas imponibles por cate- 
eorías, en las siguientes: 

A) Rentas de los bienes raíces; 

B) Rentas de los capitales mobiliarios; 

C) Rentas del comercio y de la industria; 
D) Rentas de la explotación agropecuaria; 
E) Rentas del trabajo. 

Art. 4. — Considérase como impuesto básico en esta 
ley el de categorías, siendo la cuota del impuesto global, 
complementaria del gravamen exigido al contribuyente, 
quien la abonará juntamente con el que corresponda a 
la cédula personal de mayor rendimiento. 
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Art. 5.2? — El impuesto sobre renta es debido por todos 


los argentinos residentes o no residentes y por los extran- 


jeros residentes. Los extranjeros que sin ser residentes 
percibieran rentas producidas por bienes o explotaciones 
exviles o comerciales o de cualquier otra fuente dentro 
de la República, estarán igualmente sujetos al impuesto, 
respecto de la renta de esos bienes. 

Art. 6. — Se considera que tienen residencia habitual 
las personas que poseen o posean una vivienda a su dis- 
posición a título de propietarios, usuarios, usufruetuarios 
o locatarios, ya sea que en este último caso la locación 
se haya estipulado por convención única, ya sea por 


convenciones sucesivas, por un período continuo de un 


año con anterioridad a la fecha de la percepción del im- 
puesto. 

"Art. 7. — El impuesto sobre la renta se establecerá 
en el lugar de la residencia del contribuyente; si tiene 
varias, en el lugar de su principal establecimiento. 
Si residiera en el extranjero, en la residencia del 


apoderado o representante. Si careciese de represen- 


tante, en el lugar donde se encuentra el bien de mayor 


- valor. 


Art. 8.2 — Quedan libres del impuesto: 
1. La renta de los embajadores y otros agentes di- 
-_plomáticos extranjeros; 

2.2 Las sumas devueltas por las cooperativas y Sus 
socios, en proporción a los consumos hechos 0 
servicios recibidos, como diferencia entre el pre- 
cio pagado por esos consumos y servicios de sus 
costos efectivos. 

-3.2 Los intereses de títulos emitidos por el Estado 
Federal, las Provincias o Municipios en virtud 
de leyes que eximan dichos títulos de todo 1m- 
puesto. | 
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Art. 9.2 — Promulgada la presente ley y siempre que 
la recaudación del nuevo impuesto exceda del 80 ojo de 
la que se obtenga en 1924, quedarán sin efecto los si- 
cuientes impuestos: y 


a) Impuesto a la exportación; 
b) Impuesto de patentes; 


e) El impuesto de contribución territorial que ce- 
sará en el modo y forma establecidos por el 
artículo 42. 


Art. 10. — Se consideran personas a cargo del contri- 
buyente, a los efectos de las reducciones que acuerda 
esta ley y a condición de que no tengan rentas propias 
o separadas de las de aquél: 


1.2 Los ascendientes de sesenta años o más. Se equi- 
paran a la edad las enfermedades que imposibi- 
litan para el trabajo; 


2. Los descendientes menores de veinte años-0 en- 
fermos; 


3.2 Las personas que reciban alimentos de acuerdo 
con las disposiciones del Código Civil. 


Art. 11. — Cada jefe de familia, está sujeto a la impo- 
sición del impuesto, tanto por razón de sus rentas pro- 
pias como por razón de los bienes de su mujer e hijos 
menores que administre; pero el contribuyente puede 
exigir que se separe el impuesto: 


1.2 Cuando hay separación legal de bienes; 


2. Cuando los hijos obtengan rentas de su propio 
trabajo o de bienes que el jefe de familia no 
administre. 


TITULO II 


Impuesto por categorías 
CAPÍTULO PRIMERO 
A) Rentas de los bienes raíces 


Art. 12. — Desde el 1.” de enero de 1925, todos los te- 
rrenos y edificios de propiedad particular, situados en 


- el territorio de la Nación, pagarán en concepto de im- 


puesto sobre la renta neta de dichos bienes raíces, el 
6 ojo anual del valor locativo de los mismos, totalizado 


anualmente; entendiéndose por valor locativo, el precio 


del contrato verbal o escrito de locación, para los inmue- 
bles arrendados, o el precio resultante de la aplicación 
del 10 0/0 de interés sobre el valor venal de la propiedad, 


para los inmuebles no arrendados. 


Art. 135. — Se considera bien raíz edificado toda cons- 
trucción fija adherida con carácter permanente al suelo, 
asimilándose a la categoría de propiedades edificadas: 
los terrenos utilizados para propaganda comercial; los 


- lugares de depósitos de mercaderías o destinados a usos 


análogos; los sitios, vías y terrenos de las vías férreas 
que no constituyan una dependencia necesaria a la vía 


principal y a los pasajes, jardines de acceso y terrenos 


que formen un anexo inmediato y necesario de los edi- 
ficios. | 

Art. 14 — Se considera bien raíz no edificado, todo 
terreno cultivado o no, comprendiéndose como tal los 
edificios rurales destinados con carácter permanente a 


las necesidades de las explotaciones agropecuarias. 


Art. 15. — Las casas ocupadas por familias obreras 0 


que se construyan para obreros, de acuerdo con el tipo 
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que determinarán las autoridades manicignles, pagarán 
la mitad del impuesto establecido en el art. 12, siempre 
que el precio del alquiler sea superior a $ 600 anuales y 
no exceda de $ 1.200. 

Art. 16. — Además del impuesto general, las propie- 
dades raíces, edificadas y no edificadas, pagarán el si- 


suiente impuesto adicional, de acuerdo con la escala de 


tasas que se establece a continuación : 
Los inmuebles de un valor locativo anual de: 


$e IDOL ae a OOO: e O la 
$ 2.001 a 8 3.000 0.10... O 
$ 3.001 a $ 5.000 ..... Ad 3 olo 
So BOO a EN ODO o . £olo 
$ TOA gr000.. ode . 5ol0 
$. .9.001 a $10,000 02 cn O 
$ 10,001 a $ 20.000 ..0.0.0cooo. OO 
$ 20.001 a $ 30.000... cocoa S olo 
$ 30.001 a $40,000 12.2... coa rid 000 
$ 40.001 a $ 50.000 ............ 10 oJo 


mayor de $ 50.000 pagarán, además de la tasa 


correspondiente, una sobretasa del 6 ojo por cada e 


pesos 1.000 de aumento o fracción de $ 1.000. 

Art. 17. — Sobre el importe integral de los impuso 
de esta categoría de rentas, el contribuyente tendrá de- 
recho a una tara del 5 ojo por cada persona que tenga a 
su cargo, hasta un límite máximo del 50 ojo de la suma. 
total a pagar, en las rentas menores de $ 5.000. 

Cuando el contribuyente fuera casado y viviese con 
su cónyuge, además de la tara precedente si tuviese hijos A 
o personas a su cargo, tendrá derecho a una co 4 
del 5 olo dentro del máximo fijado. | 

Art. 18. — Si el contribuyente fuera soltero 0 viudo 
y no estuviese comprendido en el primer párrafo del 
artículo anterior, pagará la totalidad del impuesto. 
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Art. 19. — A los efectos del pago del impuesto, el va- 

lor locativo de las casas ocupadas por sus propietarios 
o de los terrenos explotados por su cuenta por los xmis- 
mos, se disminuirá en un 10 ojo y el de los locales desti- 
nados a fábricas. manufacturas, talleres y demás estable- 
cimientos comerciales o industriales, en un 20 olo, a 
título de desvalorización, deterioro, expensas de mante- 
nimiento y gastos de reparación. 
Art. 20. — El impuesto a que se refiere esta ley, será 
abonado en el lugar de residencia o domicilio legal del 
contribuyente por el propietario del inmueble, el usu- 
fruetuario o el heredero, según los casos, debiendo enten- 
derse como principio general que este impuesto es una 
carga inherente al derecho de propiedad. 

Art. 21. — Quedan libres del pago de este impuesto: 

a) Los templos destinados al ejercicio de todo culto 

is religioso, con excepción de las capillas partieu- 
lares; 

b) Los conventos, casas de corrección y de benefi- 
cencia, con excepción de las propiedades que les 
den renta; 

e) Las propiedades del Gobierno Nacional, de las 
Provincias, de las Municipalidades, del Consejo 
Nacional de Educación, de los Consejos Provin- 
ciales de Educación y de las escuelas particula- 
res donde se enseña oratuitamente el idioma na- 
cional; dá 

d) Los edificios de propiedad de los gobiernos ex- 

_tranjeros donde estén instaladas las legaciones; 

e) Las propiedades exceptuadas por leyes particu- 
lares. : 

Art. 22. — Las construcciones nuevas, las reconstruc- 
ciones y las ampliaciones y mejoras de construcciones 
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abonarán solamente el-50 ola del impuesto hasta el ter- 
cer año de terminada la edificación. 

Esta franquicia temporaria se hace extensiva a los 
edificios y mejoras que se hagan en las propiedades 
rurales y en los edificios que se levanten en los pueblos ! 
y ciudades después de sancionada esta ley. 

Art. 23. — El propietario de un inmueble gravado con 
“hipoteca tendrá derecho a una reducción equivalente al 
importe del interés anual del crédito hipotecario, impor- 
te que será deducido del monto del impuesto. e 

Art. 24, — El propietario de tierra destinada a la colo- 
nización o implantación de industrias nuevas, tendrá 
derecho a una reducción igual a la mitad del impuesto 
por el término de cinco años. 

Art. 25. — La estimación del valor locativo de los bie- 
nes raíces edificados y no edificados, se renovará s cada 
período de cinco años. 

Art. 26. — Cuando se produjere en cireunstancias 
excepcionales una depreciación notable y prolongada 
de la propiedad raíz, se procederá de oficio, por la Di-. 


receión General de Impuesto a la Renta a una mueva | 


determinación del valor locativo de los inmuebles. 

Art. 27. — Cuando se abran nuevas calles o se cons- 
truyan nuevas obras de higiene, vialidad y embelleci- 
miento, como ser parques, plazas, desagúes, vías de eo- 
municación o cualquier otra obra pública emprendida 
por autoridad nacional o municipal, se procederá de | 
oficio a una nueva apreciación del valor locativo de los 
terrenos y edificios beneficiados. 


Art. 98. — La percepción del impuesto creado por 00 


esta ley estará a cargo de la Dirección General de Im- 
puesto a la Renta. 


Art. 29. — Cada contribuyente deberá proveerse de 
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un certificado o cédula en que conste el pago del im- 
puesto. 

Art. 30. — No podrá extenderse escritura de venta, 
división de condominio, permuta u otra que importe 
transmisión de dominio o que establezca eravamen so- 
bre la propiedad sin el certificado a que se refiere el 
artículo anterior que acredite el pago del impuesto hasta 
el año de la operación realizada. 

Art. 31. — Las declaratorias de herederos o disposi- 
ciones testamentarias no podrán inscribirse en el Regis- 
tro de la Propiedad con respecto a bienes inmuebles, 
sin la acreditación previa en el juzgado correspondiente 
del pago del impuesto relativo al año anterior de la 
inscripción. Se procederá en igual forma cada vez que 
se adquiera una propiedad raíz por gubasta pública, jui- 
cio informativo, expropiación, ete. Los jueces no apro- 
barán cuentas particionarias, ni ordenarán que se expi- 


dan testimonios de hijuelas, sin la previa justificación 
-del pago del impuesto. | 


Art. 32. — Todo el que por falta de inscripción, falsa 
declaración o maniobras dolosas eluda el pago del im- 
puesto, en su totalidad o en parte, será pasible de una 


multa igual al décuplo del impuesto, sin perjuicio del 
pago del mismo. | 


Art. 33. — La Dirección del Impuesto a la Renta se- 
Balará la fecha en que ha de efectuarse el pago del im- 
puesto y el contribuyente que no lo efectúe dentro del 


término, incurrirá en la multa fijada por el artículo 143. 


Art. 34. — El cobro por apremio se hará con arreglo 


a lo establecido en el título de las disposiciones penales. 


Art. 35. — En el juicio de apremio no se admitirán 
otras excepciones que la de pago o prescripción. | | 
Art. 36. — La acción fiscal para el cobro del impuesto, 


se extinguirá por la prescripción de 5 años contados 
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desde el día de la notificación de la sentencia firme. 
Art. 37. — Los eréditos por este impuesto, gozarán 


privilegio especial sobre los bienes muebles o inmuebles 


de los deudores. 

Art. 38. — La od de la Capital Federal, 
las de Provincias y de los Territorios Nacionales, pasa- 
rán mensualmente a la Dirección General de Impuesto 
a la Renta, una relación de los permisos acordados para 
edificar y reedificar, con especificación del inmueble, 


nombre del propietario y -valor presupuesto de la obra. 


Art. 39. — El Registro de la Propiedad de la Capital 
y los correspondientes a las Provincias, remitirán dia- 
riamente a la Dirección General de Impuesto a la Renta, 
una nómina de las inscripciones que se efectúen por 
transmisión, división y declaración de dominio con espe- 
cificación de todos los datos relacionados con la aplica- 
ción de la presente ley. 


Art. 40. — El Poder Ejecutivo, con aprobación del 


Congreso, convendrá la proporción de este impuesto que 
se determinará de acuerdo con las Municipalidades para 
sustituir las sumas que actualmente perciben, en con- 
cepto de impuesto territorial. 

Del impuesto recaudado en las Provincias por las cate- 
eorías A y €, el Poder Ejecutivo entregará a las auto- 
vidades locales, una suma igual al rendimiento del gra- 
vamen local por contribución territorial y patentes, 
siempre que dicho gravamen dejara de hacerse efectivo 
al ponerse en ejecución esta ley. 


Art. 41. — Queda facultado el Poder Ejecutivo para 


reglamentar esta ley en la forma que crea conveniente 
y disponer que se haga cargo de la recaudación y con- 
tralor de este impuesto la Administración de Contribu- 
ción Territorial, Patentes y Sellos, hasta la organiza- 
ción definitiva de la Dirección General de Impuesto a 
la Renta. 


pi e a A 
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Art. 42. — Las leyes 5.062 y 11.016 quedarán deroga- 
das después de un año de aplicación de la presente, siem- 
pre que el rendimiento del impuesto sobre la renta de 
bienes raíces alcance al monto previsto en el artículo 9.*. 


CAPÍTULO SEGUNDO 


B) Rentas de los capitales mobiliarios. Exceptuadas las 
sociedades anónimas y en comandita por acciones 


Art. 43. — Las rentas de los capitales mobiliarios na- 
cionales y extranjeros producidos o percibidos en la Re- 
pública, quedan sujetos al impuesto de esta categoría de 
renta. | 

Art. 44. — El impuesto gravará los intereses, produ- 
cidos y beneficios de los capitales obtenidos por cual. 
quiera de los siguientes conceptos: 

- 1? Títulos representativos de obligaciones, deben- 

tures, fondos públicos nacionales y extranjeros, 
provinciales y municipales, cédulas, bonos y tf. 
tulos emitidos por empresas o instituciones pú- 
blicas, salvo las excepciones establecidas por la 
ley. | ' 
2.2 Créditos hipotecarios, privilegiados, prendarios 
E y quirografarios, exceptuados los comerciales que 
'- | no tengan el carácter jurídico de préstamo. 
3.2 Depósito de moneda metálica o de eurso legal 
a la vista o a plazo, sea quien fuere el deposita- 
rio y el destino de los fondos. 
4. Cauciones en dinero. 

Art. 45. — Las acciones y partes de capital de las 
sociedades anónimas y en comandita por acciones que 
paguen el impuesto de los beneficios del comercio y la 
industria, no están comprendidos en esta categoría. 


t 


16 
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Art. 46. — Deberán satisfacer el impúesto de las ren- 
tas que paguen por cuenta propia o ajena: 

1. Las instituciones públicas y privadas emisoras 
de los títulos que paguen la renta, las que debe- 
rán retener el monto del gravamen de las rentas 
que abonen a los tenedores de dichos títulos. 

2.2 Los Bancos y demás personas que abonen las 
rentas especificadas en el inciso 3. del artícu- 
lo 44. 

3.2 Los beneficiarios de las rentas. 

Art. 47. — Las cantidades retenidas serán depositadas | 
en la Tesorería de la Dirección de Impuesto a la Renta 
o en la cuenta especial abierta para la misma en el Banco 
de la Nación Argentina, en los plazos indicados en el 
decreto reglamentario. 

Art. 48. — Los intereses o beneficios percibidos en 
moneda extranjera serán convertidos a moneda nacional 
a los efectos de la tasa del impuesto, adoptándose como 
tipo de cambio el que rija el día del pago del impuesto.. 

Art. 49. — Quedan o del pago de este im- 
puesto: 

1.2 Los intereses de la cuenta corriente mercantil; 

2.2 La renta de los fondos públicos argentinos na-- 
cionales que al tiempo de su emisión hubiera sido 
eximida de todo impuesto; | 

3. Las cauciones de títulos y acciones. 

Art. 50. — La imposición de los beneficios netos se: 
ajustará a la siguiente escala: 
Fracción de renta compren- 


dida entre ..... a 1.001 y 5.000 el 1% olo- 
1d. 1d. 5.001 y 10.000 el 1 olo 
íd. 1d. 10.001 y 20.000 el 2 olo: 
id. 1d. 20.001 y 30.000 el 4 ojo 
íd. íd. 30.001 y 40.000 el 4 olo: 


ho 
E 
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Fracción de renta compren- 


da e A 40.001 y 50.000 el 5 olo 

| 1d. íd. 50.001 y 60.000 el 6 olo 
íd. 1d. 60.001 y 80.000 el 7 olo 

íd. 1d. 80.001 y 100.000 el 8 ojo 

íd. Id 100.001 y 200.000 el 9 ojo 

íd. íd. 200.001 y 300.000 el 10 olo 
Fracción de renta que exceda de .. 300.000 el 11 ojo 
Art. 51. — Toda persona que haga profesión o comer- 


cio habitual de cobrar, pagar o comprar títulos o eré- 
ditos, de los comprendidos en los incisos 12 y 2. del 
artículo 44 o cualquier otro instrumento de crédito des- 
tinado al pago de intereses o productos, deberá llevar un 
libro de registro rubricado por la Dirección General de 
Impuesto a la Renta. 

Art. 52. — Además de las anotaciones de Práctica. los 
libros llevados por las personas mencionadas en el ar- 
tículo anterior; registrarán toda operación de los títulos 
en que intervengan, en la forma que determinará el de- 
ereto reglamentario de esta ley. 

Art. 53. — Las reclamaciones y penas se regirán por 
disposiciones generales de esta ley y los reglamentos e 
instrucciones que diete la Dirección General de Impuesto 
a la Renta, con aprobación del Poder Ejecutivo. | 


CAPÍTULO TERCERO 
C) Rentas del comercio y de la industria 


Art. 54. — Estarán sujetos al impuesto de esta cate- 
goría de rentas, los beneficios, ganancias, utilidades, di- 
videndos o provechos obtenidos en el curso del año eivil 
o ejercicio económico precedente por toda persona, so- 
ciedad o asociación que se dedique a ejecutar actos de 
comercio o a la compraventa de bienes inmuebles. 
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Art. 55. —- Son pasibles del impuesto toda persona, 
sociedad o asociación sea nacional o extranjera que reali- 
ce operaciones en la República. 

Art. 56. — Quedan comprendidos. en las disposiciones 
de esta categoría de rentas: 

1.2 Los comerciantes; 

2. Los industriales; 

3.0 Las sociedades colectivas, en comandita simple, 
de capital o industria, y en participación; 

4. Las sociedades anónimas, las sociedades en co- 
mandita por acciones; 

5. Las sociedades cooperativas de producción, de 
crédito, de consumo, cuando repartan utilidades 
o dividendos a sus asociados; ¡ 

6.7 Las asociaciones y sociedades civiles que rea 
por fin la realización de algún lucro; 

7.2 Las empresas de fábricas, usinas, talleres, em- 
presas de transportes, explotaciones industriales 
extractivas y organizaciones comerciales; 

8.2 Las sociedades de seguros y de previsión; 

9.2 Los auxiliares de comercio que ejerzan su profe- 
sión con independencia, en su propio nombre y 
bajo su responsabilidad. 

Art. 57. — Los contribuyentes pagarán el impuesto 
sobre los beneficios obtenidos por las operaciones reali- 
zadas en la República. | 

Art. 58. — Las personas, sociedades o asociaciones que 
tengan instaladas en la República oficinas, negocios, ca- 
sas de venta, sucursales, agencias, fábricas o talleres, se 
considerará que efectúan operaciones, pasibles al im- 
puesto de esta categoría de rentas. 

Art. 59. — El beneficio neto imponible se obtendrá 
deduciendo del total de los ingresos anuales, lo siguiente: 

1.2 Costo del producto y gastos de explotación; 
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2.” Gastos de fabricación; 

3.2 Gastos de venta; 

4. Valor locativo de los inmuebles afectados a la 
explotación o empresa; 

9.2 Amortizaciones a en cada industria o eo- 
mercio; 

qa es de retar afectados a la explota- 
ción ; 

7.2 Gastos generales. 

Art. 60. — Se consideran beneficios imponibles: 

1.2 Todas las sumas que el explotante retire a cuen- 
ta de las ganancias anuales o como compensación 
de su trabajo personal; 

2. El interés de los capitales aportados por el con-: 
tribuyente a los negocios; 

3. Las participaciones de los socios en los benefi- 
cios de cualquier sociedad o asociación; 

4. Las partes de fundador, compensaciones, rentas 
de prioridad, bonificaciones, premios, remunera- 
ciones o cualquier beneficio acordado que im- 
porte una participación en las utilidades anuales; 

9.” Las utilidades del ejercicio que se destinen al 
aumento del capital de la empresa, sea en forma 
de reservas, ampliación de las operaciones, fon- 
dos de previsión o con cualquier otra denomi- 
nación. 

Art. 61. — Las pérdidas, tanto del capital como de 
rentas serán deducibles de los beneficios anuales. 
Art. 62. — El impuesto se hará efectivo por todas las 
rentas obtenidas en la República, en el lugar de la diree- 
ción de la empresa o en el de su principal estableci- 
miento. 

Art. 63. — En las sociedades o asociaciones el im- 
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puesto se establece en todos los casos a nombre de la 
sociedad. | 

Art. 64. — Los pequeños comerciantes o industriales 
y vendedores ambulantes cuyo capital destinado a la 
explotación mo alcanza a $ 1.000 y su renta anual no 
exceda de $ 5.000, no están sujetos al impuesto de esta 
cédula sino al impuesto sobre las rentas del trabajo. 

Art. 65. — Las personas o sociedades sujetas al im- 
puesto de esta categoría de rentas, deberán hacer la 
declaración de sú renta de acuerdo a las instrucciones 
de la Dirección General de Impuesto a la Renta. 
Art. 66. — Las declaraciones deberán presentarse por 
eserito anualmente a la Dirección General de Impuesto 
a la Renta, o a sus agentes, dentro del primer trimestre 
de cada año y serán acompañadas del balance general, 
de un estado de explotación, del balance de ganancia y 
pérdidas y de los documentos de contabilidad que com- 
prueben la exactitud de la declaración. 

Art. 67. — Los contribuyentes que no cumplan la obli- 
gación anterior en el plazo indicado, sufrirán un aumento 
de 20 olo por cada mes de retardo en la declaración 0 
presentación de la documentación requerida. 54 

- Art. 68. — La inexactitud maliciosa en la declaración, 
cuando no importe defraudación, será castigada con una 
multa que oscilará entre $ 50 y $ 1.000. hi: 

Art. 69. — Los contribuyentes que por falsa declara- a 
ción o inexactitud comprobada en la documentación que 
acompañen, defraudaran al Fisco, serán castigados con 
multa del duplo al décuplo de las sumas defraudadas. 

- Art. 70. — La Dirección General de Impuesto a la Renta 
tiene el derecho de efectuar las investigaciones que fue- 
ren necesarias para comprobar la exactitud de las decla- 
raciones, pudiendo revisar los libros y documentos de 
la contabilidad del contribuyente. 
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Art, Td. — En caso de negarse a presentar los libros, 
documentos y declaraciones requeridas por los verifica- 
dores de la Dirección General de Impuesto a la Renta, 
el contribuyente será castigado por una multa de $ 100 
a $ 10.000, sin perjuicio de presentar los libros y docu- 
mentos negados, pagando además, $ 50 por cada día de 
retardo a contar de la fecha de intimación. 

Art. 72, — El impuesto se calculará sobre la parte de 
renta que exceda de $ 1.000. 

Art. 73. — El impuesto se pagará según la escala si- 
guiente: | 
Fracción de renta compren: 


dida entre ........ $ 1.001 y$ 5.000 el 1 ojo 
íd. íd. , 5.001 y ,, 10.000 el 2 ojo 
ei e E » 10.001 y , 20.000 el 3 olo 
sd. íd.  , 20.001 y, 30.000 el 4olo 
íd. íd. » 30.001 y , 40.000 el 5 olo 
1d, íd. » 40.001 y ,, 50.000 el 6 olo 
1d. 1d. 0, 50.001 y, 60.000 el 7 olo 
íd. íd. » 60.001 y ,, 80.000 el 8 olo 
 Íd. 1d. » 80.001 y ,, 100.000 el 9 o/o 
íd.. íd. » 100.000 y ,, 200.000 el 10 olo 
íd. id.  , 200.001 y ,, 300.000 el 11 ojo 


Fracción de renta que exceda de .. ,, 300.000 el 12 olo 
Art. 74. — El trámite administrativo en la recaudación 
se regirá por las disposiciones generales que establece 
esta ley. 
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Disposiciones especiales sobre sociedades anónimas y en 
comandita por acciones 


Art. 75. — En las sociedades anónimas y en las socle- 
dades en comandita por acciones se considerará como 
renta imponible las sumas efectivamente distribuidas 
entre sus asociados, administradores y directores, ya 
sea como dividendos, participaciones, intereses de capi- 
tal o bajo cualquier otro título o denominación. 

Art. 76. — Los aumentos de capital bajo forma de 
aumento del valor de las acciones, de distribuciones gra- 
tuitas de acciones y las sumas destinadas al rescate de 
acciones y certificados, serán gravados ¡por el impuesto 
de esta categoría de renta. 

Art. 77. — En caso de liquidación o fusión de las socie- 
dades anónimas y en comandita por acciones, se gravará 
con el impuesto toda la suma que exceda el valor efec- 
tivamente aportado por el asociado. 

Art. 78. — Cuando la Dirección General de Impuesto 
a la Renta lo considere conveniente, podrá prescindir de 
aplicar el impuesto, según lo establecen los artículos 75, 
76 y 77, calculándolos entonces en la forma dispuesta 
para las demás sociedades. 

Art. 79. — Las sociedades anónimas y comanditarias 
por acciones extranjeras, tributarán el impuesto sobre 
los beneficios declarados según lo dispuesto en los ar- 
tículos 65 y 66. : 

Art. 80. — Las disposiciones de esta ley no modifica- 
das por los artículos 75 a 79, rigen también para las 
sociedades anónimas y en comandita por acciones. 


CAPÍTULO CUARTO 
D) Rentas de la explotación agropecuaria 


Art. 81. — Están sujetos al impuesto a la renta de esta 
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categoría los beneficios de la explotación agrícola o 


ganadera obtenidos por el capital y el trabajo dedicados 
directamente al cultivo de la tierra o a la cría y zepro- 
ducción de ganados y animales domésticos. 

Art. 82. — La explotación agrícola comprende los be- 
neficios obtenidos por el propietario, arrendatario o 
aparcero, de la venta de cosechas y frutos de tierra de 
agricultura como: campos, praderas, sembrados, viñedos, 
cabaverales, algodonales, yerbales, huertas y jardines. 

Art. 83. — La explotación ganadera comprende los 


- beneficios obtenidos por la cría, engorde, reproducción 


y venta de ganados y animales domésticos. 

Los beneficios obtenidos de la venta de animales cuya 
alimentación en su mayor parte no proceda de campos 
que el contribuyente tenga en propiedad o arrendamien- 
to, no pertenecen a esta categoría de rentas. 

Art, 84. — El beneficio de la explotación agrícola o 
ganadera que debe servir de base al impuesto establecido 
sobre la renta de esta categoría, se considera igual al 
valor locativo para las rentas netas inferiores a $ 30.000. 

Art. 85. — Cuando el producto neto de la explotación 
es inferior a la base de imposición del artículo anterior, 
el contribuyente podrá reclamar que el impuesto sea 
caleulado sobre el beneficio real, debiendo presentar a 
tal efecto los comprobantes necesarios para obtener la 
reducción del impuesto aplicado. 

Art. 86. — Si el beneficio real del contribuyente calcu- 
lado sobre el valor locativo es superior a $ 30.000, se 
tomará como base de imposición la suma correspondiente 
al beneficio real. | 

Art. 87. — Los beneficios de la explotación se obten- 
drán deduciendo de los ingresos provenientes de la venta 
de los productos, todos los gastos que hubiera originado 
su producción. 
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Son deducciones autorizadas: 
1. Los gastos de explotación; 


2.2 Los sueldos y salarios presdns para obtener los. 


productos; 


3. El valor locativo o el alquiler o arrendamiento; 


4.2 Los gastos de conservación y las amortizaciones; 


5. Los intereses y o de capitales recibidos en 


préstamo; 
6. Los seguros. 


Art. 88. — El impuesto se pagará sobre la renta neta 


que exceda de $ 2.000 si el contribuyente es soltero y 
de $ 3.000 si es casado. 

Art. 89. — La imposición de los beneficios netos se 
ajustará a la siguiente escala: | 
Fracción de renta compren- 


dida entre ...... .. $ 2.001 y $ 10.000 el la olo 
sd. sd. , 10.001 y, 20.000 el 1olo 
íd. íd. , 20.001 y, 30.000 el 2 ojo 
íd. íd. , 30.001 y , 40.000 el 3 olo 
íd. íd.  , 40.001 y ,, 50.000 el 4 olo 
íd. íd. , 50.001 y ,, 60.000 el 5 olo 
sd. 1d. 60.001 y. BO00 e e 
id. id. » 80.001 y ,, 100.000 el 7 ojo 
íd. íd. , 100.001 y ,, 200.000 el 8-olo 
íd. id. ,», 200.001 y ,, 300.000 el 9 

Fracción de renta que exceda de .. , 300.000 el 10 ojo 

Art. 90. — El impuesto calculado se reducirá en un 


5 olo por cada persona a cargo del contribuyente no 
pudiendo exceder del 50 ojo. 


Art. 91. — El contribuyente que explote directamente. 


su campo o establecimiento tendrá derecho a una reduc- 


ción de 10 olo, siempre que la renta imponible no exceda 


de $ 50.000. 
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Art, 92. — Las declaraciones, pago y reclamaciones se o E 
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regirán por las disposiciones generales de esta ley y los 
reglamentos e instruecionese que dicte la Dirección Ge- 
neral de Impuesto a la Renta. 


CAPÍTULO QUINTO * 
E) Rentas del trabajo 


Art. 93. — Los ingresos anuales, en dinero o en espe- 
cie obtenidos por una persona por el ejercicio de una 
profesión, de una función pública o privada, ciencia, 
arte o trabajos manuales, quedan sometidos al impuesto 
que establece la presente ley. - 

Art. 94. — Pertenecen a esta categoría de rentas: 

1. Los sueldos y remuneraciones de los funciona- 

rios, empleados públicos y privados; | 
2. Los salarios.y productos del trabajo a destajo; 
8. Las asignaciones, honorarios, comisiones, emolu- 
mentos, premios y gratificaciones; 
4. Las remuneraciones percibidas por servicios pro- 
fesionales de las ciencias o artes; 
5.2 Las utilidades de toda ocupación luerativa; 
6. Las jubilaciones, pensiones o rentas vitalicias; 
7.2 'Todos los demás ingresos no enumerados que se 
consideren rentas del trabajo. 

Art. 95. — La renta neta real se calculará deduciendo de 
la renta total, los gastos que demande el ejercicio de la 
ocupación, empleo, profesión u oficio. 

Art. 96. — Se incluirá en la renta total, toda ventaja 
o beneficio obtenido por el contribuyente que implique 
un aumento de su sueldo, salario o remuneración, como: 
eratificaciones, alimentación, vivienda, luz y otros bene- 
ficios análogos. | 

Art. 97, — El impuesto se pagará sobre la renta neta 
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real obtenida en el año precedente que exceda de $ 3.000. 
si el contribuyente es soltero y de $ 4.000 si es casado. 
Art. 98. — Sobre el impuesto que corresponda pagar 
cuando la renta del contribuyente no es superior a pesos 
10.000 tendrá derecho a una deducción del 5 ojo por 
cada persona que tenga a su cargo, hasta un máximo 
de exención del 50 ojo. 
Art. 99. — El impuesto se satisfará con arreglo a la 
siguiente escala: ó 
Fracción de renta compren- 


dida entreno) $ 3.001 y $ 10.000 el 12 olo 
sd. íd. 10.001 y , 20.000 el 1 olo 
ía: íd. 20.001 y , 30.000 el 2 olo 
sd. id , 30.001 y ,, 40.000 el 3 ojo 
sd. id. , 40.001 y , 60.000 el 4 olo 
id. da » 60,001 y , 80.000 el 5 olo 
id. íd. 80.001 y , 100.000 el 6 olo 


-] 


Fracción de renta, que exceda de .. , 100.000el 7 olo 
Art. 100. — Los contribuyentes que no disfrutaren de 
otras rentas más que las comprendidas en esta categoría 
gozarán de una reducción del 20 ojo del impuesto por 
las rentas menores de $ 10.000 y el 10 olo sino exceden 
de $ 20.000. 
Art. 101. — El impuesto deberá hacerse efectivo en el 
lugar donde estuviere domiciliado el contribuyente el 
1.2 de enero del año de la imposición. i 
Art. 102. — Las reparticiones públicas de la Nación, 
las provincias, las municipalidades, las asociaciones, so- 
ciedades y los particulares que ocupen personas como 
empleados, dependientes, obreros o en cualquier otra 
forma, mediante sueldos, salarios o remuneración, están 
obligados a remitir a la Oficina de Impuesto a la Renta 
que corresponda, dentro de los dos primeros meses de 
cada año, un estado que indique: los nombres, direccio- 
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nes y monto de los sueldos, salarios y remuneraciones 


pagados a cada una de las personas que han ocupado 
por más de dos meses consecutivos en el eurso del año 
anterior. : 

Art. 103. — Las sociedades, asociaciones y particulares 


que paguen jubilaciones, pensiones y rentas vitalicias, 


están obligadas a entregar a la Dirección General de Im- 
puesto a la Renta un detalle de los titulares de esas 
jubilaciones o pensiones, en la forma exigida en el ar- 
tículo anterior. 

Art. 104. — Las personas sujetas a esta ley que no 
trabajen bajo la dependencia de otra, deberán hacer la 
declaración de su renta, o a la Oficina de 
Impuesto a la Renta, dentro de los dos primeros meses 
de cada año. | 

Art. 105. — Toda infracción a las disposiciones de 
esta ley, será pasible de las penas establecidas en el 
título V. 


TITULO Nm 
Impuesto complementario sobre la renta global 


Art. 106. — Constituye la renta de que trata esta ley 
toda ganancia en dinero o en cualquier valor o valores 
estimables en dinero, ya provenga del capital, industria, 
comercio o trabajo, aislados o combinados, beneficios 
profesionales, sueldos, salarios, pensiones y de cualquier 


otro origen y aun cuando se trate de dividendos o bene- 


ficios no distribuidos, capitalizados o llevados a fondos 
de reserva, con excepción de las reservas acumuladas en 
años anteriores a 1924. Todas las rentas serán anual- 
mente totalizadas para todos los efectos de esta ley. 

Este impuesto se agregará al exigido por categorías, 
eon las siguientes excepciones: 
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a) 


b) 


e) 
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Cuando el contribuyente no tuviese otra renta 


que la proveniente del trabajo en cuyo caso pa- 
gará sólo el impuesto de esa cédula; 


Cuando el contribuyente abonase el impuesto co- 


rrespondiente a la categoría A (renta de la pro- 
piedad raíz) en cuyo caso se deducirá dicha ren- 
ta del cálculo general; | 


Cuando el total de las rentas del contribuyente 


n oexceda de la suma de 20.000 pesos moneda na- 
cional. 


Art. 107. — Sobre la renta expresada en el artículo 
anterior se pagará el 2 olo como cuota uniforme. 
Art. 108. — Se deducirá de la cuota: 


a) 


b) 


e) 


d) 


e) 


El importe de los impuestos directos, patentes, 


permisos, retribuciones y servicios que se abonen 
al Estado Federal o a las provincias y a las mu- 
nicipalidades o en cualquier país extranjero de 
donde proviniese; 

Los intereses de la deuda que graviten sobre cada 
contribuyente o sobre las personas a su cargo 0 
hasta concurrente en este caso de la renta an 
tales personas; E 

Los gastos ordinarios, originados para obiReR 


garantir o conservar sus entradas, no incluyendo 


sustentos o gastos personales y de familia; 


Las pérdidas ordinarias provenientes de casos 


fortuitos o de fuerza mayor, como ser: incendios, 


tempestades, terremotos, naufragios u otros ac- . 


cidentes o siniestros, pero sólo cuando tales pér- 
didas no estén cubiertas por seguros, indemni- 
zaciones o de otra manera; | 


La desvalorización de los bienes produei da por E 


el uso o deterioro. 
No se deducirán: 
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a) Los gastos invertidos en nuevas construcciones o 
mejoras permanentes; 
-b) Las pérdidas originadas por operaciones ajenas 
| a la profesión habitual del contribuyente. 

Estas deducciones se aplicarán, igualmente al 
liquidarse el impuesto de cada cédula, salvo lo 
que se disponga expresamente para éstas en el 

- título respectivo. 

En ningún caso se acumulará la deducción co- 
rrespondiente al impuesto global, con la de una 
cédula, debiéndose interpretar estas reducciones 

del impuesto con eriterio restrictivo. 

Art. 109. — A los extranjeros no residentes se les 
hará las deducciones del artículo anterior, pero sólo en 
la proporción que directamente se relacione con los ne- 
gocios o bienes sobre los cuales o renta de la 
República. 

Ao 110. — Cada contribuyente será tasado sólo sobre 
la porción de su renta que después de la aplicación de 
las disposiciones del art. 108 exceda de la suma expre- 
sada en el mismo. | 
Art. 111. — No se considerarán rentas los valores ad: 
quiridos por legado, donación o herencia, indemniza- 
 elón por accidentes, los que procedan de pólizas de segu- 
ro sobre la vida pagadas a beneficiarios individuales a 
la muerte del asegurado, las sumas recibidas por el ase- 
gurado como devolución de premios pagados por él du- 
rante el período o al terminar el mismo, especificado 
por el contrato o por rescisión del mismo, ni las indem- 
nizaciones por incendio, granizo y otras que representen 
reparación de un daño, las sumas percibidas por concepto 
de indemnización del trabajo, pensiones o incapacidad 
parcial o total para el mismo, y las que perciban los 
herederos a título de indemnización por la muerte de 
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miembros de su familia; pero las rentas que produzcan 
esos valores, quedan sujetas a las prescripciones de esta 
ley. | 

Art. 112. — Para establecer la renta neta imponible se 
tendrán en cuenta las excepciones de los artículos 108, 
109, 110 y 111. | 


TITULO IV 
CAPÍTULO PRIMERO 
Orgamzación administrativa del impuesto a la renta 


Art. 113. — La percepción del impuesto establecido 
por esta ley, estará a cargo de la Dirección General de 
Impuesto a la Renta, dependiente del Ministerio de Ha- 
cienda y que se organiza del siguiente modo: edil 

19. Dirección; 
2%. División Percepción y Control; 
30. Comisión de Reclamaciones. 

Art 114. — Forman el Directorio: El Director Gene- 
ral de Impuesto a la Renta, designado por el P. E. como 
presidente; cuatro funcionarios que desempeñen Cargos 
de importancia en las reparticiones fiscales del Estado, 
de los cuales uno deberá ser letrado; otro contador pú- 
blico con título habilitante nacional; dos mayores con- 
tribuyentes y un representante de los que deben abonar 
por rentas del trabajo. 

Este Directorio además de las atribuciones que se le 
fijan en la presente ley será tribunal de apelación para 
resolver en definitiva las reclamaciones que los contri- 
buyentes formulen contra impuestos nacionales que co- 
rresponda abonar en cualquier jurisdicción o repartición 
pública. 
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Ay Compondrán la División Percepción y 
Control, las sieuientes secciones : 
1%. Secretaría; | 
2”. Contaduría ; 
3%. Inspección General; 
4%. Cuerpo de Inspectores ; 
3%. Tesorería ; 
6%. Estadística y Censo de contribuyentes. 

Art. 116. — La comisión de reclamaciones se dividirá 
en: tres comisiones de reclamaciones de tres miembros 
cada una; debiendo atender y solucionar en primera 
instancia las observaciones o protestas que suscitara la 
aplicación del impuesto. 

Art. 117, — El Director general es el jefe administra- 
tivo de la repartición. 

Art. 118. — El Directorio dictará las instrueciones y 
reglamentos necesarios para el fiel cumplimiento de esta 
ley, debiendo dirigir y vigilar su aplicación. ! 

Art. 119. — La División Percepción y Control tendrá 
a su cargo todo lo referente a la determinación de la 
renta, examen y revisación de reclamaciones, recaudación, 
control y contabilidad de las Operaciones. 

Art. 120, — A los efectos de la recaudación y control, 
la República se dividirá en 50 zonas, cuyos límites fijará 
el Ministerio de Hacienda de acuerdo al número de ha- 
bitantes y la riqueza económica de las regiones. Cada una 
- de estas zonas estará a cargo de un verificador de la Di- 
rección General de Impuesto a la Renta. de 

AE dal La Dirección General del Impuesto a la 
Renta dividirá cada zona en tantos distritos como sea 
Necesario para la mejor percepción y control del im- 
puesto. | | i 

Art. 122. — En cada distrito, la Dirección General de 
Impuesto a la Renta designará a los contribuyentes que 
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junto con los verificadores formarán la comisión que d.e- 
berá revisar las declaraciones. eE 
Art. 123. — Las reclamaciones que tenga que hacer el 
contribuyente las formulará verbalmente o por escrito 
ante la Comisión de Reclamaciones de la zona, que estará 
formada por el verificador de la zona, un inspector y Un 
contribuyente. | 
De las resoluciones de esta Comisión podrá apelarse 
ante las Comisiones de reclamaciones de la Dirección Ge- 
neral de Impuesto a la Renta en la Capital Federal. 
Art. 194. — Si dentro de los quince días de recibida la 
notificación del impuesto que corresponde pagar al con- 
tribuyente, no formulara las reclamaciones a que tuviera 
derecho, se considerará que está conforme con la liqui- 
dación. : | 


CAPÍTULO SEGUNDO 


De las declaraciones 


Art. 125. — Los contribuyentes deberán anualmente 
dentro de los tres primeros meses de cada año declarar 
por escrito el monto de su renta, en los formularios es- 
peciales que entregará la Dirección General de Impuesto 
a la Renta y en los que se indicará: la naturaleza de la 
renta y las deducciones que le corresponde. | 

Art. 126. — Cuando las declaraciones a que se refiere - 
el artículo anterior no sean presentadas en la forma esta- 
blecida o fueran incompletas, se intimará al contribu- 
yente para que las presente dentro del término de ocho 
días, en las condiciones establecidas por las instrucciones 
que se publicarán al efecto, bajo apercibimiento de pro- 
ceder de oficio a la determinación de su renta presun- 
tiva. Esta intimación se hará por escrito, por los funcio- 
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narios de la Dirección General de Impuesto a la Renta 
O por intermedio de la Municipalidad o Comisaría de 
Policía del lugar. : 

Art. 127. — Las declaraciones serán entregadas al Ins- 
pector o remitidas a la Oficina de Impuesto a la Renta 
de la zona o a la Oficina de Correos que se indicará al 
entregar los formularios para la declaración. 

Art. 128. — Las declaraciones observadas por el Ins- 
pector, deberán ser aclaradas o rectificadas dentro de los 
ocho días de recibida la notificación correspondiente. 

Art. 129. — Los agentes de impuestos a la renta podrán 
exigir que el contribuyente se presente a la Oficina res- 
pectiva para dar las explicaciones verbales que fueran 
necesarias. 

Art. 130. — Los libros y documentos que comprueban 
la exactitud de las rentas declaradas, podrán también ser 
exigidos por los agentes de la Dirección General de Im- 
puesto a la Renta. | 

Art. 131. — La declaración de la renta es obligatoria 
para toda persona tanto por las rentas propias como por 
la de su esposa, hijos y personas que estén a su cargo. 

Art. 132. — Los representantes, mandatarios de per- 
sonas o sociedades y los tutores y curadores están obli- 
gados a hacer las declaraciones de las rentas de sus re- 
presentados, mandantes, pupilos o incapaces. 


CAPÍTULO TERCERO 
De la percepción y control 
Art. 133. — El pago del impuesto deberá hacerse den- 
tro de los treinta días siguientes al de la notificación, 


que reciba el contribuyente, en la Dirección General de 
Impuesto a la Renta o en las oficinas de la zona o dis- 
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trito o depositando el importe a la orden de la Dirección 
General de Impuesto a la Renta en el Banco de la Na- 
ción Argentina. | 

Art. 134. — Toda persona le coresponda o no el im- 
puesto a la renta, deberá munirse de una cédula censal 
en la que conste que ha eumplido con la obligación de ins- 
eribirse en el registro que se abrirá al objeto. 

Art. 135. — La cédula censal contendrá: el nombre, 
edad, estado, nacionalidad, domicilio, el número de orden 
de inscripción y demás cireunstancias indispensables para 
identificar al contribuyente, pero en ningún caso y €n 
forma alguna podrá determinar directa ni indirectamente 
el monto de las tasas abonadas por el contribuyente ni la 
categoría a que pertenezca. | 

Art. 136. — Declárase carga pública el desempeño de 
las funciones que esta ley impone a log contribuyentes y 
ningún habitante podrá renunciar a ellas sin causa Jus- 
tificada. 

Las designaciones deberán recaer siempre en personas 
residentes en el lugar donde deban desempeñar sus fun- 
ciones, sin que en ningún caso puede obligárseles a efec- 
tuar viajes o cambios de domicilio por razón del des- 
empeño de las mismas. Eon 

Art. 137. — Son directamente responsables por las ta- 
sas del impuesto: ] 

a) Toda persona mayor de edad que tenga la libre 
administración de sus bienes; 

b) El jefe de la familia, tanto por Sus rentas pro- 
pias como por las de su mujer y las demás perso- 
nas que estén a su cargo; 

e) Los tutores, curadores o representantes legales de 
incapaces, los síndicos y liquidadores de las quie- 
bras y concursos y los administradores legales 0 3 
judiciales de las sucesiones: 0 
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d) Los directores, gerentes o demás representantes 
necesarios de las sociedades o compañías, cual- 
quiera que sea su carácter y las facultades que 
invistan ; : 

e) Los dios con facultad de administrar o 
percibir rentas. 

Art. 138. — Ningún funcionario, cualquiera que sea su 
jerarquía, podrá dar curso a peticiones, demandas y trá- 
mites o recursos que interponga cualquier habitante, sin 
la previa exhibición de la cédula censal. 

Art. 139. — Las personas no censadas no podrán otor- 
gar escrituras públicas ni realizar ningún acto de tras- 
misión o adquisición de bienes raíces por actos entre 
vivos. 

Art. 140. — El Gobierno Nacional podrá convenir con 
los Gobiernos de Provincias la forma en que se coordi- 
narán los impuestos provinciales de contribución terri- 
torial y patentes o sobre el comercio e industrias si exis- 
tieren con las cédulas del impuesto nacional a cobrarse 
sobre la renta de bienes raíces y las utilidades del comer- 
cio e industrias. 

- Queda también facultado para convenir formas de 
compensación en el caso de que los Gobiernos Provincia- 
les aceptaran la derogación de los impuestos mencio- 
- nados. 


TITULO V 
Disposiciones penales 


Art. 141. — El contribuyente que no denunciara su 
renta o se sustraiga al pago del impuesto de acuerdo a las 
prescripciones de esta ley, será penado con una multa de 
dos a diez veces el importe del impuesto defraudado. 
Art. 142. — Cuando el mismo contribuyente fuera pa- 
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sible de multas más de dos veces, Se dará cuenta al agente 
fiscal correspondiente para que le inicie el juicio de de- 
fraudación al Fisco. 

Art. 143. — La persona que no satisfaga el impuesto 
que le corresponde dentro del término fijado por la Di- 
rección General de Impuesto a la Renta, será intimada 
para que lo haga dentro del término de ocho días y sl 
iranseurrido ese plazo no pagara el impuesto adeudado, 
queda aumentado en un 20 olo, iniciándose inmediata- 
mente las acciones fiscales a que haya lugar. 

Art. 144. — Los funcionarios que divulguen los datos 
contenidos en las declaraciones y los antecedentes reuni- 
dos por la Dirección de Impuesto a la Renta, además de 
su destitución inmediata, serán castigados con las penas 
establecidas por el Código Penal por la revelación de se- 
cretos de Estado, e inhabilitación por 10 años para des- 
empeñar cargos públicos, honorarios o rentados. 

Art, 145. — La acción fiscal para el cobro del impuesto 
se hará de acuerdo con lo dispuesto en el título XXV de 
la ley número 50 de 14 de septiembre de 1863 para el 
procedimiento de apremio y Se extinguirá a los cinco 
años, contados desde el día del término para el pago. Los 
agentes designados por la Dirección General de Impuesto 
a la Renta, tendrán personería para iniciar este juicio. 

Art. 146. — Las personas que por esta ley están obli- 
gadas a dar informes sobre rentas de terceros o a retener 
el impuesto a la renta en los casos de falsa información - 
o infracción a lo prescripto en ellas serán castigadas con 
multa de $ 50 a diez veces el importe del impuesto de- 
fraudado. | | 

Art. 147. — Quedan derogadas las disposiciones lega- 
les que se opongan a la presente ley. | 

Art. 148. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 


Vicror M. MOLINA. 


a 
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PROYECTO DEL PODER EJECUTIVO SOBRE RE- 
FORMA DEL REGIMEN DE CONVERSION Y UNI. 


DAD MONETARIA (1924) 


Departamento de Conversión 


Artículo 1%. — El Poder Ejecutivo procederá a tomar 
las medidas necesarias para que, dentro de los seis meses 
posteriores a la promulgación de la presente ley, la Caja 
de Conversión pase a formar parte del Banco de la Na- 


ción Argentina, en el carácter de Departamento de Emi- 


sión de dicho Banco. 

Art. 2%. El cambio del billete de curso legal por oro 
amonedado, que autoriza la Ley de Conversión N*. 3871, 
se hará en adelante con intervención del Banco de la 


Nación Argentina y de acuerdo con el Departamento de 


emisión, creado por esta ley. 

Art. 3%, — El actual Directorio de la Caja de Con- 
versión se constituirá en Comisión Directora del Depar- 
tamento de Emisión y tendrá a su cargo el contralor y 
emisión del papel moneda. 

Art. 4”. — El Banco de la Nación Argentina, por inter- 
medio del Departamento de Emisión, regulará el mercado 


del dinero y facilitará las operaciones de pago, fijando 


la oportunidad y modo en que debe hacerse efectiva o 
cesar la conversión de la moneda de curso legal por mo- 
neda de oro al tipo fijado en esta ley y de acuerdo con la 
nueva unidad monetaria, creada por la misma. 

Art. 5%, — El Departamento de Emisión ejercitará el 
contralor de la circulación de moneda de oro y papel y 


velará por el cumplimiento estricto del régimen de ga- 
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rantía proporcional en oro y títulos, impuesto por esta 
ley. 3 - 2 
La proporción de garantía del billete en circulación 
será el 80 ojo, distribuído en la siguiente forma: E: 
a) 50 olo en moneda de oro sellado; 
b) 15 olo en fondos públicos; ; | 
e) 15 olo en documentos comerciales de fácil reali- 
zación, redescontados por instituciones bancarias 
particulares, en el Banco de la Nación Argentina. 
Art 60. — El Gobierno de la Nación podrá disponer, 
contra la entrega de un bono de su equivalente en metá- 
lico y mediante un interés que regirá por el de plaza, 
siempre que no sea mayor del 6 olo, de la mitad de los ' 
depósitos en oro existentes en la Caja de Conversión, 
que excedan del 50 olo fijado en el artículo 5”., siempre 
que se halle integrada la garantía establecida en el 
mismo. | 0 
El oro así obtenido podrá ser utilizado en el pago de 
servicios de la deuda o en las operaciones de crédito pú- 
blico que el P. E. crea conveniente realizar, siempre que 
de las mismas resulte un refuerzo de la garantía fijada 
al billete en circulación. e 
Art. 77. — El Banco de la Nación Argentina podrá 
solicitar la entrega de moneda en oro sellado contra los 
documentos mencionados en el artículo 5%. y requerir la 
operación inversa, cada vez que lo crea conveniente al 
viro de sus operaciones, regulándose este cambio por li- 
quidaciones trimestrales. | OS 
Podrá también utilizar el 50 oJo del oro amonedado que 
exceda del 50 olo fijado por el artículo 5. en la compra- E 
venta de giros sobre el exterior, siempre que se halle inte- 
orada la garantía establecida en los artículos A 
Art. 8. — El Fondo de Conversión, creado por la Ley 


£ 
€ 


No. 3871, se constituirá en adelante como una reserva 
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para refuerzo de garantía y cambio del papel moneda. Se 
formará con los siguientes recursos: 
1%, 2 olo de los derechos aduaneros; | 
2%. 50 olo de las utilidades del Banco de la Nación; 
3%. 5 ojo de los impuestos internos sobre el consumo, 
con excepción de aquellos que tienen por ley un 
destino especial; 
4%. Producto de la liquidación del Banco Nacional; 
5%. 20 olo de la enajenación y arrendamiento de tie- 
rras fiscales; | 
6%. El importe de los billetes y monedas de cobre y 
níquel de las antiguas emisiones que no se pre- 
senten al canje dentro de los 2 años siguientes al 
día de la apertura de la conversión; 
7o. Los intereses que produzcan los préstamos enun- 
ciados en el artículo 6, 
La liquidación y depósito de estos aportes se hará se- 
mestralmente y serán suspendidos por el P. E. cuando 
convenga a la circulación y la garantía metálica de los 
billetes exceda del 70 por ciento. o 

Art, 9% — El P. E. podrá utilizar la reserva creada 

por el artículo 8%. en la compra de giros sobre el exterior 
o remesas destinadas al pago de servicios de la deuda, 
acordando las condiciones y término de reposición del 
fondo con el Banco de la Nación Argentina, integrado, 
en este caso, con el Departamento de Emisión. 
- Art, 10. — El Banco de la Nación Argentina se hará 
cargo de las existencias y la administración de la Caja 
de Conversión, a partir de su incorporación al mismo, en 
el carácter de Departamento Emisor. 

Art. 11. — El P. E, resolverá los casos de disidencia 
que se produzcan entre el Departamento de Emisión y el 
Directorio del Banco de la Nación Argentina, cuando deba 
resolverse sobre la cesación del canje de oro por billetes 
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de moneda nacional o sobre la reanudación de dicho canje. 

Art, 12, — Los billetes que se emitan por el Banco de 
la Nación, con intervención del Departamento de Cambio, 
de acuerdo con esta ley, tendrán curso legal y deberán 
ser recibidos por su valor escrito, salvo que se. hubieran 
contratado prestaciones en moneda metálica. 

Art. 13. — El Banco de la Nación Argentina, por in- 
termedio del Departamento de Emisión, vigilará el cum- 
plimiento estricto de todas las leyes relativas a emisión, 
amortización o conversión de monedas de curso legal, 
siendo su intervención necesaria y correspondiéndole. la 
responsabilidad de toda violación del régimen legal de 
la moneda en vigencia. 

Art. 14.—Quedan en vigor, para el uncionaniic0n del 
Departamento de Emisión, todas las disposiciones legales 
relativas a la Caja de Conversión anteriores a esta ley 
y que no estén en pugna con la misma. 

Art. 15. — El Banco de la Nación, como compensación - 
de la responsabilidad que en beneficio del mismo se asig- 
na al Estado por el artículo 10'de la ley N”. 4507, acor- 
dará préstamos al Superior Gobierno Nacional, siempre 
que el monto de éstos no exceda del 20 % del capital. 

Art. 16.—Déjase subsistente lo dispuesto por la ley 4507 
sobre reforma a la carta orgánica del Banco de la Nación 
Argentina en todo cuanto no se oponga a la presente ley. 


II 


Unidad monetaria 


Art. 17. — El Banco de la Nación, por intermedio del 
Departamento Emisor, convertirá la emisión fiduciaria 
actual de billetes de curso legal, al cambio de 0,44 cen- 
tavos oro por cada peso moneda nacional, en la forma, 


CUESTIONES ECONÓMICAS Y FINANCIERAS 967 


modo y tiempo que determinan los artículos siguientes. 
Art. 18. — La conversión se hará en la fecha y con el 
procedimiento que determinará el P. E. con noventa días | 
de antelación al día en que comience la operación. 
Art. 19. — La unidad monetaria definitiva de la Re- 
pública será el NACIONAL de oro de un peso de 0.32258 
- gramos y ley de 900 milésimos de fino pero sólo se acu- 
 ñarán. piezas de 5, 10 y 20 Nacionales. | 
Art. 20. — Se hará acuñar por medio de la Casa de 
Moneda, que pasa a ser dependencia del Departamento 
- de Emisión, monedas de oro, plata y níquel, con la clase, 
valor, título, peso y diámetros que a continuación se 
expresan: 


Monedas de oro 
TITULO PESO 9 
Clase | Valor de |—————— -—>———— € 
de metal| las piezas Tolerancia Tolerancia E 
y Justo en más o Justo en más o A 
en menos en menos 
Nacionales Milésimos Milésimos Gramos Milósimos — Milim. 
20 900 | 6.45161. | a 
y 
Oro 10 100 1 5.22580 19 
A de EA 
5. cobre 1.61290 17 
Monedas de plata y níquel 
Plata 835 y 165 | 5 O 5 úl 
: de cobre | 5 OA 
Centésimos 

50 6 25 
ADO LD 5 29 

A al 
Níquel; 10 níquel y en el 4 SE. 20 

750 

5 de cobre | níquel ! 6) 18 
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Art. 21. — Las monedas de oro y plata llevarán es- A 


tampado en el anverso el escudo argentino con la inserip- 


ción “República Argentina”? y el año de su acuñación ; las 
de oro de 20 Nacionales llevarán en el reverso el busto del 
General San Martín con la palabra “Libertad”? y el valor y 
ley de la moneda; las de 10 Nacionales iguales a las de 


20, con el busto de Belgrano y las de 5 Nacionales lleva- 


rán el busto de Moreno. Las monedas de plata de 1 y 2 


Nacionales llevarán en el reverso el busto de Rivadavia e 


inscripción de la palabra “Libertad”” y el valor de la 
moneda, 

Todas las monedas de Sl y plata llevarán el busto de. 
la libertad y la inscripción “República Argentina”” y en 
el reverso, en el centro los números que expresan el valor 
y la palabra “centésimos”” rodeados de una cos 
de laurel. 

Art. 22. — La conversión de la moneda fiduciaria se 
hará en la siguiente forma: 


750 millones de pesos moneda na- 

cional se convertirán en Nacio- 

nales de un valor de 0.20 centavos 

a razón de 0,44 por peso oro, O : ] 
sea un. total de Nacionales .... 1.650.000.000 
247.869.565 pesos moneda naclo- 7 
nal se convertirán en efectivo en 


monedas de 20, 10 y 5 Nacionales 545.813.043 


20 millones de pesos moneda na- 
cional en monedas de níquel y 
cobre equivalentes, convertidos en 
las nuevas monedas de níquel a . 48.400.000 


2.243.713.043. 


As 


de E 
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- Art. 23. — Los nuevos billetes serán de 50, 100, 500, 
1.000 y 5.000 Nacionales. 

Art. 24. — El Banco de la Nación y el Departamento 
Emisor determinarán la conveniencia de substituir la 
moneda de oro de 5, 10 y 20 Nacionales por billetes de 
igual valor, en caso de que la circulación de oro en plaza, 

_ presente como más ventajosa esta forma de emisión. 

Art. 25. — La acuñación de oro es ilimitada; la de 
plata y níquel no podrá exceder de 3 nacionales de cada 
clase por habitante. El P. E, determinará la proporción 
entre los diversos valores de estas monedas. Con esta emi- 
sión se retirarán los pesos 23.783.879.60 moneda nacional 
circulantes en emisión menor, níquel y cobre. | 

Art. 26. — Nadie está obligado a recibir en pago más 
de 30 nacionales en plata; y en níquel soto hasta cinco 
en cada pago. 

Art. 27. — Todas las obligaciones pendientes, títulos 
de deuda pública, cupones, ete., se eancelarán reduciendo 
la moneda actual a la nueva al tipo de 0,44 oro por peso 
moneda nacional o sea a 2 Nacionales 20 por cada 0,44 
pesos oro o peso moneda nacional. 

Art. 28. — El “Nacional”? y el ““Medio Nacional””, 

emitidos en virtud de la ley de 5 de Noviembre de 1881, 
dejarán de tener valor cancelatorio y serán retirados de 
la circulación desde la promulgación de la presente ley. 

Art. 29, — Una vez transcurridos cuatro meses de la 
fecha fijada por el P. E. para comenzar la conversión de 
la actual moneda, todos los documentos o contratos que 
contengan obligaciones de dar sumas de dinero, o ex- 
presen pagos públicos o privados, o expresen valores en 
dinero, que no consignen su equivalencia en “Naciona- 
les”?, tendrán una multa de 50 Nacionales para las per- 
sonas que los hayan otorgado o autorizado o presentado 
ante cualquier autoridad nacional. Mientras la multa no 
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se abone, no se dará curso al documento. Exclúyese de 
esta sanción las operaciones que por su índole especial 
requieran ser expresadas en moneda extranjera. 

Art. 30. — Los gastos que demande la ejecución de esta 
ley, se imputarán a la cuenta respectiva del Banco de la 
Nación Argentina. 


Art. 31. — Queda autorizado el Departamento Emisor 


a crear una Oficina de renovación, de funcionamiento 
provisorio, la que podrá realizar el cambio con el concur- 
so de los bancos oficiales y particulares existentes en el 
país. | 

Art, 32. — La renovación PEOR por el artículo pre- 
cedente servirá de base para la investigación minuciosa, 
que deberá practicar el Departamento de Emisión, con el 
objeto de establecer exactamente la relación entre el pa- 
pel moneda circulante y el depósito de garantía existente 
en la Caja de Conversión. 

Art. 33. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 


Vicror M. MOLINA. 
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